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			A todos los miembros de la Guardia Civil que con su abnegación, sacrificio y espíritu de servicio han contribuido a alcanzar su prestigio y a situar al Cuerpo en un lugar destacado en la historia de España.
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			AGMS     Archivo General Militar de Segovia
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			BOE     Boletín Oficial del Estado
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			Introducción

			Cuando este libro sale a la luz, España está celebrando el 175.º aniversario de la fundación de su Guardia Civil, que tuvo lugar en la primavera de 1844. 

			Un capricho de la Historia, o quizás uno de sus guiños, ha querido que también se celebre el mismo año el 150.º aniversario del fallecimiento de Francisco Javier Girón y Ezpeleta, duque de Ahumada, unánimemente reconocido como fundador de la Guardia Civil.

			Ambas efemérides tenían que ir unidas, porque ambas historias han discurrido parejas desde siempre, irremediablemente, hasta el punto de que no se entenderían una sin la otra.

			Francisco Aguado Sánchez abordó en 1968 la publicación de una completa biografía del duque de Ahumada, que fue reeditada en 1985. 

			También disponemos de la documentadísima obra de Enrique Martínez Ruiz, Creación de la Guardia Civil, publicada en 1976, que comprende toda la etapa fundacional del cuerpo.

			Antes y después han sido publicados otros libros y monografías de indudable interés que han analizado, desde diferentes enfoques, numerosos aspectos relativos a la génesis de la Guardia Civil, sus primeros pasos y la figura de su fundador.

			Por ello, es importante destacar que estas páginas no pretenden abarcar una biografía del segundo duque de Ahumada, abordando su figura con el nivel de detalle que permite la extensión del texto. Como tampoco pretenden erigirse en una historia de la etapa fundacional de la Guardia Civil, que requeriría igualmente de mucha mayor extensión. Todo ello, en cierto modo, estaba ya escrito. 

			Si algo pretende el texto que el lector tiene en sus manos es profundizar en los distintos aspectos que, a lo largo de su vida, han ido dibujando el perfil humano y profesional de Francisco Javier Girón, duque de Ahumada: su personalidad, sus valores, sus dotes organizativas y su indiscutible capacidad de liderazgo, que supo poner al servicio de la fundación de la Guardia Civil. Era Ahumada un hombre de su tiempo, que siempre quiso desmarcarse de viejos postulados del Antiguo Régimen y de banderías políticas que le apartaran del alto concepto en que tenía la institución militar. Asimismo, era un hombre de profundas convicciones, educado en las tradiciones de una familia de rancio linaje, de acendradas virtudes y valores aprendidos de sus antepasados. Y que había sufrido grandes sinsabores y desengaños, tanto en su propia piel como en la de sus seres más cercanos. 

			Pero este libro también permite situar al fundador frente a su obra. Poner de relieve en qué medida grabó su personalidad, temperamento y código de valores sobre la piel del nuevo Instituto. Y cómo supo rodearse de los mejores para lograrlo.

			La Guardia Civil nació en 1844 para dar respuesta a la necesidad acuciante del Estado liberal y de la sociedad española de contar con un cuerpo de seguridad de ámbito nacional, profesional, permanente y respetado; capaz de acabar con el bandidaje que se había adueñado del campo español y que se había convertido en endémico en algunas zonas de nuestra geografía. 

			Además, el Estado necesitaba de una fuerza pública capaz de contener posibles revueltas y de asegurar la ejecución de las leyes, en la nueva etapa que se iniciaba tras la superación de pasados conflictos. El proceso centralizador que se pretendía abordar necesitaba de una eficaz integración del territorio. Y a ello debía contribuir el nuevo cuerpo, proporcionando seguridad a las vías de comunicación en expansión y extendiendo en lo posible la presencia de la Administración hasta los últimos núcleos de población. 

			Todos los intentos por constituir un cuerpo de seguridad de estas características habían resultado baldíos hasta entonces, después de insistir una y otra vez en proyectos que adolecían de errores estructurales en su concepción, y carecían de los recursos necesarios para su implantación.

			En la creación de la Guardia Civil había depositado muchas esperanzas una sociedad española que estaba cansada de soportar la impunidad de tantos malhechores. Este hartazgo sobre la inseguridad reinante era especialmente perceptible en el ámbito rural, donde sus habitantes, muy apegados a sus tradiciones, no se habían desprendido aún de una sociedad estamental, propia del Antiguo Régimen, que cedía lentamente ante el nuevo Estado liberal. En el otro polo social se situaba la naciente burguesía, con un carácter más urbano, preocupada de sus intereses y la protección de sus propiedades. Se abría, en fin, el nuevo escenario de reparto de la riqueza, como consecuencia de los procesos desamortizadores, y un concepto más moderno de la propiedad privada.

			La Guardia Civil echó a andar sobre la base de un sistema civil-militar de relaciones y dependencias que aportaron al cuerpo la estabilidad y equilibrio necesarios para afrontar un vigoroso arranque y un desarrollo sostenido. Además, facilitó el encaje del nuevo cuerpo entre las instituciones del Estado y su arraigo en la población, que ansiaba mayores niveles de seguridad y estabilidad. Por ello, pronto se convirtió en eficaz herramienta en manos del Gobierno, al extender su despliegue desde los inicios por todo el territorio nacional, aunque todavía de forma precaria. 

			La Guardia Civil llegaba, además, en un momento de relativa tranquilidad social, de una coyuntura sociopolítica favorable, y con la certera visión de los gobernantes del momento, dispuestos a impulsar la modernización del país y de sus estructuras. Todas estas circunstancias coincidentes en el momento de creación de la Guardia Civil, iban a ser cruciales para poder enfilar con solvencia, desde su mismo nacimiento, las primeras etapas de su existencia. 

			Por ello, fue muy determinante la decisión de poner en manos del general Francisco Javier Girón la organización del nuevo cuerpo. A la postre, las expectativas depositadas en el duque de Ahumada, basadas en su prestigio y acreditada capacidad, se verían ampliamente superadas. 

			Hoy podemos asegurar, sin lugar a dudas, que la Guardia Civil es el primer cuerpo policial creado en España con vocación integral para todo el territorio nacional y que gozó de plenas competencias en materia de seguridad desde su misma fundación. Y tenemos razones para celebrarlo. 

			En la historia que contiene estas páginas, abordaremos la vida del duque de Ahumada, la creación de la Guardia Civil y el papel trascendental que jugaron tantos hombres que la hicieron posible. Unos, luciendo su uniforme y, en ocasiones, ofreciendo generosos sus vidas; y otros, vistiendo el del Ejército para contribuir a su administración y progreso. Algunos más, en fin, impulsándola, en los momentos críticos; defendiéndola, cuando era necesario; y respetándola, siempre. Y todos, en suma, haciendo gala de los mejores valores compartidos. Porque la que vamos a contar es, ante todo, una historia de hombres de honor.

		

	


		
			1. UNA TEMPRANA VOCACIÓN A PRUEBA

			Las adversidades de una larga guerra

			En la tarde del 11 de marzo de 1803 nacía en Pamplona Francisco Javier Girón y Ezpeleta. Concebido en el seno de una ilustre familia militar, Francisco Javier era el hijo único del matrimonio formado por el teniente coronel graduado Pedro Agustín Girón y de las Casas, hijo del tercer marqués de las Amarillas, y de María de la Concepción Ezpeleta y Enrile, hija mayor de los condes de Ezpeleta de Beire. Dos días más tarde era bautizado en la catedral de Pamplona, en una celebración con que se hacía uso por primera vez de la nueva pila bautismal allí instalada.

			El hogar que vio nacer a Francisco Javier fue el viejo y frío palacio del virrey de Navarra, que era entonces el abuelo paterno de Francisco Javier. Este cargo, al que iba ligado el de capitán general de Navarra, era ocupado desde 1798 por el teniente general Jerónimo Girón Moctezuma, marqués de las Amarillas. 

			El virrey Girón contaba entre sus antepasados por vía paterna a Pedro Téllez-Girón, maestre de la Orden de Calatrava a mediados del siglo xv; y, por vía materna, al emperador azteca Moctezuma. Pero su origen hay que buscarlo en la casa de Ahumada, originaria de las montañas de Burgos en la época de la Reconquista. Francisco Ruiz de Ahumada participó, junto a tres de sus hijos, en la conquista de Oviedo junto a don Pelayo y, más tarde, Diego de Ahumada y sus descendientes, en la ocupación de Ronda y otras plazas andaluzas. De este linaje descendía también Teresa de Cepeda y Ahumada, la célebre santa abulense doctora de la Iglesia. 

			Pedro Agustín, el padre de Francisco Javier, estaba entonces destinado en la 3.ª División de Granaderos Provinciales de Andalucía, y había obtenido el grado de teniente coronel por su participación en la breve guerra de las Naranjas contra Portugal en 1801, siéndole concedido más tarde este empleo. Instalado temporalmente en Pamplona después de largas campañas, pudo al fin contraer matrimonio con Concepción Ezpeleta el 5 de julio de 1802, pasando a residir la pareja en el propio palacio del virrey. 

			Pero aquella vida apacible de los primeros años del convulso siglo xix pronto se iba a truncar para la familia Girón Ezpeleta. Poco antes del desastre de Trafalgar (1805), Pedro Agustín recibió la orden de incorporarse a su División de Granaderos de Andalucía, para concentrarse en Cádiz. El pequeño Javier quedó inicialmente en Pamplona a cargo de su madre, pero, en marzo de 1807, ella partió también, primero a Madrid y luego a Cádiz, para reencontrarse con su esposo. 

			A partir de ese momento, Javier permaneció únicamente al cuidado de su abuelo paterno, que había enviudado un par de meses después de su nacimiento. Compañero de juegos y confidencias, aquel niño llegará a sentir por el anciano general un gran cariño y ternura, supliendo así el importante vacío afectivo que dejaba en su pequeño corazón la ausencia de sus padres. Don Jerónimo, de quien tanto aprendió en aquellos primeros años, dejará sin duda un rastro indeleble en la formación del carácter y el temperamento de Francisco Javier, a pesar de su corta edad. Pedro Agustín Girón describe a don Jerónimo, su padre, como de «carácter vigoroso, pero justo y templado; jamás se arrebató, ni la cólera tuvo nunca cabida en su alma generosa y recta» y asegura que: «Superior a los contrastes de la vida, no se dejó dominar de otra influencia que la de su deber, ni oyó otra voz que la de su virtud».

			Pero las intrigas palaciegas hicieron que, en 1807 Manuel Godoy, valido del rey Carlos IV, decidiera apartar de la Corte a José Miguel de Carvajal Vargas, duque de San Carlos, próximo al príncipe Fernando, nombrándole virrey de Navarra. Tal vez con ello pretendía también apartar de la frontera francesa al teniente general Girón, que, receloso de los pactos con Napoleón, había pronosticado las verdaderas intenciones del emperador francés de invadir España, so pretexto de ocupar Portugal, tras la firma del Tratado de Fontainebleau en octubre de 1807. A cambio, Girón era nombrado vocal del Consejo Supremo de Guerra y Marina, debiendo trasladar su residencia a Madrid. 

			A poco de comenzar el fatídico año de 1808, la división D’Armagnac del ejército francés ocupaba el 16 de febrero la plaza de Pamplona. Para entonces, desencantado, el anciano general Girón, acompañado de su nieto, había ya mudado su domicilio a Madrid. Llegados a la Corte, se habían instalado en una cómoda vivienda de la calle del Reloj, a un paso —paradojas de la vida— del sólido edificio que albergaba entonces el Consejo Supremo de la Inquisición, en la calle de Torija, donde décadas más tarde se ubicará la primera sede de la Guardia Civil, con Francisco Javier al frente. Desde su nueva residencia en la capital de España, don Jerónimo Girón y su nieto de cinco años serán testigos del levantamiento en armas del pueblo de Madrid contra el invasor el 2 mayo de 1808, que servirá de detonante para la toma de conciencia de España como nación que despertaba de su letargo. El veterano general contemplaría aquellas escenas con dolor e impotencia ante una realidad que, en vano, había vaticinado meses atrás. El pequeño Javier, desde su inocencia, lo haría con horror e incomprensión ante tanta violencia desbordada.

			Pero debió de ser importante la influencia y prestigio que don Jerónimo Girón alcanzó en el Consejo Supremo de Guerra y Marina, pues pasó a ser su presidente en poco tiempo. Según parece, también fue nombrado por José I Bonaparte consejero de Estado en julio de 1808, confirmado en este cargo en marzo de 1809 y, finalmente, cesado el 1 de octubre siguiente. Ciertamente, desconocemos en qué medida la actuación del general Girón Moctezuma estuvo guiada por el afrancesamiento del que otros también fueron acusados, con mayor o menor fundamento, o si lo fue llevado por un afán más constructivo de contribuir al funcionamiento de las instituciones en un delicado momento para nuestra patria.

			Mientras tanto, Pedro Agustín se había adentrado de nuevo en Portugal, encuadrado ahora en el ejército de operaciones que, junto al francés, había invadido el país vecino, obteniendo el 13 de noviembre el grado de coronel. Más tarde, operó en Toledo y en Badajoz, donde su unidad quedó acantonada. Pero el escenario había cambiado y la invasión francesa de nuestro país estaba ya al descubierto. Ante la actitud indecisa de su jefe, Pedro Agustín Girón reunió a su batallón y se dirigió al Campo de Gibraltar para unirse a las fuerzas que mandaba su tío, el general Castaños. Su mujer, que le había acompañado a prudente distancia en todos sus desplazamientos, se instaló en una propiedad de su suegro en Ronda, de donde era natural. Posteriormente, Girón se desplazó con su unidad a Córdoba para integrarse en el Ejército de Andalucía, combatiendo en la defensa del puente de Alcolea. El 19 de julio de 1808 luchó en la batalla de Bailén, obteniendo días después el empleo de brigadier. Tras esta determinante victoria, el ejército de Castaños se dirigió hacia Madrid, lo que supuso para Pedro Agustín el reencuentro con su padre y su hijo, a quienes luego se unió Concepción.

			Pero en octubre el brigadier Pedro Agustín Girón tuvo que abandonar a su familia, al dirigirse el ejército de Castaños a Navarra para hacer frente a la nueva oleada de los franceses, que hará retroceder una vez más a las tropas españolas hasta recuperar Madrid. 

			En febrero de 1809 Pedro Agustín mandaba la 3.ª División del Ejército de Andalucía, que se hubo de replegar sobre Despeñaperros para acantonarse en Sierra Morena. Hasta allí se dirigirá, una vez más, la incansable Concepción Ezpeleta en busca de su esposo. Más tarde, estuvo el brigadier al frente de su unidad en operaciones en La Mancha y la provincia de Toledo, hasta establecerse en La Guardia. 

			Pero en agosto de 1809, el viejo general Girón no se sentía seguro en Madrid. Las acusaciones que lo tildaban de afrancesado por su cercanía al «Rey Intruso», instigadas por un antiguo rival, provocaron finalmente una orden de detención por la Junta Suprema Central, instalada en Sevilla, para que fuera presentado en Córdoba. Ante tal situación, y temiendo por su seguridad, Girón se disfrazó de arriero, tomó consigo al niño y se presentó en el campamento donde estaba acantonado su hijo con las tropas del Ejército de Andalucía. 

			La orden de detención llegó a manos del general Venegas, jefe de aquel ejército y superior jerárquico de Pedro Agustín. Venegas era conocedor del prestigio y trayectoria intachable que precedía al antiguo virrey de Navarra, por quien sentía gran aprecio. Además, también sabía que la exacerbación patriótica que se había apoderado de algunos sectores en la España que los franceses no ocupaban estaba provocando numerosas acusaciones, fundadas o no, de actitudes contrarias a la causa nacional y de connivencia con los intereses de los invasores. Por ello consideró que la forma menos lesiva de llevar a cabo aquella medida era dejarla en manos de su propio hijo, para que la ejecutase con la dignidad que la condición del anciano general merecía. Pese a lo doloroso de la situación, Pedro Agustín cumplió la orden e hizo acompañar a su padre y al pequeño Javier por un oficial de su entera confianza, haciendo en posta —esto es, en carruaje tirado por caballos que eran relevados a lo largo del trayecto— el largo viaje hasta Córdoba. 

			Una vez presentado ante las autoridades, y tras un breve arresto, Jerónimo Girón fue autorizado a desplazarse a La Carolina, donde se instaló bajo el cuidado de su nuera Concepción y la compañía de su inseparable nieto, hasta que fue obligado a desplazarse a Sevilla para facilitar el control sobre su persona.

			El Ejército español que mandaba el general Venegas sufrió sucesivas derrotas en agosto de 1809 en Almonacid (Toledo) y en noviembre, en la batalla de Ocaña. En ella había tomado parte activa, al frente de una de las divisiones, el mariscal de campo Girón, que ostentaba este empleo desde agosto de ese año. Aquella retirada, unida a la subsiguiente derrota en Sierra Morena, hizo posible que las tropas francesas avanzaran sin mucha resistencia y entraran en Sevilla el 1 de febrero de 1810. Aquellos reveses provocaron la apertura de una causa contra Girón y otros generales a finales de 1809 pero, tras una brillante defensa, Pedro Agustín quedó libre de cargos.

			La inminente entrada del Ejército francés en Sevilla había determinado el abandono de la capital andaluza por la Junta Central, que pasó a instalarse en la isla de León, en San Fernando, con la denominación de Regencia de España e Indias. La población sevillana provocó graves desórdenes y se aprestó a la defensa de la ciudad ante la situación de indefensión en que, según consideraba, la habían dejado con su huida las autoridades, al tiempo que una parte comenzaba a abandonar la ciudad. En aquella difícil situación, don Jerónimo Girón decidió que debía también huir de los franceses para no ser acusado nuevamente de connivencia. Sin apenas opciones, el destino elegido esta vez fue la población de Ayamonte (Huelva), donde residía su hermano José, coronel de Milicias Urbanas. 

			No obstante, don Jerónimo quería terminar de una vez con aquella acusación que pesaba sobre él, por lo que, dispuesto a someterse al juicio de la Regencia, poco después emprendió por mar una peligrosa travesía hasta Cádiz, acompañado de su nuera y su nieto Javier, en la que se vieron sorprendidos por un fuerte temporal. Una vez en Cádiz, se unió Pedro Agustín al grupo familiar mientras permaneció de guarnición con su unidad, e intentó mediar ante la Regencia para resolver la situación de su padre, pero sus esfuerzos no obtuvieron fruto alguno.

			Mientras el ejército francés estaba empeñado en el asedio de la plaza de Cádiz, las tropas de Wellington intensificaron la ofensiva desde Portugal y los ejércitos aliados consiguieron sonadas victorias, participando Pedro Agustín Girón con su unidad en las batallas de Talavera (1809), en la línea de Torres Vedras (1810) y los Arapiles (1812). La guerra empezaba a dar su giro definitivo. 

			El 27 de agosto de 1812 las tropas francesas del mariscal Soult abandonaban la ciudad de Sevilla. Parecía llegado el momento de que don Jerónimo Girón se presentara de nuevo en la capital andaluza para resolver definitivamente su situación. El marqués de las Amarillas dejaba Cádiz después de haber subsistido durante casi dos años y medio, malvendiendo los bienes y efectos que había trasladado consigo. Aquel tiempo había permanecido en su compañía y bajo su cuidado su inseparable nieto Javier, pues doña Concepción Ezpeleta de nuevo había seguido fielmente los pasos de su esposo en su intensa campaña contra los franceses.

			Finalmente, tras ser vista su causa en Sevilla, el teniente general Girón resultó absuelto. Ello suponía alcanzar la ansiada «purificación», como se denominaban entonces las depuraciones de carácter político. Concluido aquel calvario, decidió asentarse en Sevilla hasta el final de sus días, y pudo dedicarse con cierto sosiego a la educación de su nieto, instruyéndole en las primeras letras y en los valores que sustentaban su condición nobiliaria y militar.

			Mientras tanto, Pedro Agustín Girón se encontraba a las órdenes directas de Castaños al frente del estado mayor del 5.º Ejército y, más tarde, del 4.º, en el avance implacable de las tropas anglo-españolas para expulsar a los franceses de la Península. En mayo de 1813, el mariscal Girón se hacía cargo del mando del 4.º Ejército, a cuyo frente participó en importantes batallas, como la de Vitoria y la del puente sobre el Bidasoa. Finalmente, tomó parte al frente de su unidad, junto a otras tropas aliadas, en la persecución del ejército invasor, ya en territorio francés, entre noviembre de 1813 y abril de 1814, alcanzando el empleo de teniente general el 8 de marzo de este año.

			Finalizada la guerra, el general Girón se instaló provisionalmente en Pamplona, donde se encontraba su mujer Concepción y su familia. Poco después decidió probar fortuna en la Corte con el apoyo de su tío, el general Castaños, cerca de Fernando VII, que ya ocupaba el trono. Pero los antecedentes de su padre como consejero de Estado con José I pesaban demasiado. Desengañado, Girón solicitó y obtuvo pasar a la situación de cuartel en Sevilla. Era esta una figura entonces existente, por la cual un militar pasaba por un tiempo a estar sin destino para dedicarse a otras ocupaciones en la residencia que fijara a su elección, pero con la consiguiente repercusión sobre sus haberes. 

			Su esposa Concepción acompañó a Sevilla a Pedro Agustín Girón, lo que propició, por fin, el reencuentro con don Jerónimo y Javier, y que toda la familia pudiera cobijarse de nuevo al abrigo de un único hogar, como años atrás en el añorado palacio de Pamplona. Cuando llegaron a Sevilla, los señores de Girón y Ezpeleta pudieron comprobar que su hijo Javier, a sus once años y bajo la tutela de su abuelo, leía y escribía con soltura, tenía buenas nociones de gramática latina, tocaba razonablemente el piano, montaba a caballo con destreza, y poco después comenzaría sus estudios de francés. Todo un completo plan formativo, absolutamente inusual para la época en un niño de once años al cuidado de su abuelo, y que había pasado buena parte de su corta vida huyendo de las adversidades.

			Pero una vez más, aquella situación de convivencia familiar duraría poco tiempo. En marzo de 1815 saltaba de nuevo la alarma ante la amenaza de que Napoleón, evadido del exilio que se había decretado desde el año anterior en la isla de Elba, pudiera hacerse otra vez con el poder en Francia. En España se organizaron tres ejércitos de operaciones que fueron enviados a la frontera, al mando de los generales Castaños, Palafox y O’Donnell, conde de La Bisbal. Y el teniente general Girón fue designado segundo jefe del Ejército de Aragón, que mandaba Palafox. Su mujer, Concepción, como había venido haciendo a lo largo de la guerra, le acompañó hasta Zaragoza. 

			Como recompensa por los servicios prestados durante la Guerra de la Independencia, se concedió a Pedro Agustín Girón la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San Fernando por real cédula de 30 de mayo de 1815. 

			No mucho más tarde, el 18 de junio, todo terminaría para Napoleón con la gran derrota de Waterloo. 

			Capitán de Milicias con doce años 

			Francisco Javier era ya casi un adolescente. Su grado de madurez debía ser muy superior al de cualquier otro chico de su edad, porque su vida hasta entonces había estado cuajada de continuos sinsabores, de huidas incomprensibles para aquella pequeña cabeza, que solo debería ocuparse de sus juegos y de los primeros aprendizajes de la vida. Pero la guerra y sus muchas penalidades habían robustecido su carácter. Había visto sufrir a su abuelo para intentar salir adelante todos aquellos años, para no caer preso y defender a toda costa su honorabilidad. Pero también en su empeño por educar y proteger a aquel niño indefenso que se le había confiado. Javier ya sabía que a su alrededor había injusticias, fanatismos, la calumnia para perjudicar y para obtener puestos y prebendas, hasta llegar a la manipulación mezquina de los más nobles sentimientos si ello resultaba de provecho. Todo aquello lo vería repetido años más tarde, durante su juventud, esta vez con su padre como víctima. Nada nuevo, por tanto. Nada nuevo, tampoco, hoy en día. Pero, además, el carácter de Javier también se curtió por tener que afrontar todas aquellas duras vivencias sin el consuelo y el calor de unos padres. Una experiencia que le marcaría para siempre y que, como veremos más adelante, probablemente tendrá mucho que ver con el profundo tono humano y familiar con que Francisco Javier Girón concebirá la Guardia Civil. 

			Por eso cuando, en la primavera de 1815, sus padres abandonaban de nuevo el hogar, aquel Francisco Javier casi adolescente sería consciente de que, tal vez, ahora le tocaba a él consolar y cuidar de su anciano abuelo, al que tanto debía. Había llegado el momento, lo quisiera o no, de convertirse en adulto.

			Cuando Pedro Agustín Girón se dirigía desde Sevilla para incorporarse al Ejército de Aragón, se detuvo en Madrid para elevar una solicitud al rey, esta vez para su hijo Javier, que acababa de cumplir doce años. Siguiendo un antiguo privilegio, que todavía entonces estaba en vigor, pidió la gracia de que fuera nombrado capitán del Regimiento de Milicias Provinciales de Sevilla. Se trataba de la misma unidad y el mismo empleo militar en que el padre de Javier había comenzado su carrera militar activa en 1798, cuando contaba veinte años. Para obtener esta gracia había invocado los méritos contraídos a lo largo de su trayectoria profesional y muy especialmente en la reciente Guerra de la Independencia. 

			Tal vez, el general Girón se había quedado impresionado por la madurez y preparación de aquel niño, que era casi un extraño para sus padres. Sin saberlo Girón, aunque tal vez presintiéndolo, con aquella petición abría de forma muy temprana una brillantísima carrera militar que trascendería su época. El 19 de junio de 1815 se hacía efectivo el ingreso de Francisco Javier Girón en el Regimiento Provincial de Sevilla con el grado de capitán por gracia real. 

			En aquel entonces existían diferentes vías para ingresar como oficial en el Ejército español, que conservaba las normas y prescripciones procedentes del Ejército Real del Antiguo Régimen. Para los afortunados por su cuna y origen, la vía más elitista era el ingreso por gracia real, como recompensa a los méritos de sus padres. Aquel acceso privilegiado en la milicia podía materializarse en la clase de cadete, sin examen previo, en una academia militar; o bien en una unidad de las tropas de Casa Real. También permitía ingresar como guardia real —con el especial estatus del que gozaban—, e incluso directamente como oficial —generalmente, de capitán—, en diferentes unidades. Este era el caso de nuestro protagonista. 

			La edad de ingreso solía ser muy temprana, como sucedía en los cadetes de menor edad, asimismo conocidos con la denominación de cadete especial con disculpa de edad, pero también lo era entre los que ingresaban como oficial. Aquellos niños, procedentes en su mayoría de familias de la nobleza con amplia tradición militar, dedicaban los primeros años a su formación, muchos de ellos, en los reales seminarios de nobles. Tengamos en cuenta que algunos —entre ellos se contarán varios de los primeros jefes de la Guardia Civil— llegaban a ingresar cuando apenas contaban dos años, e incluso con tan solo unos meses de edad. En cualquier caso el tiempo de servicio en la milicia solo comenzaba a contarse a partir de los doce años, edad a la que ingresó Francisco Javier.

			Otra vía tradicional de acceso para obtener el empleo de subteniente —el primero entre los oficiales en aquella época— era como cadete de Cuerpo alistado en un regimiento, en cuyas filas se recibía la formación necesaria, generalmente entre seis meses y dos años. También se podía ascender a oficial a partir de la condición de soldado distinguido, antiguo privilegio del que gozaban los jóvenes de origen noble que entraban en filas en las Armas generales de Infantería y Caballería, con la exención de servicios mecánicos, derecho a ceñir espada, y que se asimilaba, en su condición y formación, al de los cadetes. 

			Por último, aún existía una tercera vía para llegar a oficial, y que estaba reservada a los sargentos primeros, que podían llegar a subteniente por promoción interna en aquellos periodos en que no se vetaba esta posibilidad, por exigir el ingreso a través de los colegios militares. 

			Por otra parte, conviene aclarar que las Milicias Provinciales eran una institución muy antigua, cuyo origen se remontaba a Carlos I, y que estaba basada en las Hermandades. Era independiente del Ejército regular. Sus oficiales eran reclutados entre la nobleza y las familias influyentes de los municipios de cada provincia. En cuanto a la tropa, si faltaban voluntarios, procedía de quintas diferentes a las del Ejército, asumiendo un compromiso o tiempo de empeño superior al de aquel. Las Milicias tenían un carácter no permanente, de modo que eran activadas cuando resultaba necesario, así como para el mantenimiento de su nivel de instrucción, que con frecuencia era una de sus debilidades. Entre las funciones que se asignaban a las Milicias se encontraban las de seguridad en las poblaciones, orden público, persecución de malhechores y labores humanitarias en caso de epidemia. Cuando surgía un conflicto armado, o ante el riesgo de que se produjera, las unidades de Milicias eran movilizadas para la seguridad en retaguardia o para combatir, contando con una muy nutrida reserva. Debido a su carácter no permanente, para los oficiales pertenecientes a las Milicias Provinciales que más tarde ingresaban en el Ejército regular, el tiempo servido en aquellas unidades «en situación de provincia» —esto es, sin movilización— computaba solo la mitad, con la salvedad de los jefes superiores, a los que sí se les reconocía el tiempo de servicio y eran retribuidos en consecuencia. Por todo ello, vemos que el estatus y capacidades militares de las Milicias eran inferiores a las del Ejército, y por ello eran también más dadas estas unidades al ingreso graciable de oficiales en sus filas. Cuando estalló la Guerra de la Independencia en 1808, se encontraban organizadas cuatro divisiones de granaderos provinciales, con dos batallones cada una, y otros cuarenta y tres regimientos provinciales, que recibían el nombre del distrito o provincia en que tenían su sede. En total, algo más de treinta y dos mil efectivos. Durante este conflicto, combatieron en las mismas condiciones que las unidades del Ejército regular. Cuando acabó la guerra en 1814, se determinó que una parte de los oficiales de estos regimientos debían proceder del Ejército, a fin de aliviar los cuadros de mando excedentes, aunque aquella medida solo se aplicó hasta 1818, debido a las dificultades presupuestarias. 

			El jovencísimo capitán Girón comenzaba su vida militar en junio de 1815. Sin duda, guardaría como un tesoro entre sus recuerdos el primer día en que vistió su flamante uniforme. Luciría con orgullo la vistosa casaca azul turquí con solapa y forro encarnado, destacando sobre el calzón blanco, y los botines de paño negro. Un uniforme que servirá de inspiración a Francisco Javier cuando, tres décadas más tarde, participe en el diseño del de la Guardia Civil. 

			Su encuadramiento como oficial en el regimiento sevillano le situaba al mando de una de las cinco compañías de que se componía, a cuyo frente debía dirigir la instrucción de sus hombres, de acuerdo con un plan trimestral previsto para los periodos en que no eran activadas estas unidades. El resto del tiempo Francisco Javier lo dedicó a proseguir con sus estudios; progresar en su nivel de francés, que de tanta utilidad le sería más tarde para el diseño de una fuerza de seguridad permanente; y ejercitarse en su gran afición a la equitación. Para su formación, contaba ahora como preceptor al padre Muñoz, profesor del Colegio de San Miguel, que se encontraba frente a la catedral de Sevilla.

			Sin duda, aquella primera experiencia militar del casi niño Javier debió de ser de gran provecho para él, además de dejar un grato recuerdo, puesto que repetirá estos mismos comienzos en la vida castrense para su hijo Pedro Agustín. Nacido en 1835, ingresó en 1847, a la edad de doce años, como subteniente de Infantería por gracia especial, en atención a los méritos contraídos por su padre, que no mucho tiempo atrás había organizado la Guardia Civil.

			Mientras tanto, en enero de 1816 regresaba a Madrid el padre de Francisco Javier, tras desaparecer la amenaza napoleónica y disolverse los ejércitos expedicionarios que se habían desplegado en los Pirineos. De nuevo, Pedro Agustín Girón intentará obtener algún cargo del favor real, esta vez con el apoyo de su amigo el marqués de Campo Sagrado, secretario de la Guerra. Pero sus esfuerzos resultaron inútiles. Resignado, solicitó cuartel de nuevo para residir en Sevilla, donde se implicó en la educación de su hijo. Para entonces, Javier tenía ya una sólida formación en gramática, latín, francés, geometría y aritmética, mientras continuaba sus estudios de piano con un buen profesor italiano. También comenzó Francisco Javier a aprender sobre la administración de los bienes familiares, para lo que padre e hijo recorrieron a caballo en varias ocasiones las fincas que poseía su familia en Andalucía. Entre ellas, destacaba la hacienda de El Rosalejo, en Villamartín (Cádiz), adquirida con fondos enviados por un antepasado, virrey de Méjico, y que había sido incendiada por las tropas francesas; y otra finca en Ronda (Málaga), procedente de una de las ramas del linaje de Ahumada que había participado en la Reconquista y se benefició del reparto de tierras en la sierra malagueña tras la derrota de los musulmanes. 

			En 1819 se produjo una grave epidemia de fiebre amarilla que tenía como foco la isla de León y que afectó a una amplia zona que comprendía la ciudad de Sevilla. La situación era tal que la familia Girón Ezpeleta decidió abandonar la ciudad por un tiempo e instalarse provisionalmente en la finca de Ronda, fuera del radio de acción de la epidemia. Pero don Jerónimo se encontraba ya sin fuerzas para emprender el viaje y decidió ser fiel a su promesa de acabar sus días en Sevilla. Por más que lo intentaron, no fue posible hacerle cambiar de opinión, por lo que el matrimonio y Javier abandonaron el hogar sevillano, presintiendo que decían el último adiós al viejo general. Y la fiebre pudo con don Jerónimo poco tiempo después, cuando ya muy maltrecho, se afanaba en socorrer a otros enfermos que se encontraban en peor estado que él. El general Girón Moctezuma fallecía el 17 de octubre de 1819 a la edad de setenta y ocho años. Es probable que, a Francisco Javier, que contaba entonces con dieciséis, le recorriera un sentimiento de culpa por no haber estado en aquellos momentos al lado de su abuelo, tomando la mano ardiente y temblorosa de quien había sido casi todo para él durante la mayor parte de su vida. 

			Siendo ya brigadier, en 1838, Francisco Javier se ocupará de dar nueva sepultura a su amado abuelo, trasladando sus restos desde el cementerio a la iglesia de la Universidad de Sevilla. El final del epitafio que mandó poner sobre su tumba, a modo de rendido homenaje, rezaba así: «Vivió como honrado, sirvió en ambos mundos como valiente, mandó como hábil, juzgó como sabio y murió como cristiano. R.I.P.». 

			Pero pronto llegarían nuevas turbulencias al escenario político nacional que desembocarán en otro conflicto. Tras la disolución de las Cortes y la abolición de la Constitución de Cádiz de 1812, Fernando VII volvía a las prácticas del Antiguo Régimen y el absolutismo. De este modo, durante el llamado Sexenio Absolutista (1814-1820), se llevó a cabo una dura persecución contra los liberales, que se oponían al retorno del absolutismo, y contra quienes eran acusados nuevamente de afrancesados, que fueron obligados a exiliarse. También se produjeron en esos años varias intentonas de derrocamiento del régimen, todas fallidas, protagonizadas por militares que, para hacer frente a la represión y defender sus ideas liberales, abrazaron con frecuencia las ideas de las logias masónicas.

			Al finalizar 1819, y para hacer frente a la sublevación de elementos independentistas en varios focos en la América española, se concentró un contingente de unos catorce mil hombres entre las localidades de Las Cabezas de San Juan, Arcos de la Frontera, Alcalá de los Gazules y Villamartín, para embarcar con destino a América. Aquellas tropas, integradas principalmente por soldados veteranos de la Guerra de la Independencia que aún no habían sido licenciados, estaban muy bajas de moral, cundía en ellas la indisciplina y sus oficiales estaban prontos al levantamiento contra el rey. Constituían, por tanto, el detonante perfecto para el comienzo de una insurrección que, como la pólvora, se extendería con rapidez por todo el territorio nacional.

			La familia Girón Ezpeleta abandonó la finca de Ronda el 29 de diciembre de 1819 para dirigirse a la que poseían en Villamartín. A su llegada al día siguiente, observaron cómo se encontraba acantonado en las inmediaciones el Batallón de Sevilla, integrado en el Ejército expedicionario de América, del que se sospechaba de su previsible levantamiento, según fue informado a su llegada el teniente general Girón. Aquella unidad formó en la plaza de la localidad esa misma tarde, so pretexto de que fuera revistada por el general, que era ajeno a aquella maniobra. Después de un enfrentamiento con alguno de los oficiales que se oponía al amotinamiento que se preparaba, la tropa se reunió en asamblea fuera de la población y decidió no embarcar para América, emprendiendo la marcha hacia Arcos de la Frontera.

			Ante el cariz que tomaban los acontecimientos, el general Girón decidió retornar de nuevo a Ronda, donde se aprestó a dirigir la defensa de la plaza, cuya guarnición se había mostrado contraria al levantamiento.

			Mientras tanto, el 1 de enero de 1820 abanderaba el pronunciamiento el teniente coronel graduado Rafael del Riego, que se encontraba al frente de las tropas acantonadas en la localidad sevillana de Las Cabezas de San Juan. Pero la respuesta de las unidades del ejército expedicionario no fue la esperada, de modo que tan solo cuatro batallones se levantaron en armas. Las unidades fieles al Gobierno se aprestaron a sofocar la rebelión, a cuyo frente se situó al general Freire, comandante de la Brigada de Carabineros Reales.

			El general Girón y su familia regresaron a Sevilla y, como era previsible, Francisco Javier hubo de incorporarse a su Regimiento Provincial de Sevilla, que había sido «puesto sobre las armas» y encuadrado en la 2.ª División del Ejército organizado en Andalucía.

			El 20 de enero, el Provincial de Sevilla iniciaba la progresión junto a otras unidades hacia la isla de León, en San Fernando, donde se había concentrado la mayor parte de las tropas sublevadas, y a comienzos de febrero llegó a los pinares que se hallaban cerca de la isla. Para Francisco Javier llegó la hora de poner en práctica las virtudes militares que había aprendido de su padre y su abuelo. Sentía sobre sus hombros el gran peso de la responsabilidad de acreditar el valor en combate y de conservar sin mancilla el honor de sus antepasados. De la estirpe de los Ahumada. Un peso que le acompañará toda la vida. 

			Considerando que era más factible el acceso a la isla de León desde Cádiz, se organizó un contingente integrado por tres regimientos regulares y otros tres provinciales, entre los que se encontraba el de Sevilla. La compañía que mandaba Francisco Javier Girón fue destacada frente a Torregorda, donde se hallaba el baluarte guarnecido por un núcleo de sublevados, al mando del coronel Antonio Quiroga. Era un punto en que la lucha había sido dura en los días anteriores. Desde aquella posición también tuvo que hacer frente al ataque marítimo sobre la batería de la Cantera. Se consumaba el bautismo de fuego de Francisco Javier Girón. Posteriormente su unidad fue relevada y se replegó sobre la Puerta de Tierra, el acceso amurallado a la ciudad de Cádiz, donde se encontraban buena parte de las tropas así como el cuartel general y el estado mayor de Freire. 

			Al amanecer el día 10 de marzo, la población de Cádiz se echó a la calle con la intención de que fuera proclamada la Constitución, en una acción que había sido concertada la noche anterior con buena parte de los oficiales del Ejército acantonados en la ciudad. Al mismo tiempo, también las tripulaciones de los buques que se hallaban en el puerto amenazaban con sublevarse. Temiendo ser atacados por la población, las tropas de guarnición en la Puerta de Tierra abrieron fuego de forma indiscriminada, sin que los oficiales fueran capaces de contenerlos. En poco tiempo, la confusión era total. La revuelta se extendió por toda la nación y las guarniciones de las principales ciudades acataron la Constitución de 1812. Ese mismo 10 de marzo, temiendo por su propia integridad y que los disturbios adquirieran mayores proporciones, Fernando VII juraba también su acatamiento a la Carta Magna.

			A partir de aquel momento se abría un nuevo periodo con el triunfo de la revolución capitaneada por Rafael del Riego y comenzaba el Trienio liberal. Restablecido el orden, las unidades se fueron retirando a sus guarniciones. Aquellas acciones en la bahía de Cádiz, tan confusas en su desarrollo, habían supuesto el bautismo de fuego del joven capitán Girón. Por aquella acción recibió su primera recompensa, la Cruz de la Orden de San Fernando de 1.ª clase, aunque la condecoración solo le será reconocida años más tarde. 

			Ayudante de campo del ministro de la Guerra

			Apenas habían transcurrido unos días desde el triunfo del levantamiento cuando Francisco Javier recibió otra de aquellas cartas enviada por su padre que habían permitido mantener una frecuente comunicación epistolar entre ambos durante la campaña gaditana. Pero aquella carta fechada el 14 de marzo era diferente. Su texto no recogía preocupación por el estado de su hijo, ni los habituales consejos del padre y superior militar, sino que le avisaba de que había solicitado de sus jefes que se le permitiera retornar cuanto antes a Sevilla, porque le podía necesitar a su lado en cualquier momento. Es muy probable que Pedro Agustín Girón, a quien se había negado su participación en la escena política durante el Sexenio, barruntara que el nuevo rumbo que tomaba la nación fuera más propicio a sus aspiraciones. O tal vez conociera ya de forma oficiosa su nombramiento para un cargo relevante.

			Y así fue. El general Girón, cuarto marqués de las Amarillas, de acuerdo con el título heredado de su padre, don Jerónimo, era nombrado ministro de la Guerra en el primer gabinete del Trienio liberal, que encabezaba Evaristo Pérez de Castro.

			En la designación de Girón para tan alto cargo es probable que primara de modo importante su acreditada capacidad organizativa en el seno del Ejército; pero lo cierto es que aquel gobierno de exaltados liberales poco tenía que ver con las ideas y el talante del marqués de las Amarillas. Además, aunque su nombramiento había sido bien visto por los promotores del pronunciamiento, no gozaba de simpatías en el Congreso. Pedro Agustín era un hombre de ideas liberales moderadas y, aunque la etiqueta de afrancesado le había mantenido fuera de la escena política hasta entonces, nunca se había visto inclinado a defender sus ideas en los pronunciamientos que se oponían a Fernando VII. Como acertó a definirlo el marqués de Villaurrutia, diríase que Girón era mucho más militar que político, lo que sirvió para distanciarle aún más de sus compañeros en el gabinete. 

			Aquel primer gobierno liberal no se constituyó completamente hasta el mes de abril de 1820. Pedro Agustín Girón se trasladó a Madrid, aunque en un primer momento decidió que su hijo no le acompañara. Tal vez la prudencia le aconsejara tomar antes posesión del cargo y pulsar el ambiente incierto que se presentaba para él en aquel nuevo escenario. No en vano, le tocaba ahora dirigir un ejército que había consentido o participado en una revolución para la que no encontraba una justificación. Por si fuera poco, y en el polo opuesto, parece que Girón no entró con buen pie en la Corte, en su presentación al rey, y en algunos de los foros más radicalmente liberales y en las sociedades patrióticas se pedía ya su salida del Gobierno. 

			En el mes de junio tuvo el marqués de las Amarillas su primer foco de conflicto en el que había pasado a denominarse Ejército de la Isla. Esta unidad se había constituido para guarnecer aquel territorio, sobre la base de tres de los batallones sublevados meses atrás y las unidades del ejército de operaciones que allí se había reunido para combatirlos. Puesto inicialmente a las órdenes de Riego, directamente ascendido a mariscal de campo, aquella amalgama de unidades pronto se reveló como un foco de insurrección e indisciplina.

			Tal vez por ello, Girón decidió entonces nombrar una comisión de servicio a su hijo para que se trasladara a Madrid, alejándole de aquella situación, y designándole como ayudante de campo a sus inmediatas órdenes, probablemente al comienzo del mes de julio de 1820. Como ya le había manifestado meses atrás, deseaba que Francisco Javier le auxiliara como su más fiel colaborador en las importantes reformas orgánicas que quería llevar a cabo en el Ejército. 

			Conviene en este punto hacer un inciso para aclarar que el hecho de que un alto cargo en la estructura militar reclamara la cercanía como auxiliar inmediato de una persona tan próxima como un hijo, también oficial, era absolutamente normal en la España de aquella época, y aun lo fue durante mucho tiempo después. Diversas circunstancias, a las que no eran ajenas la necesidad de contar con colaboradores absolutamente leales, a salvo de todo tipo de intrigas, y las propias condiciones de vida en las unidades, hacían de esta práctica algo común y generalmente admitido.

			Cuando Francisco Javier llegó a Madrid debió de quedar sorprendido del radicalismo liberal que imperaba en la capital del Reino, pero, sobre todo, en el riesgo evidente en que se encontraba su padre, amenazado por diferentes sectores. Cada noche, un piquete de cinco soldados debía custodiar la casa que ocupaban sus padres en la calle de la Luna, esquina con la de Hernán Cortés.

			Pero el teniente general Girón estaba dispuesto a ejercer su cargo con la mejor disposición. De acuerdo con las reformas proyectadas, creó la subsecretaría en su departamento ministerial, con cinco secciones, a cuyo frente situó al mariscal de campo Zarco del Valle. 

			También propuso la reorganización del Cuerpo de Estado Mayor, que había sido disuelto por Fernando VII en 1815, tan solo cinco años después de su creación, por considerar a sus miembros prontos a la revolución, pero aquella propuesta fue rechazada. Volverá, no obstante, a constituirse el cuerpo el 9 de junio de 1821, cuando Girón ya no esté en el Gobierno.

			Por otra parte, el marqués de las Amarillas era también consciente de las graves carencias que presentaba la Milicia Nacional, recién reinstaurada tras el fin del Sexenio, para hacer frente a la situación de impunidad en que se movía el bandidaje en España tras la guerra contra los franceses, y vio la oportunidad de ponerle remedio. Por tanto, tal vez el proyecto estrella del marqués de las Amarillas fue el de creación de una fuerza de seguridad pública de carácter militar, con mando único y de ámbito nacional, inspirada en la Gendarmería francesa, y que iba a denominarse Legión de Salvaguardias Nacionales. El nuevo cuerpo contaría en un principio con cinco mil hombres, y había estimado el presupuesto anual para su sostenimiento en algo más de 19 millones de reales de vellón, indicándose en el propio proyecto los medios para disponer de esta cantidad. 

			El proyecto de Salvaguardias fue presentado a las Cortes por el ministro Girón el 30 de julio de 1820. Pero la mentalidad de los diputados «veinteañistas» les hacía que rechazaran cualquier tipo de iniciativa legislativa que procediera del Gobierno, pues consideraban que solo debían tener su origen en las Cortes, pese a que la propia Constitución reconocía como legítimas ambas vías.

			Lo cierto es que, escenificando una vez más la indiferencia, cuando no el distanciamiento de los demás ministros del Gobierno hacia la persona del general Girón, todos mostraron sus recelos hacia lo que consideraban «una medida atentadora [sic] a la libertad», y porque la organización de la institución supondría, en la práctica, un nuevo desmantelamiento de la Milicia Nacional.

			El proyecto de Salvaguardias, en fin, quedaba definitivamente archivado, aunque no olvidado. Francisco Javier había tenido ocasión, con toda seguridad, de participar junto a su padre en la ultimación del proyecto. Además de adquirir experiencia personal, el joven capitán comenzaría a revelar, sin duda, el temperamento metódico y ordenancista que le caracterizará años más tarde. Pero, además, aquella experiencia no resultó baldía, pues algunas de las soluciones que se aportaban en el proyecto serán retomadas años más tarde por Francisco Javier Girón cuando acometa la empresa de organizar la Guardia Civil.

			Intrigas, deslealtades y exilio en Gibraltar

			La oposición al ministro Girón y a sus iniciativas había tenido como detonante la disolución del Ejército de la Isla, al que antes aludíamos. Finalmente, acosado y obligado a dimitir por el sector más radical de los liberales, Pedro Agustín dejaba el Gobierno el 18 de agosto. Fernando VII, que había mudado radicalmente su concepto acerca del general, le reconocía una valía muy superior a otros miembros del gabinete e intentó oponerse de forma airada a su dimisión enfrentándose con el Gobierno, pero no consiguió nada. 

			Tras abandonar el cargo, la familia Girón se trasladó a un inmueble más modesto en la calle del Pez, muy próximo a la de San Bernardo. Como antiguo ministro, Pedro Agustín Girón fue nombrado miembro del Consejo de Estado. En 1821 fue designado por el rey para el cargo de inspector general de Ingenieros, a propuesta del ministro de la Guerra, correspondiéndole la presidencia de la Junta de Inspectores Generales, como más caracterizado entre todos ellos. En cuanto a Francisco Javier, siguió ocupando el puesto de ayudante de su padre.

			Las elecciones celebradas en febrero de 1822 otorgaron el triunfo a los liberales exaltados, ocupando Rafael del Riego la presidencia de las Cortes desde su constitución el 1 de marzo. Tras renunciar el conde de Toreno, el rey encargó formar gobierno al liberal moderado Francisco Martínez de la Rosa, del ala «doceañista». A Riego le sucedieron en las Cortes otros tres presidentes en los meses siguientes hasta que se dio por terminada la legislatura el 30 de junio. 

			Ese mismo día, cuando el rey regresaba de la clausura de las Cortes, comenzaron los primeros disturbios en Madrid, con agresiones de la población que recorría las calles contra los granaderos de la Guardia Real. Estos repelieron la agresión, y más tarde dieron muerte en palacio a uno de sus oficiales, que había reprendido a algunos guardias por la forma en que se habían defendido frente a la población. Era el detonante de la revuelta absolutista. Temerosos de que fueran disueltas sus unidades por los liberales, cuatro batallones de la Guardia Real abandonaron la capital al amanecer del 1 de julio y se concentraron en El Pardo. Pero buena parte de los oficiales de estas unidades renunciaron a sus puestos, por ser contrarios al levantamiento, que pedía una vuelta del absolutismo. Era el caso de Ramón María Narváez y otros jóvenes oficiales, que terminaron enfrentándose a sus antiguos compañeros de armas. En cuanto a los otros dos batallones de la Guardia Real, permanecían en palacio para la custodia del rey, refugiado en sus habitaciones, aunque había instigado la revuelta de los granaderos con el apoyo de sus cortesanos más próximos. Ante la gravedad de la situación, el Gobierno movilizó a la Milicia Nacional de Madrid e hizo desplazar tropas hacia la capital. 

			El día 6 de julio, por indicación del rey, acudieron a palacio el Gobierno en pleno, los miembros del Consejo de Estado y algunos de los jefes militares que ocupaban cargos de mayor responsabilidad. Entre ellos se encontraba el teniente general Girón, al que acompañaba su hijo Francisco Javier. En la madrugada del 7 de julio, acudieron de nuevo a palacio algunos de aquellos altos cargos, entre los que, de nuevo, se encontraba el marqués de las Amarillas como consejero de Estado, al que acompañaba también su hijo. Para entonces, la situación era insostenible. Los cuatro batallones de la Guardia Real habían avanzado sobre Madrid desde El Pardo, enfrentándose en la Plaza Mayor con las fuerzas de la Milicia Nacional y el improvisado Batallón Sagrado, formado por soldados y paisanos. El encuentro se saldó a favor de los liberales, y los granaderos capitularon y entregaron las armas. Las fuerzas liberales, a las que se unieron paisanos previamente armados, ocuparon también la Puerta del Sol, la calle Mayor y la del Arenal, para confluir luego sobre el Palacio Real. 

			Tras ser sofocada la revuelta, el gobierno «doceañista» quiso dejar sus cargos, pero fue obligado a permanecer en sus puestos hasta que, un mes más tarde, se encargó la formación de un nuevo gabinete a Evaristo Fernández de San Miguel, representante del sector más radical.

			La intentona de Fernando VII de volver al absolutismo tocaba a su fin. Habría que esperar a la llegada del momento oportuno para recibir el apoyo de las potencias europeas.

			Para Pedro Agustín Girón, igual que le había sucedido a su padre años atrás con José I, su sentido de la lealtad como consejero real le iba a pasar una factura muy cara. Fue acusado indirectamente de tener parte en la revuelta absolutista, lo que unido a que se le había apartado dos años atrás del Gobierno, donde dejó una pléyade de enemigos, le obligó a huir a Andalucía con su esposa y su hijo ese mismo verano de 1822. 

			La salida de Madrid no era fácil, porque permanecían vigilados todos los accesos. Tuvieron que abandonar la ciudad en un carruaje y a medianoche, llevando lo imprescindible, con el personal de servicio más cercano, y escoltados por una decena de soldados que puso a su disposición el general Morillo, capitán general de Madrid, y que había estado a las órdenes de Girón en Bailén. Para que les fuera franqueado el paso por la Puerta de Segovia, custodiada por los milicianos nacionales, Morillo tuvo que enviar al ayudante de plaza. 

			La familia Girón permaneció en Toledo un par de semanas bajo la protección del jefe político, aunque seguían en peligro. El 1 de agosto, con una nueva escolta más reducida, reemprendieron la marcha con rumbo a su finca de Ronda, bajo el fuerte calor del estío y utilizando los caminos menos transitados. Era preciso evitar las numerosas patrullas militares que recorrían La Mancha en persecución de las partidas realistas. Avisados de que la población de Ronda se había levantado contra el absolutismo, se desviaron hacia Antequera, donde fueron acogidos en su cortijo por el teniente general Urbina, conde de Cartaojal.

			Pero Fernando VII, siempre voluble, decidió el confinamiento del marqués de las Amarillas, primero en Ibiza y más tarde en las Islas Canarias, unas órdenes que le fueron comunicadas al marqués durante su estancia temporal en Antequera. Poco después cayeron enfermos Pedro Agustín y Concepción, aunque no de excesiva gravedad, por lo que Francisco Javier tuvo la oportunidad de cuidar solícito de sus padres. 

			Cuando iniciaron otra vez su marcha, camino de la deportación a Canarias, se declaró una epidemia de tifus en El Puerto de Santa María, por lo que el puerto de Cádiz, al que se dirigían, quedó afectado por el cordón sanitario que se estableció. Por eso, Girón y su familia permanecieron un tiempo en La Puebla de Cazalla hasta que se les autorizó a confinarse temporalmente en Vejer de la Frontera, donde la familia conservaba un viejo molino y algunos olivares. 

			En aquel largo y accidentado itinerario para ponerse a salvo desde Madrid, Girón, su familia y la pequeña comitiva que los acompañaba habían sido auxiliados por personas de bien, recelosas o ajenas al momento político, algunos con cargos de responsabilidad, y otros, en cambio, sencillos campesinos. También habían sido objeto de denuncias y de algún intento de apresarlos, por quienes no querían desaprovechar la oportunidad de hacer méritos ante el nuevo panorama que parecía abrirse ante ellos. En aquellas semanas vieron pasar, en fin, lo mejor y lo peor de la España de entonces. De la condición humana, en definitiva.

			Pero en Vejer tampoco iban a permanecer tranquilos. Pronto les llegaron inquietantes noticias de que se decretaría la detención del general, implicándolo directamente en la revolución del 7 de julio. Ante el temor de que aquella medida, de consecuencias impredecibles, se llevara a cabo en cualquier momento, Girón convino con su hijo en que, hasta que la situación política se tornara más favorable, lo mejor sería exiliarse en el cercano Gibraltar. Francisco Javier no abandonaría nunca a su padre en aquella difícil situación. Pero, además, también le asaltaba un evidente temor a ser represaliado por la vinculación que tenía con el general desde el comienzo de su breve vida profesional. Tomada la decisión, en la última semana de octubre de 1822 trazaron un plan de huida con la ayuda del administrador de sus propiedades en Vejer, que era además el cura del pueblo y se dedicaba al contrabando en la zona. 

			Una noche los dos hombres se despidieron de doña Concepción para emprender la fuga. Ataviados de modo que pudieran pasar por contrabandistas, Pedro Agustín y Francisco Javier montaron sobre sus caballerías y, con la ayuda de un par de guías, descendieron por una vaguada hasta llegar a una zona de marismas cercana a Barbate. De allí prosiguieron hasta Zahara de los Atunes, donde se ocultaron próximos a la playa, en espera de la llegada de la pequeña embarcación que había de conducirlos a salvo a Gibraltar. Aguardaron hasta la noche para desplazarse hasta el punto convenido y embarcar. Para ello, tuvieron que sortear la vigilancia del destacamento del Regimiento Provincial de Ronda que guarnecía aquel sector de costa para prevenir el contrabando. 

			Con las primeras luces del día siguiente se encontraban frente a la bahía de Algeciras. Pero necesitaban todavía la documentación que, bajo nombre supuesto, les permitiera entrar en Gibraltar. Para tal fin, el marqués y su hijo fueron trasvasados a una embarcación de contrabandistas italianos y llanitos, que los llevó hasta una zona oculta de la bahía mientras esperaban los documentos. Durante la espera de la noche siguiente, a punto estuvieron Pedro Agustín y Javier de participar, como testigos, privilegiados y perplejos —paradojas de la Historia, para quien había de ser el fundador de la Guardia Civil—, en un alijo de contrabando de tabaco que se iba a realizar en la playa con aquella embarcación, aunque fue finalmente abortado. En la mañana del día 31 de octubre, ya con la documentación en su poder, padre e hijo entraban en la colonia británica.

			Mientras tanto, había llegado a Cádiz la orden de detener tanto al general Girón como a Francisco Javier, acusados de participar en la revuelta del 7 de julio. En poco tiempo, una numerosa partida de milicianos armados rodeó la casa de Vejer, que fue registrada en presencia de doña Concepción. Los cincuenta dragones del regimiento que había recibido la orden de conducir a Amarillas y su hijo a Madrid se volvieron de vacío. Aquel eficaz y complejo plan de fuga había costado a la hacienda familiar la friolera de 19.000 reales, pero había valido la pena.

			En Gibraltar, Girón y su hijo obtuvieron autorización del gobernador militar inglés para instalarse en aquel territorio durante un tiempo. Pronto contactaron con el conde de Casa Sarriá, otro exiliado que había llegado unos días antes. Con él compartieron durante su estancia una casa cercana a Punta Europa, aunque siempre rodeados de mil estrecheces. 

			Francisco Javier no estaba dispuesto a ver pasar el tiempo en aquel lugar, y desconocía cuánto tendría que permanecer aún en el Peñón. Por tanto, decidió proseguir con sus estudios de matemáticas, piano e italiano, y aprovechó también para leer y aprender inglés, según se deduce de la frecuente comunicación epistolar que la madre de Javier, siempre en tono muy cariñoso, mantenía con su hijo. También sabemos por estas cartas que no todo el tiempo lo empleaba entre libros, pues Javier comenzó pronto a asistir a algunas de las fiestas a las que le invitaban. 

			A principios de abril de 1823 doña Concepción decidió reunirse con su esposo y su hijo en Gibraltar, cuando consideró que se encontraba suficientemente repuesta de la enfermedad que la había mantenido en Chiclana de la Frontera desde meses atrás. La familia estaba otra vez reunida. Pero, en cambio, la situación en España para el marqués y su hijo no podía ser peor. El Gobierno que sucedió al del duque de San Miguel en febrero de 1823, encabezado por Álvaro Flores Estrada, les había desposeído de todos los empleos y honores, decretando su separación del Ejército. Ambas carreras profesionales, dilatada y brillante la del padre y prometedora la del hijo, quedaban oficialmente truncadas.

			El retorno y el desengaño

			Las potencias que habían participado en el Congreso de Verona, celebrado el 22 de noviembre de 1822 en el seno de la Santa Alianza (integrada por Rusia, Prusia y Austria), habían mostrado ya la intención de intervenir en España para acabar con el liberalismo que se había instaurado con el levantamiento de Riego. Esta postura común de las potencias europeas, a las que se unió Francia retirando a su embajador en Madrid en enero de 1823, había sido también alentada por el propio Fernando VII tras el fracaso del levantamiento de julio de 1822. Una vez que se decidió la ocupación, se constituyó en Francia un nutrido ejército, en el que participaron numerosos voluntarios españoles, y que recibió la denominación de Cien Mil Hijos de San Luis. A las órdenes de Louis-Antoine de France, duque de Angulema, el cuerpo expedicionario entró en España el 7 de abril de 1823. 

			Aquella situación se presentaba como una oportunidad para quienes habían sufrido persecución durante el Trienio. La historia de los vaivenes políticos, de los oportunismos y de los exilios forzados se repetía una vez más, como lo hará con frecuencia a lo largo del convulso siglo xix. Por ello, se invitó en su momento al general Girón a sumarse al ejército invasor desde Francia y entrar triunfal junto con tantos españoles que esperaban su recompensa. Pero el marqués de las Amarillas se negó, considerando aquella actitud como un verdadero engaño y un atentado contra su honor.

			En aquel momento, las tropas y partidas realistas, en defensa del absolutista Fernando VII, estaban prácticamente derrotadas. Pero, una vez que cruzó la frontera, aquel ejército expedicionario no encontró una resistencia importante más que por parte de las tropas que capitaneaba Espoz y Mina en Cataluña, en algunas plazas de Andalucía con Riego y, especialmente, en la ciudad de Cádiz. El Gobierno, llevando consigo al rey, se había instalado primero en Sevilla y, a partir del 15 de junio, en la isla de León. A finales de septiembre, ante la imposibilidad de continuar la lucha, Fernando VII fue autorizado a entrevistarse el 1 de octubre en El Puerto de Santa María con el duque de Angulema, con el fin de pactar las condiciones de paz, pero el rey terminó uniéndose a los invasores, lo que ponía fin al Trienio liberal. Comenzaba una larga década absolutista, que, para muchos, fue, según la denominación con la que se conoció, Ominosa. 

			A comienzos de julio de 1823, todavía con los Cien Mil Hijos de San Luis recorriendo España, la familia Girón decidió regresar. Para ello, tomaron una fragata de bandera francesa y, con muy mala mar, lograron desembarcar en Rota. Días más tarde, el 25 de julio, el general y su hijo Javier llegaban a Sevilla. Sin más que lo puesto, fueron acogidos por un matrimonio de antiguos criados suyos, mientras Concepción se quedaba en Cádiz, en casa de un familiar. Al mes siguiente, alquilaron una vivienda más espaciosa, momento en que se incorporó doña Concepción.

			Pero la purga hacia los constitucionalistas fue implacable desde el momento en que Fernando VII volvió a ejercer como el rey absoluto. El 7 de noviembre, Rafael del Riego era ajusticiado en la madrileña plaza de la Cebada. Y tampoco hubo piedad con Pedro Agustín Girón, que fue obligado a desplazarse a varias leguas de distancia de Sevilla durante el tiempo que el rey permaneció allí, en su marcha hacia Madrid. Para ello, tuvo que aceptar la hospitalidad de un antiguo amigo realista que le cedió una casa de campo fuera de la zona prohibida. Una vez más, Girón aceptó con resignación «la negra ingratitud del rey, a quien de tan buena fe había servido».

			Recuperada una aparente normalidad, Francisco Javier Girón fue autorizado para reingresar en el servicio con efectividad del 1 de octubre de 1823, por lo que, manteniendo su empleo de capitán, volvió a su antiguo Regimiento Provincial de Sevilla, del que llevaba apartado desde agosto de 1822.

			Mientras tanto, su padre, sin poder ocupar cargo alguno, se dedicaba a recuperar su hacienda, maltrecha tras años de abandono, y a atender a la administración de sus propiedades. En aquellos menesteres le resultaba de gran utilidad el auxilio de su hijo Javier en el tiempo libre que le dejaban sus obligaciones militares y los estudios que se había impuesto continuar. Sin duda, se ponían cada vez más de manifiesto las dotes organizadoras de aquel jovencísimo oficial. De este modo, en enero de 1824 solicitaron un préstamo con el que atender a la reconstrucción de la finca de El Rosalejo y ponerla de nuevo en marcha. En la primavera de 1825 visitaron también su casa de Ronda y otras propiedades, hasta que regresaron a Sevilla cuando llegó el invierno. Padre e hijo pasaban largas horas juntos, en amena camaradería: ocupados en la jardinería, pasión que compartían, en la lectura, en paseos a pie y a caballo, o disfrutando de una jornada de caza. 

			Pero la vida política nacional distaba mucho de discurrir por senderos tan apacibles. A partir de enero de 1824 se hacía cargo del Gobierno Narciso Heredia, conde de Ofalia. Como ministro de Gracia y Justicia fue designado el controvertido Francisco Tadeo Calomarde, ferviente absolutista, que ocupará esta cartera a lo largo de toda la Década Ominosa. En su afán por extirpar cualquier atisbo de liberalismo, Calomarde obtuvo del rey —a través de un real decreto firmado el 1 de abril— la confirmación de la política de purificaciones emprendida en 1823 por la Regencia Provisional, mientras el rey se refugiaba en Cádiz, y que el propio Calomarde venía poniendo en práctica desde enero. Aquellas «juntas de purificación» estaban dirigidas a valorar la aceptación o rebeldía hacia el régimen absoluto de los empleados públicos que hubieran ocupado cargos desde marzo de 1820. Más tarde, las purificaciones de la Junta Superior de Madrid se extendieron a las provincias y se ampliaron a otros sectores públicos. A ello se unió el escaso rigor en la composición de los tribunales y la posibilidad de denunciar en secreto, que pronto convirtieron las juntas en foco de arbitrariedades y en sumidero de falsas denuncias, provocadas por rencillas personales.

			El 9 de agosto se ampliaron las purificaciones a los militares. No tenemos constancia de que el general Girón tuviera que enfrentarse a una junta de purificación como ministro de la Guerra que había sido en el Trienio, pero en caso afirmativo, el resultado no fue más allá de quedar postergado sin ocupar cargo alguno hasta los últimos meses del reinado de Fernando VII.

			Pero sí sabemos en cambio que Francisco Javier fue sometido a depuración. Se hizo cargo de su causa la Junta de Purificaciones Militares de cadetes, oficiales subalternos, capitanes y tenientes coroneles de la Capitanía General de Granada, probablemente por formar parte de su jurisdicción el último domicilio conocido de la familia Girón, cuando habían intentado llevarse a cabo las detenciones en 1822. En agosto de 1825 hubo de desplazarse a Granada el capitán Girón, probablemente para comparecer ante el tribunal. El 19 de noviembre de 1825 se pedían informes desde la junta a la Capitanía General de Madrid sobre «la conducta militar y política» del joven oficial, «que permaneció en esa Corte parte de la época revolucionaria a las órdenes de su padre el marqués de las Amarillas». Este, por tanto, parecía ser su delito. En enero de 1826 se reiteraba uno de los informes interesados, pues solo se habían recibido dos. Desconocemos el resultado de aquellos informes y el dictamen de la junta, aunque probablemente fuera la absolución. Pero ya daba igual.

			Lo cierto es que ni Pedro Agustín Girón ni Francisco Javier habían participado nunca en asonada alguna, ni tomado parte en intrigas de ningún género. Además, tanto el abuelo como el padre habían recibido, a cambio de su lealtad personal, grandes ingratitudes que Javier había sufrido en su corazón como algo propio. Un gran desapego hacia la política cuajaba desde entonces en su interior. El joven capitán Girón consideraba que aquella investigación colmaba todas las injusticias que había tenido que soportar desde que dejara su Pamplona natal en compañía de su abuelo Jerónimo. Ya no aguantaba más, y no quería servir en la milicia a un rey y a un gobierno que trataban con aquella desconfianza a sus más fieles servidores. Aquella situación se le antojaba a Javier contradictoria con las enseñanzas que había recibido sobre el honor militar, con la rectitud de su conciencia y el sentido del deber. Tal vez fuera aún casi un niño, pero su temple tenía ya la robustez necesaria para apreciar todo aquello con nitidez.

			Por ello, en cuanto supo que iba a ser investigado, Francisco Javier pidió la licencia absoluta del Ejército. La solicitud, tal y como era costumbre en la época, no se basaba en agravios o desavenencias de ningún tipo, sino en razones «neutras», tales como inexcusables obligaciones familiares o graves razones de salud. En su caso, Javier Girón alegó como motivo para adoptar aquella decisión una grave afección de pecho. Finalmente, el 23 de diciembre de 1825, sin que se hubiera sustanciado su causa, le era concedida la licencia absoluta. 

			Cuando Francisco Javier solicitó la licencia, sus padres se hallaban pasando el verano fuera de Sevilla. El general Girón se sentía desasosegado por la firme intención de su hijo único de abandonar el servicio de las armas, rompiendo la tradición militar de la familia. No en vano, entre sus antepasados contaba Francisco Javier, nada menos, que con veinticuatro generales. Pero como padre siempre atento a dar oportuno consejo y aliento, se dirigió por carta a su hijo en cuanto supo la noticia: «Aun cuando dejes de ser militar, no dejarás por eso de ser hombre, pues es de hombres cuerdos la precaución en el peligro».29

		

	


		
			2. EN LA GUARDIA REAL PROVINCIAL

			Coronel de Infantería en el Provincial de Granada

			Francisco Javier Girón se enfrentaba a una nueva vida al despuntar 1826, cuando iba a cumplir veintitrés años, residiendo con sus padres en la casa de Sevilla. 

			Pedro Agustín, que contaba con cuarenta y ocho años, también parecía cada vez más convencido de que no volvería al servicio activo. Aquella situación le llevó a atravesar un periodo de despreocupación que le llevó a dejar en manos de su hijo la mayor parte de la administración familiar. De este modo, Javier se encargó de impulsar el cultivo de sus tierras, y la mejor explotación y venta de las cosechas. También tuvo que pedir nuevos créditos para concluir las obras de rehabilitación de El Rosalejo. Poco a poco, la economía familiar volvía a adquirir el lustre de otras épocas.

			No contamos con muchas referencias sobre las relaciones sociales que mantenía Francisco Javier en aquella época sevillana, ni la forma en que ocupaba su abundante tiempo libre. Tal vez visitara con alguna asiduidad el casino de La Albuera, frente a la parroquia de San Miguel, frecuentado por jefes y oficiales del Ejército, y que había tomado su nombre de la renombrada batalla de la pasada Guerra de la Independencia. Sabemos, eso sí, que seguía contando con la amistad de su inseparable amigo, el oficial de Artillería Cayetano Urbina, que había estado a las órdenes del general Girón en Madrid, mientras ocupó el cargo de inspector general de Ingenieros. En aquel destino también había sido ayudante de Girón el oficial Luis Armero, otro gran amigo de Javier, que continuaba en Madrid. Urbina tendrá una brillante carrera militar, paralela, en cierto modo, a la de Javier, llegando a teniente general y a ostentar el cargo de senador vitalicio. En cualquier caso, no parece que en esta época hiciera Francisco Javier demasiada vida social, tal vez deseoso de pasar inadvertido y no dar lugar a comentarios sobre su situación entre la sociedad sevillana.

			Así transcurrieron tres años y medio para Javier Girón, acompañado de sus padres, atendiéndoles y llevando la administración familiar, pero apartado de la vida militar. Parecía que los muchos sinsabores vividos habían conseguido enmudecer aquella temprana vocación castrense, que tal vez pugnara por alzarse de nuevo en cuanto las circunstancias fueran más favorables.

			Al comenzar el verano de 1829, las depuraciones políticas habían terminado y el aguijón de la carrera de las armas incidía de nuevo en aquel corazón, curtido en las adversidades, pero joven aún para los desafíos y oportunidades que la vida ponía a sus pies. Francisco Javier se decidió, en fin, a volver al servicio activo.

			No debió de resultar difícil conseguir que el Ayuntamiento de Sevilla solicitara de nuevo el alta de Francisco Javier en el Regimiento Provincial de Milicias. Pero, además, propuso que lo fuera con el empleo de teniente coronel, de acuerdo con el reglamento que regía para estos cuerpos, y teniendo en cuenta que había computado como tiempo de servicio todo el transcurrido desde su precipitada marcha de Madrid y el exilio en Gibraltar. La propuesta fue aprobada por el marqués de Zambrano, ministro de la Guerra, y el 9 de julio se reincorporaba Francisco Javier a su regimiento. 

			Resulta llamativo que, en cuanto Francisco Javier regresó al servicio activo y a su antigua unidad, se trasladara a Madrid por un periodo de seis meses, tras solicitar una licencia temporal. Pero aún lo es más el hecho de que, durante ese tiempo, se alojara en casa de su tío abuelo, el viejo general Castaños. Desconocemos el motivo concreto de aquella estancia aunque, por lo que sabemos por el epistolario familiar, parece obedecer al consejo —casi, exigencia— de su padre de que se diera a conocer en los círculos más influyentes de Madrid. Y para ello, nadie como el capitán general don Francisco Javier Castaños, que conservaba intacto su prestigio y reconocimiento. Pedro Agustín Girón estaba persuadido de que no había sabido aprovechar sus oportunidades, y tenía la sensación de que, en cierto modo, habían resultado baldíos sus desvelos y penurias durante la guerra. Y no quería que su hijo fuera víctima en el futuro de este tipo de ingratitudes, como él las consideraba.

			Además, aprovechando aquella estancia en casa de su tío abuelo, soltero y con setenta y un años, no nos cabe duda de que Javier también recibiría en largas y sabrosas conversaciones las enseñanzas y consejos del héroe de Bailén, que resultarían de tanto valor para su vida y su carrera militar.

			Mientras tanto, también el padre de Francisco Javier sentía la necesidad de volver a la vida activa y movió hilos para recuperar el favor del rey, aprovechando la presencia de su hijo cerca de la Corte. Solicitaba recuperar su condición de miembro del Consejo de Estado, en su calidad de antiguo ministro. Pero Fernando VII, tras enviudar por tercera vez, estaba ahora más pendiente del próximo enlace con su joven sobrina María Cristina, que se celebraría en el mes de diciembre. El general Girón tuvo que rearmarse de paciencia y esperar aún tres años antes de obtener algún puesto. 

			De regreso en Sevilla a comienzos de 1830, poco tiempo permanecerá Francisco Javier Girón en aquel Regimiento Provincial. A propuesta del inspector general de Milicias, fue designado en comisión de servicio por el capitán general de Andalucía para mandar desde el 3 de abril, en vacante de coronel, el Regimiento Provincial de Plasencia, que se hallaba destacado en la siempre complicada guarnición de la isla de León. Tal y como era frecuente en aquella época, Francisco Javier se encontró una unidad mal organizada y peor instruida, en la que eran patentes la apatía entre la oficialidad y un deficiente cuadro de sargentos. Además, el regimiento tenía encomendada la vigilancia fiscal de un sector de costa que hubo de reorganizar para mejorar la eficacia del servicio y aliviar la penuria que suponía para los soldados.

			El 7 de octubre de ese año recibió Javier Girón la orden de desplazarse con su unidad a Tarifa, donde permaneció hasta el 24 de diciembre de 1830. El motivo era la intención del Gobierno de reforzar la costa sur de la Península ante una conspiración liberal que proyectaba un nuevo levantamiento contra Fernando VII, con su base de operaciones en Gibraltar, y que pretendía entrar en España desde el sur. A su vez, aquel plan era consecuencia del fracaso de los liberales en su intento de iniciar la invasión desde el norte, ante la falta de apoyos del rey francés, Luis Felipe de Orleans, que había obtenido el reconocimiento oficial de Fernando VII. Durante su estancia en Tarifa, Francisco Javier ascendió a coronel de Milicias Provinciales con fecha 26 de noviembre de 1830. Al término de aquella comisión, fue felicitado por escrito por el inspector general de Milicias Provinciales, resaltando su brillante actuación al frente del regimiento.

			Tras obtener Francisco Javier el empleo de coronel, el 26 de diciembre fue nombrado jefe del Regimiento Provincial de Granada, de guarnición en Algeciras, cesando en el mando del de Plasencia. Al frente de este regimiento y con el apoyo de algunos voluntarios realistas, Francisco Javier conseguirá abortar a finales de enero de 1831 el intento de desembarco de un grupo de liberales encabezado por el general Torrijos, obligándolos a refugiarse en Gibraltar. Restaba aún casi un año para su fatídico desembarco en Málaga, que acabaría con las aspiraciones y la vida de Torrijos y sus cuarenta y ocho seguidores, tras caer en la trampa urdida para capturarle por el general Moreno, gobernador militar de Málaga. 

			Un mes más tarde, Javier Girón conseguía desbaratar otro levantamiento, que era parte de un plan concertado de mayor envergadura que fracasó. Se había iniciado con el desembarco de trescientos hombres al mando del antiguo ministro Salvador de Manzanares, y la fuerza mandada por el coronel Girón consiguió ponerlos en fuga hacia la serranía de Ronda, deteniendo más tarde a algunos de ellos. 

			Por disposición del capitán general de Andalucía, el 13 de abril de 1831 fue destacado a Cádiz el Regimiento Provincial de Granada. Francisco Javier tenía la oportunidad de regresar a aquella ciudad que le había acogido de niño en difíciles circunstancias. Realizado el desplazamiento de la unidad en medio de fuertes lluvias, se instalaron en los mismos cuarteles de Puerta de Tierra en los que Francisco Javier había estado ya acuartelado como capitán una década atrás. Allí tendrá el tiempo y la oportunidad de afanarse en la mejor organización e instrucción de su unidad para el combate, a lo que se dedicará por entero. Aquel grado de entrega al servicio de su regimiento, no obstante, le acarrearía una cierta imagen de retraimiento frente a sus compañeros.

			Con respecto a la capacidad organizativa de Francisco Javier Girón, que ya entonces demostraba de modo sobresaliente, hay que decir que desde el primer momento buscó apoyo en los buenos profesionales con los que coincidía en sus destinos. Es obvio que poseía un gran olfato para reconocerlos y convertirlos en leales colaboradores. El primero del que tenemos constancia fue, precisamente, el subteniente de bandera de este regimiento, Francisco Javier de Olmedo y de la Torre, que había obtenido esta distinción como especial reconocimiento a su labor. También realizó durante un tiempo las funciones de habilitado de la unidad. En noviembre de 1831 fue destinado al Regimiento de Cazadores de la Guardia Real Provincial, pero su breve convivencia fue suficiente para que el coronel Girón no lo olvidara. Convertido más tarde en un brillante oficial de Estado Mayor, colaborará estrechamente con Francisco Javier Girón en todos los proyectos organizativos en que participe, hasta llegar a ocupar el cargo de secretario general de la Inspección General de la Guardia Civil.

			Javier Girón fue promovido a coronel de Infantería el 21 de julio de 1831, como fruto de su destacada actuación en el Campo de Gibraltar al frente del Regimiento de Granada. Con esa misma fecha se le concedió la Cruz de Fidelidad de 1.º clase. A partir de aquel momento, pasaba a formar parte de los escalafones del Ejército, y no de los de Milicias Provinciales. 

			Era aquella una cuestión relevante para la carrera profesional de nuestro personaje, pues no tenían la misma consideración los jefes y oficiales de Milicias Provinciales que los de las armas generales del Ejército regular; esto es, Infantería y Caballería. De hecho, quienes optaban por integrarse en el Ejército desde las unidades de Milicias lo hacían en el empleo militar inmediatamente inferior al que ostentaban al pasar a formar parte del nuevo escalafón, salvo que tuvieran reconocido el «carácter de Infantería» por su antigüedad o su brillante desempeño. Era el caso de Javier Girón, que además ejercía como jefe de cuerpo cuando obtuvo el ingreso en el arma de Infantería, en la que mantuvo su empleo de coronel.

			Por la proximidad a Sevilla, Francisco Javier recibía frecuentes visitas de sus padres. Además, según podemos deducir de la correspondencia familiar, es probable que nuestro personaje, que ya entonces hacía gala de una acusada personalidad y de una voluntad difícil de quebrantar, se sintiera un tanto incómodo por las continuas cartas que recibía de ellos. Las de Pedro Agustín, llenas de consejos y mensajes laudatorios, reflejo de las informaciones que le llegaban sobre su desempeño profesional. Las de su madre, con las recomendaciones sobre las visitas que le sugería realizar a algunas amistades de la familia. Con aquellas exhortaciones, dejaba traslucir doña Concepción su preocupación por que Javier, a sus casi treinta años, continuara aún soltero, sin compromiso y sin inclinación conocida hacia ninguna joven casadera de su posición. 

			Y decimos «de su posición» porque sabemos por su padre que Javier, siempre inquieto y de temperamento «latino», como lo calificaba su madre, había mantenido cierta amistad femenina, probablemente durante su licencia absoluta en Sevilla, que en absoluto agradaba a sus padres, pero con la que no quería romper. En aquellos tiempos, esa situación suponía una vía muerta si se pretendía contraer matrimonio con la persona con que se quería compartir un proyecto de vida. 

			Quizá la ruptura forzada con aquella desconocida joven fuera un nuevo punto de fricción. Pero la nobleza y sentido de la rectitud de Javier se impusieron, ya entonces, a su temperamento. De este modo, en 1832 manifestó a su padre su intención de casarse con quien él considerara oportuno. El marqués, aunque agradecido por la confianza que en él depositaba su hijo, no lo aceptó, y le anunció que tan solo le daría su parecer, con la franqueza de padre, cuando Javier le hiciera conocer a quién había elegido.

			La influencia de Pedro Agustín sobre su hijo tal vez fuera en aumento a partir del 16 de octubre de 1832, cuando veía atendidas al fin sus aspiraciones de volver al servicio activo. Con ocasión de una grave enfermedad de Fernando VII, la reina María Cristina, ejerciendo como gobernadora, había nombrado al marqués de las Amarillas capitán general de Granada, a propuesta del ministro de la Guerra. Tuviera o no que ver esta circunstancia familiar, Francisco Javier decidió entonces seguir un reiterado consejo de su padre y solicitó destino en la Guardia Real.

			El 17 de diciembre de 1832, Javier Girón dejaba Cádiz y su Regimiento de Granada para incorporarse como primer comandante del 2.º Batallón del 2.º Regimiento de Granaderos de la Guardia Real Provincial. 

			Hacemos un inciso para clarificar cómo se crearon estas unidades. Entre 1824 y 1825 se había llevado a cabo la reorganización de la Guardia Real siguiendo el patrón francés, dividiéndola en una Guardia de Línea y otra Provincial. La Guardia Real de Línea, con entidad de dos divisiones, una de infantería y otra de caballería, a la que se añadieron una unidad de artillería y otras de menor importancia, quedó diferenciada, a su vez, entre las unidades que desempeñaban funciones de seguridad en el interior de palacio y en el exterior. En cuanto a la Guardia Real Provincial, fue creada como reconocimiento del rey a la fidelidad demostrada por los regimientos de Milicias Provinciales. Su entidad era de una división, que estaba compuesta por una brigada de Granaderos y otra brigada de Cazadores Provinciales de la Guardia Real de Infantería, que se turnaban para el cometido de dar protección al Palacio Real. Estas unidades se constituyeron, respectivamente, sobre la base de las compañías de granaderos y de cazadores de los regimientos provinciales de Milicias, que eran las compañías «de preferencia», es decir, las que contaban con el personal mejor instruido y equipado para el combate. Tras aquella reorganización, habían permanecido desplegados tan solo dieciséis regimientos de Milicias Provinciales.

			Pero Javier Girón, que acababa de asumir el mando de una de las unidades más destacadas de las Milicias Provinciales, y se encontraba cerca del rey, no parecía, pese a ello, sentirse a gusto. Después del primer impulso de solicitar aquel flamante destino, que le había sido concedido, sin duda, por ser ya conocido en la Corte, cambió pronto de opinión y decidió regresar a su regimiento provincial. Tal vez el servicio de seguridad y protección del rey, su familia y los Reales Sitios no resultara, después de todo, especialmente atractivo. O tal vez no llegara con buen pie, tras los avatares sufridos por su padre. También sabemos por una de sus hojas de servicio que cesó a petición propia «ínterin pudiera ser propuesto para coronel de la Guardia en concurrencia con los demás aspirantes a tan distinguido mando», lo que parece dar a entender que, o bien había sido destinado en plaza de inferior empleo, o existió alguna reclamación por la forma en que se había provisto el destino. 

			Sea como fuere, lo cierto es que el coronel Girón cesaba en el mando del Regimiento de Granaderos el 25 de enero de 1833, apenas un mes más tarde de su incorporación, y regresó a su anterior destino.

			De guarnición en Sevilla

			En los primeros días de 1833, el teniente general Girón había sido destinado a Sevilla como capitán general de Andalucía, cuando su anterior titular, el general Quesada, se incorporó a su nuevo cargo en Madrid como inspector general de Infantería y comandante de la Guardia Real. Como cabía esperar, una de las primeras decisiones del marqués de las Amarillas al frente de la capitanía andaluza fue la de ordenar que el Regimiento Provincial de Granada, que mandaba su hijo y gozaba de la fama de estar bien organizado e instruido, cambiara su emplazamiento de Cádiz a Sevilla. 

			Ya de guarnición en la capital andaluza desde finales de enero, Javier Girón colaborará estrechamente con su padre en el diseño y acondicionamiento de un terreno que permitiera mejorar la instrucción de las unidades que tenían su base en Sevilla, muy necesitadas de perfeccionar su organización y disciplina. 

			El 16 de marzo de 1833 partió el coronel Girón al frente de su regimiento hacia Extremadura, con la misión de flanquear la marcha del infante don Carlos, hermano de Fernando VII, y de la princesa de Beira, hermana del rey Miguel de Portugal, hasta su entrada en ese país, mientras eran escoltados por otra unidad militar. El motivo era apartarlos de la Corte y evitar sus instigaciones e intrigas contra Fernando VII. La unidad de Francisco Javier se situó, con algunos refuerzos, en Llerena (Badajoz). Pero la comisión se desarrolló sin incidencias, y el día 27 regresaba el regimiento a Sevilla.

			Una de las iniciativas que puso en marcha el marqués de las Amarillas como capitán general de Andalucía fue redoblar los esfuerzos en la lucha contra el bandolerismo que, desde el final de la Guerra de la Independencia, asolaba toda la región. 

			Durante aquel conflicto, las guerrillas habían combinado su hostigamiento contra el invasor francés con la comisión de todo tipo de delitos, sin diferenciar a sus víctimas, y bajo la impunidad que les proporcionaba la guerra. Eran los casos de Pedro Peña «Sotana», Rafael Panizo «Cortaorejas», Juan Salazar —que llegó a unirse al bando francés— y la partida de los «Guerras». Los Siete niños de Écija, que cambiaron la guerrilla por el bandolerismo al finalizar el conflicto, fueron uno de los grupos más activos de la época, y se les acusó de toda clase de crímenes en un vasto territorio dentro de Andalucía. Terminaron sus andanzas solo cuando sus miembros fueron ejecutados en Sevilla entre septiembre de 1817 y noviembre de 1818, con la excepción del «Tragabuches», que logró evadirse a Portugal. 

			Pero lejos quedaban aquellos destacamentos del Ejército, en cuya organización había participado Amarillas en 1815 en el combate contra las peligrosas partidas nacidas tras el final de la Guerra de la Independencia. Ahora era diferente, pues se trataba de un nuevo bandolerismo romántico que, pese a sus graves excesos, gozaba de cierta simpatía en algunos sectores de la sociedad rural de la época, lo que aún dificultaba más su persecución. 

			José María Expósito, «el Tempranillo» —también conocido por sus paisanos como «Medio Peo»— fue el bandido romántico por excelencia, fiel a la época que le tocó vivir, lo que contribuyó a magnificar su imagen. Al nacer en 1805, fue acogido por una familia de Jauja (Córdoba), de la que tomó sus apellidos, Hinojosa Cobacho. Cuando aún era muy joven, José María Hinojosa mató a un hombre en una romería por una cuestión de honor, y huyó a la serranía de Ronda. Tras permanecer un tiempo con contrabandistas, organizó su propia cuadrilla con Francisco González, «Frasquito el de la Torre», a los que se unieron bandoleros, como José Ruiz Germán, «Venitas» o «Penitas», y Juan Caballero, «el Lero». Sobre todos ellos recaerán pronto acusaciones de toda clase de delitos cometidos en las provincias de Sevilla, Córdoba, Málaga y Granada. El general Quesada, entonces capitán general de Andalucía, llegó a ofrecer por la cabeza del «Tempranillo» sumas hasta entonces desconocidas, y empezó a cundir en el Gobierno la preocupación por sus claras ideas liberales, pues había llegado a apoyar el pronunciamiento de Manzanares y a contactar con Torrijos. 

			Finalmente, Fernando VII concedió a José María Hinojosa el indulto en junio de 1832, más como demostración de impotencia de las autoridades que como oferta de gracia ante el arrepentido. Esta concesión se hizo extensiva a los capitanes y otros componentes de sus partidas, con excepción de José Rojas «Veneno» y otros, que no se acogieron a la medida de gracia. El primero fue ajusticiado en Sevilla ese mismo año, y los demás algo más tarde. Una vez rehabilitado, el capitán general de Granada puso a José María Hinojosa al frente de un grupo de hombres, la Partida de a Caballo de Andalucía, ideada para combatir a sus antiguos compañeros.

			Los servicios de José María Hinojosa también se pusieron a disposición del marqués de las Amarillas en 1833, siendo este capitán general de Andalucía. El propio Francisco Javier Girón narrará años más tarde a los capitanes Quevedo y Sidro, autores de una de las primeras obras históricas sobre la Guardia Civil (1858), una anécdota que le había quedado grabada sobre la forma en que conoció al «Tempranillo». En cierta ocasión, se había presentado José María Hinojosa al capitán general para recibir instrucciones referentes a la persecución de bandoleros, encontrándose allí en aquel momento su hijo Javier. «Aquí tienes un valiente», fue la forma que empleó el general Girón para presentar a su hijo a aquel bandido rehabilitado, a lo que este, dirigiéndose al joven coronel, rápidamente corrigió: «Un valiente no, señorito, sino un hombre que nunca se aturde». Aquella respuesta caló en Francisco Javier como reflejo de la cualidad más esencial del verdadero valor, que es la serenidad en el peligro. Una cualidad que incorporará en 1845 al código de conducta de la institución en la célebre Cartilla del Guardia Civil.

			Hinojosa fue herido mortalmente en septiembre de 1833 por una partida de malhechores que le tendió una emboscada cuando se disponía a reconocer un cortijo junto a sus hombres. A los dos días fallecía en Alameda (Málaga). 

			No mucho tiempo después de incorporarse a Sevilla al frente de su unidad a finales de enero de 1833, Francisco Javier conoció a una jovencísima señorita de la que se enamoró inmediatamente. Sus ocupaciones militares actuales nada tenían que ver con las de su anterior estancia en la capital andaluza, siempre con la posibilidad de partir con su regimiento para diferentes operaciones. Por ello, y pese a que su trato con aquella joven había sido muy breve, no estaba dispuesto a prolongar en exceso aquel noviazgo. 

			Nicolasa de Aragón y Arias de Saavedra, que tan solo contaba con quince años cuando conoció a Javier, era natural de Utrera (Sevilla), muy bien parecida y de excelente carácter. Procedía de una distinguida familia de cristiana educación, hija de don José Aragón, maestrante de la Real de Sevilla, y de Inés Arias de Saavedra, que había sido viuda del conde de La Mejorada. Además, doña Inés era hija de los marqueses de Torralba y estaba emparentada con las primeras familias de Sevilla y alguna cordobesa, como la del duque de Rivas.

			Pedro Agustín Girón aprobó la elección de su hijo. Aunque reconoció, respecto de la familia de la novia, que hubiera deseado para su hijo «una fortuna más brillante», él y doña Concepción se alegraron de aquel noviazgo y de que los jóvenes quisieran casarse pronto. La petición de mano, como no podía ser de otra forma, se llevó a cabo de acuerdo con la costumbre de la nobleza de la época. 

			Aquella primavera de 1833 estalló una grave epidemia de cólera morbo en la región portuguesa del Algarve, que pronto cruzó el Guadiana y se extendió por las tierras bajas de Andalucía. El marqués de las Amarillas envió tropas a la frontera de Ayamonte ante la huida masiva de la población limítrofe de Vilareal de Santo António, que fue preciso confinar en isla Canela, en la desembocadura del Guadiana. Pese a las medidas adoptadas, a mediados de junio Huelva estaba ya afectada por la enfermedad, por lo que fue preciso aislar la ciudad estableciendo un cordón sanitario. 

			Al propio tiempo, se adoptaron medidas preventivas en Sevilla para impedir la entrada de forasteros y aislar a las personas sospechosas de contagio. El 25 de julio cayó enferma de cólera la madre de Francisco Javier, que fue de las primeras personas afectadas de Sevilla, aunque consiguió recuperarse después de un tiempo. Ante los nuevos casos, la alarma se hizo patente y se declaró la epidemia por la junta de sanidad. Enseguida activó el capitán general el protocolo previsto para estos casos, según las instrucciones recibidas del Gobierno, y que consistía en el acantonamiento de toda la guarnición en poblaciones apartadas del foco de contagio. Aunque la medida era enormemente impopular y Amarillas fue duramente criticado por ello, era necesario preservar las unidades militares para no poner en riesgo sus capacidades ante una eventual intervención, y la dispersión de las tropas era entonces la medida más eficaz. Solo permanecerían en Sevilla las piezas de artillería y el Regimiento de Milicias Provinciales de aquella ciudad. 

			El capitán general estableció su puesto de mando en Alcalá de Guadaira, partiendo de Sevilla el 5 de septiembre al frente de algunas unidades, mientras el segundo cabo de capitanía, el brigadier Miguel Tacón, asumía el mando de todos los cantones del cordón sanitario. Francisco Javier estacionó primero con su regimiento en Torreblanca. Más tarde, los brotes epidémicos alcanzaron también Alcalá, por lo que fue preciso abandonar la población, trasladar el cuartel general a La Campana y ampliar los cordones sanitarios. Se establecieron tres cantones, y Francisco Javier fue designado comandante del cantón del centro, que estableció su base en Carmona para organizar la línea exterior.

			Las exacerbadas críticas que sufrió por haber alejado las fuerzas de la guarnición de Sevilla durante la epidemia hicieron mella en el marqués de las Amarillas, que adoptó la decisión de renunciar a su cargo y retirarse a Sanlúcar de Barrameda en cuanto se restableciera la normalidad. Pero el fallecimiento de Fernando VII el 29 de septiembre iba a cambiar su suerte. El monarca, después de todo, reconocía la valía y lealtad del general Girón en su testamento. En la cláusula dedicada al Consejo de Gobierno, determinaba con precisión quiénes debían componerlo, y entre ellos se encontraba el marqués de las Amarillas. Notificado desde Madrid, entregó el mando de la capitanía general de Sevilla al segundo cabo, Miguel Tacón, y el 16 de octubre salió hacia la capital de España. 

			El 29 de ese mismo mes, el coronel Girón partió nuevamente desde Carmona con una columna volante, compuesta de su regimiento, media batería de artillería completa y los efectivos disponibles del Regimiento de Caballería del Príncipe. Las órdenes recibidas del capitán general interino eran las de desarmar a las partidas realistas que se habían levantado en la provincia de Córdoba. Aquellos grupos fueron desarmados, y el abundante armamento y munición, intervenidos y depositados en el palacio de La Carlota, hasta su posterior traslado a Sevilla. Por el éxito de aquel importante servicio, el coronel Girón recibió una felicitación del capitán general de Andalucía.

			Brigadier en la Guardia Real de palacio 

			Con la llegada a España de la dinastía borbónica bajo el reinado de Felipe V, se había modificado el derecho sucesorio tradicional castellano para acceder al trono, que se encontraba regulado en el Código de las Siete Partidas. En su lugar, y tras la oposición que presentaron las Cortes castellanas a la exclusión total femenina, se introdujo el Reglamento de Sucesión de 1713, más tarde conocido como Ley de Sucesión Fundamental. Esta norma desplegaba efectos de Ley semisálica, pues excluía a las mujeres en el orden sucesorio solo si había descendientes varones legítimos en línea directa (hijos) o colateral (hermanos y sobrinos). 

			En 1789, Carlos IV reinstauró el orden sucesorio tradicional a través de una Pragmática Sanción, que fue aprobada por las Cortes, pero no había llegado a publicarse por razones de oportunidad en política exterior. Al poco tiempo de contraer nuevas nupcias Fernando VII con la hija del rey de Nápoles a finales de 1829, quedó embarazada María Cristina. Con tal motivo, y para garantizar su sucesión por línea directa, el monarca absoluto decidió promulgar aquella Pragmática firmada por su padre, mediante otra de 29 de marzo de 1830 que ordenaba su publicación en la Gaceta para que fuera plenamente efectiva. Así, en caso de que el rey no tuviera un hijo varón, heredaría el trono la hija mayor. 

			Aquella medida cerraba las aspiraciones al trono del infante don Carlos, hermano de Fernando, y legítimo heredero si no se hubiera promulgado la Pragmática de 1789. La excusa, aunque no fuera la única motivación, estaba servida para desencadenar una larga y cruenta guerra civil entre dos concepciones muy diferentes sobre el modo de entender la España de la época. Un conflicto al que seguirán otras dos guerras carlistas y numerosos intentos de levantamiento a lo largo del siglo xix. El 10 de octubre de 1830 nacía en Madrid la princesa María Isabel Luisa, primogénita de Fernando VII, que se convertía así en la legítima heredera al trono de España. Pero los sectores más absolutistas no se daban por vencidos y querían evitar a toda costa que aquella niña llegara a reinar, porque eran conscientes de que supondría el fin de las aspiraciones del infante don Carlos, al menos, por vías pacíficas. Por ello, aprovechando que Fernando VII se encontraba en La Granja en septiembre de 1832, gravemente enfermo hasta el punto de temerse por su vida, fue conminado por los ministros Calomarde y el conde de Alcudia a firmar el decreto que dejaba sin efecto la Pragmática de 1830, ante la resignación de la reina María Cristina. Para justificarlo, esgrimieron que con ello se evitaba un más que probable derramamiento de sangre, pues los seguidores de don Carlos no parecían dispuestos a aceptar que la hija mayor del monarca heredara el trono. 

			Pero el rey pudo recuperarse de aquella dolencia, y con su restablecimiento volvió a entrar en vigor la Pragmática, antes de que finalizara aquel año de 1832. Seguidamente, el Gobierno fue sustituido por un nuevo gabinete integrado por realistas y liberales moderados, a cuyo frente se situó Francisco Cea Bermúdez.

			Resuelta en apariencia la cuestión dinástica, María Isabel Luisa fue declarada solemnemente el 20 de junio de 1833 como Princesa de Asturias y heredera al trono en la iglesia de San Jerónimo el Real de Madrid. Pocos meses más tarde, el 29 de septiembre, fallecía Fernando VII y aquella niña, que aún no había cumplido los tres años, subía al trono como Isabel II. 

			El 1 de octubre, fecha en que se daba lectura al testamento de Fernando VII, el infante don Carlos proclamaba el manifiesto de Abrantes, en que exigía la aplicación de la Ley Fundamental de Sucesión y reclamaba la corona de España, como legítimo heredero al trono. A pesar de los vanos intentos del secretario de Estado, Cea Bermúdez, de llegar a un acuerdo con los carlistas, en los primeros días de octubre se alzaron numerosas partidas de los seguidores del pretendiente por toda la nación. La confrontación era, para entonces, inevitable, estallando la primera guerra carlista o de los Siete Años.

			Confirmado en el cargo de secretario de Estado de España por la reina gobernadora, Francisco Cea Bermúdez se dispuso a reorganizar su Gobierno. Con el cambio que propugnaba, Cea se comprometía ante la reina a dar continuidad a la vía intermedia entre absolutistas y liberales, al tiempo que pretendía abordar importantes reformas administrativas, dando entrada en su gabinete a personalidades de la talla de Francisco Javier de Burgos o Antonio Remón Zarco del Valle. 

			Javier de Burgos sustituyó a Narciso Heredia, conde de Ofalia, al frente de la secretaría de Estado (ministerio) de Fomento. En el mes de noviembre de 1833 promovió una importante reorganización territorial de España, que ha pervivido prácticamente intacta hasta nuestros días. Para ello, tomó como punto de partida el proyecto de organización de 1822, con la referencia de los antiguos reinos españoles, que dieron lugar a once regiones históricas. Siguiendo el modelo de los departamentos franceses, España quedó dividida en cuarenta y nueve provincias —la Península e islas adyacentes—, al frente de cada cual se situó un jefe político. En 1834, cada una de las provincias quedó dividida, a su vez, en partidos judiciales. De este modo, se daba al Estado un importante impulso centralizador, que, junto a la división territorial, tendrá una gran relevancia cuando la Guardia Civil despliegue y comience su actividad once años más tarde. 

			En cuanto al general Zarco del Valle, de notabilísima talla intelectual y perteneciente al cuerpo de Ingenieros, relevaba al frente de la cartera de Guerra al general absolutista José de la Cruz. Zarco había sido, como ya vimos anteriormente, el primer subsecretario en el departamento de la Guerra, a las órdenes del marqués de las Amarillas. Desde que tomó posesión del cargo, se afanó en introducir numerosas reformas y mejoras en la organización y funcionamiento del ministerio, así como en elevar la instrucción y la moral del Ejército, que se enfrentaba ahora a un conflicto civil de incierta evolución. Además, buena parte de aquellas medidas estaban inspiradas en las ideas reformadoras que pretendía abordar el teniente general Girón cuando, abruptamente, había tenido que dejar el ministerio en 1820. 

			Por tanto, no es extraño que, de acuerdo con la mentalidad y el concepto de lealtad de la época, el general Zarco del Valle decidiera, en el mes de noviembre de ese año 1833, trasladar a Madrid el Regimiento Provincial de Granada, con el coronel Girón Ezpeleta al frente. Además, meses atrás y siendo mariscal de campo, Zarco había ya ofrecido a Francisco Javier la primera vacante que se produjera en la Guardia Real, con ocasión de una revista girada al regimiento, tal era la excelente impresión que le habían causado la unidad y su jefe. Sin duda, aquel ofrecimiento guardaba relación con el paso fugaz del coronel Girón por la Guardia Real y su candidatura a ocupar una plaza de coronel de la Guardia. Además, aquel gesto del ministro con Francisco Javier pretendía ser también una muestra de reconocimiento hacia su padre, su antiguo superior.

			Recibida la orden, el regimiento se puso en marcha y llegó a Madrid el 13 de diciembre, pasando a formar parte de la guarnición de la capital.

			En el afán por mejorar la moral e imagen del Ejército al comienzo del conflicto civil, el 1 de enero de 1834 se organizó una gran parada militar, en la que participaron las unidades que tenían su base en Madrid y otras venidas de diferentes provincias. Buscando el efecto unificador en torno a la reina niña Isabel, la propia reina gobernadora revistó a caballo las unidades formadas, seguida por el ministro de la Guerra y las principales autoridades militares, entre quienes se encontraba el marqués de las Amarillas, en su calidad de consejero de Gobierno. 

			Francisco Javier se instaló en la lujosa vivienda que habían alquilado sus padres en la calle del Conde de Orgaz, pero su pensamiento estaba en otro lugar. En Andalucía había quedado su amada y ahora, destinado en Madrid, y con sus padres residiendo también en la capital, la posibilidad de ver a su prometida se le antojaba aún más dificultosa que con las continuas comisiones de su regimiento cuando estaba emplazado en Sevilla. 

			Deseoso de formalizar cuanto antes su situación, decidió Javier contraer matrimonio por poderes, en espera de ratificarlo en cuanto fuera posible. Para ello, apoderó a su amigo y futuro cuñado, Ignacio Sandoval, conde de la Mejorada, que era hermanastro de Nicolasa. El poder fue otorgado el 6 de enero ante notario en presencia de tres testigos, a fin de que le representara in facie ecclesiae en la ceremonia que tendría lugar el 29 de enero en la parroquia de San Miguel, en Alcalá de Guadaira. Al mes siguiente, ante la ausencia de una mejor oportunidad, la pareja decidió ratificar su matrimonio. Javier se encontraba de guarnición con su unidad custodiando el Real Sitio de Aranjuez, donde se encontraban la reina María Cristina y sus hijas, por lo que allí se desplazó la jovencísima novia, a sus dieciséis años, acompañada de su hermano uterino, Ignacio. Por la escueta crónica que Pedro Agustín Girón nos ofrece de aquella peculiar y austera ceremonia, parece deducirse que ni los padres de Javier ni los de Nicolasa acudieron a la misma, probablemente contrariados con tan apresurada e improvisada boda. Los recién casados permanecieron unos días en Aranjuez y, en cuanto le fue posible a Javier retornar a Madrid, se instalaron en casa de sus padres. Aquella solución, probablemente no era la deseada, ni a la que aspiraba aquella joven pareja, pero en aquel momento respondía a la necesidad y a la posibilidad de disfrutar de una vivienda cómoda en espera de mejores oportunidades.

			Sí podemos afirmar que aquel fue un matrimonio feliz y lleno de armonía familiar, que solo se truncará con la temprana muerte de Nicolasa en 1859. Además, los frutos de aquel enlace fueron numerosos, pues tuvieron catorce hijos. Lamentablemente, como era habitual en la época, solo nueve de ellos llegaron a la edad adulta: seis varones y tres mujeres, nacidos entre 1835 y 1854: Pedro Agustín, Francisco Javier, Inés, Agustín Pedro, Luis, Concepción, Sancha, Rodrigo y Rafael. Fieles a la tradición familiar, los seis hijos varones de Javier Girón y Nicolasa Aragón fueron militares.

			En cuanto a Javier y su padre, les unía una buena relación, pero eran muy diferentes en algunos aspectos de su carácter y en la forma de enfocar las cuestiones de la vida. Pertenecían a generaciones distintas, lo que siempre ha provocado las inevitables diferencias en el seno de las familias, pero, tal vez entonces, fueran mayores que en otros momentos del siglo xix. Poco a poco, el Antiguo Régimen iba dejando paso al liberalismo, personificado en la reina Isabel y su madre, como gobernadora. Y ahí estaba don Pedro Agustín, formado en una antigua concepción de la monarquía, pero de ideas liberales moderadas, intentando aprovechar las nuevas oportunidades políticas. Era consciente de las diferencias con Francisco Javier, pero revelaba a las claras el cariño y orgullo que ambos progenitores sentían por su hijo único. El marqués lo describe como esbelto, de aire marcial, la piel curtida por el aire del campo, de cara agraciada, ojos expresivos y grandes, siempre bien peinado su cabello castaño oscuro y con cuidadas patillas. El uniforme, su juventud y rostro serio, pero de expresión bondadosa, completaban un conjunto del que sus padres se mostraban orgullosos. En cuanto a su forma de ser, decía de su hijo que «sus condiciones morales no desmentían la impresión favorable que producía en la gente, con su forma correcta de conducirse y apacibles formas, que siempre abonaron su condición elevada, clara ascendencia y esmerada educación, sin que su bondad característica le llevara a la debilidad en el mando».

			Francisco Javier, ajeno a la política, solo tenía puestas sus nobles ambiciones en la prometedora carrera de las armas que se abría ante sí, y en su joven y «angelical» esposa, como la denominaba en ocasiones. Pero ello no le apartaba de un amor y respeto a sus padres que, además, asumía como deber de buen hijo.

			Recordemos que Francisco Javier estaba ya encuadrado en la Guardia Real. El 17 de marzo de 1834 fue nombrado primer ayudante general, jefe de la plana mayor general de Granaderos y Cazadores de la 2.ª División de la Guardia Real Provincial permanente. Este destino, que acababa de quedar vacante y equivalía a un jefe de estado mayor de la división, se le confería por ser el coronel más antiguo de los Provinciales, lo que implicaba su ascenso a brigadier de Infantería, con la misma fecha. Javier Girón obtenía este empleo, antesala de los oficiales generales en aquella época, con tan solo treinta y un años recién cumplidos. No obstante, continuó al mando del Regimiento Provincial de Granada hasta que el 1 de mayo fue relevado por el coronel José González, marqués de Campoverde.

			Javier Girón seguía teniendo aquella capacidad para distinguir el talento allí donde lo encontraba y, especialmente, entre sus subordinados. Podemos constatarlo nuevamente porque una parte importante de los primeros jefes de la Guardia Civil procederá de la Guardia Real, y en aquel destino tuvo la oportunidad de conocer a algunos de ellos. Uno de los significados fue el capitán, graduado de teniente coronel, Antonio María de Alós y López de Haro, que mandaba en 1836 una de las compañías que, a las órdenes del brigadier Girón, perseguirá a una partida carlista que se había acercado peligrosamente al palacio de La Granja. Con el tiempo, Alós será uno de los más brillantes brigadieres de entre los primeros jefes que tuvo la Guardia Civil.

			Antes del verano de 1834, Javier Girón tuvo que desplazarse nuevamente, siguiendo los pasos de la familia real. En esta ocasión, como era costumbre, la reina madre y sus hijas iniciaban tempranamente la temporada estival en el Real Sitio de La Granja. Javier llevó consigo a su esposa a este apacible lugar para pasar el verano. Mediado el mes de septiembre, regresaron a Madrid, aunque con alguna novedad. Nicolasa estaba visiblemente embarazada de cinco meses de su primer hijo. 

			Nuevos desengaños

			En cuanto a la actividad política del momento, las disputas por el poder entre absolutistas y liberales van a dejar paso a partir de entonces a las protagonizadas por las dos facciones liberales. Pero entre los moderados, herederos de los constitucionalistas de 1812 o «doceañistas», y los progresistas, sucesores de los políticos del Trienio liberal o «veinteañistas», existía el nexo común de la falta de continuidad de los gobiernos, lo que impedía llevar a cabo actuaciones políticas con una mínima continuidad. 

			Cea Bermúdez abandonaba la dirección del Gobierno en enero de 1834, tras haber ocupado el cargo durante apenas unos meses, dejando paso a Martínez de la Rosa. Por Real Decreto de 10 de abril de 1834 se promulgaba el Estatuto Real, a modo de carta otorgada en que la Corona delegaba funciones en otros órganos del Estado, aunque conservando importantes poderes. La pretensión era la de contentar a todos sin recuperar la Constitución de 1812. El 24 de julio, la reina María Cristina presidía solemnemente la apertura de las Cortes. Se abría un periodo de transición hacia un auténtico liberalismo. 

			Mientras tanto, el marqués de las Amarillas había ido ganando prestigio ante la reina gobernadora, sobre todo a través de su creciente influencia entre los miembros del Consejo de Gobierno. En aquella nueva posición habría influido, sin duda, su antigua amistad con Francisco Martínez de la Rosa. Por aquellas fechas, le fue concedida la Gran Cruz de Carlos III y fue nombrado por la reina miembro del estamento de Próceres, cámara alta de representación de la nobleza que, junto con el estamento de Procuradores (denominación que recibió la cámara baja), habían sido instituidos por el Estatuto Real. Poco tiempo después, el 14 de septiembre, el teniente general Girón era nombrado presidente del estamento de Próceres, ante la renuncia del general Castaños a ostentar el cargo, mientras conservaba también el de consejero de Gobierno de la reina. 

			Pero en la calle, la situación era cada vez más tensa, mientras ya se combatía abiertamente en el norte contra los carlistas. En Madrid se desató aquel verano de 1834 una ola de ataques contra las instituciones de la Iglesia, a la que se acusaba de seguir la causa del pretendiente carlista. El resultado fue la quema de templos y conventos, y el asesinato de cerca de un centenar de religiosos, en un clima de cierta impunidad. Estas revueltas anticlericales se reproducirán en Cataluña al año siguiente.

			El 29 de mayo de 1835, la oposición del sector más liberal provocó la disolución de las Cortes. Con el final de la legislatura se suspendían también las sesiones del estamento de Próceres, por lo que el marqués de las Amarillas cesó en su presidencia. La reina María Cristina, muy sensible hacia quienes demostraban lealtad a la causa de su hija Isabel, quiso recompensarle ofreciendo a Pedro Agustín Girón un título hereditario, con grandeza de España de 1.º clase, y «libre de lanzas y medias anatas»; esto es, de los tributos establecidos en el Antiguo Régimen para la transmisión de grandezas y títulos nobiliarios. También dejaba la reina a elección del agraciado la denominación del título. Descartadas, para evitar presunciones, las victorias más resonadas en las acciones de guerra en que había mandado tropas, como era la costumbre imperante entre los militares, eligió finalmente el título de ducado de Ahumada. Pretendía, así, recuperar el nombre de la casa de mayor abolengo de la que procedía su linaje, a través de una tía de su padre, Jerónimo Girón, que había ostentado el de marquesa de Ahumada en el siglo xviii. Finalmente, le fue concedido el título con fecha 2 de junio de 1835, refrendado por real despacho de 11 de abril del año siguiente. Cuando se le otorgó el nuevo título, Pedro Agustín Girón transfirió a su hijo Javier el de marqués de las Amarillas, que sería el quinto en ostentarlo en el orden hereditario. 

			Disueltas las Cortes, la reina María Cristina quiso mostrar un gesto aperturista, ofreciendo a José María Queipo de Llano, conde de Toreno y viejo liberal «doceañista», la formación del nuevo Gobierno. Aceptado el nombramiento por aquel el 8 de junio, fue ministro de Hacienda de aquel gabinete Juan Álvarez Mendizábal, que promovió la desamortización que se iniciará al año siguiente. Como ministro de la Guerra fue designado el teniente general Girón. 

			El flamante duque de Ahumada volvía a ocupar un cargo de gran relevancia desde aquella corta experiencia de 1820, que había terminado abruptamente. Su principal preocupación estaba ahora en el norte de España, donde los carlistas plantaban cara a las tropas cristinas del ejército de operaciones, que necesitaba de urgente reorganización y de mandos eficaces. Para afrontar aquella difícil situación, con ocasión de su nombramiento, Fernández de Córdova describe a Girón como «el hombre más ilustrado del Ejército en su tiempo», con la única excepción de Zarco del Valle, que, como sabemos, había sido su leal colaborador. A ello unía «mucha actividad para el trabajo y grandes aptitudes de organizador», que le permitieron gestionar eficazmente el envió de tropas y el refuerzo de los frentes del norte. Capacidad de trabajo y aptitud para la organización serán, también, cualidades que se aprecien y destaquen años más tarde en Francisco Javier Girón.

			Una de las medidas previstas por el ministro Girón para reducir gastos en el Ejército, consciente de la difícil situación a que la guerra estaba llevando a las arcas del Estado, fue la de suprimir algunos cargos. Entre ellos, se determinó que en la Guardia Real hubiera un solo comandante general, cargo que recayó en el conde de San Román, con su correspondiente plana mayor. La jefatura de este órgano de apoyo, con el cargo de ayudante general, fue asignada al brigadier más antiguo de la Guardia Real, que era Francisco Javier Girón. Al mismo tiempo, continuó desempeñando el cargo de ayudante general de su división.

			Pero aquel nombramiento del brigadier Girón no fue pacífico. El general Quesada, otrora amigo, estaba despechado contra el ministro de la Guerra por no haber contado con él para la comandancia general de la Guardia, por lo que rechazó el destino que aquel le había asignado como capitán general de Madrid, y comenzó a acusarle públicamente de persecución. Al mismo tiempo, el cese del general José Ramón Rodil y Campillo, que era poco afecto al ministro, al frente de la Inspección General de Infantería, para ser relevado por el conde de Ezpeleta, hermano de Concepción y cuñado de Pedro Agustín, no ayudó en absoluto a calmar las tensiones.

			Aquellas disputas, por tanto, salpicaron al nombramiento de Francisco Javier como segundo de la Guardia Real Provincial, que provocó la enemistad de algunos de los generales del ala más radical del liberalismo. El joven brigadier Girón se sentiría agobiado por la atmósfera de aquel verano de 1835, junto a su padre y rodeado de la Corte en La Granja, donde la reina regente y sus hijas pasaban el verano. Para romper con aquella situación, presentó la renuncia a su nuevo nombramiento, aunque en vano, porque no fue aceptada por la reina. 

			Mientras tanto, las revueltas se extendieron por todo el país, formándose juntas que exigían la convocatoria de Cortes constituyentes, lo que en septiembre provocó la caída del Gobierno del conde de Toreno. La presidencia fue asumida a partir del 25 de septiembre por el propio Mendizábal, que pertenecía al sector más radical de los liberales, y enseguida se convocaron elecciones a Cortes. Pero aquellas cámaras se disolvieron nuevamente a poco de ser constituidas, en enero de 1836, ante la oposición a la reforma de la ley electoral de 1834, como propugnaba Mendizábal. En los siguientes comicios obtuvo un abultado triunfo el que ya se perfilaba como el partido progresista. Además, en febrero de 1836 se ponía en marcha la Desamortización. 

			Pero Mendizábal tenía demasiados obstáculos en contra, por lo que María Cristina encargó formar Gobierno en mayo de 1836 a Francisco Javier Istúriz, antiguo progresista, y ahora próximo al moderantismo. Istúriz salió derrotado en su presentación a las Cortes, y la reina gobernadora hubo de disolverlas y convocar nuevas elecciones para julio, que Istúriz volvió a ganar con holgada mayoría. Sin embargo, los progresistas no aceptaron el resultado e iniciaron una serie de revueltas que se extendieron por todo el país, acompañadas de conatos de insurrección en algunas unidades militares. En julio se sublevaron una tras otra las guarniciones de la Milicia Nacional de Málaga, Cádiz y Granada; y en agosto se producían los levantamientos de Sevilla, Zaragoza, Huelva, Badajoz, Valencia, La Coruña y la Milicia Nacional de Madrid, con apoyo militar. Nuevamente, se constituyeron las juntas revolucionarias.

			Aquel verano de 1836, de nuevo se trasladó la Corte al Real Sitio de La Granja, tras los pasos de la regente María Cristina y sus hijas, la reina Isabel y la infanta Luisa Fernanda. Mientras tanto, algunas de las partidas carlistas más activas, como las de Gómez, Balmaseda o don Basilio, habían incrementado su actividad en el centro de España, realizando incursiones que habían culminado con la toma de las poblaciones segovianas de Riaza y Sepúlveda. Ante aquella situación, se generó una importante alarma en La Granja, por lo que se recomendó a la reina el inmediato regreso a Madrid. Pero aquellos intentos resultaron vanos, porque María Cristina se sentía segura en San Ildefonso con la protección de su guardia, y se negó a abandonar su retiro estival. El teniente general Girón, que ya había renunciado como ministro ante las crecientes acusaciones de sus rivales, restó también importancia a aquella amenaza, que veía muy poco probable.

			No obstante, para hacer frente a aquella posible emergencia, el 23 de julio se ordenó al brigadier Javier Girón, que se hallaba en Madrid, que tomara el mando de dos batallones de la Guardia Provincial y un escuadrón de caballería para salir al encuentro de la «División Basilio» que, según informaciones, se había acercado peligrosamente a La Granja. En el desplazamiento hasta el Real Sitio, Francisco Javier pudo comprobar hasta qué punto había cundido el pánico ante aquella incierta amenaza, cuando se cruzó con varios generales y otros miembros de la Corte que, en lo que le pareció entonces una ridícula estampa, huían hacia Madrid en carruaje o a caballo. Una vez ocupadas posiciones en torno a La Granja, no se produjo ninguna acción hostil. Don Basilio rehusó el contacto con las fuerzas de la Guardia Real y se retiró de la zona. Poco después, Javier Girón regresaba a Madrid con las unidades movilizadas.

			Pero tan solo unos días después, el peligro y la amenaza llegarían a la reina y sus hijas desde su misma Guardia Real. En la tarde del 12 de agosto, aprovechando que buena parte de los oficiales se encontraban en Madrid asistiendo a una representación, se inició la sublevación de los sargentos de La Granja. Algunos de los más comprometidos, pertenecientes al Regimiento de la Guardia Real Provincial e instigados por un grupo de políticos progresistas, se presentaron ante la reina María Cristina para forzarla a firmar un documento en que ordenaba que la Constitución de Cádiz de 1812 recobrara su vigencia, en tanto no se proclamara otra por las Cortes. Desde Madrid, el día 13 Istúriz envió al ministro de la Guerra, Méndez de Vigo, para pactar con los sargentos amotinados y evitar derramamientos de sangre.

			Al día siguiente, la reina regente y sus hijas regresaban a Madrid acompañadas del marqués de Rodil, entonces comandante de la Guardia Real Provincial, en sustitución de San Román, y de la fuerza que le había prestado protección durante su estancia en La Granja. 

			Aquella actitud de los componentes de la Guardia Real Provincial, a la que Francisco Javier se sentía orgulloso de pertenecer, terminó por desilusionar al joven brigadier, que tenía otro concepto bien distinto de la lealtad y el honor militar. Por tanto, el 18 de agosto manifestó verbalmente al marqués de Rodil su intención de dimitir de su cargo, y al día siguiente solicitaba por escrito pasar a la situación de cuartel, alegando padecer una enfermedad que le obligaba a guardar cama. El general Rodil, pensando que, tal vez, Francisco Javier quería abandonar la unidad por temor a algún tipo de venganza personal por la poca afinidad que sentían mutuamente él y su padre, le aseguró que no obraría de aquella forma mezquina. Pero el brigadier había tomado resueltamente aquella decisión, por lo que el 22 de agosto pasaba a la situación de cuartel. En aquel convulso verano de 1836, Javier Girón dejaba definitivamente la Guardia Real.

		

	


		
			3. PRIMER PROYECTO ORGANIZATIVO JUNTO A NARVÁEZ: EL EJÉRCITO DE RESERVA DE ANDALUCÍA

			Las tropas de don Carlos a las puertas de Madrid

			El 23 de agosto de 1836 partía hacia el norte de España la división expedicionaria al mando del general José Ramón Rodil y Campillo, que había sido fundador y organizador del Cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras en 1829. 

			La misión de aquella fuerza era perseguir a la numerosa partida carlista del general Miguel Gómez Damas, que había salido de Amurrio el 26 de junio con cerca de tres mil hombres. La intención de aquella partida era, en un primer momento, extender el conflicto más allá de las provincias vascas, ocupando Asturias y Galicia. No obstante, pronto se desvió de su objeto inicial, y aquella partida recorrió durante seis meses buena parte de la Península, llegando hasta Algeciras y ocupando sucesivamente, aunque de forma temporal, diversas ciudades. 

			Las columnas del ejército isabelino que se movilizaron en persecución de Gómez para obligarle a retroceder hacia el norte, como la dirigida por Rodil en el centro y sur de la Península, no consiguieron neutralizarle hasta que, vencido por Narváez junto al río Majaceite (Málaga) el 23 de noviembre de 1836, se refugió de nuevo en tierras vascas. 

			Francisco Javier Girón, mientras tanto, quedó sin destino en Madrid. Desconocemos si estaba previsto que Javier acompañara a Rodil en aquella división expedicionaria, en caso de que hubiera permanecido ocupando el mismo cargo, pues parte de la Guardia Real debía permanecer de guarnición en Madrid. Lo que sí parece evidente es que conocía y debió de participar en los preparativos de aquella unidad que se estaba organizando para partir en pocos días hacia el norte de España. Por tanto, es lógico suponer que en aquel primer momento no era su intención incorporarse a una unidad expedicionaria o, al menos, no a las órdenes de Rodil. 

			Sin duda, Girón prefería entrar en acción en los frentes de guerra contra los carlistas, en una contienda que iba creciendo en intensidad, antes que verse envuelto en las graves intrigas de aquellos días, que habían culminado, como una de sus más graves consecuencias, con el asesinato por las turbas del general Quesada, acusado de ideas cercanas al carlismo. Pero también sería consciente de que, por el momento, pasar a un segundo plano, al igual que ya había sucedido con su padre, podía ser la medida más prudente.

			Tras el levantamiento de La Granja se constituyó un Gobierno liberal progresista presidido por José María Calatrava, que había sido diputado en las Cortes de Cádiz y ministro en el Trienio liberal. Al frente de Hacienda se situó de nuevo Juan Álvarez Mendizábal, quien ordenó en agosto la recaudación de un empréstito de 200 millones de reales para financiar la guerra, y para el que la familia Ahumada tuvo que contribuir con un fuerte tributo. Las nuevas Cortes se inauguraron en octubre de 1836 y acometieron la tarea de reformar la Constitución de 1812 para adaptarla a los nuevos tiempos. Para ello, el partido progresista contaba con mayoría en la cámara, pero debía consensuar la reforma con el partido moderado. De este modo, fue promulgada una nueva carta magna, jurada por María Cristina el 18 de junio de 1837, y que inauguraba el nuevo régimen liberal. 

			Buscando la conciliación de posturas políticas, la Constitución de 1837 recogía los principales elementos del programa progresista, como eran la soberanía nacional —aunque solo aparecía mencionada en el preámbulo, no en el articulado—, libertad de imprenta sin censura previa, la Milicia Nacional o un jurado para los delitos de imprenta. Pero también recogía pretensiones de los moderados como el bicameralismo —Congreso de los Diputados y Senado— y el reforzamiento de los poderes y prerrogativas de la Corona, con facultad de vetar leyes, de disolver las Cortes, y de nombrar y cesar a los ministros del Gobierno, aunque sus decisiones precisarán del refrendo ministerial. Otras cuestiones que separaban a progresistas y a moderados, como la amplitud del sufragio censitario, el funcionamiento de los ayuntamientos o el poder judicial, quedaron fuera de la Constitución para ser reguladas por leyes ordinarias. 

			En agosto de 1837 fue el general Zaratiegui el que, al frente de tropas carlistas, se aproximó peligrosamente a Madrid. Tras ocupar Segovia el día 3, su vanguardia llegó a alcanzar Torrelodones y Las Rozas el día 11. Aquella incursión sorprendió y alertó a las tropas isabelinas, pero no se trataba de una operación aislada como otras anteriores, sino que constituía la vanguardia de la aparatosa Expedición Real, que con numerosos batallones progresaba desde el Maestrazgo, tras unirse a ella las tropas de Cabrera. Al frente de aquella expedición no iba otro que el pretendiente don Carlos con su cuartel general. 

			Al mismo tiempo, la revuelta de algunos oficiales moderados del ejército isabelino cuando se les ordenó avanzar con su unidad para hacer frente a la incursión de Zaratiegui había precipitado la caída del Gobierno de Calatrava el 17 de agosto, acuciado por los reveses de la guerra, las dificultades presupuestarias y las presiones crecientes de los moderados. Ante aquella comprometida situación, la reina gobernadora ofreció la presidencia del Consejo de Ministros al general Espartero, pero este declinó el ofrecimiento, concentrado como estaba en las operaciones de la guerra. 

			Ante la negativa de Espartero, María Cristina dio un nuevo giro político y propuso para presidente al veterano diplomático Eusebio Bardají. Aunque nombró para los cargos militares más relevantes a algunos de los generales más progresistas, daba comienzo el que se denominará Trienio Moderado. Este periodo se caracterizó por la inestabilidad política, pese a contar los gobiernos con una cómoda mayoría en el Parlamento, a causa de las grandes disensiones internas entre los moderados, por sus diferentes posturas con respecto a la Constitución de 1837. Bardají convocó en septiembre de ese año las primeras elecciones bajo esta nueva Constitución, según la cual, tenían derecho a voto los propietarios. Pero a pesar de obtener un amplio respaldo, las presiones internas le obligaron a dejar el cargo en diciembre.

			El día 12 de septiembre, don Carlos y sus tropas avistaban Madrid, aparentemente indefensa y expuesta a una ocupación inminente. Pero aquella ocupación no se produjo. Espartero había partido al frente de su ejército para salir al encuentro de la expedición carlista, pero no pudo entablar contacto y regresó a la capital cuando los carlistas se encontraban a sus puertas. Finalmente, don Carlos decidió no atacar Madrid, mientras hacían entrada en ella las tropas de Espartero. Tras una breve ocupación de Guadalajara y Alcalá de Henares por el ejército carlista, días después ordenó la retirada. Finalmente, un nuevo enfrentamiento con las tropas isabelinas el día 19 obligaron al pretendiente a cruzar el Tajuña tras sufrir importantes pérdidas y regresar al norte. 

			Francisco Javier Girón consideró que la grave situación en que se encontraba la permanencia de la reina en el trono por la expedición carlista requería dar un paso al frente. Por ello, al igual que hicieron otros oficiales, el mismo 12 de septiembre de 1837, cuando las tropas del pretendiente se acercaban a Madrid, se presentó ante el capitán general para ponerse a sus órdenes y ser empleado donde las circunstancias lo reclamasen. Pero su ofrecimiento fue recibido con frialdad y no se le asignó cometido alguno. No en vano, algunos de los generales que ahora volvían a la primera línea aún recordaban cómo el padre del actual marqués de las Amarillas, siendo ministro de la Guerra, había disuelto el Ejército de la Isla, todo un símbolo para los más progresistas.

			Desengañado una vez más por aquella actitud, Girón solicitó cuatro meses de licencia para viajar a Sevilla, Cádiz y Ronda, adonde se desplazó con su mujer y sus dos hijos, mientras sus padres permanecían en Madrid. Aquellos meses se dedicó a la administración de las fincas que la familia poseía en aquellas tierras. 

			Pero no todo iba a ser tranquilidad durante aquel nuevo periodo lejos de la milicia. El primer hijo de Javier y Nicolasa, de apenas tres años, había nacido el 23 de enero de 1835 en el n.º 2 de la madrileña calle de Jacometrezo, y se le había impuesto el nombre de su abuelo, Pedro Agustín. El segundo hijo se llamó José Javier, pero no vivió mucho tiempo. De hecho, Javier Girón solicitó el 29 de noviembre de ese año 1837 una nueva licencia de cuatro meses, pero esta vez para Francia, al considerar que en aquel país podía restablecer su salud uno de sus hijos. Tal vez era conocedor de algún tratamiento que pudiera sanar a su pequeño de la dolencia que padecía, y quería agotar todas las posibilidades. Tampoco es descartable que aquella licencia fuera, en realidad, para acompañar a su padre al país vecino, ante la incierta situación que se vivía en España, aunque en febrero de 1838 aseguraba por escrito que no había llegado a salir del país. Por su parte, Pedro Agustín Girón permaneció en Francia durante varios meses de1838 a la espera de su definitivo retiro.

			Mientras tanto, la acción de las partidas carlistas desplegadas en la región manchega, con apenas organización militar y escasa cohesión entre ellas, había derivado con frecuencia en simple bandolerismo, en contraposición a las unidades organizadas que combatían en el norte y Cataluña a favor del pretendiente don Carlos. Cuadrillas como las de «los Palillos», «Orejita», «el Locho» y tantas otras se mantenían en contacto con las de Extremadura y Cuenca, que a su vez enlazaban con las fuerzas desplegadas en el Maestrazgo. Su objetivo era aislar a Madrid del sur de España, de modo que las comunicaciones a través de Despeñaperros y hacia otros puntos de Levante y Extremadura estaban prácticamente cortadas. 

			Para hacer frente a aquella grave situación, a comienzos de octubre se encargó al joven brigadier Narváez organizar un cuerpo de ejército de reserva en Andalucía con una entidad de doce mil infantes y mil trescientos caballos. 

			Ramón María Narváez se había incorporado en 1834 a las filas del Ejército isabelino durante aquella guerra contra los carlistas en la que haría gala de indiscutibles dotes militares. Siendo comandante, en 1835 participó en la batalla de Mendigorría (Navarra) al frente del Batallón del Infante, y su valerosa actuación le valió el ascenso al empleo de teniente coronel. 

			En enero de 1836 tuvo lugar la batalla de Arlabán, puerto de montaña entre las provincias de Álava y Guipúzcoa. De las tres grandes columnas en que se organizó el ejército isabelino para aquella batalla, la del esfuerzo principal, por el centro, es la que dirigía el general Luis Fernández de Córdova. La primera brigada de la división de vanguardia, constituida por un batallón francés y otros dos del Regimiento de la Princesa, fue puesta al mando de Ramón María Narváez, que consiguió alcanzar su objetivo, aun a costa de recibir una herida de bala en la cabeza. Por aquella meritoria actuación obtuvo el ascenso a brigadier. 

			En cuanto se restableció de sus heridas, fue preciso acudir de nuevo a Narváez en noviembre de 1836 para terminar con la expedición del general carlista Gómez, que había alcanzado el sur de España. Narváez consiguió derrotarle al frente de su unidad en la batalla de Majaceite, cerca de Arcos de la Frontera.

			El prestigio que había alcanzado Narváez en aquellas operaciones le avalaba para llevar a cabo aquella empresa que se ponía en sus manos. En cualquier caso, no gozaba en absoluto de la simpatía de Espartero. Estando en Cabra (Córdoba) para enfrentarse a la facción carlista del general Gómez, se había sublevado una división a su mando, pues una parte de su personal reclamaba la jefatura de la unidad para el general esparterista Alaix, sin recibir Narváez respaldo gubernamental alguno ante sus quejas por aquella actitud. Además, para la organización de aquel ejército tan solo se le iban a dar facultades limitadas para procurarse los recursos que estimara necesarios.

			Pese a todo, Narváez se desplazó a Madrid y, en noviembre, comenzó de forma entusiasta la organización de este ejército. En primer lugar, se dispuso a escoger al que habría de ser el jefe de su estado mayor y los mandos de las brigadas. Para el primero de estos cargos eligió al coronel Manuel de Mazarredo, ascendido al mes siguiente a brigadier, y que será un fiel colaborador en los proyectos que Narváez encabece en los años siguientes hasta que alcance la presidencia del Consejo de Ministros, como más tarde veremos. Para el mando de las unidades superiores, escogió al brigadier Alesón y a los coroneles Ramón Barrenechea —amigo de la infancia de Javier Girón— y Maurí. 

			Entre los oficiales que seleccionó para integrar su estado mayor se encontraba el teniente de la Guardia Real de Infantería Luis Casani y Cron, que pasó a estar a sus inmediatas órdenes desde el 19 de noviembre de 1837, cuando contaba tan solo veintiún años. Este oficial, cuyo linaje procedía de la nobleza italiana, se encontraba sin destino y con licencia absoluta desde septiembre de 1836. Ese detalle podría pasarnos desapercibido, si no fuera porque, casi desde la misma fecha —y, probablemente, compartiendo las mismas causas—, se encontraba Francisco Javier Girón en situación de cuartel tras los graves sucesos de La Granja. Casani pasó el 4 de febrero de 1838 al estado mayor de la primera brigada para colaborar en su organización y, unos meses después, a las órdenes directas de Javier Girón. Pocos años más tarde, será uno de los principales colaboradores del fundador en la organización de la Guardia Civil, permaneciendo a sus órdenes por largo tiempo.

			Por último, para el reclutamiento de la fuerza de tropa necesaria, habría de acudir a los cupos de unidades y cuerpos francos de entre los procedentes de la última quinta. 

			Javier Girón es reclamado por Narváez

			Ya vimos que, en diciembre de 1837, apenas un año después de su constitución, dimitía el gabinete Bardají. Un grupo de moderados, a cuyo frente se situó Narciso Heredia, conde de Ofalia, se hizo entonces con el Gobierno. Bajo el impulso conciliador del general Luis Fernández de Córdova, se ofreció a Baldomero Espartero la cartera de Guerra; en Hacienda se situó Alejandro Mon; en Gracia y Justicia, Castro y Orozco; y en Gobernación, el conde de Someruelos. A Ramón Narváez, que también había participado de alguna forma en aquellas negociaciones, se le confirmó en la organización de una fuerza militar que, una vez completa, constituyera el Ejército de Reserva de Andalucía.

			Tras la formación de aquel Gobierno, Narváez fue promovido a mariscal de campo y antes de finalizar el año, partía para Jaén, donde establecería en un primer momento su cuartel general, acompañado de una docena de oficiales. Durante aquel desplazamiento, el general había tenido oportunidad de comprobar el lamentable estado en que se encontraba el territorio sobre el que más tarde tendría que actuar. En una carta dirigida el 26 de diciembre a su superior y admirado general Luis Fernández de Córdova, le decía: «En mi travesía por La Mancha solo he visto pobreza, desorden y males que es preciso remediar pronto, pues a no hacerlo, veremos acontecimientos que indudablemente conducirán a la nación a la ruina, si no se previene y se procede oportunamente a su remedio». 

			Desde el comienzo de la guerra civil, el deterioro de la seguridad aumentaba a medida que iba siendo necesario movilizar y concentrar más fuerza armada en los frentes, a lo que algunos territorios, como La Mancha, habían sido especialmente vulnerables. Ante esta situación, se facultó a las autoridades para atender a la seguridad de sus territorios y a la persecución de malhechores en la forma que resultara posible. De este modo, por Real Orden de 22 de marzo de 1834, se había autorizado a los capitanes generales a constituir compañías francas en cada provincia o partido, a cargo de oficiales y sargentos retirados. También sirvieron estas unidades para reforzar los efectivos de Migueletes y Escopeteros, allí donde todavía existían. Aquellas unidades habían ido tomando cuerpo a lo largo de la guerra hasta convertirse en escuadrones y batallones, hasta su disolución en 1840, una vez finalizado el conflicto. Pero aquel despliegue resultaba claramente insuficiente en algunas regiones.

			En enero de 1838, el general Narváez recorrió toda Andalucía con la intención de captar recursos y apoyos de las diputaciones provinciales en la organización del Ejército de Reserva. Así, consiguió una parte de los cupos de fuerza que necesitaba para integrar sus brigadas y el compromiso de dotar de las prendas de uniforme necesarias para equipar a aquel ejército.

			El 1 de febrero Narváez estaba ya en Sevilla, tras haber recorrido toda la región andaluza, y para entonces había logrado reunir cuatro mil soldados. Pero tuvo que cambiar sus planes al recibir la orden de hacerse cargo del mando de una división del Ejército del Norte que se había desplazado para ocuparse, junto con las fuerzas existentes en La Mancha, de la persecución del cabecilla don Basilio, que de nuevo acechaba por la zona. 

			Otro de los brillantes oficiales con que contó Narváez a partir del 19 de abril de 1838 fue el capitán de Caballería Luis María Serrano del Castillo, que había obtenido el grado de teniente coronel por méritos contraídos en acciones de guerra. Probablemente, Narváez se había fijado en él, como en tantos otros, en la batalla de Mendigorría en 1835 o, con mayor certeza, en la batalla de Arlabán, en enero de 1836, cuando el teniente Serrano conquistó una posición enemiga al frente de su compañía del Regimiento de la Princesa, en la vanguardia de la brigada que mandaba Narváez, lo que le valió la Cruz de San Fernando de 1.ª clase. Procedente de la Guardia Real, a Serrano se le confió el mando de un batallón de granaderos y un escuadrón, conformando una columna con la que entró inmediatamente en acción, cubriendo la margen derecha del río Tajo y la izquierda del Alberche. Al frente de aquella columna «sostuvo una infinidad de encuentros con las facciones de La Mancha y de Toledo, por cuyos servicios obtuvo el ascenso de mayor de batallón». Meses después será uno de los principales jefes de unidad a las órdenes del brigadier Girón, y en quien deposite mayor confianza. Seis años más tarde, ya con el empleo de teniente coronel, le veremos mandando un tercio de la Guardia Civil.

			Pero, además, a partir de aquella primavera se van a entrecruzar de modo providencial las vidas y trayectorias profesionales de Ramón María Narváez y de Francisco Javier Girón. 

			Javier estaba de vuelta en Madrid desde comienzos de 1838, donde permaneció de cuartel junto a su mujer, nuevamente embarazada de varios meses, y su madre Concepción. En cuanto a su padre, Pedro Agustín, debía encontrarse ya en Francia. No obstante, el 12 de abril se le concedió de nuevo continuar en situación de cuartel en Andalucía, tal vez para que Nicolasa pudiera contar con la atención de sus padres durante los últimos meses de gestación. 

			Pero el veterano general Castaños permanecía atento al relieve de las operaciones en La Mancha y a la oportunidad que la organización de aquella gran unidad, que podía dar un decisivo giro a la guerra en el sur de Madrid, ofrecía para la carrera militar del joven brigadier Girón, su sobrino-nieto. Por ello, conocedor de sus buenas dotes organizadoras, heredadas, en parte, de su padre, el duque de Bailén no dudó en contactar con Narváez para proponerle que reclamara a Francisco Javier Girón para participar en su proyecto. Poco después, el 6 de mayo de 1838, el general José Manuel de Carratalá, que había sucedido a Espartero al frente del ministerio de la Guerra, firmaba el destino del brigadier Girón al Ejército de Reserva de Andalucía. Narváez, por su parte, le asignó el mando de la 3.ª Brigada, relevando al coronel Maurí.

			La organización de aquel cuerpo de ejército en Andalucía progresaba con lentitud. El 12 de mayo de 1838, Narváez escribía desde Andújar al general Luis Fernández de Córdova, su amigo e impulsor de su proyecto ante el Gobierno, para hacerle partícipe de la situación: «Tengo seis mil hombres embebidos en los batallones […]. Continúo recogiendo barateros, rezagados, desertores y demás gente de la vida airada, que hacen subir los estados para pedir pan, prest y que rebajan la fuerza efectiva de campaña». También se lamentaba Narváez de que, a pesar de tener almacenado en Sevilla el equipamiento y armamento para una fuerza de quinientos jinetes, no podía activar la unidad porque no se le proporcionaba por el Gobierno cuadros de mando de Caballería, ni el dinero necesario para su puesta en marcha. En un arranque de sinceridad con el general Córdova, al tiempo que le suplicaba que se hiciera cargo de la presidencia del Consejo de Ministros para revertir la situación, concluía: «Se está malogrando el tiempo, y mi prestigio hoy en este país y mi actividad y mis desvelos no producirán los resultados que debieran esperarse, si el Gobierno no me protege como tiene obligación de hacerlo». 

			Mientras tanto, Javier Girón se incorporó en Sevilla al frente de su nueva unidad, todavía embrionaria. Después de presentarse al conde de Clonard, capitán general de Andalucía, y entonces todavía amigo de Narváez y de Fernández de Córdova, se dispuso afanosamente a organizar el primer batallón y adquirió un par de buenos caballos. Francisco Javier se topó con todas las dificultades para convencer a las autoridades y posibilitar la obtención de fondos, de las que se lamentaba Narváez en los comienzos de la organización de aquella fuerza. Pero fue solventándolos de forma satisfactoria para cumplir con el cometido asignado. De este modo, el 23 de mayo ya se encontraban organizados dos batallones, sobre la base del 3.er Batallón de Ceuta y un batallón provisional de los procedentes del Ejército del Norte, ocupándose entonces de la organización de un segundo batallón con la misma procedencia.

			A finales de mayo, Narváez fue convocado a Madrid para recibir instrucciones de desplegar la nueva fuerza, en el estado en que se hallaba constituida, en las provincias de Ciudad Real y Toledo, para combatir a las poderosas partidas carlistas. Para entonces, el cuerpo de reserva contaba con catorce mil infantes y ochocientos jinetes, que se elevaron poco después a mil ochenta.

			En los primeros días de junio iniciaba la marcha la 1.ª Brigada con destino a Ocaña, seguida después por la Brigada de Caballería, y más tarde por la 2.ª Brigada. Estaba previsto que después partiera la 3.ª, cuya organización se encontraba menos avanzada, y que se había puesto al mando de Girón. El coronel Maurí se encargaría de la fuerza destinada a proporcionar seguridad al itinerario entre Bailén y Ocaña, con el fin de asegurar las comunicaciones entre Madrid y Andalucía. 

			Entretanto, Francisco Javier Girón se afanaba en la organización, equipamiento e instrucción de su unidad. En los primeros días de junio recibió el refuerzo de doce compañías de infantería procedentes de Jaén, a las que tiene que equipar. Luego se dirigirá a Jerez y El Puerto de Santa María para activar la recluta. Desde los muelles de esta población embarcará un batallón franco para Ceuta, que ha de relevar al Batallón Provincial de Jerez, que se encontraba allí de guarnición. Pero el comandante militar de aquella plaza, del que dependía la unidad, se negó a autorizar su marcha, argumentando un posible ataque marroquí. 

			El brigadier Girón se trasladó después a Cádiz, donde mantuvo el 16 de junio una reunión en la sede de la Diputación para conseguir fondos, prendas de vestuario y demás equipamiento. También consiguió organizar una compañía y eligió a dos nuevos oficiales para su estado mayor, haciendo gala de su clarividencia para escoger a sus colaboradores. Tras dos días en Cádiz, visitó distintas poblaciones de las provincias de Cádiz y Málaga, para entrevistarse con las autoridades locales, estableciéndose a partir del día 22 en Ronda para la instrucción de la fuerza.

			Pero en aquellas semanas había crecido la desconfianza del gobierno hacia Ramón María Narváez, a lo que contribuían las envidias de sus enemigos personales. Hasta tal punto era así que llegó a acordarse su cese, que solo evitó la necesidad de seguir contando con él para hacer frente a la grave situación en que se hallaba Andalucía. Cuando el 12 de junio llegó a Ciudad Real, Narváez se encontró una ciudad sumida en el caos, sus escasas tropas absolutamente dispersas, y atemorizada por la partida de los manchegos Juan Vicente y Francisco Rugero, conocidos como «los Palillos». 

			No obstante, enseguida comenzaron a notarse los efectos de la entrada en acción de aquel cuerpo de ejército. Para ello, fue preciso actuar sin contemplaciones, tanto para combatir a las partidas enemigas como para atajar de raíz las deserciones e insubordinaciones de las fuerzas propias. Los fusilamientos se sucedían a diario para lograr, aunque de forma cruel y despiadada, revertir una situación que se encontraba fuera de control. 

			En el desarrollo de las operaciones, una de las primeras medidas de Narváez fue la de asegurar el paso de Despeñaperros, para proseguir en la persecución de las numerosas partidas que infestaban La Mancha, y que se estimaban en unos seis mil combatientes. Entre los primeros éxitos resonados se contaba la desarticulación de la numerosa partida de «los Palillos», con el fusilamiento de Francisco Rugero, aunque su hermano Juan Vicente y una parte de la cuadrilla huyeron y continuaron hostigando a las fuerzas isabelinas, asaltando pueblos y entregándose al pillaje durante un tiempo, hasta su total aniquilación y la huida a Francia de Juan Vicente. También se desactivó a la partida de «Orejita», que fue desalojada de los territorios por los que campaba y expulsada hacia el sur hasta ser desarticulada en tierras andaluzas, aunque su líder pudo huir a Ciudad Real. 

			Cuando Narváez expone sus planes y necesidades en la carta que el 16 de julio dirige a Córdova, se refiere ya por primera vez a Francisco Javier Girón. Aún no ha tenido muchas oportunidades de conocerle personalmente, pero los dos meses que ha estado bajo sus órdenes han sido suficientes para que sea capaz de apreciar sus grandes dotes organizadoras. De él decía: «Deseo también que venga el marqués de las Amarillas, en quien tengo confianza contribuirá conmigo de buena fe; y como en Toledo hay mucho que organizar, y el marqués es organizador y lo entiende mucho, espero muy buenos resultados de tenerle allí». La carta terminaba apostillando de forma aún más elocuente las esperanzas depositadas en el buen hacer de Javier Girón: «Si Amarillas no va a Toledo, yo no responderé nunca de lo que allí suceda. ¡Bueno anda el Gobierno, y España, y la libertad, y todo!».

			Ciertamente, al Gobierno y a Narváez les preocupaba de modo especial la situación de Toledo por su cercanía a la capital de España, por lo que resultaba clave para el conjunto de la operación situar al frente de las tropas y de la Comandancia Militar de aquella provincia a alguien con capacidad contrastada. Y pese a que la relación entre ambos había sido todavía muy breve, Narváez reparó enseguida en las dotes militares del marqués de las Amarillas y, sobre todo, supo ver en él al gran organizador que necesitaba para llevar a término su empresa. 

			Mientras tanto, el marqués de las Amarillas se desesperaba desde su apartada base provisional en Ronda, aguardando inútilmente la llegaba del Batallón Provincial de Jerez, que permanecía en Ceuta. Las operaciones habían comenzado y se estaban empezando a cosechar los primeros éxitos, pero él continuaba inactivo.

			Mano firme en la pacificación del territorio

			Al fin, el 3 de julio recibió órdenes el brigadier Girón para partir con su contingente de fuerza hacia Jaén, donde recibiría instrucciones antes de incorporarse al frente. El día 8 llegaba Francisco Javier a Jaén, donde le fue entregada abundante documentación. También se hizo cargo de unos dos mil quintos con cinco oficiales a su frente y de un nutrido grupo de rezagados. 

			Jaén se encontraba entonces en una delicada situación, con varias partidas armadas operando cerca de la ciudad y con más de quinientos prisioneros en sus instalaciones carcelarias, sin contar con capacidad para su adecuada custodia. Según las órdenes recibidas para paliarlo, los cabecillas más destacados de aquel nutrido grupo de prisioneros fueron pasados por las armas, y los restantes, conducidos por un núcleo de tropas fuera de la ciudad para su confinamiento en otras poblaciones.

			El día 20 de julio, el marqués de las Amarillas abandonó Jaén para proseguir la marcha con rumbo a Miguelturra (Ciudad Real), donde se encontraba estacionado el cuartel general del cuerpo de ejército. A su paso por Despeñaperros, el siempre peligroso desfiladero, organizó la columna precedida por un nutrido grupo que progresara a vanguardia y con patrullas que vigilaran los flancos. Durante aquel penoso viaje, Francisco Javier se fue topando con la cruda realidad de los estragos que aquella guerra irregular estaba provocando en las áreas rurales. A su llegada a Valdepeñas el día 24 escribió a su padre, como tenía por costumbre, para transmitirle con trazos desgarradores cómo se había deteriorado una localidad grande y próspera como aquella, que había perdido las tres cuartas partes de su población en los tres últimos años, que llevaba cinco sin apenas recoger una cosecha, y donde muchos habitantes habían muerto en el pasado invierno. Finalmente, el día 27 llegaba Javier Girón al campamento de Miguelturra, haciendo su presentación al general Narváez. 

			El general en jefe recibió al brigadier Girón con afabilidad, y pretendiendo generar un ambiente de confianza, debió de hacerle una serie de confidencias sobre la delicada situación que atravesaba España en aquel momento. La forma en que imponía la imagen del mariscal Narváez y el tono general de aquella conversación y otras posteriores debieron de impresionar grandemente a Francisco Javier, que en una carta fechada el 3 de septiembre se dirigía a su padre en estos términos: 

			El hombre que veo en España, de los nuevos, que sobresaldrá sobre todos, es Narváez: el tiempo por testigo. Es el que se calzará el mando en el Ejército: ¡qué cabeza tiene, qué idea! Es un General. ¡Qué gravedad hasta en el vestir! Creador sin segundo, conoce a España y su posición verdaderamente. Repito que es el que mandará en todo si las consecuencias le ayudan como siempre. 

			Hoy podemos asegurar que el pronóstico del futuro duque de Ahumada sobre Ramón María Narváez se cumplió por entero pocos años más tarde.

			Por su parte, Narváez pudo confirmar personalmente el buen concepto que se había formado del futuro organizador de la Guardia Civil. Desde aquel momento, Girón demostró siempre un sentimiento de amistad y respeto hacia Narváez, que fue correspondido con la alta consideración que, a su vez, inspiraba al general de Loja. Con el tiempo —restaban tan solo seis años para la creación de la Guardia Civil—, se confirmará aquella mutua y leal estima, y se mantendrá inalterable, aun a pesar de que los caracteres de ambos eran bien diferentes, como distintas serán, en numerosas ocasiones, sus posturas ante el mismo asunto. 

			Enseguida presentó Girón al general en jefe su plan de operaciones para la provincia de Toledo, a donde debía dirigirse con su unidad, de acuerdo con las órdenes que se le habían impartido. Pero un contratiempo retrasaría su marcha, aunque, a la postre, contribuyó a acelerar la asunción de responsabilidades en aquel ejército y a acrecentar su prestigio. El brigadier Manuel Mazarredo, jefe del estado mayor general de aquella gran unidad, había caído enfermo recientemente, por lo que Javier Girón fue designado por Narváez para hacerse cargo de este cometido, simultaneado con el mando de su brigada. 

			Mientras tanto, las operaciones contra los carlistas seguían dando su fruto. El goteo de los componentes de las partidas que eran capturados o se presentaban a las fuerzas cristinas era continuo. Y también continuaba, a la par, el pertinaz goteo de los fusilamientos, que minaba la moral de victoria de aquellos hombres, teóricamente seguidores de don Carlos, pero entre los que se contaba un buen número de salteadores de caminos venidos de diferentes puntos de La Mancha, Andalucía y Extremadura. Al finalizar el mes de agosto, la situación estará casi totalmente pacificada y las comunicaciones de Madrid con Andalucía, restablecidas.

			El 1 de agosto, Narváez abandonaba el cuartel general, quedando Javier Girón como encargado del despacho. El día 10, era llamado por Narváez a entrevistarse con él en Almagro y, poco después, el general en jefe partía para Madrid, dejando temporalmente a cargo de Girón el mando del cuerpo de ejército.

			A finales de agosto de 1838 las diferencias entre los moderados, que contaban con el Gobierno y mayoría en las cámaras, y los progresistas, encabezados por Espartero, que reclamaban el abandono del gabinete de varios ministros, parecían ya insalvables. Aquellas presiones provocaron la dimisión del conde de Ofalia al frente del Gobierno el 6 de septiembre, siendo sustituido por Bernardino Fernández de Velasco, duque de Frías. Pero aquel Gobierno tampoco tendría recorrido más allá de un par de meses, pues todos los ministerios pasaban a estar ocupados por moderados más o menos significados, con la excepción del de la Guerra, a cuyo frente se situó al general Isidro de Alaix, lo que era tanto como poner toda la dirección y conducción del conflicto carlista en manos de Espartero. 

			Aquel Gobierno, en fin, era consecuencia del fallido intento de los moderados de poner a su frente al prestigioso general Luis Fernández de Córdova, que desplazara definitivamente del poder a Espartero, conde de Luchana, y encabezara un gabinete fuerte de clara impronta conservadora para hacer frente a la difícil situación política, institucional y también militar, a causa de la guerra. Pero Fernández de Córdova rehusó la proposición de la reina gobernadora, pues aquel ofrecimiento era opuesto a su idea de patriotismo, presidida por lograr la conciliación entre las dos facciones políticas enfrentadas, y porque no quería significarse ideológicamente. Por ello, tras su negativa emprendió viaje a Andalucía, donde pretendía establecerse, pretextando así poder atender a sus problemas de salud. 

			Ramón María Narváez, que había participado en aquella maniobra para encumbrar a su admirado amigo Córdova, vio también frustradas sus aspiraciones; entre ellas, al menos por el momento, la de ampliar su ejército hasta los cuarenta mil hombres y que le fueran otorgadas plenas facultades en Andalucía. No obstante, de regreso al frente del cuerpo de ejército a mediados de septiembre, Narváez impuso su criterio al Gobierno para no desviar parte de su fuerza en apoyo de Espartero, tras el fracaso de este en el sitio de Estella, y concentrar así su esfuerzo en la pacificación de la provincia de Toledo.

			Durante la ausencia de Narváez, Francisco Javier Girón se había ocupado de preparar la fuerza que habría de intervenir en Toledo. Al regreso del general de Loja se inició la operación, manteniendo fuertes combates con las importantes partidas que ocupaban el territorio toledano. El mayor protagonismo correspondió a la brigada que mandaba el marqués de las Amarillas, que había establecido entonces su base de operaciones en Madridejos. De nuevo, fue preciso emplear mano dura contra las facciones carlistas que eran capturadas, reanudando la práctica de los fusilamientos, que se extendía a los encubridores. Algunos de los jefes de aquellas partidas se presentaron para solicitar el indulto, al verse desbordados por las tropas cristinas, y el resto de las facciones se refugiaron en los montes o huyeron hacia Cuenca y Levante. Antonio García de la Parra, «Orejita», murió el 1 de octubre a manos de su asistente, que recibió luego el indulto.

			A comienzos de octubre, Narváez reorganizó su cuerpo de ejército, designando al marqués de las Amarillas comandante general de la 1.ª División, que pasaba a contar con unos siete mil hombres. Integradas en la división y a sus órdenes, se habían encuadrado las brigadas mandadas por Alesón y Ramón Barrenechea, cuya fuerza se había concentrado en Ocaña. Javier Girón aprovechó entonces para hacer alguna reforma, incorporando a su estado mayor al teniente Casani y Cron, que había dado muestras de gran actividad y capacidad de organización en la brigada de Alesón. 

			Al mismo tiempo, Narváez, muy a su pesar, dispuso el movimiento de las dos terceras partes del cuerpo de reserva hacia Castilla, tras recibir nuevas órdenes para reforzar aquel sector. Debiendo atravesar Madrid, solicitó de la reina que su fuerza fuera revistada por ella, a su paso por la capital. Entretanto, el general Nogueras quedaría al frente de las provincias de Ciudad Real y Toledo.

			El 14 de octubre de 1838 entraba Narváez triunfalmente a la cabeza de sus tropas en Madrid, acompañado de sus ayudantes y su estado mayor. Al frente de la división desfilaba Francisco Javier Girón. La primera brigada, de Alesón, marchaba con dos batallones de la Guardia Real, y los provinciales de Sevilla y Murcia. La segunda, al mando de Barrenechea, estaba compuesta de tres batallones, correspondientes a los regimientos de Saboya, América y Ceuta. A continuación, marchaba la brigada de Caballería, al mando de Balboa, integrada por cuatro escuadrones de la Guardia Real y otro organizado en Andalucía. Por último, cerraba el desfile una batería montada con varias piezas y un escuadrón del 2.º de Ligeros. Accediendo desde la calle de Toledo, Narváez fue aclamado por la multitud como caudillo vencedor a su paso por la Plaza Mayor, camino del Palacio Real.

			Tras la correspondiente revista, Narváez fue recibido por la reina y por el Gobierno, que mostraron su satisfacción por el resultado de la campaña en tierras manchegas, y por lo que aquella fuerza representaba para levantar la moral en una guerra que ya resultaba insostenible. A Narváez se le había ordenado partir para Valladolid y hacerse cargo de la capitanía general de Castilla la Vieja, concentrando buena parte de aquella fuerza en la provincia de Segovia para reforzar la retaguardia del ejército de Espartero. Pero sus presiones para completar antes la pacificación de las provincias de Toledo y Ávila retrasaron la entrada en funcionamiento de la medida. A la espera de adoptar una decisión al respecto, se le ordenó acantonar sus tropas en las proximidades de Madrid hasta recibir nuevas instrucciones. Al mismo tiempo, fue recompensado por el éxito en la organización del Ejército de Reserva y la campaña de La Mancha con la Gran Cruz de San Fernando, mientras que el brigadier Francisco Javier Girón, convertido ya en su primer colaborador, y el brigadier Manuel de Mazarredo y por algún otro brigadier recibían la Gran Cruz de Isabel la Católica.

			Narváez supo sacar provecho de aquella situación, sabiendo que el Gobierno necesitaba apoyarse en un general con renombre que sirviera de contrapunto a la amenaza que suponía Espartero. Empleó aquel tiempo de forzada espera para ejercer sus influencias cerca del duque de Frías, y consiguió que el 23 de octubre el brigadier Hubert, ejerciendo de forma interina como ministro de la Guerra por la convalecencia de Alaix, su titular, firmara la ansiada autorización para completar su fuerza hasta los cuarenta mil hombres y dos mil caballos. De este modo se conformaría un auténtico Ejército de Reserva con base en Andalucía, constituyendo una fuerza de combate que permitiera revertir definitivamente el signo de la guerra, hasta su finalización. La organización de aquella potente fuerza se había estimado en un periodo de tan solo cuatro meses. Estaba previsto que el brigadier Girón mandara una división de ocho mil hombres organizada por él en Sevilla. El plan de operaciones preveía comenzar la campaña de Aragón en el mes de abril de 1839. No es difícil imaginar cómo sentó aquella medida en el entorno del general Espartero, convertido ya definitivamente en el más directo rival y opositor de Narváez, tras la temporal retirada de Fernández de Córdova. El general Alaix, incondicional colaborador de Espartero y enemigo de Narváez, había sido designado para hacerse cargo del ministerio de la Guerra, aunque no llegara a incorporarse, todavía convaleciente. Llegaba el momento oportuno para desprestigiar a Narváez y abortar aquel proyecto organizativo.

			Pronto se difundió por Madrid el bulo de que las tropas de Narváez permanecían acantonadas a las afueras de la ciudad, en lugar de partir para integrarse en el Ejército del Centro o el del Norte, porque tenían la intención de desarmar a la Milicia Nacional, lo que generó una cierta intranquilidad. El 28 de octubre, tan solo unos días después de dictarse la orden para que se constituyera el Ejército de Reserva, Narváez recibió sendas comunicaciones a través del ministro de la Gobernación, marqués de Vallgornera, y del brigadier Hubert, ministro interino de la Guerra, alertando de posibles disturbios para aquella noche. Con tal motivo, dio las órdenes oportunas a Javier Girón para que dispusiera el despliegue de cuatro núcleos de fuerza en los puntos clave habituales de la ciudad. También acudió a palacio para informar y tranquilizar a la reina. Narváez establecería su puesto de mando en la Puerta de Toledo, mientras que Girón lo haría en las proximidades de la Puerta de Atocha. Pero ninguna alteración del orden se produjo, ni aquella noche ni al día siguiente. Antonio Quiroga, capitán general de Madrid e inspector general de la Milicia Nacional, presentó su dimisión a la reina por no haber sido informado de las medidas adoptadas, pero su renuncia no fue aceptada. Sí lo fue, en cambio, la que presentó el brigadier Hubert, que había quedado en entredicho con aquella maniobra. Por su parte, Narváez se había visto seriamente comprometido por la situación y se sintió engañado, por lo que se vio obligado a renunciar a su cargo ante la reina. Pero, aunque al principio María Cristina aceptó la renuncia, no se quiso desposeer a Narváez del mando del Ejército de Reserva, por lo que se le respondió el día 31 concediéndole una licencia temporal por razones de salud. En la misma fecha, Espartero le dirigía un duro escrito a la reina gobernadora, del que difundió copias ampliamente, recriminando la actitud de Narváez y la de la propia reina y el Gobierno hacia este general. 

			El 3 de noviembre, Narváez entregaba el mando del cuerpo de ejército al brigadier Francisco Javier Girón, a quien correspondía por ordenanza. Momentáneamente derrotado, con sus ambiciones frustradas y a la espera de tiempos más propicios, emprendía la marcha para buscar refugio en su Loja natal.

			Jefe del Ejército de Reserva 

			Mientras Narváez se había retirado a Loja para «restablecerse de sus heridas», más morales que físicas, la Real Orden de 23 de octubre para organizar el Ejército de Reserva permanecía en vigor, aunque sin ninguna posibilidad de ponerse en marcha. 

			La secuencia de los acontecimientos históricos parece a veces desembocar en situaciones caprichosas, por inesperadas, y eso es lo que vivió Francisco Javier Girón en los primeros días de noviembre de 1838. Un contingente de once mil hombres se encontraba ahora a sus órdenes, y sus unidades, acantonadas en Vicálvaro, Vallecas, Villaverde y Carabanchel, esperaban sus instrucciones. Aquella situación de inactividad no era nueva para el marqués de las Amarillas. Como había hecho en ocasiones anteriores, consideraba fundamental mantener ocupada a la fuerza de la división, por lo que desarrolló un intenso plan de instrucción que supervisaba personalmente, recorriendo a caballo todos los enclaves. 

			Pero la situación se estaba complicando. El brigadier Manuel de Mazarredo, jefe del estado mayor de aquel cuerpo, se había incorporado a su puesto una vez restablecido de su enfermedad. Pero siendo más moderno en el empleo que Girón, e incondicional de Narváez, solicitó el pase a la situación de cuartel. Otro tanto hizo su amigo el brigadier Ramón Barrenechea, que dejó el mando de su unidad y pasó a la situación de cuartel. Poco después, se ordenaba a la brigada de Alesón que se dirigiera a Valladolid, para enlazar luego con el Ejército del Norte, cumpliendo así los planes iniciales contra los que se había rebelado Narváez. Javier Girón se quedaba sin mandos superiores y en una situación incierta, tanto para sus tropas como para él mismo. 

			Entonces recibió el brigadier Girón el refuerzo de un nuevo oficial, absolutamente singular, de agitada vida profesional y, más tarde, también política. Se trataba del comandante Carlos María de la Torre Navacerrada, procedente de una licencia concedida para Francia, y que era destinado el 31 de octubre al Cuerpo de Ejército de Reserva a las inmediatas órdenes de su general jefe. No obstante, De la Torre se encontraba en España, porque solo dos días más tarde se incorporaba a la unidad. Como en otros casos que hemos analizado, es muy probable que Narváez le hubiera ofrecido incorporarse a la unidad, y que su conocimiento mutuo procediera del frente del Norte y, más concretamente, de la batalla de Mendigorría, tres años atrás. En aquella jornada, el capitán De la Torre había resultado gravemente herido, obteniendo el empleo de comandante por su destacada actuación al frente de su compañía de granaderos del 1.er Regimiento de la Guardia Real, que, junto con el 4.º Batallón, llevó el peso del ataque contra las líneas carlistas. Desde el primer momento, Javier Girón confió en aquel bravo oficial, que pasará a ser su mano derecha en la organización y dirección de la Guardia Civil en los primeros años.

			Por su parte, la caída fulminante de Narváez no iba a pasar desapercibida. En los días siguientes se produjo una confusa revuelta entre partidarios de los moderados y los progresistas, en relación con la cual intentó el marqués de las Amarillas que, no se viera involucrada su unidad, más allá de evitar males mayores y agresiones a las fuerzas propias. 

			El día 8 de noviembre de 1838 se reanudaba la actividad parlamentaria, con duros debates en las Cortes entre ambas facciones políticas, que dieron lugar finalmente a la dimisión el 8 de diciembre del duque de Frías. Al frente del Consejo de Ministros fue relevado al día siguiente por Evaristo Pérez de Castro, que, además de reservarse la cartera de Estado, incorporó algunos hombres nuevos en un gabinete liberal de ambas tendencias con el beneplácito de Espartero, y manteniendo a Alaix como ministro de la Guerra. 

			Mientras tanto, el 17 de noviembre se había iniciado una revuelta en Sevilla por parte de tres batallones de la Milicia Nacional. El capitán general de Andalucía, Serafín María de Sotto, conde de Clonard, acusó de su organización al general Luis Fernández de Córdova, quien se había establecido en Cádiz y se encontraba de paso en la capital hispalense. También fue acusado Narváez de promover la revuelta, tras haber acudido en apoyo de su incondicional amigo. Aquella acusación, secundada abiertamente por Espartero, parecía una maniobra más para perjudicar a ambos generales, pero lo cierto es que Fernández de Córdova se vio obligado a exiliarse en Portugal, permaneciendo en Lisboa hasta su fallecimiento el 29 de abril de 1840, aquejado de una larga enfermedad. 

			Narváez también huyó a finales de diciembre de 1838 a Gibraltar, cuando se hallaba a la espera de su consejo de guerra. Permaneció allí cerca de dos años. Poco después de que Espartero se hiciese cargo de la regencia en 1840, Narváez se sintió inseguro en Gibraltar y a principios de noviembre zarpó con rumbo a Londres y, de allí, para continuar su exilio en Francia. Desde París, donde coincidirá con la reina María Cristina y otros exiliados moderados, aguardarán juntos el momento de su regreso, tres años más tarde. 

			Pero volvamos a ocuparnos del brigadier Girón y su cuerpo de reserva. Finalmente, aquel mes de noviembre de 1838 le fue ordenado retomar las operaciones, por las que tanto había clamado Narváez, en el territorio del norte de Toledo, el valle del Tiétar y el sur de la provincia de Ávila, limítrofe con Toledo. Antes de partir, el día 11 fue llamado a palacio para despachar con la reina María Cristina y el duque de Frías. En aquellos territorios las partidas carlistas, con unos mil combatientes, seguían campando sin oposición. Doscientos hombres de la partida de «los Palillos», muy activa, atacó el 12 de noviembre la población de Ballesteros, y se apoderó de la parte que no estaba fortificada, aunque fueron luego rechazados por el destacamento que guarnecía el pueblo, replegado sobre su fuerte, causándoles cuatro muertos. Dos días más tarde, atacaron el pueblo de Fernán Caballero, que fue también defendido por su destacamento, causándoles algunas bajas. 

			Javier Girón se encontraba solo, y eran varios generales afines a Espartero, como Seoane, los que pedían al Gobierno el cese de todos los mandos de aquel cuerpo de ejército que había mandado Narváez. Pero Girón, convencido de su misión y de la responsabilidad que asumía, no estaba dispuesto a dejar su cargo de forma voluntaria. En primer lugar, se dispuso a reorganizar y hacer más eficaz la unidad que se le había confiado. Era fundamental para ello optimizar el despliegue de los cuatro batallones y la escasa caballería a que se había visto reducida su fuerza, y sacar el máximo provecho de sus respectivos jefes. A partir del 13 de noviembre el capitán Serrano del Castillo, al que ya citamos combatiendo con denuedo a las facciones, se hizo cargo de una de las columnas. En cuanto al comandante De la Torre Navacerrada, una vez que se hizo cargo de su unidad, «concurrió a cuantas operaciones se ejecutaron a la derecha del Tajo y Valle del Tiétar, a satisfacción del Comandante General de dicha División», es decir, Francisco Javier Girón.

			De este modo, a lo largo de aquel mes de noviembre fue consiguiendo limpiar toda la zona, recuperó Escalona y Nombela y puso en fuga a la numerosa partida, que contaba con más de ochocientos hombres entre montados y a pie, del jefe carlista Calvente, al que capturó. El día 28 de noviembre, una patrulla liberal que se encontraba en San Clemente abatió a trece miembros de la partida de «los Palillos», siendo fusilados después otros cuatro hombres capturados. La cuadrilla regresaba de Aragón, adonde habían desplazado buena parte de su actividad para evitar la presión a la que se les sometía.

			Estableciendo el eje de sus movimientos sobre la carretera de Talavera a Ávila, Girón conseguirá dominar los puertos de El Pico y Mijares, obligando a los carlistas a sobrepasar la sierra de Gredos hacia El Barco de Ávila. El peligro desde aquel sector se alejaba definitivamente de Madrid. También se consiguió liberar un importante número de prisioneros y capturar muchos espías, pero no empleará Girón procedimientos tan expeditivos como en la época de Narváez en La Mancha. De hecho, a los colaboradores con los carlistas que descubría en los pueblos les imponía sanciones de 100 reales, a modo de contribución a la campaña, una medida muy diferente a ser pasados por las armas.

			Pero el 28 de noviembre, todavía embebido en las operaciones, recibía Javier Girón la noticia del desmantelamiento de su cuerpo de reserva. El ministerio de la Guerra dirigía un escrito, fechado el 24, al capitán general de Castilla la Nueva (Madrid), ordenando que los cuatro batallones y las fuerzas de caballería con que contaba el marqués de las Amarillas se pusieran a su disposición, y que dos de aquellos batallones (el de Ceuta y el Batallón del General, encuadrado en el cuartel general) partieran para Ávila, a fin de ponerse a disposición del capitán general de Castilla la Vieja. 

			Javier Girón cumplió con lo ordenado y después envió a la reina un detallado informe sobre las operaciones y los últimos acontecimientos, y se dispuso a aguardar nuevas órdenes desde su enclave en Talavera. Disuelta su unidad, tan solo permanecía a su lado su leal estado mayor. 

			De la fuerza que siguió operando en aquel territorio, sabemos que Luis María Serrano ocupó con su columna la margen derecha del Tiétar a partir del 15 de diciembre, teniendo varios encuentros con las partidas que aún mostraban actividad, y «logrando el completo exterminio de ellas y restablecer la tranquilidad en aquella provincia, por cuyo mérito se dignó S.M. conferirle el empleo de primer comandante». Después de tan meritoria actuación, al comenzar febrero de 1839 pasó destinado al Regimiento de América n.º 14. En cuanto a Carlos María de la Torre, cesó en las operaciones el 14 de diciembre, probablemente para acompañar con uno de los batallones al brigadier Girón al Ejército del Centro, donde fue destinado a su estado mayor en enero de 1839.

			Como hemos expuesto, en aquellos últimos momentos del Cuerpo de Ejército de Reserva vemos al brigadier Girón, marqués de las Amarillas, rodeado de los que han sido sus principales y leales colaboradores. Entre ellos, Carlos María de la Torre, Luis María Serrano y Luis Casani. Como muchos otros después, aquellos hombres habían dejado rastro en la mente organizadora de Francisco Javier Girón, que tanto valoraba un buen equipo a su alrededor. Ninguno sabía entonces que iban a ser, unos años más tarde, piezas clave en la organización y puesta en marcha de la Guardia Civil. 

			En diferentes momentos y escenarios, también participaron en aquellas operaciones en La Mancha entre 1837 y 1838 futuros mandos de la Guardia Civil, como Fernando Boville, jefe del Tercio de Galicia desde 1850, y Crispín Jiménez de Sandoval, tercer secretario de la Inspección General del Cuerpo, además de Francisco Javier Olmedo, al que ya conocemos.

			Mientras tanto, en Madrid proseguía la crisis ministerial que se había desatado el 20 de noviembre, y que no cesará hasta la formación del nuevo Gobierno el 9 de diciembre. Finalmente, Francisco Javier Girón fue citado para entrevistarse con el ministro de la Guerra. Aquella entrevista con el general Alaix, enemigo de Narváez desde un enfrentamiento que ambos habían tenido en Cabra un año antes, y hombre de absoluta confianza de Espartero, debió de generar no pocos recelos en el brigadier Girón. Su unidad había sido disuelta sin más miramientos, era el único de los fieles seguidores de Narváez que se había mantenido en activo y mandando unidad, y ahora era citado nada menos que por un ministro de la Guerra que celebraba el desmoronamiento de todo aquel proyecto al que había dedicado sus esfuerzos. Solo la dignidad demostrada los dos últimos meses, cumpliendo con su deber al frente de su unidad, podía hablar en su favor. Alaix se mostró correcto en su recibimiento, e informó a Javier Girón de que su destino sería en el Ejército del Centro, al mando del general Van Halen, que era también capitán general de Valencia, Murcia y Aragón desde finales de septiembre. Girón sabía que Van Halen era un esparterista incondicional, como Alaix, por lo que aquella noticia no sirvió, precisamente, para tranquilizarle. Entonces, el ministro le expuso el motivo de su destino, lo que dejó a Javier Girón totalmente desconcertado. Sin más rodeos, le dijo: «Van Halen me ha pedido un general de confianza y por eso le envío a usted».

		

	


		
			4. EN LA GUERRA CARLISTA CON EL EJÉRCITO DEL CENTRO

			Al mando de la División de Reserva

			Las órdenes que había recibido Francisco Javier Girón del ministerio de la Guerra eran las de incorporarse al Ejército del Centro, empeñado en la contienda carlista. Para ello, debía desplazarse a Guadalajara y organizar allí una brigada de tres batallones, para dirigirse posteriormente hacia el Bajo Aragón. Integrado en las filas de aquel ejército de operaciones y al frente, consecutivamente, de dos de sus divisiones, el futuro fundador de la Guardia Civil tomará parte en algunas de las principales acciones y de los más encarnizados combates de aquel conflicto fratricida. 

			Girón recibió el 18 de diciembre la orden de presentarse con urgencia en Guadalajara para hacerse cargo del mando de la escolta, constituida por dos batallones, que debía acompañar a un convoy que transportaba 15.000 uniformes para equipar a las tropas. Su destino inicial era Molina de Aragón, pero se encontraba bloqueado en Torija. Aquel convoy llevaba 8.000 arrobas de prendas de vestuario para unos soldados muy mal equipados y calzados que se enfrentaban al duro invierno de 1839. Por tanto, era crucial que la carga no cayera en manos del enemigo, pues las tropas seguidoras del pretendiente Carlos, que no se encontraban en mejores condiciones, querían aquel botín. De ello era prueba suficiente el hecho de que el convoy se encontrara inmovilizado en Torija, hostigado por las fuerzas al mando de los brigadieres carlistas Polo y Llangostera, compuestas de varios batallones y alguna caballería, que aguardaban su paso. Era el primer reto para el marqués de las Amarillas en esta nueva etapa.

			El día 20 se presentaba Girón en Guadalajara. La importante fuerza de escolta que mandaría estaba formada por dos compañías de zapadores, un escuadrón del 2.º Regimiento de Ligeros, que ya había tenido a sus órdenes en el cuerpo de ejército y, sobre todo, por los dos batallones que se habían puesto a su disposición, procedentes del extinto Cuerpo de Ejército de Reserva: el batallón del Regimiento de Saboya y el Batallón del General, que había estado a las órdenes directas del jefe de estado mayor, y que mandaba el comandante José María Sanz. Es probable que la presencia de este último batallón respondiera a la petición expresa de Girón al general Alaix, para que se sustituyera uno de los batallones que le acompañarían por el Batallón de Guías, mejor preparado y formado por soldados de confianza. Pero es más probable que se tratara del tercer batallón comisionado y que coincidiera con el que mandaba el comandante De la Torre Navacerrada, también destinado al Ejército del Centro. 

			El marqués de las Amarillas tomó toda clase de precauciones para la conducción de aquel valioso cargamento. Establecía vanguardias y patrullas de flanqueo y organizaba el reconocimiento previo de todas las poblaciones por las que había de discurrir el convoy. Además, el intenso frío y la copiosa nieve caída en aquellos días, que se helaba bajo el maltrecho calzado de la tropa y las patas de los caballos, hacía aún más lenta y penosa la marcha. El mal tiempo hizo que tuviera que detenerse en Alcolea del Pinar para pasar el día de Navidad. La primera que Girón pasaba en mucho tiempo alejado de sus seres queridos. Reemprendida la marcha, tuvo que dar un rodeo por un terreno montañoso y cubierto de nieve para evitar enfrentarse con la fuerza de cinco batallones y cuatro escuadrones con la que Llangostera aguardaba al acecho en el itinerario de Molina a Calatayud, donde se había fijado el destino de las mercancías. El día 29 de diciembre, el convoy alcanzaba Calatayud, donde se entregaron 12.000 uniformes, continuando con los 3.000 restantes hasta Daroca. Girón pudo culminar con éxito la misión y entregar el cargamento sin contratiempos. 

			En Daroca se encontraba el general Juan Van Halen, jefe del Ejército del Centro, recién ascendido a teniente general. Allí recibió la llegada del año 1839 y aguardó con impaciencia a Javier Girón. Sin duda, el éxito de su primera misión terminó por tranquilizar a Van Halen, que recibió al brigadier con grandes muestras de cortesía.

			El mismo día 1 de enero de 1839, se le asignó a Javier Girón el mando de la División de Reserva, la tercera del ejército de Van Halen. Estaba constituida por ocho batallones, a los que se añadieron los otros dos que había llevado consigo para escolta del convoy, procedentes del Cuerpo de Reserva de Andalucía.

			A comienzos de enero, Girón acompañó a Van Halen para inspeccionar el frente de Teruel. Aprovechando aquella visita, también fue evaluado para comprobar sus capacidades tácticas en el manejo de una división de diez batallones, superando la prueba con resultado satisfactorio. Estaba preparado para enfrentarse al general carlista Ramón Cabrera. Al frente de su división, Javier Girón llegó el 10 de enero a Segorbe (Castellón), acompañado del general Van Halen y su cuartel general. Allí tuvieron noticias de que Llangostera había conseguido entrar en Calamocha, al sur de Daroca, mientras que Cabrera hacía peligrosas incursiones por las provincias de Castellón y Valencia. Enseguida advirtió Javier Girón que aquellas unidades carlistas, con Ramón Cabrera al frente, nada tenían que ver con las desorganizadas partidas que habían perseguido en La Mancha el año anterior. 

			Mientras tanto, el comandante De la Torre ingresaba el 7 de enero en el Cuerpo de Estado Mayor y el día 15 era destinado al del Ejército del Centro, probablemente por la recomendación de Girón ante Van Halen, que ya había podido comprobar sus excelentes cualidades militares. 

			El 22 de enero, Van Halen ordenaba a Javier Girón atacar el fuerte de Montán, próximo a Segorbe. Se trataba de un convento fortificado en el que un reducido contingente carlista custodiaba a un centenar de prisioneros, utilizados para negociaciones de canje o rescates. El ataque, que encabezó Girón al frente de su 1.ª Brigada, pretendía atraer la atención de Cabrera, pero no lo logró. 

			Los continuos movimientos del general de Tortosa traían en jaque a las tropas cristinas, manteniendo activos todos los frentes del Maestrazgo. En el caso de la división de Girón, correspondía al brigadier carlista Forcadell mantener el contacto permanente con sus tropas. El 1 de febrero se encontraba el marqués de las Amarillas con su división en Alcora, ocupando posiciones en la población para cubrir la retaguardia a la 1.ª División. Esta unidad tenía como misión conducir desde Castellón y Villarreal un convoy de aprovisionamiento con raciones para cinco meses, con destino a Lucena del Cid (Castellón), población que se encontraba sitiada desde hacía largo tiempo. El itinerario estaba muy vigilado en varios puntos por grupos carlistas, lo que, unido a la orografía del terreno, hacían la operación especialmente difícil. No obstante, después de duros combates con las tropas de Forcadell que le salieron al encuentro, y con el apoyo de la División de Reserva, el convoy logró llegar a su destino. 

			El día 6 de febrero, Francisco Javier se encontraba de nuevo en Sagunto, donde había establecido su cuartel general. Allí se ocupó en los días siguientes de reponer bajas. Los días 24 y 25 de febrero, llevó a cabo una operación de reconocimiento sobre los fuertes carlistas de Alpuente y El Collado, mandando una columna de tres batallones y dos escuadrones. Al volver el 25 de febrero, y como tenían que marchar por una zona escabrosa de la sierra, las tropas del brigadier Girón fueron atacadas por retaguardia cerca de La Yesa (Castellón) por las fuerzas carlistas al mando del coronel Arévalo, con dos batallones y un escuadrón reforzado. En aquel combate tuvieron los cristinos catorce muertos, cincuenta heridos y once extraviados en el monte, según nos refiere el propio marqués de las Amarillas, mientras los carlistas sufrieron también numerosas pérdidas, incluyendo varios oficiales. Finalmente, las fuerzas de Girón se retiraron ordenadamente por escalones hacia Villar para evitar males mayores. 

			Después de aquella acción, Javier Girón dispuso que permanecieran dos de sus batallones en Segorbe, regresando con la fuerza restante a Sagunto a la espera de nuevas operaciones, que no tardaron en llegar. Van Halen estaba decidido a lanzar antes de que acabara marzo un ataque en fuerza sobre el importante bastión carlista de Segura de los Baños (Teruel) y su castillo, que se alzaba sobre un escarpado cerro. A la división del marqués de las Amarillas le correspondió apoyar el ataque desde Daroca, localidad a la que llegó el día 24 de ese mes con toda la fuerza a sus órdenes. El esfuerzo principal correspondía a la 2.ª División, al mando del general Joaquín Ayerbe, que atacó la población partiendo de Cortes el día 23. Pero los carlistas del brigadier Llangostera le estaban esperando con un fuerte contingente de setenta y siete batallones y dos regimientos de caballería y le hicieron frente, desembocando en un choque muy violento. En aquel combate fueron frecuentes los enfrentamientos cuerpo a cuerpo y los asaltos a la bayoneta, derrochando arrojo ambos contendientes. Pero el castillo de Segura continuaba en poder de los carlistas.

			Uno de los oficiales que tuvieron una actuación más destacada en aquellos combates de Segura fue el comandante De la Torre Navacerrada, que se había incorporado recientemente como jefe del estado mayor de la 2.ª División. Antes había desempeñado el cargo de comandante militar en Cortes, como integrante del estado mayor del Ejército del Centro. Por aquella acción fue recompensado con la Cruz de San Fernando de 1.ª clase. 

			Otro oficial destacado en los combates del 23 de marzo con la caballería de la 2.ª División fue León Palacios y Ortega, al que se le concedió el empleo de comandante de escuadrón. A partir del 1 de julio pasará a mandar el escuadrón de escolta del general O’Donnell, junto al que veremos más tarde combatiendo, también al lado del marqués de las Amarillas. En pocos años, llegará a ser el jefe de la caballería de la Guardia Civil en la organización del Instituto.

			En la misión de apoyo que tenía encomendada, el brigadier Girón se dirigió a Belchite con una de las brigadas y dos escuadrones para hacerse cargo de un enorme convoy procedente de Zaragoza con raciones y varias piezas de artillería, y que estaban destinadas al asedio del castillo. Pero el mariscal de campo Bartolomé Amor, que mandaba anteriormente la 1.ª División y se incorporó de nuevo al Ejército del Centro, fue designado para el mando de la División de Reserva, por lo que Girón hubo de conformarse con mandar una de las brigadas. De nuevo se intentó el 6 de abril el ataque frontal sobre el castillo de Segura con un importante despliegue. La fortaleza se alzaba desafiante sobre el imponente bastión rocoso que dominaba el pueblo, evacuado y reducido a ruinas por los carlistas para facilitar su defensa a ultranza. Mientras tanto, las tropas de Cabrera, con trece batallones y mil caballos, aguardaban a los liberales en un pinar detrás de la población de Segura. La defensa certera desde el castillo hacía imposible un asalto, ya de por sí muy difícil, y las malas condiciones de aprovisionamiento del ejército cristino precipitaron una inevitable retirada, no exenta de desorden, aunque pudo evitarse un desastre mayor. 

			Aun así, el día 14 se repitió el ataque desde la población de Cortes con catorce batallones, mil cien caballos y diez piezas de artillería ligeras, con participación en primera línea de la brigada mandada por Francisco Javier Girón. Pero los carlistas se defendieron bien una vez más y la fortaleza continuó siendo inexpugnable. Aquel fracaso supuso la destitución del general Van Halen al frente del Ejército del Centro. En aquella decisión influyeron las presiones de quienes lo consideraban demasiado benévolo con el enemigo, pese a que todos sus inmediatos subordinados, entre los que se encontraba el marqués de las Amarillas, declararon a su favor en la sumaria que se instruyó para esclarecer las causas de la derrota. A Van Halen le sustituyó en el mando el general Nogueras el 16 de abril de 1839. Ramón Cabrera estaba ansioso de medirse con aquel general, pues había promovido el cruel fusilamiento de la madre del caudillo carlista. Pero Nogueras se encontraba entonces enfermo en Calatayud, por lo que le sucedió temporalmente el mariscal Amor.

			Fortalecido por aquel revés de los isabelinos, Cabrera tomó la iniciativa y atacó Montalbán, nudo de comunicaciones cercano a Segura, sitiando la población. Para esta operación recibió el apoyo de la columna carlista de Balmaseda, procedente de Navarra. Además, Cabrera hizo una incursión hacia tierras castellanas, haciendo importantes requisas, con las que reforzó el sitio de la localidad turolense. Aquel bloqueo pudo ser levantado inicialmente por las tropas isabelinas el 1 de mayo, consiguiendo repeler al día siguiente un contraataque carlista sobre su retaguardia. 

			Mientras tanto, el brigadier Girón había tenido el 4 de mayo otro encuentro con tropas carlistas. Además de salir triunfante del lance, tuvo la oportunidad de apoderarse de la carga de un pequeño convoy enemigo. Aquella requisa era un preciado botín, en aquellos momentos de absoluta escasez y necesidad para ambos ejércitos, que se movían en una zona de operaciones muy desabastecida, y con los pueblos abandonados o incapaces de alimentar a la tropa. El levantamiento definitivo del bloqueo de Montalbán no se logrará hasta finales del mes de mayo. El general Ayerbe, comandante de la 2.ª División, consideraba poco rentable aquel esfuerzo en medios, pero no fue escuchado por el Gobierno, por lo que pidió cesar en el cargo y pasar a cuartel, cediendo el mando al general Mir. No corrían buenos tiempos para el Ejército isabelino en el frente del Centro desde hacía varios meses, y parecía que la guerra se instalaba en un peligroso punto muerto. 

			Javier Girón arrastraba desde hacía semanas una infección en los ojos que había mermado mucho sus facultades. Para curarse, solicitó una licencia de dos meses para tomar las aguas en el antiguo balneario de Carratraca, en la Serranía de Ronda, al que también había acudido años atrás Fernando VII, siguiendo una costumbre tan de la época. Ahora que se había conseguido liberar el cerco a Montalbán y el frente se hallaba más tranquilo, podía finalmente usar su licencia.

			Después de valorar diferentes opciones para realizar el largo y peligroso viaje desde Aragón a Ronda, decidió hacer el itinerario con parada en Madrid, al objeto de visitar a sus padres y a su hijo mayor, a quien cariñosamente llamaban Periquín. El pequeño, al que apenas conocía, a pesar de tener ya cuatro años, vivía circunstancialmente en casa de sus abuelos. El 30 de mayo partió de Cariñena para tomar en Calatayud el camino real a Madrid. Uniéndose a diferentes columnas militares que recorrían el mismo itinerario, o acompañado por pequeñas escoltas, el día 8 de junio llegaba a la capital. 

			Javier Girón pasó una semana en Madrid, esperando a que se organizara algún convoy militar para Andalucía. Era un hombre entrañablemente familiar, que sabía valorar los momentos que la vida, con sus altibajos, le ofrecía para compartir con los suyos. Además de disfrutar de la compañía de sus padres y su hijo, aprovechó aquellos días para hacer algunas visitas, como a su tío-abuelo, el viejo Castaños, siempre locuaz y ocurrente.

			Javier Girón llegaba finalmente a Ronda el 27 de junio, tras un largo e incómodo viaje. A su estancia en Carratraca se incorporó desde Sevilla su mujer, Nicolasa, a la que no veía desde hacía año y medio, acompañada de su segundo hijo, Jerónimo. El tercero, Javier, había quedado al cuidado de sus abuelos maternos. Entre sorprendido y divertido, Javier comparaba las expresiones y modales bien diferentes de sus pequeños: Periquín, que pasaba buena parte del día entre cocheros y lacayos en casa de sus abuelos, y Jerónimo, criado por su madre y sus tías en un ambiente mucho más comedido.

			El 15 de julio solicitó Girón una prórroga de dos meses sobre la licencia concedida, justificada en que el tratamiento prescrito por el facultativo no terminaría hasta el 20 de agosto, siéndole concedida una semana más tarde. Pero no todo iba a ser paz y tranquilidad, como prometían aquellos días de sosiego y recuperación de la salud en compañía familiar. Las altas temperaturas del verano hicieron mella en el pequeño Jerónimo, que debió de sufrir el 19 de julio un intenso golpe de calor, acompañado de violentas convulsiones, que le causó la muerte en pocas horas.

			Javier y Nicolasa quedaron desconsolados con la repentina pérdida de su hijo. Él continuó con su recuperación hasta que, a principios del mes de septiembre, ya restablecido, ambos regresaron a Sevilla. Allí, con el tremendo dolor de la pérdida de su segundo hijo, iba a conocer a Javier, el tercero, que contaba con poco más de un año. Si algún consuelo cabía a aquellos padres era saber que Nicolasa se encontraba ya en su quinto embarazo.

			Comandante de la 2.ª División a las órdenes de O’Donnell

			Desde 1838 se venían produciendo tensiones crecientes en el País Vasco y Navarra entre las facciones carlistas de los «transaccionistas», encabezados por el general Maroto, que abogaban por un pacto con los liberales, y los «apostólicos», partidarios de continuar la lucha hasta el final. Se impusieron los primeros, lo que desembocó en la firma de un acuerdo de paz en Oñate el 29 de agosto de 1839, ratificado en Vergara el día 31, y escenificado con el famoso abrazo entre el general carlista Rafael Maroto y Baldomero Fernández-Espartero, general en jefe de los Ejércitos Reunidos. 

			Con el convenio de Vergara se ponía fin de manera oficial a la Primera Guerra Carlista, aunque en el frente del Maestrazgo se seguía combatiendo. Con la rendición de los partidarios de don Carlos, al menos de manera oficial, se reconocía la incorporación de los oficiales carlistas al ejército isabelino, con las retribuciones que les correspondieran, siempre que juraran la Constitución de 1837. Al mismo tiempo, Espartero se comprometía a defender los fueros de Vizcaya, Guipúzcoa, Álava y Navarra ante las Cortes. No obstante, aunque se repusieron en parte poco más tarde mediante real decreto, no llegó a aplicarse plenamente lo acordado, provocando enfrentamientos en las Cortes a cuenta de los fueros vasconavarros.

			Aprovechando la tensa situación, Espartero intentó provocar la crisis en el gabinete ministerial de Evaristo Pérez de Castro con la dimisión de su fiel subordinado Alaix. Tras la disolución de las Cortes, con la esperanza de obtener un resultado en las urnas más favorable, y la recomposición del Gobierno el 18 de noviembre, este presentó su dimisión en pleno a la reina, que no le fue aceptada. Pérez de Castro conseguía salir adelante temporalmente al frente del Gobierno hasta el nuevo proceso electoral abierto en febrero de 1840, del que volvió a salir triunfador. No obstante, la nueva remodelación de su Gobierno del mes de marzo de 1840 fue condicionada en sus elementos clave por un Baldomero Espartero cada vez más dueño de la escena política. Así se mantuvo la situación hasta que el duque de la Victoria, que estaba dirigiendo la guerra al frente de la mayor parte del Ejército y actuaba como contrapeso político, se hizo con las riendas del poder en el verano de 1840.

			En definitiva, en septiembre de 1839 se había alcanzado, con un Gobierno débil, una paz endeble que no había sido aceptada por el pretendiente al trono, ni por buena parte de los carlistas de Castilla, Álava y Navarra. Aquella fuerte oposición supuso el exilio a Francia del pretendiente don Carlos María Isidro y de quince mil excombatientes, que se unirían a las tropas carlistas acantonadas ya en el país vecino. Allí esperarían a que se presentara una nueva oportunidad.

			Una vez recuperado de su dolencia, Javier Girón regresó al frente del Maestrazgo a mediados de septiembre. Se trasladó en barco de Sevilla a Cádiz y más tarde en otro buque hasta Valencia, donde llegó el día 26 de septiembre.

			El panorama que se encontró Girón era muy diferente al que había dejado cuatro meses atrás. Extinguido el conflicto en el norte tras el convenio de Vergara, se concentraron en el frente oriental las fuerzas mandadas por los generales Espartero y O’Donnell, hasta concentrar unos ochenta mil hombres, para ahogar al exhausto ejército de Ramón Cabrera. El general carlista, que no había reconocido la paz alcanzada en Oñate y Vergara, se disponía a resistir al frente de poco más de veinte mil hombres, que lo seguían más por salvar el honor del ejército que por que creyeran que podían hacerse con la victoria.

			Nogueras fue relevado por Leopoldo O’Donnell, que había sido nombrado también capitán general de Valencia, Aragón y Murcia el 23 de junio, esto es, en el primer mes de convalecencia de Javier Girón. O’Donnell había iniciado la guerra en el empleo de capitán y, con tan solo veintiocho años —seis menos que Girón—, había ascendido en 1837 a mariscal de campo. De hecho, la fama que le precedía por su trayectoria a lo largo de la guerra no pasó inadvertida en absoluto para Cabrera y sus asesores.

			Al incorporarse, Javier Girón acudió enseguida a presentarse a su nuevo jefe, que le causó una grata impresión por su afabilidad. Todavía sin mando de unidad, Javier quedó provisionalmente agregado al cuartel general del Ejército del Centro. 

			En los primeros días de octubre, O’Donnell se dispuso a contactar con Espartero, que aguardaba impaciente en Zaragoza al frente de cincuenta mil hombres. Partió desde Valencia al mando de sus tropas, que quedaron acantonadas en diferentes puntos. Cuando se desplazó con sus ayudantes a Muniesa, donde se había previsto su encuentro con el duque de la Victoria, el brigadier Girón quedó encargado del despacho en el cuartel general. Tras la reunión, Leopoldo O’Donnell quedaría como segundo de Espartero, que continuaba como jefe de los Ejércitos Reunidos. Además, O’Donnell iba a mandar cuatro divisiones —las tres con que contaba el Ejército del Centro, más otra procedente del Ejército del Norte—, totalizando unos treinta mil efectivos. 

			Dentro de la nueva configuración del Ejército, el 17 de octubre de 1839 el brigadier Javier Girón pasó a mandar la 2.ª División, que hasta entonces dirigía el mariscal Ayerbe, ahora enviado al norte. Esta división, la de mayor entidad del Ejército del Centro para aquella nueva campaña, estaba compuesta de ocho batallones, cuatro escuadrones, dos baterías —una tirada a caballo y otra a lomos de mulas—, y una compañía de zapadores. El despliegue de la unidad cubría la vanguardia del Ejército en la denominada línea de Camarillas (Teruel), enlazando con la 4.ª División del Norte. O’Donnell, como jefe del Ejército del Centro, estableció su cuartel general en Teruel. 

			Desde el 18 de septiembre de 1839, apenas unos días antes de la incorporación de Javier Girón al frente tras finalizar su licencia, el capitán Francisco Javier de Olmedo se hacía cargo de la jefatura del estado mayor de la División de Reserva del Ejército del Centro, la unidad que antes había mandado el brigadier Girón. Sin duda, volverían a coincidir Girón y su antiguo y apreciado subordinado en el transcurso de las operaciones. Olmedo procedía del 1.er Regimiento de Granaderos de la Guardia Real, que tan brillantes actuaciones había protagonizado en el frente del Norte, y ocupará el cargo de jefe del estado mayor en comisión de servicio hasta febrero de 1840. 

			Además, Javier Girón se encontró que el jefe de su estado mayor en la 2.ª División no era otro que el comandante Carlos María de la Torre, aunque probablemente se encontraba entonces gravemente enfermo. Cuando el levantamiento del asedio de Montalván, estando todavía Ayerbe al frente de la división, el general había insistido al comandante que se retirara para restablecerse de su enfermedad, pero el oficial se había negado a abandonar a su jefe en aquellas circunstancias. Cuando se incorporó Girón, probablemente seguía sin encontrarse en condiciones de llevar a cabo una actividad normal, pues en el mes de noviembre tuvo que solicitar una licencia por enfermedad.

			La situación que ofrecía la zona de operaciones bajo responsabilidad del Ejército del Centro presagiaba todavía una larga y cruenta guerra de desgaste. El general Cabrera, en clara inferioridad numérica y con la seguridad de que no podría recuperar el espacio perdido, se disponía a realizar una maniobra retardadora de repliegue sobre sus múltiples posiciones fortificadas. Para ello, había aprovechado los muchos castillos que se alzaban sobre puntos dominantes junto a las poblaciones que jalonaban todo el territorio que aún conservaba. Estas posiciones defensivas tenían su origen en su mayoría en las fortalezas que habían sido frontera entre el reino de Aragón y los territorios ocupados por los musulmanes durante la Reconquista. Se trataba de resistir hasta el fin como un solo hombre en aquellos enclaves estratégicos, infligiendo las mayores pérdidas al enemigo. Ciertamente, cuando al comienzo del verano de 1840, Cabrera y algunos de sus jefes más significados consigan cruzar la frontera francesa con las tropas que aún les seguían, podrá considerarse un logro no pequeño para los carlistas, partiendo de la situación de cerco e inferioridad en que se encontraban. 

			Pronto comenzó Javier Girón su actividad al frente de la 2.ª División. El 20 de octubre de 1839 entraba en Perales, abandonado poco antes por las tropas carlistas, incautando un importante número de cabezas de ganado y un cargamento de trigo, que vendrían a paliar la deficiente alimentación de sus hombres. Al día siguiente, O’Donnell se unía con su cuartel general al movimiento de la división de Girón para dirigir el establecimiento de la línea de posiciones fortificadas en la zona de Camarillas, siguiendo el curso del río Guadalope.

			Se preparaba en aquellos días el asalto a la línea de fortificaciones carlistas. Miravete de la Sierra (Teruel) era el objetivo de la división del marqués de las Amarillas. El 29 de octubre las tropas partieron de Camarillas y, al alcanzar el vado del río Guadalope, la vanguardia de la división, compuesta de dos batallones, tomó contacto con la avanzada de las tropas carlistas de Polo, consiguiendo desalojarlas de las posiciones que ocupaban. Aquel retraso en el avance de la división de Girón permitió reorganizar las posiciones carlistas, que les aguardaban en el puerto de Miravete con cuatro batallones y una nutrida línea de tiradores. El fuego sobre los isabelinos era muy intenso, por lo que O’Donnell dispuso que la división del brigadier Girón intentara atacar por el flanco derecho, mientras la 4.ª División del Ejército del Norte, que había progresado en paralelo a la división de Girón, lo hacía por la izquierda. Ante el temor a quedar copados, Polo ordenó el repliegue sobre Aliaga y Pitarque. 

			La división del marqués de las Amarillas pudo entonces continuar su avance a través de aquel terreno accidentado e inhóspito hacia Cañada de Benatanduz. Aquel enclave dominante estaba ocupado por las tropas carlistas del brigadier Domingo Arnau, con la fuerza del 1.er Regimiento de Mora y dos escuadrones. Pero aquel contingente no presentó batalla a las tropas de Girón, que el día 8 de noviembre ocupaba el enclave dominante de Cañada con cuatro batallones, una batería de artillería a lomo y dos escuadrones de caballería. Los carlistas, por su parte, se replegaban nuevamente hacia la posición elevada de Cantavieja. 

			En la acción de ocupación de Miravete y Cañada, Javier Girón tuvo ocasión de fijarse en otro valeroso capitán, Marcelino Porta Suarnabar, que se había incorporado recientemente a su división desde el frente de Cataluña. Porta será uno de los primeros comandantes a los que Girón proponga ingresar en la Guardia Civil como jefe de provincia en el momento fundacional.

			La llegada del crudo invierno en la sierra turolense paralizó casi por completo las operaciones. La acumulación de nieve en poblaciones como Cañada, a más de 1.400 metros de altitud, hacía muy difíciles los desplazamientos y, con ello, el aprovisionamiento de los víveres más necesarios. Por tanto, la fuerza del marqués de las Amarillas podía quedar inmovilizada si se cortaba su enlace con el cuartel general de Camarillas, punto de partida de aquella operación. Para evitarlo, se replegó con gran dificultad por una zona boscosa hacia la población de Villarroya de los Pinares, al sur de Miravete, situada sobre una falla de terreno y con un acceso que discurría por un desfiladero, muy difícil de defender.

			Mientras tanto, el cuartel general del Ejército del Centro se había replegado a Teruel, además de reducir la presencia en los puntos fortificados del frente, debido a las dificultades del aprovisionamiento en pleno invierno. 

			A causa del clima hostil y la fatiga acumulada, Ramón Cabrera cayó gravemente enfermo a mediados de diciembre, cuando reconocía sus posiciones, por lo que tuvo que ser atendido en secreto con las tropas isabelinas a muy poca distancia. A comienzos de enero de 1840 fue evacuado en camilla a Morella, donde se le recibió entre aclamaciones de una población que lo idolatraba. Durante su convalecencia, fue relevado por el brigadier Forcadell, aunque Cabrera seguía firmando los documentos para evitar que la noticia fuera conocida, sobre todo por sus propios soldados. A finales de enero se encontraba razonablemente restablecido y dispuesto a continuar la lucha. 

			En la Navidad de 1839, desafiando la tregua invernal, el brigadier carlista Llangostera se internó hacia Montoro de Mezquita y Pitarque, por lo que Javier Girón tuvo que mantenerse en su recinto fortificado de Camarillas, sin arriesgar las avanzadas de su división. Los golpes de mano y ataques por sorpresa, en ocasiones para apoderarse de pequeños botines de víveres, y en otras, de simples cargas de leña o de paja para el ganado, eran cada vez más frecuentes. Por tanto, Francisco Javier tuvo que emplearse a fondo para extremar las medidas de seguridad durante las guardias y evitar así cualquier tipo de agresión inesperada. 

			En el mes de enero de 1840 se produjeron una serie de ascensos entre los altos mandos del Ejército, de acuerdo con las exigencias de Espartero, a quien ya casi nadie se atrevía a contrariar en el Gobierno. Además, el poderoso general contaba con el beneplácito absoluto de la reina María Cristina. 

			También hubo algunos cambios en el Ejército del Centro, como el nombramiento del jovencísimo brigadier Manuel Pavía y Lacy para el mando de la 2.ª Brigada de la división de Javier Girón. Pavía había sido rehabilitado, gracias a su amistad con O’Donnell, tras haber permanecido un tiempo exiliado en Francia. Además, en los primeros días de febrero, el marqués de las Amarillas tuvo que hacerse cargo accidentalmente del mando de la 4.ª División por cese temporal del general Castañeda, que se extendería hasta el mes de abril. En febrero, Llangostera atacó con tres batallones y dos escuadrones de caballería la población de Monteagudo, cercana a la base de Camarillas, y que guarnecían fuerzas de la 4.ª División. La rápida operación, saldada con algunas bajas y la captura de prisioneros por ambos bandos, consiguió abrir un camino para una posible ruta de aprovisionamiento hasta Morella, el cuartel general carlista. 

			Pero en aquel mes de febrero, cuando ya el invierno empezaba a languidecer, se preparaba la gran ofensiva del ejército liberal a las órdenes de Espartero, sobre todo el frente de el Maestrazgo, una ofensiva que llevaría en el verano siguiente al fin de las operaciones y a la conclusión efectiva de la guerra. Llegaba el momento en que el marqués de las Amarillas, en diferentes actuaciones al frente de su unidad, tendrá la oportunidad de demostrar su valía en combate y obtener el reconocimiento que tan esquivo había resultado hasta entonces.

			La ofensiva final en el Maestrazgo

			El primer objetivo por alcanzar en aquel plan de ataque continuaba siendo la población y el castillo de Segura, que los isabelinos no habían sido capaces de arrebatar a los carlistas pese a los grandes medios desplegados. Como sabemos, aquel esfuerzo baldío le había costado el puesto al general Van Halen. Espartero estaba dispuesto ahora a llevar a término aquella conquista a cualquier precio. Pero una vez establecido el asedio, el 18 de febrero estalló en Segura una sublevación interna contra su gobernador, que fue fusilado, lo que facilitó la ocupación de aquella plaza. En medio de un gran temporal de lluvia y nieve, se llevó a cabo un bombardeo masivo durante varios días sobre la fortaleza, que quedó destruida. Méndez, jefe de los amotinados carlistas al frente de la guarnición de unos trescientos hombres, reunió a sus oficiales, acordando entregar la posición al ejército isabelino en la mañana del 27 de febrero. 

			Mientras tanto, Espartero convocó al general O’Donnell a una reunión en su cuartel general de Muniesa para impartirle instrucciones sobre la ofensiva. Una fuerza de diecinueve batallones se preparaba para el ataque en masa sobre todo el frente carlista. Además, se contaría para el apoyo directo al asalto con un batallón de artillería y otro de zapadores, que integraban un potente tren de batir. 

			A su regreso de la reunión con Espartero, O’Donnell se detuvo en Camarillas para indicarle al brigadier Girón cuál había de ser su participación en el conjunto de la misión. Para entonces, O’Donnell se había hecho un juicio sobre el valor de un oficial como Girón y lo que podía esperar de él. Su objetivo sería Aliaga y, una vez más, su inexpugnable castillo de la Encomienda.

			Javier Girón aguardaría con impaciencia el momento de llevar a cabo la misión asignada. Para ello, debía esperar a que fuera efectiva la conquista de la difícil posición de Castellote, dominada por una imponente fortaleza templaria reconstruida por los carlistas para su mejor defensa. Aquella operación sería dirigida personalmente por Espartero, para lo que iba a desplazar el grueso de la fuerza desde Muniesa a Mas de las Matas. Además, tenía que aguardar a la llegada de un tren de batir que debía venir expresamente desde Valencia para la operación. 

			Desde el 1 de marzo se desató un gran temporal de nieve en todo el sector que paralizó cualquier tipo de operación durante una semana. El brigadier Javier Girón aprovechó esa pausa para completar la organización de su fuerza de maniobra. Contaba para el ataque con dos brigadas, mandadas por José Cabrera y Manuel Pavía, con un total de nueve batallones y trescientos cincuenta caballos. También aprovechó Girón para reconocer las inmediaciones de Aliaga, donde habría de batirse pocos días más tarde. Desde lejos, sobre un imponente y escarpado cerro, la fortaleza de la Encomienda se erguía inexpugnable. 

			Al igual que buena parte de los castillos del Maestrazgo, el de Aliaga había nacido como fortaleza árabe, y fue conquistado por Alfonso I el Batallador en 1118. En 1163 Aliaga fue entregada por Alfonso II a la Orden Militar Hospitalaria de San Juan de Jerusalén, para que los caballeros estableciesen una encomienda con dominio sobre los pueblos de la zona. En 1462, en medio de las disputas feudales en Aragón, fue conquistada por el señor de Híjar, que, una vez reconciliado con el rey, recibió sucesivamente los títulos de conde y duque de Aliaga. 

			En buen estado de conservación, el castillo disponía de tres recintos amurallados, escalonados en altura sobre el terreno. El recinto exterior consistía en una gruesa muralla con doce tambores o cubos semicirculares y uno de base cuadrada, de mayor tamaño en el ángulo sureste, y que permitía cruzar los fuegos. El segundo recinto, más elevado, estaba constituido por otra muralla con torres cuadradas que se comunicaban entre sí. Por último, el recinto interior se alzaba en la parte más prominente del peñasco, solo accesible por el norte con un puente levadizo que cruzaba un foso. Dos grandes torres en su interior dominaban los espacios que se abrían entre los recintos. Finalmente, la torre del homenaje se alzaba en un extremo del cerro, como una atalaya. 

			Mientras tanto, las fuerzas carlistas se preparaban también para el inminente ataque. Comenzaron por destruir las casas del pueblo, la iglesia y arrasar los pinares que podían dificultar la defensa desde el castillo, o suponer algún apoyo o cobijo a los asaltantes, como ya habían hecho en Segura. También hicieron acopio de agua, víveres y material para la fortificación y mejora de las defensas del castillo. La fuerza de la guarnición que se disponía a la defensa era de tres compañías procedentes del 7.º Batallón de Aragón, con una fuerza escogida que rondaba los cuatrocientos hombres. Habían relevado recientemente a la guarnición de Aliaga por el aumento de las deserciones entre sus filas. 

			Al frente de los defensores de Aliaga estaba su gobernador, el joven comandante Francisco Macarulla, de solo veinticinco años. Natural de Tortosa, como Ramón Cabrera, podía contarse entre sus más fervientes e incondicionales seguidores. Exacerbado con la defensa de su posición hasta llegar a una muerte casi segura, el comandante Macarulla tomó de la iglesia saqueada un paño mortuorio de color negro con imágenes de calaveras, habitualmente utilizado para cubrir los catafalcos en las misas de difuntos, y lo izó a modo de bandera en la torre del homenaje.

			El 21 de marzo se inició el cerco a la fortaleza de Castellote, con el emplazamiento de la artillería y un importante número de batallones dispuestos para el asalto. A los seis días, todo era destrucción en la posición carlista. Su gobernador, Pedro Marcó, que había iniciado la lucha al frente de medio millar de hombres, capituló cuando contaba con menos de la mitad, habiendo dado muestras de inequívoco heroísmo.

			Mientras tanto, Javier Girón iniciaba su maniobra de aproximación dando un rodeo para poder mover su artillería sin demasiadas dificultades, ocupando Jarque e Hinojosa. Con un batallón y un grupo de zapadores, también tomaba posesión de la población de Cobatillas, muy cerca de Aliaga, para evitar que fuera incendiada. Entre los tres puntos, tenía situados cuatro batallones, ciento cincuenta caballos y una batería a lomo. Luego dispuso que los batallones de la brigada de Crespo, perteneciente a la 4.ª División del Norte, se situaran en reserva en diferentes puntos.

			En cuanto a la 2.ª Brigada, mandada por Pavía y Lacy, se encontraba cubriendo el tramo entre Segorbe y Teruel para dar seguridad al tren de batir y al convoy de víveres y municiones procedente de Valencia. Aquella pesada columna fue atacada por sorpresa por una facción carlista a la altura de Novaliches, pero la eficaz reacción de las fuerzas de Pavía y la decidida carga de su caballería sobre los asaltantes les obligó a huir, mientras dejaban sobre el terreno varios muertos y eran capturados setenta prisioneros.

			Finalmente, el tren de artillería de sitio, compuesto de doce cañones pesados, cuatro morteros y una batería de artillería a caballo, llegaba el 26 de marzo a su destino. Las persistentes lluvias, no obstante, demoraron la llegada al lugar de emplazamiento definitivo de las piezas hasta el 11 de abril.

			Mientras tanto, el 3 de abril O’Donnell había partido de Teruel con su cuartel general hacia Camarillas. De allí continuó a Hinojosa, donde se encontraba ya establecida la vanguardia de Amarillas que participaría en el asalto al castillo, y luego a Campos, donde estableció su puesto de mando, a unos 5 km de Aliaga. Finalmente se decidió comenzar la operación sobre Aliaga el día 12. Mientras se completaban los trabajos de emplazamiento y puesta a punto de las baterías, un batallón de la brigada de Pavía había tomado el pueblo, que hallaron incendiado y abandonado. Se iniciaba el cerco a la posición carlista. 

			El brigadier Girón se encontraba dispuesto para el asalto. Contaba para ello con tres batallones de su división y otros tres de la 4.ª División del Norte. Tal acumulación de fuerza respondía a la posibilidad de que el general Polo acudiera con su división en auxilio de los defensores de Aliaga.

			Al amanecer del día 13 comenzaron a tronar las baterías del tren de asedio. En total, 34 piezas de diferentes calibres estuvieron abriendo fuego entre las seis de la mañana y las siete de la tarde, consiguiendo derribar las defensas de los primeros recintos. La artillería continuó batiendo durante la noche con el lanzamiento de un proyectil cada diez minutos. Como respuesta, los defensores no cesaron de hacer fuego de fusilería. Javier Girón, según relataba a su padre, estaba admirado de la valentía de aquellos hombres.

			Antes de la amanecida del día 14 las baterías volvían a vomitar fuego y metralla, continuando su acción destructiva. El segundo recinto y casi todos los baluartes estaban seriamente dañados y los escombros impedían el acceso al recinto más interior. Desde la posición elevada de las peñas de Umbría, una batería de obuses de montaña batía sin cesar el gran torreón de planta cuadrada y terminaba de destruir el primer recinto. Pero el castillo resistía. O’Donnell en persona intimó a los sitiados a la rendición, para evitar más bajas, pero la respuesta de los defensores, convenida desde que izaran aquel negro paño mortuorio, fue unánime: «¡Victoria o muerte!». 

			El día 15 se decidió abrir una mina para colocar cargas explosivas, cuando ya las brechas abiertas permitían acceder a los patios interiores del recinto. Pero la guarnición no cesaba en su resistencia y se había hecho fuerte en su reducto. El capitán Tomás Clavijo avanzó bravamente con sus minadores, que se lanzaron al foso entre una lluvia de fuego de fusilería y piedras de gran tamaño que procedían de los restos de las torres. El capitán y cuatro de sus hombres perdieron la vida, mientras otros resultaban heridos, por lo que hubo que abortar la operación. Los minadores solo pudieron retirarse con la ayuda de varias compañías de cazadores de infantería. 

			Mientras tanto, en la posición carlista, reducida a los escombros del soberbio castillo, la situación era insostenible. Los muertos y heridos se hacinaban en los sótanos, sin apenas ventilación, mientras la presión de sus hombres sobre Macarulla para que entregara las armas iba en aumento. Solo una tercera parte de los defensores del castillo se encontraban en condiciones de seguir combatiendo. Aunque rechazó al principio considerar tal posibilidad, el comandante Macarulla optó al fin por solicitar parlamento, ante la unanimidad mostrada por sus oficiales para rendirse y, tal vez, salvar la vida. 

			En la mañana del 16 de abril de 1840 capitulaba la posición del castillo de Aliaga, cuando tan solo quedaba en su interior un centenar de hombres que pudieran empuñar las armas. Las baterías enmudecieron al fin, tras haber arrojado más de tres mil proyectiles sobre el castillo de Aliaga y su recinto. El inminente asalto, que encabezarían las tropas del marqués de las Amarillas, quedó suspendido. 

			Para pactar las condiciones de paz salió del castillo el mayor de la plaza, pues Francisco Macarulla había caído herido. Pero O’Donnell lo rechazó como parlamentario, y hubo de presentarse el mismo Macarulla, apoyándose para andar en dos oficiales. Sus peticiones de salir de la posición junto a su tropa con todos los honores no fueron atendidas. Tan solo se garantizó el respeto a sus vidas y la atención para los heridos. A las cuatro de la tarde, en el punto más elevado de las ruinas del castillo ondeaba el pendón de Castilla del Regimiento Inmemorial del Rey.

			Las tropas liberales hicieron 282 prisioneros: los defensores que quedaban vivos y podían valerse por sí mismos, de los que se hizo cargo una compañía de Carabineros. Además, se incautaron abundantes provisiones de comida y munición, dos cañones y otros dos obuses. El balance de bajas de la operación en el bando carlista fue de 43 muertos, 67 heridos graves y otros 190 contusos. Los cristinos, por su parte, contabilizaron 16 muertos, 68 heridos y otros 32 contusos. 

			Cuando, tras la rendición, Javier Girón accedió a las ruinas del castillo junto con los demás jefes, quedó impactado por el espectáculo dantesco que se encontró. Según refirió a su padre por carta, los patios interiores del recinto estaban llenos de escombros, proyectiles y restos de cadáveres mutilados. Otra imagen sobrecogedora era la de la enfermería que habían improvisado los defensores en los sótanos lúgubres y húmedos del castillo. Allí se hacinaban los cadáveres de los que habían muerto recientemente con los heridos, a los que se intentaba abrigar tapándoles con las pieles de las reses que habían consumido en los días anteriores y que producían un olor nauseabundo. 

			Hoy en día, en lo más alto del cerro que aún ocupa parte de la base de la antigua atalaya del castillo, se alza una cruz; tal vez el mejor homenaje a aquellos héroes que se batieron hasta el extremo.

			Al finalizar aquella operación, hubo una propuesta tasada de recompensas, como era habitual. Javier Girón propuso al personal de su unidad, según el cupo asignado. O’Donnell le había participado que, como general en jefe, él propondría al brigadier Clavería, que era su jefe de estado mayor, al brigadier Crespo y al propio Girón. Previamente, le había insinuado que, si la operación resultaba satisfactoria, promovería su ascenso a mariscal. 

			Pero algo sucedió que nos hace pensar que, o bien O’Donnell no congeniaba todavía lo suficiente con Girón, o alguien guardaba contra Francisco Javier algún tipo de resquemor. De hecho, todas las condecoraciones se concedieron de forma casi inmediata excepto la suya, que sufrió sucesivos retrasos sin justificación. La propuesta de concesión de la Cruz de San Fernando de 3.ª clase no salió oficialmente del Estado Mayor General de los Ejércitos Reunidos —el cuartel general de Espartero— hasta el 17 de septiembre, y la orden de concesión no se firmó hasta el 24 de noviembre. Además, se lamentaba por carta con su padre de la diferencia de trato en cuanto a los criterios para recompensas por esta operación, en comparación con la reciente de Castellote. En cuanto a la faja de mariscal, aún tendría que esperar. Pero, además, resulta llamativo que cuando O’Donnell refleja por escrito el reconocimiento que ha de darse a los «comandantes generales y jefes» que ha tenido a sus órdenes en Aliaga, cita hasta siete nombres —entre ellos, Cabrera y Pavía, los dos jefes de brigada de Javier Girón—, pero omite el del marqués de las Amarillas. 

			En el parte detallado sobre la operación de Aliaga que el brigadier Girón elevó al general O’Donnell, jefe del Ejército del Centro, se ponía de manifiesto la extrema dureza de los combates, el valor demostrado por el personal a sus órdenes y la resistencia numantina de los carlistas, con detalle de todos los movimientos realizados a lo largo de aquellos cinco días. Una de las acciones que más destacaba Girón al dar cuenta de lo sucedido fue la valiente incursión que llevó a cabo la compañía de granaderos del 3.er Batallón del Regimiento de San Fernando, que llegó hasta los mismos muros del castillo y a internarse en su foso. Destacaba Javier la actuación del cadete Felipe Sánchez Facio y de tres soldados. El batallón estaba a las órdenes del comandante Carlos Purgoldt y de la Peña, que acababa de hacerse cargo del mismo por segunda vez a petición propia, tal vez buscando la intervención directa en la conquista de aquella difícil posición. Más tarde volveremos a verle en La Sénia. 

			Pero también hay elementos en aquel parte que nos permiten extraer algunas conclusiones. Javier Girón es muy preciso al señalar qué decisiones adoptó en cumplimiento de las instrucciones de O’Donnell, y cuáles lo fueron de propia iniciativa. En este sentido, resulta significativo ver cómo, en uno de los pasajes, Girón le hace ver «como V.E. dio directamente las órdenes al brigadier Pavía para bajar al valle de Aliaga la artillería de a ocho y establecer la batería en la arriesgada posición del Calvario», y más adelante comenta «una granada enemiga voló cuatro barriles de pólvora en la batería del Calvario que causó las desgracias y efectos consiguientes, lo que observado por el veterano Comandante del 2.º batallón, don Domingo Espinosa, corrió allí con una mitad de Cazadores para rechazar cualquier ataque que en aquel momento podía y debía intentar el enemigo». Pavía, que al parecer había insistido en disponer las piezas de artillería en aquel punto sin contar con su jefe de división, el brigadier Girón, había preparado la batería con las propias fuerzas de su brigada, sin solicitar apoyos. Parece, pues, que la orden de O’Donnell de instalar aquella batería ante la insistencia de Pavía, su protegido, pudo suponer un importante punto de fricción, además de las trágicas consecuencias para quienes servían las piezas y se vieron alcanzados por la explosión. 

			Por último, Girón hacía en el propio parte su propuesta de recompensas, en la que incluía al propio brigadier Manuel Pavía y al jefe del estado mayor de su división, el coronel Mariano Belestá, y otros oficiales. También tenía palabras de reconocimiento para todos los oficiales de su estado mayor, que «han cumplido como tiene de costumbre este brillante Cuerpo». 

			Aquella fría actitud hacia Girón, que él no ignoraba, pudo ser la causa de las diferencias con Leopoldo O’Donnell, como hemos visto, o bien con la relación que tenía con Espartero, jefe de los ejércitos que aún combatían a los carlistas, y la antipatía que el sector militar más afín al duque de la Victoria sentía por su padre, Pedro Agustín Girón; sin olvidar su reciente relación profesional y la sintonía que Javier guardaba con el general Ramón Narváez. Pero también es cierto que no debió de ayudar la pretensión nostálgica e inoportuna de Pedro Agustín de volver a la política, buscando el apoyo de su fiel y obediente hijo ante el gobernador de Teruel, para promover su candidatura y encabezar la lista como senador del partido progresista de la provincia. Y aquella pretensión afectaba directamente a sus superiores. Baste decir que las candidaturas fueron finalmente encabezadas por Baldomero Espartero para el Senado y por Leopoldo O’Donnell para el Congreso.

			Mariscal de campo por méritos de guerra

			Aún restaban varias posiciones fortificadas férreamente ocupadas por los carlistas. La siguiente etapa consistía en volcar el esfuerzo sobre Alcalá de la Selva, como paso previo a la conquista del importante nudo logístico carlista de Cantavieja, con su fortaleza templaria. El punto final, por supuesto, era Morella, el santuario del caudillo Cabrera. 

			Cuando el persistente temporal de nieve y lluvias dio un respiro a las tropas, que habían permanecido acantonadas en torno a Aliaga, Girón recibió la orden de ponerse en marcha hacia Fortanete el 22 de abril, con el objetivo de cortar cualquier posibilidad de apoyo o suministro a Alcalá desde Cantavieja. La 4.ª División hacía lo propio, tras la incorporación del general Otero como su nuevo comandante. Con esta unidad iba también O’Donnell al frente de su cuartel general.

			El 28 se había completado el despliegue. Mientras las tropas del marqués de las Amarillas ocupaban los caminos por los que los defensores de Alcalá pudieran recibir auxilio, O’Donnell intentó negociar una salida pacífica con el gobernador de la posición, el coronel Pertegaz, recibiendo una negativa. Se repitió el masivo ataque artillero con las mismas piezas empleadas en Aliaga y hubo rasgos de gran valentía. Pero dos días más tarde, el 30 de abril, caía la posición. 

			Mientras tanto, los generales Ayerbe y Diego de León también habían avanzado sus posiciones ocupando varias poblaciones. Cabrera se sentía derrotado, añadiendo un gran decaimiento a su maltrecho estado de salud que arrastraba desde hacía meses. Fue animado por sus incondicionales colaboradores a instalarse en diferentes lugares, hasta que finalmente se encontraba en Mora de Ebro. Pero ante la proximidad de las tropas de Diego de León, se trasladó a La Sénia (Tarragona), a donde llegó el 1 de mayo.

			Cuando todo el frente comienza a desmoronarse, Cantavieja está ahora en el punto de mira. El ofrecimiento de entrega de la plaza fue otra vez desoído por el gobernador, Manuel Marconell. Pero pronto se produjo una revuelta en la población y hubo decenas de deserciones, por lo que el pueblo fue destruido y, posteriormente, abandonado en la noche del 11 de mayo. Poco después, fuerzas del cuerpo de ejército de O’Donnell, que había instalado ya su cuartel general en Iglesuela, se desplazaron a Cantavieja para ocuparla en las primeras horas de la mañana del día siguiente. Era preciso rescatar todo aquello que no hubiera sido destruido por el fuego. El propio O’Donnell se desplazó con su cuartel general y algunas compañías de cazadores, así como el general Otero y el marqués de las Amarillas, con parte de la fuerza a sus órdenes. Javier Girón hacía por carta un detallado relato de su estancia en la población y el material encontrado. En Cantavieja se incautó un importante botín de guerra que aceleró el final de las operaciones. A pesar del importante incendio, aquella población era de un gran valor logístico, ya que albergaba una fábrica de pólvora, una maestranza de artillería, una importante fundición y grandes cantidades de munición y provisiones. 

			Ocupada Cantavieja y tras detectarse la presencia de Cabrera en La Sénia, parecía llegado el momento de asestar al de Tortosa el golpe de gracia definitivo. Era preciso procurar su captura y ocupar el terreno para privar de recursos a las tropas carlistas. De ello se encargaría el cuerpo de ejército de O’Donnell, mientras Espartero se ocuparía del cerco de Morella hasta su caída.

			La división de Girón regresó a Iglesuela, mientras se reforzaba la presencia en las posiciones ocupadas a los carlistas, como Aliaga o Alcalá de la Selva, con tropa de la brigada que había quedado de guarnición en Cantavieja. 

			Para lograr el avance en los dominios carlistas y ocupar el territorio del Bajo Maestrazgo hasta la frontera con Cataluña, O’Donnell decidió iniciar un ataque en fuerza, aprovechando el desconcierto en las filas enemigas. Las unidades participantes en aquella ambiciosa operación serían los seis batallones de la 2.ª División del marqués de las Amarillas, una brigada de cuatro batallones de la 3.ª División, que ahora mandaba Hoyos y Rubín de Celis, cuatro escuadrones de caballería, dos baterías a lomo, uno batería de artillería y dos piezas de asedio, así como el correspondiente tren de ingenieros. En cuanto a las fuerzas carlistas que aún resistían y esperaban la acometida, se estimaban en no más de cuatro mil quinientos hombres. 

			El 14 de mayo estaba todo dispuesto para el ataque. O’Donnell encabezaba la operación con su cuartel general acompañando el avance de la división de Girón. Son varias las razones por las que el general en jefe del cuerpo de ejército pudo decidirse a acompañar a Girón en aquella operación, renunciando a dirigir las operaciones desde su puesto de mando. El afán de notoriedad y adquirir el máximo prestigio, cuando ya se presagiaba la victoria definitiva en el conflicto, era una de ellas. Pero conviene puntualizar que, después de la experiencia de Aliaga, que percibimos entre líneas en el parte que Francisco Javier elevó a su general en jefe, el brigadier Manuel Pavía había solicitado directamente a O’Donnell que designara a su brigada como la de vanguardia de las fuerzas atacantes. Aunque O’Donnell «no accedió explícitamente a este deseo, temiendo despertar celos y rivalidades entre los demás cuerpos del ejército», lo cierto es que la brigada de Pavía progresó en cabeza de la propia división de Girón. Así las cosas, tal vez O’Donnell considerara más prudente seguir de cerca la situación.

			Aquella demostración de fuerza de las tropas isabelinas dio sus frutos, y los carlistas abandonaron varias de las poblaciones que ocupaban, no sin antes destruir todo lo que fueron capaces antes de retirarse precipitadamente. 

			El primer objetivo por alcanzar fue San Mateo, donde los carlistas tenían la reserva de su caballería, que fue ocupada el 17 de mayo tras retirarse. Desde allí, las tropas isabelinas ocuparon otras dos pequeñas poblaciones y, al día siguiente, al conocer que los carlistas iban a abandonar Ulldecona, envió Girón a su 2.ª Brigada de Pavía, para ocupar la población. 

			Se encontraban ya a las puertas de La Sénia, donde se ocultaba Cabrera. El general carlista, enfermo y cansado, no rehusaría presentar batalla al frente de los cuatro batallones que había llevado consigo. Estas unidades habían tomado ya posiciones en los puntos elevados en torno a la población y en sus accesos. 

			Tras la ocupación de Ulldecona, Amarillas reunió allí a su unidad y se situó con cuatro batallones, dos escuadrones y media batería de artillería. Mientras, Pavía se adelantaba con dos batallones, un escuadrón de caballería y la otra media batería. Informado O’Donnell del dispositivo, se desplazó hasta Ulldecona desde San Mateo con otro batallón de Hoyos y su cuartel general.

			El día 20 de mayo se dio la orden de atacar La Sénia. Las tropas partieron de Ulldecona al amanecer. El enemigo aguardaba en posiciones que se alzaban en las colinas próximas sobre La Sénia. También dominaban la meseta en que se hallaba el cuartel general de Cabrera, frente a las líneas isabelinas. Un río y un gran olivar servían de límites que flanqueaban aquella difícil posición. Por tanto, en el momento de tomar contacto con los carlistas, era preciso actuar con rapidez y precisión, porque el ataque se realizaría a descubierto casi en su totalidad. Los cazadores del coronel Buill iniciaron el asalto, seguidos del marqués de las Amarillas al frente de tres batallones, y la caballería del brigadier Shelly progresando por el flanco, dispuesta para la carga. Pavía encabezó un batallón por la izquierda, haciendo retroceder al 2.º Batallón de Tortosa, y el coronel Cotoner Chacón consiguió alcanzar por la derecha las primeras casas del pueblo, al frente de otros dos batallones. Después, Pavía ocupó el Martinete al frente de dos batallones y Amarillas continuaba la progresión por el centro del despliegue con otros dos, para prestar los apoyos necesarios. Los cazadores y las demás fuerzas de primera línea, tras ocho horas de combate, hicieron retroceder a Cabrera desde las posiciones que ocupaban sus hombres. Para evitar que su jefe fuera capturado, todas las tropas carlistas emprendieron la retirada, aprovechando para ello el desfiladero que conducía al puerto de Benifasar. 

			O’Donnell ordenó que no se explotara el éxito, por lo que no se continuó tras los carlistas hacia el puerto, pese a que se hubiera podido capturar a Cabrera. Probablemente era lo que se pretendía evitar por un Gobierno que no sabría qué hacer con un enemigo que era idolatrado por tantos españoles. Se estableció, por tanto, una línea de tiradores hasta que se consolidaba la toma del pueblo. Más tarde, apareció por la ladera un batallón de guías en apoyo de los carlistas, pero también fue rechazado. Al anochecer, entraba O’Donnell en La Sénia. 

			Pese a su victoria, los cristinos tuvieron unas ciento cincuenta bajas. Aquel número era sensiblemente superior al de los carlistas por la situación de clara desventaja en que hubo de realizarse el ataque con respecto a los defensores, a pesar de la contundente y eficaz acometida. Los isabelinos permanecieron ocupando La Sénia hasta el día 30, manteniendo intercambio de fuego con los carlistas, al acecho entre los riscos que conducían al puerto.

			Fue aquella una importante acción de combate para Francisco Javier Girón, por varias razones. En primer lugar, porque no había tenido probablemente hasta entonces una oportunidad tan clara de protagonizar un asalto a campo abierto de aquellas características, donde medir su propia capacidad de mando y las cualidades militares de sus hombres. Aquella actuación, por tanto, le permitió conocer el arrojo y valor de algunos jefes y oficiales que pocos años más tarde integrarán las filas de la Guardia Civil. Tenemos de ello varios ejemplos, que pasamos a exponer.

			Por un lado, el comandante Carlos Purgoldt y de la Peña, barón de Purgoldt de Löwenhardt, al que ya vimos actuando en Aliaga. De nuevo al frente de su batallón del Regimiento de San Fernando n.º 11, tuvo una participación muy destacada por la que se le concedió en el campo de batalla el empleo de teniente coronel mayor. Francisco Javier Girón proponía también el grado de coronel para «un brillante jefe que, aunque de apellido muy extranjero, fue uno de los primeros en lucirse», y cuatro años más tarde contará con el barón de Purgoldt desde el primer momento para embarcarse en la gran aventura de poner en marcha la Guardia Civil. Otro tanto cabe decir del capitán Marcelino Porta Suarnabar, que también conocemos, y que actuó encuadrado en el Regimiento de Infantería de Soria n.º 9. Al igual que Purgoldt, fue ascendido en el campo de batalla a teniente coronel mayor. En cuanto al comandante León Palacios y Ortega, que, como ya vimos, era jefe del escuadrón de escolta de O’Donnell, y que había recibido el grado de teniente coronel en junio por el levantamiento del cerco a Montalbán, también era ahora recompensado sobre el campo de batalla con el ascenso efectivo a teniente coronel mayor. 

			Pero no solo se fijaba Javier Girón en sus mandos subordinados de mayor nivel, pues también conocemos el caso del capitán Agustín Jiménez Bueno, recientemente ascendido por méritos de guerra, que valerosamente conquistó al frente de su compañía de granaderos del 1.er Batallón del Regimiento de Infantería Inmemorial del Rey una posición enemiga situada en el olivar, en el extremo de la posición carlista de La Sénia. Jiménez Bueno fue, probablemente, el capitán que tuvo el privilegio de entrar primero en el castillo de Aliaga con su compañía, una vez conquistado, portando la bandera de su regimiento para que O’Donnell la hiciera ondear en lo más alto de la fortaleza. También formará parte del primer contingente de oficiales de la Guardia Civil en el 7.º Tercio de Granada y, unos años más tarde, organizará el tercio en comisión de la Guardia Civil en la isla de Cuba, por recomendación del propio duque de Ahumada. 

			La otra razón por la que la intervención en La Sénia supuso un hito importante para Javier Girón fue que, en la propuesta elevada por Leopoldo O’Donnell tras aquel combate, se incluía la de su ascenso a mariscal de campo. Esta vez sí, llegaba el esperado reconocimiento como le había prometido el general en jefe. El ascenso será efectivo por Real Orden de 19 de junio, «en premio de sus servicios y antigüedad y por los méritos que ha contraído en la campaña de Aragón y Valencia».

			El 30 de mayo, de nuevo intentaron los carlistas, capitaneados por Cabrera, ocupar las alturas en torno a La Sénia, donde aún se encontraba Girón. Dirigiendo la fuerza integrada por cuatro batallones, Javier Girón se puso en marcha para interponerse entre Más de Barberán y la sierra de Monticar. Establecido el contacto por la compañía de cazadores de vanguardia, se produjo un intenso tiroteo en el que los soldados de Girón tuvieron al alcance a Ramón Cabrera. Cuando se replegaba, abrieron fuego sobre él, matando a su caballo de cinco disparos e impactando dos de los proyectiles en la boina y una bota del maltrecho Cabrera, que quedó aprisionado al caer debajo de su caballo. Se apresuraron los cazadores para intentar capturar a Cabrera, pero le salvó la bravura demostrada por Ramón Solá, capitán de los granaderos de su escolta, que salió en su auxilio a la bayoneta, hiriendo a uno de los cazadores y permitiendo el rescate in extremis de su general. A punto había estado el marqués de las Amarillas de apresar al caudillo carlista, algo que nadie esperaba. Un par de días más tarde, Cabrera y todas sus tropas habían cruzado el Ebro, con la esperanza de poder continuar la lucha desde Cataluña. 

			En cuanto a Morella, llevaba sufriendo varios días de sitio y bombardeo por las tropas isabelinas al mando directo de Espartero, que contaba en total con una treintena de batallones. La ciudad amurallada era defendida por unos tres mil combatientes carlistas a las órdenes del brigadier Beltrán. Pero en la noche del 30 de mayo, Beltrán conseguía burlar el cerco y abandonar la población con varias compañías. A primera hora de la mañana, se entregaba la plaza a Espartero.

			Finalizado el conflicto en el Maestrazgo, se realizaron operaciones de limpieza de grupos carlistas aislados en toda la zona, y el repliegue de las unidades. La 2.ª División de Javier Girón también se reagrupó para partir hacia Teruel, a donde llegó en la tarde del 12 de junio. Al día siguiente, Francisco Javier continuaba la marcha al frente de dos batallones, quinientos caballos y una batería a lomo en dirección a Molina de Aragón, a donde llegó el día 16. 

			Entretanto, la reina María Cristina estaba deseosa de acudir con sus hijas al balneario de Caldas de Malavella, en Cataluña, para tratar la psoriasis que padecía Isabel, por recomendación de sus médicos. Además, María Cristina tenía especial interés por entrevistarse personalmente con Espartero. El 11 de junio se había puesto en marcha la comitiva real por carretera desde Madrid. Era preciso, por tanto, prestar apoyo a las fuerzas del mariscal Manuel Gutiérrez de la Concha, comandante general de Guadalajara, Cuenca y Albacete, que tenía a su cargo la seguridad del itinerario real hasta Zaragoza. La escolta, por su parte, era mandada por el general Gerónimo Valdés. 

			En aquellas fechas, caían sucesivamente los castillos todavía en poder de los carlistas de Cañete, Beteta y Castelflorit en la provincia de Cuenca, y los restos de estas tropas emprendían la marcha hacia el norte, para unirse a sus fuerzas al otro lado del Ebro.

			EL día 21 de junio, ya como mariscal de campo, Javier Girón partía de Molina de Aragón hacia Zaragoza, donde le aguardaba la faja de general que, como regalo, le había enviado su padre, y que recibió con gran ilusión. También O’Donnell, que con su cuartel general se había desplazado a Molina, se movió a Zaragoza para dirigir las operaciones en ambas márgenes del Ebro. 

			Javier Girón recibió entonces la misión de partir para Zuera, ante la alarma generada por los movimientos de Cabrera en el río Cinca. También era preciso evitar que las fuerzas carlistas de Juan Manuel Balmaseda y de Arévalo, expulsado de Cuenca, pudieran dirigirse a Cataluña para unirse a Cabrera. De Zuera siguió Girón hacia Huesca, para reagruparse finalmente el grueso de las tropas de O’Donnell en Barbastro. Pero Balmaseda, Arévalo y algunos otros jefes con una parte de sus seguidores habían atravesado ya el Ebro y cruzado a Francia por la frontera navarra. 

			Mientras tanto, Cabrera se había refugiado en Berga (Barcelona), ciudad fortificada y que contaba con un parque y maestranza de artillería. Espartero se dirigió a cercar con un par de divisiones la población de Berga, que fue entregada el 4 de julio. Dos días más tarde, Cabrera cruzaba la frontera a Francia acompañado de sus tropas leales en cuatro columnas que totalizaban cuatro mil infantes y setecientos caballos. Finalizaba, al fin, la Primera Guerra Carlista.

		

	


		
			5. UN TIEMPO DE TRANSICIÓN

			Otra vez la reina María Cristina

			La reina gobernadora y sus hijas continuaron viaje desde Zaragoza, llegando a Lérida el 25 de junio de 1840. Espartero vio la oportunidad de impresionar a la reina con el despliegue de las fuerzas destinadas al cerco y conquista de Berga, la última plaza en poder de los carlistas. Maniobrando con habilidad, se concertó que María Cristina fuera recibida por el general Espartero a su llegada a Cervera, dos días más tarde. El caluroso recibimiento que el veterano general brindó a la reina a la entrada de la población fue seguido del ofrecimiento para que dirigiera las últimas operaciones «como generala en jefe». Gratamente sorprendida, la reina gobernadora y su hija Isabel recibieron los honores correspondientes con la interpretación de la Marcha Real por las bandas y unidades de música en formación. A continuación, fueron invitadas a revistar la imponente fuerza que constituían las dos divisiones dispuestas para partir hacia Berga, que respondieron como una sola voz a los vivas pronunciados por Espartero. Finalizada la parada, la comitiva real entró en Cervera, y desde el balcón del alojamiento en que se instalaron, María Cristina y sus hijas presenciaron el desfile de aquellos soldados que partían para la última campaña de la guerra.

			Más tarde, tuvo lugar en Esparraguera la entrevista entre la reina regente y Espartero, para abordar la situación política de España. El duque de la Victoria había recogido el amplio sentir que le llegaba de toda la nación desde los sectores más progresistas, y así quiso transmitirlo a la reina en aquella reunión. Lo más relevante, que había agravado aún más la fractura existente entre moderados y progresistas, era la aprobación en las Cortes el 5 de junio del proyecto de Ley de Ayuntamientos sin haber admitido las enmiendas de los progresistas. Aquel texto legal recortaba las competencias municipales y reservaba al Gobierno el nombramiento de los alcaldes entre los concejales electos. Además de otras cuestiones en que se veían perjudicados, aquel sistema de nombramiento fue considerado por los progresistas un atropello, pues suponía contravenir claramente el artículo 70 de la Constitución, que reservaba a los vecinos la elección de sus alcaldes. Por ello, Espartero pidió a la reina que no sancionara aquella ley, y le expuso la necesidad de remover el gabinete ministerial. La reina accedió, y pidió a Espartero que, cuando acabara los combates, encabezara sin cartera un Gobierno provisional. Espartero aceptó, tras acordar los nombres de quienes integrarían aquel Gobierno de transición, hasta la inevitable disolución de las Cortes y la convocatoria de nuevas elecciones. 

			A su llegada a Barcelona el 29 de junio, la reina gobernadora y sus hijas fueron recibidas de forma entusiasta por la población, que también aprovechó para hacer ver a la regente el malestar contra el Gobierno y por la aprobación de la Ley de Ayuntamientos. Todas aquellas cuestiones fueron planteadas nuevamente en otra entrevista mantenida con la reina el 5 de julio por el general Juan Van Halen, capitán general de Cataluña, en la misma línea en que habían sido expuestas por Espartero. 

			En aquel nuevo escenario, Espartero había acrecentado su prestigio militar y político tras la victoria en la guerra, agrupando en torno suyo a los progresistas, mientras la reina había ido perdiendo el apoyo de los propios liberales moderados. Pero María Cristina se reunió en Barcelona con el Gobierno, encabezado todavía por Evaristo Pérez de Castro, cedió a sus presiones y sancionó con su firma la Ley de Ayuntamientos en la madrugada del 15 de julio de 1840. Aquel gesto suponía la ruptura regia con el sector progresista, que desembocará poco más tarde en su forzada abdicación. 

			Tras conocerse la sanción de la Ley de Ayuntamientos se desató una revuelta social, con altercados entre moderados y progresistas, convertidos en partidarios de la regente y de Espartero. Irritado con la reina, el general progresista presentó su inmediata dimisión de todos sus cargos, títulos y honores, lo que no fue admitido por la regente, que, en cambio, le nombró comandante general de la Guardia Real Exterior. El día 18 de julio se produjeron importantes motines en Madrid y Barcelona. Todo ello, en fin, provocó la dimisión de Pérez de Castro y otros dos de sus ministros el día 20. 

			Para sustituir a Pérez de Castro, María Cristina propuso a Antonio González González, uno de los políticos más cercanos a Espartero en aquel momento. Pero entre las condiciones que impuso González para aceptar el cargo estaba la aplicación de un programa claramente progresista, que implicaba la derogación de la controvertida ley y la ampliación de las atribuciones del Consejo de Ministros, en detrimento de la Corona. Aquellas condiciones no fueron aceptadas por la reina, y Antonio González dimitió el 12 de agosto, aunque no los ministros del gabinete. Le sucedió en el cargo de presidente el general esparterista Valentín Ferraz, que también asumió la cartera de Guerra. 

			Temiendo por su seguridad tras las revueltas producidas en Barcelona, María Cristina había decidido a principios de agosto trasladarse con sus hijas y la Corte a Valencia. Para ello había recibido el ofrecimiento de Leopoldo O’Donnell, capitán general de la región levantina, queriendo manifestar su adhesión a la reina y su distanciamiento con el que fuera su antiguo jefe en la guerra, pues Espartero permanecía en Barcelona. El 24 de agosto embarcaron discretamente en un vapor, llegando al puerto de El Grao el día 28. Ese mismo día, a su llegada a Valencia, dimitía Valentín Ferraz. O’Donnell influyó para la composición de un nuevo Gobierno, con Modesto Cortázar como presidente del Consejo de Ministros, y que contó con el general Aspíroz, aún al mando de una división del Ejército del Centro, como ministro de la Guerra. Aquel gabinete, sin embargo, no durará más allá del 11 de septiembre. 

			El primer día de septiembre, al conocerse en Madrid la conformación del nuevo Gobierno en Valencia y su actitud favorable a la Ley de Ayuntamientos, se produjo otra importante revuelta promovida por el propio consistorio madrileño, a la que se sumó la Milicia Nacional y una parte de la guarnición militar de Madrid, desoyendo las órdenes del capitán general. Las revueltas promovidas por el sector progresista se generalizaron por toda España, constituyéndose juntas revolucionarias en muchas ciudades y una junta central en Madrid. Esta fue presidida por Joaquín María López, exministro del Gobierno progresista de Calatrava y expresidente de las Cortes de 1837. Ante la petición expresa que la reina hizo a Espartero para acabar con aquellas revueltas, el general puso como condición la firma de un manifiesto en que se comprometiera a respetar la Constitución, a disolver las Cortes y a someter a revisión las últimas normas aprobadas, como la polémica Ley de Ayuntamientos. La regente cedió y nombró a Espartero presidente del Consejo de Ministros, aunque sin asumir ninguna cartera, el 16 de septiembre de 1840, esperando frenar aquella situación revolucionaria. Además, se propuso un nuevo ministerio integrado por reconocidos progresistas, pero ninguno aceptó el cargo.

			La situación de la reina María Cristina era cada vez más comprometida. Se encontraba prácticamente aislada en Valencia, acompañada de un Gobierno que no era reconocido en Madrid, y con el solo apoyo y protección de las tropas de O’Donnell en su distrito militar.

			Mientras tanto, en el mes de julio, todavía ajeno a aquella convulsa situación, Francisco Javier Girón se había desplazado con su unidad al norte de Tremp (Lérida). Allí recibió instrucciones para dirigirse a Híjar (Teruel), con la 1.ª Brigada y otras fuerzas a sus órdenes, y permanecer acantonado a la espera de acontecimientos. El 19 de julio llegaba a su destino. La fuerza de la 2.ª Brigada, al mando de Pavía, se encontraba estacionada en otros dos puntos diferentes.

			El 7 de agosto, Girón recibió la orden de desplazarse a Cariñena y Daroca, y situar destacamentos en diferentes localidades. Se trataba de establecer un despliegue previo para flanquear y proteger el itinerario de regreso de las reinas a Madrid desde Cataluña, aunque todavía no se había decidido la fecha. 

			Pero, como sabemos, aquel desplazamiento no llegó a producirse. Unas semanas más tarde, la comitiva real se desplazaba por barco a Valencia. Aquella circunstancia debió de ser determinante para que Francisco Javier tomara, una vez más, una difícil decisión personal. En aquellas semanas de escasa actividad, Javier tendría tiempo para meditar sobre su futuro inmediato. Las perspectivas profesionales, con Espartero y sus seguidores en la primera escena política, podían llevarle a la inactividad, bien como excedente, reemplazo o, incluso, con su licenciamiento. Hay que tener en cuenta que el duque de la Victoria no conocía personalmente a Francisco Javier. Por el contrario, sobraban los generales que sí se habían ganado la confianza de Espartero durante años y que ahora se habían posicionado cerca de él. De acuerdo con el plan de desmovilización que se acababa de dar a conocer a los mandos del Ejército, en la parte que afectaba a Girón, estaba previsto que permanecieran unos doce mil hombres en Aragón y en Valencia, y veinte mil en Cataluña. Con la organización para tiempo de paz, suponía la constitución de dos divisiones de a ocho batallones en Aragón y otras tantas en Valencia. Pero, según sus cálculos, eran en total veinticuatro mariscales de campo. Demasiados para pensar en continuar en activo en aquellas circunstancias. 

			Además, probablemente desfilarían por la mente de Javier Girón aquellas lamentables escenas del verano de 1836 en La Granja, tras triunfar el amotinamiento. Había visto a la reina María Cristina regresar con sus hijas a Madrid humillada, violentada en su voluntad y, en cierto modo, rea de su propia Guardia Real. Por ello, el mismo día en que la reina llegaba al puerto de El Grao, el 28 de agosto, Francisco Javier Girón solicitaba su pase a la situación de cuartel. No necesitaba esperar más. En tanto no se le concediera aquel cambio de situación, que probablemente se demorara algún tiempo, unos días después Javier solicitó cuatro meses de licencia «para arreglar asuntos de familia en Madrid y Sevilla». Aunque ajeno a los tintes políticos que teñían los nuevos tiempos, estaba dispuesto a dejarlo todo cuanto antes, hasta que se presentaran momentos más propicios.

			Pero a raíz de los graves sucesos de Madrid al comenzar el mes de septiembre, el día 7 Javier Girón recibió órdenes de O’Donnell, con jurisdicción sobre su unidad y aquel territorio, para acercarse a Valencia con urgencia y establecerse en Segorbe, realizando el trayecto en tan solo cinco jornadas de marcha. Como había hecho en Daroca y en otros acantonamientos, Girón se empleó en mantener la fuerza ocupada en actividades de instrucción, tanto para mejorar el adiestramiento como para evitar las consecuencias de una perniciosa inactividad. Además, en aquel estado de convulsión social y política, era necesario estar alerta para prevenir cualquier tipo de actos de indisciplina entre la tropa. 

			Tras ser nombrado presidente del Consejo de Ministros, Espartero se desplazó a Madrid y constituyó un gabinete de su confianza con el que llevó a cabo algunos relevos en puestos clave. Entre ellos, fue depuesto O’Donnell al frente de la capitanía de Valencia, por su definida postura a favor de la reina regente. Le sustituyó el general Seoane.

			Unos días más tarde, Espartero decidió desplazarse con su nuevo gabinete ministerial a Valencia para realizar el juramento de sus cargos ante la reina gobernadora, que permanecía con la Corte en la capital levantina. Las dos divisiones dependientes del distrito militar se habían desplazado previamente a la capital valenciana para asistir al recibimiento y prestar la protección necesaria. 

			Aunque a Francisco Javier se le había concedido la licencia temporal desde Valencia el 11 de septiembre, las circunstancias del momento impedían que comenzara a disfrutarla, como él bien sabía. Además, el 3 de octubre le habían confirmado en el mando de su división, lo cual era muy significativo, siempre de acuerdo con el sombrío panorama que se había formado. Su amigo el mariscal Cayetano Urbina, que mandaba la otra división del distrito de Valencia, aunque más moderno que él en el empleo, había sido cesado al frente de la misma para pasar al mando de una sola brigada. 

			El 9 de octubre, el duque de la Victoria escenificaba, de acuerdo con su estilo espectacular, su entrada triunfal en Valencia, acompañado de su Gobierno y un amplio séquito. Como más caracterizado de las dos divisiones allí desplegadas, tocó a Francisco Javier acudir a recibirlo, acompañado de Urbina. El paso de los caballos era dificultada por un pueblo que, exultante, se había echado a la calle para ver al general duque de la Victoria. 

			Pero además de su nombramiento como presidente del Consejo de Ministros, el cambio de Gobierno y otras condiciones a las que la regente había accedido, el duque de la Victoria también había exigido a la reina gobernadora la regencia compartida hasta la mayoría de edad de Isabel. No conforme con ello, tras el acto de juramento del nuevo ministerio, María Cristina comunicó a Espartero su decisión de renunciar, confiando a sus hijas, la reina Isabel y la infanta Luisa Fernanda, al cuidado del poderoso general. También se convino en designar al general Quintana como ayo de las niñas. 

			Tres días más tarde, en la noche del 12 de octubre de 1840, la reina María Cristina leía en acto solemne un escrito dirigido a las Cortes en que, después de exponer las causas que la movían a tomar aquella decisión, renunciaba a la regencia del reino. Entre los generales presentes en aquel acto se encontraban el nuevo capitán general Seoane, Valdés, Quiroga, Aspíroz, Borso di Carminati, Urbina, Shelly y Francisco Javier Girón. Una vez leído el texto, se firmó el acta de renuncia. También se dio lectura al real decreto que instauraba la regencia provisional, antes de finalizar la ceremonia de abdicación. Previamente, se había acordado la disolución de las Cortes para permitir nuevas elecciones. Se iniciaba un nuevo periodo de incierto desenlace que se iba a prolongar por tres años.

			A primera hora de la mañana del 17 de octubre, María Cristina embarcaba en el vapor Mercurio, rebautizado de incógnito para la ocasión como Condesa de Vista Alegre, y que zarparía con rumbo al puerto francés de Port-Vendres para establecerse en París. Había acudido a despedirla el Gobierno en pleno, el ayuntamiento y otras autoridades, rindiéndosele por la fuerza allí formada los honores correspondientes. Entre los presentes se encontraba Francisco Javier Girón, que veía partir a su reina en medio de un mar de incógnitas.

			A la espera de momentos más propicios

			Francisco Javier Girón entregó el mando de su división en cuanto se le confirmó en Valencia la concesión de la licencia solicitada. Después de aquellas convulsas jornadas, ansiaba la vuelta al hogar para reencontrarse con los suyos, a los que no veía desde hacía más de un año. Además, casi seis meses atrás, poco después de la toma de Aliaga, Javier había recibido en Hinojosa el 20 de abril una carta en la que se le participaba el nacimiento de su hijo Fernando. Ahora tendría, al fin, la oportunidad de conocerlo y de disfrutar de la vida en familia. 

			El 19 de octubre partía de Valencia Javier Girón con destino a Madrid, acompañado de la reducida escolta de cuatro lanceros. Los padres de Javier vivían ahora en el número 13 de la calle Cedaceros, en una vivienda más recogida que las anteriores. Cuando llegó Javier, el día 27 de octubre, encontró a su padre postrado por el reuma que arrastraba desde hacía algún tiempo y a su madre no tan llena de vitalidad como antes. Su hijo Periquín, más crecido, seguía tan travieso y ocurrente como siempre.

			A mediados de noviembre, Javier se puso en marcha hacia Sevilla para reencontrarse con Nicolasa y sus otros hijos. El incómodo trayecto en diligencia, atravesando La Mancha y el peligroso desfiladero de Despeñaperros traerían a su memoria su época en el Ejército de Reserva que había compartido con Narváez persiguiendo a las partidas carlistas. Ahora, una vez finalizada la guerra, las cuadrillas que se habían negado a aceptar las medidas de gracia y a entregar las armas se habían dedicado abiertamente al pillaje y el asalto en los caminos, como único medio para asegurar su ocultamiento y subsistencia en las zonas más despobladas y agrestes. Ciertamente, el fin del conflicto carlista, con una paz muy endeble alcanzada en 1840, había hecho renacer en muchas regiones españolas, como una de sus consecuencias, el bandolerismo endémico, con más fuerza aún que al término de la Guerra de la Independencia. 

			En la desigual situación provocada en las diferentes regiones involucradas en la guerra, contrastaba la pacificación que se vivía en el País Vasco, pese a haber sido uno de los principales focos de la contienda, con la situación generada «hacia la Mancha, en los montes de Toledo y de Alamín, y en algunas partes de Andalucía», donde «existían partidas organizadas de bandoleros, y aparecían de continuo otras por Aragón, Valencia, Castilla la Vieja y Extremadura, ya para dar un golpe de mano, ya para dedicarse temporalmente a expediciones lucrativas y ocultarse después de la persecución». Al tiempo que describía la ineficacia de las fuerzas del orden para atajar aquella situación, así lo esbozaba en una de sus obras el brigadier Jiménez de Sandoval (1858), que será uno de los principales colaboradores de Francisco Javier Girón tras la primera década de existencia de la Guardia Civil. 

			La situación que se había creado determinó que volvieran a constituirse algunas de las antiguas compañías sueltas y que se armasen otros cuerpos en diferentes provincias. En las de Toledo y Ciudad Real la situación fue tal que, para perseguir aquel grave rebrote de delincuencia, tuvieron que crearse sendas compañías de escopeteros, además de desplegar un regimiento de caballería, parte de otro y un batallón de infantería, poniendo estas fuerzas a las órdenes de la misma autoridad militar. El mismo Jiménez de Sandoval, que nos da noticia de estas operaciones, se encargó de organizar los destacamentos que se constituyeron y desplegaron.

			Pero los resultados de este despliegue de fuerza no fueron los esperados, ante la incapacidad de los destacamentos del Ejército para mantener una actividad constante y decidida que combatiera con la necesaria eficacia e intensidad a los malhechores.

			En medio de los traqueteos sobre el polvoriento camino, acomodado en la berlina de la diligencia, Javier Girón pensaría en aquellas gentes desvalidas de los pueblos, en tantos viajeros desamparados, y se diría que en algún momento había que poner fin a tantos desmanes de forma definitiva. No era aquel aún el momento, pero llegaría, sin duda.

			Francisco Javier permaneció unos tres meses en Andalucía. Al fin, había llegado el momento de reunirse otra vez con su esposa de veintidós años y sus pequeños. Desde su casa de Sevilla se desplazó a Ronda y a Villamartín para ver el estado de sus propiedades y tratar con los administradores de las fincas. Era demasiado el tiempo en que no les había prestado la atención necesaria, y hacía mucho que no podía contar con su padre para ello. 

			En febrero de 1841 regresó toda la familia Girón a Madrid. Se le había concedido ya la situación de cuartel a partir del día 16, al término de su licencia, y su situación económica iba a gozar de cierto desahogo mientras continuaran aquellas circunstancias, conforme lo había solicitado. Como mariscal de campo, se le había reconocido en aquella situación un sueldo anual de 30.000 reales, según resolución de 15 de febrero, tras obtener el informe favorable de la Junta General de Inspectores. 

			La situación que pudo percibir Javier en los mentideros políticos de Madrid era de crispación y enfrentamiento. Las posturas a favor de la reina regente en el exilio y del general Espartero, titular de la regencia provisional, eran cada vez más enconadas. 

			Desde noviembre del año anterior, al comienzo de su mandato, el Gobierno había querido actual de acuerdo con su programa progresista, pero ajeno a las derivas revolucionarias de los sectores más radicales. Para ello, el 25 de noviembre se habían suprimido las Juntas, pero se había cedido en decisiones que suponían una clara hostilidad hacia la Iglesia. No estaba resultando fácil para el Gobierno mantener aquel equilibrio.

			Cabe significar que una de las primeras medidas que adoptó el Gobierno de Espartero fue consecuencia de la gran desconfianza que suscitaba la Policía en los círculos progresistas. Recientemente, aquel cuerpo, que se había recuperado en 1833, había pasado a depender de los jefes políticos, como parte de la estrategia centralizadora de los liberales moderados, por lo que era considerada una fuerza politizada y como instrumento de represión ideológica en manos del Gobierno. Con tal motivo, quedó «abolida la policía secreta» por Decreto de la regencia provisional de 2 de noviembre de 1840, hasta que se propusiera «con urgencia la organización que deberá tener la policía de protección y seguridad pública». Pero aquel proyecto quedará olvidado durante la Regencia de Espartero y, solo al finalizar 1843, con el duque de la Victoria en el exilio, se retomarán los esfuerzos para reorganizar el Ramo de Protección y Seguridad Pública, que constituirá el embrión y punto de partida para la creación de la Guardia Civil.

			El 1 de febrero de 1841 Espartero había convocado elecciones a Cortes, cuyo resultado dio una amplia victoria al Partido Progresista, debido en parte al retraimiento del Partido Moderado. Las Cortes se abrieron el 19 de marzo de 1841, y el asunto que se planteó como más urgente fue el de la Regencia. En el debate entre los progresistas sobre si la Regencia debía recaer en Espartero —tesis de los «unitarios»— o ser compartida con otras dos personas —según los «trinitarios»—, venció la posición de los primeros, proclamando como regente al general Espartero y provocando la primera fractura entre los progresistas. 

			Como primera medida, Espartero suspendió la Ley de Ayuntamientos para agradar a los progresistas. Las nuevas Cortes desarrollaron una intensa actividad legislativa, completando la desvinculación de mayorazgos y ampliando la desamortización de Mendizábal a los bienes del clero secular. También se restableció la Ley de Imprenta de 1837. Espartero, en cualquier caso, ejerció el poder de forma autoritaria y personalista, pero con tendencia al populismo, motivo por el que ha sido calificado como el primer populista de España. Por ello, consiguió enfrentarse con buena parte del progresismo y bastantes de sus principales políticos, como Salustiano Olózaga. Mientras los moderados seguían conspirando, apoyados desde el exilio por María Cristina, de la izquierda del progresismo comenzaban poco a poco a surgir los demócratas, de los que se escindirán los republicanos, pertenecientes al incipiente proletariado urbano. 

			En el estamento militar existía en aquel momento un gran malestar por los retrasos en las pagas de los oficiales y las dificultades para progresar en la carrera militar. El Ejército se encontraba sobredimensionado, al incorporar a los oficiales carlistas después de la guerra y al no poder ofrecer una salida conveniente a los oficiales excedentes. Ajeno a aquella situación, Espartero favoreció con puestos y honores a aquellos oficiales que, agrupados en torno suyo, compartían con él la orientación política liberal progresista. Este grupo, que tuvo una notable influencia durante la Regencia del duque de la Victoria, era conocido por sus opositores como los «ayacuchos», denominados así por haber tomado parte, casi todos ellos, en la batalla de Ayacucho (1824), que había puesto fin a las guerras de independencia hispanoamericanas. Sin embargo, paradójicamente, Espartero nunca llegó a participar en aquella batalla, pues fue capturado al poco de desembarcar. 

			La convulsión política consiguió poner de acuerdo a moderados y a un amplio sector progresista para intentar expulsar a Espartero. De este modo, en el verano de 1841 se puso en marcha un levantamiento promovido desde el exilio por la reina María Cristina, con los fondos aportados por su esposo, Fernando Muñoz.

			El movimiento fue encabezado desde Francia por el general Ramón María Narváez, que venía ejerciendo su actividad conspiradora con Fernando Fernández de Córdova, Pezuela y otros generales, y que prolongará su estancia en París durante toda la Regencia de Espartero. Unido ya a la causa de la reina durante su exilio parisino, Narváez se fue convirtiendo poco a poco en el referente y en puntal indiscutible de los moderados. También sirvió aquel periodo para reconciliarse con el conde de Clonard, que había sido responsable de su exilio forzado.

			La rama española del pronunciamiento estaba encabezada por Manuel Montes de Oca, junto a Evaristo Pérez de Castro. Entre los generales, se contaban algunos de los que más renombre habían ganado en la guerra carlista: O’Donnell, Diego de León, Aspíroz, Concha, Pavía, Borso di Carminati, Quiroga, Pezuela… Incluso Cayetano Urbina llegó a participar. Y en la otra orilla ideológica, también podemos destacar a un joven coronel Juan Prim. Por el contrario, no tenemos constancia —al menos, a través de la historiografía— de que Javier Girón tuviera participación directa en aquella conspiración. Sabemos que estaba sin destino en Madrid y que tenía buenos amigos entre los participantes. También que su padre, Pedro Agustín, guardaba amistad con Montes de Oca y Pérez de Castro. Pero desconocemos hasta qué punto se implicó Javier Girón en aquella trama. En cualquier caso, demuestra una hábil y discreta maniobra por su parte.

			El objetivo era intentar liberar a Isabel II de los progresistas y de su nuevo tutor, Agustín de Argüelles, y confiarla a su madre, junto a su hermana Luisa Fernanda. Para ello, las niñas serían conducidas a un punto del País Vasco donde aguardaba María Cristina. Al mismo tiempo, se situaría a Istúriz al frente del Gobierno. 

			Para la organización del levantamiento, O’Donnell fijó su cuartel en Pamplona, desde donde marcaría el inicio de la operación; Borso di Carminati en Zaragoza; Montes de Oca en el País Vasco; Narváez en Andalucía, a donde cruzaría desde Gibraltar; y Diego de León, Pavía, Concha, Pezuela y otros, con la guarnición de Madrid. 

			Pero una planificación deficiente hizo fracasar el plan. Los generales Diego de León y Manuel Gutiérrez de la Concha dirigieron el asalto al Palacio Real en la noche del 7 de octubre de 1841, pero fue rechazado por el coronel Domingo Dulce y varios de sus oficiales, al frente de una veintena de alabarderos. Contra lo que era la regla general en este tipo de levantamientos, los generales Diego de León, Montes de Oca, Borso di Carminati, el brigadier Quiroga y algunos jefes y oficiales más fueron condenados a muerte en consejo de guerra sumarísimo y fusilados. En el caso de Diego de León, se entregó en persona, pero fue víctima, sobre todo, de un escrito que había dirigido al regente antes del levantamiento, lo que le convirtió en su cabeza visible. El pronunciamiento tan solo triunfó parcialmente en Pamplona, donde O’Donnell resistió algunos días hasta que se dio cuenta de que habían fracasado. En cuanto a Andalucía, «no secundó aquel movimiento porque Narváez no pudo o no quiso salir de Gibraltar», según dejaba caer con intención el biógrafo de O’Donnell.

			Aquel sangriento desenlace, que causó un enorme impacto en gran parte del Ejército y en la opinión pública, incluyendo a los progresistas, desacreditó a Espartero y marcó su declive político. Entre los derrotados en aquella intentona, fue O’Donnell el que resultó más desprestigiado como director del plan en territorio nacional. En reacción a aquel levantamiento, se produjeron graves desórdenes en Madrid y, sobre todo, en Barcelona, teniendo que decretarse el estado de sitio en ambas ciudades. 

			Entre los jefes y oficiales que participaron en aquel pronunciamiento hubo algunos que se libraron de la pena capital huyendo a Francia o a Portugal, y otros fueron capturados y cumplieron prisión. También hubo ceses en los destinos y de varios oficiales de la Guardia Real, declarados excedentes el 6 de octubre, en la víspera del asalto a palacio. Algunos de aquellos jefes y oficiales ocuparán puestos clave en la Guardia Civil tres años después, como más tarde tendremos oportunidad de exponer.

			En diciembre de 1841 se celebraron elecciones municipales, produciéndose en algunas ciudades un ascenso notable de los republicanos, movimiento radical que surgía a la izquierda del Partido Progresista. Aquella nueva corriente ideológica reivindicaba la República y la supresión de la monarquía, el federalismo, la reducción del gasto militar y el reparto justo de las tierras. Este movimiento republicano contaba con las sociedades obreras de ayuda mutua, que a partir de 1842 se consolidarán y mantendrán un duro pulso con la patronal para mejorar sus condiciones de trabajo y sus derechos laborales.

			Terminaba un año convulso, que presagiaba la continuación de un periodo de revueltas e incertidumbre. Francisco Javier y su esposa, Nicolasa, guardarían de aquel año, al menos, el entrañable recuerdo del nacimiento el 6 de noviembre de Inés, su primera hija. 

			La herencia del ducado de Ahumada

			La salud de Pedro Agustín Girón se había deteriorado en los últimos meses de forma significativa. A sus sesenta y cuatro años, el duque de Ahumada se apagaba poco a poco, hasta que el 17 de mayo de 1842 fallecía repentinamente de un derrame cerebral. Murió rodeado de su familia: su mujer, su único hijo, su nuera y sus nietos. 

			Francisco Javier sintió profundamente la pérdida de su padre. Siempre había sentido por él un entrañable cariño filial, la complicidad del amigo y el compañero de armas con quien sincerarse, el agradecimiento al consejero más leal y el respeto reverencial ante el superior, ante el prestigioso militar de una talla intelectual fuera de lo común. Los caracteres de ambos y su actitud ante los nuevos tiempos que traía el liberalismo se habían revelado, con frecuencia, bien distintos; pero padre e hijo habían sabido entenderse y, por encima de todo, respetarse y quererse. 

			Las honras fúnebres fueron presididas por el patriarca de las Indias. A ellas asistieron un buen número de amigos y conocidos. Como era habitual, acudieron comisiones de todos los cuerpos militares de la guarnición de Madrid y formaron para la ocasión dos batallones de infantería. Su incondicional amigo, el general Zarco del Valle, intervino en el momento oportuno del sepelio para glosar ante los asistentes, en términos laudatorios, la vida militar y política del duque. 

			Pese a encontrarse en situación de cuartel, Javier solicitó unos días más tarde, el 26 de mayo, una licencia temporal por cuatro meses para Andalucía, a fin de atender con más libertad todas las cuestiones relativas a la herencia. Aquella instancia la firmaba ya como duque de Ahumada.

			Francisco Javier Girón no había tenido hasta entonces, ni luego, ambiciones de honores y títulos. Era esta costumbre común en la época entre los altos mandos militares, aun cuando contaran ya con carta ejecutoria de hidalguía o incluso ostentaran títulos de nobleza por familia. A este respecto, no deja de llamar la atención cómo, con ocasión de operaciones durante la guerra en las que el mismo Francisco Javier o personal a sus órdenes habían participado, presenciara él, tiempo más tarde, el reparto de títulos por aquellas acciones militares. Así, Leopoldo O’Donnell recibió en 1847 el título de conde de Lucena, sobre el vizcondado previo de Aliaga; Manuel Pavía, el de marqués de Novaliches, sobre el vizcondado previo de Rabosal, en 1848; bastantes años más tarde, en 1871, el general Fernando Cotoner, el de marqués de La Cenia (La Sénia). Probablemente influiría en la desafección de Francisco Javier por acaparar títulos el hecho de ostentar uno tan reconocido y antiguo como el de marqués de las Amarillas, y que acababa de heredar otro más reciente en su creación, pero con grandeza de España de 1.ª clase, como era el ducado de Ahumada. 

			Con fecha 3 de julio se expidió a favor de Francisco Javier Girón y Ezpeleta la carta de sucesión en la grandeza y título de duque de Ahumada. Siguiendo la costumbre, unos meses más tarde, el 7 de octubre, se expedía igual carta de sucesión del título de marqués de las Amarillas a Pedro Agustín Girón y Aragón, hijo primogénito de Francisco Javier, de siete años. Más tarde, en 1849, solicitará la rehabilitación del viejo título del marquesado de Ahumada para otorgarlo a favor de su hijo Francisco Javier, que tenía entonces once años.

			La vida política española continuaba su tortuosa senda, afectada ahora por una profunda división en el seno del partido en el Gobierno. En mayo de 1842, una moción de censura de los propios progresistas derribaba el Gobierno que presidía Antonio González, proponiendo como candidato a Salustiano Olózaga. Pero Espartero nombró para el cargo de presidente del Consejo de Ministros al general José Ramón Rodil y Campillo, que formaba parte del círculo de incondicionales colaboradores al que ya nos hemos referido en varias ocasiones. 

			Como sabemos, el marqués de Rodil había organizado en 1829 el cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras, pero la profusa utilización de sus unidades en operaciones durante la guerra carlista había conducido a la pérdida de efectividad en su lucha frente al contrabando y el fraude fiscal, llevando al cuerpo a su desprestigio. Posteriormente se reorganizó este instituto, confiriéndole un carácter civil, y pasó a llamarse Carabineros de la Hacienda Pública. Pero la situación, lejos de mejorar, se vio agravada por los abusos de las autoridades civiles, lo que condujo a que muchos mandos se pasaran de nuevo al Ejército, con el consiguiente incremento del contrabando. 

			Con la llegada de Rodil al Gobierno, pronto fue consciente de la necesidad de adoptar medidas regeneradoras para depurar y reorganizar aquel instituto. Para ello, se recuperaron la estructura y organización de los Carabineros de Costas y Fronteras, cuerpo del que intentará revalidar su prestigio. Por Real Decreto de 6 de agosto de 1842, se le dotó de nueva organización militar, refrendada por un nuevo Real Decreto de 11 de noviembre que creaba, a su vez, el Cuerpo de Carabineros del Reino, de carácter militar. A su frente se situó al mariscal de campo Martín José Iriarte, hombre de confianza de Rodil, como organizador e inspector general de Resguardos, organismo del que pasará a depender el nuevo cuerpo. 

			El despliegue inicial de los Carabineros del Reino se organizó en trece comandancias territoriales y una especial en Madrid. En cada comandancia se mantuvo la estructura tradicional de compañías, secciones y brigadas, con una fuerza total cercana a los nueve mil efectivos. Más tarde, el cuerpo experimentará algunos cambios organizativos en cuanto a la dependencia de los diferentes resguardos. 

			En noviembre de 1842 estalló en Barcelona una revuelta a la que se unió la Milicia Nacional, tras el anuncio de un acuerdo comercial con Gran Bretaña que rebajaba los aranceles a los productos ingleses, amenazando la industria textil catalana. Los sediciosos exigían, entre otras medidas, la destitución de Espartero y del Gobierno, y la convocatoria de Cortes constituyentes. A comienzos de diciembre la ciudad fue bombardeada y, tras la rendición, se produjo una dura represión, que supuso un grave deterioro de la imagen de Espartero, perdiendo los importantes apoyos que mantenía en Barcelona. 

			Mientras tanto, los militares exiliados en París venían preparando el levantamiento que desalojaría por fin al regente. O’Donnell, Narváez, Córdova, Pezuela, Escosura y Benavides trazaron un plan, tras constituirse en la denominada Orden Militar Española. Haciendo gala de su temperamento vehemente y autoritario, el líder nato de la junta militar que la regía era, indiscutiblemente, Ramón María Narváez. También se constituyeron juntas para agrupar a los exiliados diseminados por otros puntos de Francia, y en el palacio de la reina en París se erigió la junta civil, presidida por Martínez de la Rosa.

			Desde comienzos de 1843 se fue gestando una frágil y heterogénea coalición que tenía como fin desalojar definitivamente a Espartero de Regencia, tras la disolución de las Cortes el 3 de enero de ese año y la convocatoria de nuevas elecciones para marzo. La victoria fue, de nuevo, para los progresistas, pero estos estaban ya fragmentados en tres grupos: los ayacuchos, o leales a Espartero, los legales y los puros. Estos dos últimos bandos, opuestos al general, forzaron la investidura como presidente de Joaquín María López, líder del sector puro, que exigió de Espartero el cese del general Linaje, su secretario, que acaparaba varios cargos, y el desmantelamiento del grupo de los ayacuchos, los hombres afines que lo respaldaban. Pero lo único que obtuvo López de Espartero fue su inmediata destitución.

			Desatada la crisis, Rodil dimitió el 9 de mayo de 1843. Tras el paso fugaz de Joaquín María López, que también dimitió, Espartero nombró a Álvaro Gómez Becerra como nuevo presidente del Consejo de Ministros. Pero en las Cortes solo se votó una moción contra el regente, quedando suspendidas las sesiones. 

			El 23 de mayo se iniciaron revueltas en varias capitales andaluzas, aunque de momento sin una clara oposición a la figura del regente. De todas formas, este iba a ser el detonante para su extensión posterior por la geografía nacional. Javier Girón se encontraba en Ronda cuando alguien acudió a avisarle de lo que estaba sucediendo. Inmediatamente, emprendió el regreso a Madrid. Tal vez había llegado el momento que tantos esperaban. No tenemos constancia de que Javier Girón tuviera una participación activa en las actividades conspiratorias y de captación de adeptos que se extendió por los cuarteles de toda España bajo la marca de la Orden Militar Española, pero es muy probable que, al menos, llevara a cabo alguna acción en su esfera más cercana. En cambio, no debió de tomar parte activa en el pronunciamiento, por cuanto en vísperas de aquel, el 21 de junio, llegaba con su familia a Segovia con intención de pasar en aquella ciudad la temporada de verano. Podemos deducir, por tanto, que, o bien aquellas vacaciones eran un señuelo para, llegado el momento, dirigir alguna operación cerca de Madrid, o bien quería mostrarse abiertamente ajeno a los movimientos que se avecinaban. 

			El 27 de mayo se produjo un nuevo levantamiento; esta vez, en Reus, que, a diferencia de lo sucedido en otros lugares, fue encabezado por dos militares cercanos al progresismo, como eran Prim y Milans del Bosch. Juan Prim y Prats, que por entonces asomaba al primer plano de la vida nacional, jugó un importante papel en aquel movimiento y pronto se convertirá en otro personaje clave de la España decimonónica. En Barcelona se constituyó una junta suprema de gobierno en la que figuraban progresistas, republicanos y moderados, y poco después, Prim hacía su entrada triunfal en la ciudad. La revuelta de Reus fue emulada a continuación en muchas provincias, extendiéndose pronto por todo el territorio nacional. 

			Espartero se desplazó a Valencia el 21 de junio para dirigir las operaciones contra los sublevados, pero tuvo que desistir. La razón fue que el movimiento contrarrevolucionario estaba ya en marcha, y el día 27 desembarcaron en el puerto valenciano los generales Ramón María Narváez, Manuel Gutiérrez de la Concha y Juan González de la Pezuela, procedentes del exilio en París. Mientras tanto, en la misma fecha llegaban a Barcelona el general Francisco Serrano Domínguez y el político progresista Luis González Bravo, que habían entrado en España procedentes de Perpiñán. Erigido en máximo responsable, Serrano decretó de inmediato la destitución del regente Espartero del gobierno de Gómez Becerra. También confirmó el nombramiento de Narváez como capitán general de Valencia, que había sido designado provisionalmente por la junta de salvación de aquella ciudad tras el desembarco. Pretendía con ello evitar que surgiera un poder político en torno a él. 

			El día 29 la junta de Barcelona admitió la pretensión de Serrano y le nombró jefe de un gobierno provisional, siempre que acatara sus tres condiciones: respetar la Constitución de 1837, proclamar la mayoría de edad de Isabel II y establecer una junta central que asumiera el poder, condición esta última que no llegaría a cumplirse.

			El 22 de julio de 1843 tuvo lugar cerca de Madrid la batalla —más bien, encuentro— de Torrejón de Ardoz. Allí se enfrentaron las tropas de los generales esparteristas Zurbano y Antonio Seoane, procedentes de Aragón, y que contaban entre sus filas con los veteranos del Ejército del Norte, y las sublevadas a las órdenes del general Narváez, heterogéneas y muy inferiores en número. Después de levantar el cerco a Teruel, las tropas de Narváez habían avanzado por la carretera de Zaragoza hasta alcanzar los muros de Madrid, donde se les unió una división procedente de Valladolid al mando de Aspíroz. Sin capacidad para penetrar a viva fuerza en la ciudad y para evitar un derramamiento de sangre, Narváez decidió, corriendo enorme riesgo, salir al encuentro de Zurbano y Seoane a campo abierto, ante el temor a ser cogidos entre dos fuegos si la tropa y la Milicia Nacional que guarnecían la capital hacían una salida. 

			Pero el enfrentamiento en Torrejón fue muy breve, al pasarse al bando de los sublevados la mayor parte de las tropas esparteristas. Al día siguiente, Narváez entró triunfante en Madrid y repuso a Joaquín María López como presidente del Consejo de Ministros. Convertido en el auténtico vencedor del pronunciamiento contra el regente, su gran rival personal desde la guerra carlista, Ramón María Narváez fue ascendido a teniente general y nombrado capitán general de Madrid. 

			Baldomero Espartero, que se encontraba dirigiendo el bombardeo de Sevilla junto a Van Halen para sofocar la rebelión, decidió marchar al exilio al enterarse del desenlace. El 30 de julio embarcaba en un vapor en El Puerto de Santa María. Con él iban Nogueras, Linaje, Infante, Van Halen y algunos otros de su círculo de confianza. Primero se dirigieron a Cádiz y luego, desde allí, zarparon hacia Inglaterra. Tocaba a su fin un convulso periodo de la historia de España. 

			El gabinete López volvió a constituirse, con el general Serrano Domínguez como ministro de la Guerra. Juan Prim, ascendido a brigadier y agraciado con el título de conde de Reus, fue nombrado gobernador militar de Madrid. En cuanto a Leopoldo O’Donnell, que había quedado un tanto desplazado durante el pronunciamiento, se le designó capitán general de Cuba por indicación de Narváez. Los militares esparteristas, por supuesto, fueron removidos de sus cargos.

			El mariscal Girón toma el pulso al Ejército: la revista de inspección a las unidades de Cataluña y Levante

			Tras el derrocamiento de Espartero en julio de 1843, una de las prioridades del Gobierno de Joaquín María López en el periodo transitorio que se abría hasta el inicio de la década moderada fue poner orden en un Ejército muy dividido y sobredimensionado por la larga guerra civil. Aquella división no solo era consecuencia de que muchos oficiales habían combatido en el bando carlista, sino también por la actitud de Espartero y sus seguidores, que había profundizado la grieta ideológica cada vez más evidente entre los liberales, alcanzando de lleno a los militares. A aquella situación se unía la falta de atención a las unidades y acuartelamientos, que desembocaba con frecuencia en flagrantes casos de indisciplina. 

			Pero si había guarniciones y unidades sobre las que se debía hacer un especial seguimiento de su situación eran las ubicadas en los distritos militares 2.º y 4.º, esto es, las unidades de Cataluña y Levante. El Principado catalán venía sufriendo desde agosto de 1843 un estado de agitación con la revuelta de La Jamancia, y que no será sofocada hasta finalizar el mes de noviembre, gracias al despliegue de numerosas fuerzas. Se trataba de una región abiertamente partidaria de Espartero que ahora se sentía frustrada en sus intereses y expectativas. Sobre las unidades de ambos distritos, en definitiva, habría de recaer también el peso de sofocar las revueltas que se estaban fraguando, como las que tendrían lugar en los meses siguientes en Alicante, Cartagena, Barcelona y otros lugares de Cataluña. Por último, los distritos militares de Cataluña y Levante eran los dos que se habían mantenido en guerra hasta el final del conflicto carlista y, por tanto, donde más habían resistido los seguidores del pretendiente don Carlos.

			Ante esa delicada situación, el general Serrano, recién nombrado ministro de la Guerra, quiso llevar a cabo una rigurosa inspección para pulsar el estado general de las unidades de ambos distritos.

			En aquella época —y también a posteriori— era habitual que las diferentes unidades, especialmente las armas de Infantería y Caballería del Ejército, pasaran una revista reglamentaria anual de inspección. Esta revista era dirigida por un oficial general del Ejército, comisionado para este cometido y ajeno a las unidades inspeccionadas, y contaba para ello con el apoyo de un jefe, nombrado como secretario, y de algunos oficiales que le auxiliaban en su tarea. Tenían una duración considerable, porque se analizaba minuciosamente el estado general de cada unidad, su estado de instrucción y disciplina; contabilidad y documentación; acuartelamiento, armamento y material, y, finalmente, el grado de moral y conceptuación que merecían los mandos, lo que suponía para ellos la superación de una auténtica prueba, siempre que se llevara a cabo con el rigor establecido. A su finalización, el equipo inspector rendía una detallada memoria con los resultados, que era remitida al ministerio de la Guerra. Por ello, no eran infrecuentes los roces con los inspectores de las armas y los cuerpos, que veían con recelo que sus unidades fueran revistadas por mandos ajenos a su estructura. 

			Aquella compleja revista que se proyectaba, no obstante, era bastante más ambiciosa y tenía unas pretensiones de mayor alcance que las que estaban previstas cada año por el reglamento. Así se había concebido y, sin lugar a dudas, así se trasmitiría a la persona que tenía que llevarla a cabo. Por si fuera poco, contaba con la dificultad añadida de realizarla sobre unidades aún empeñadas en sofocar graves alteraciones del orden. Así pues, el oficial general en quien recayera aquella responsabilidad debía ser muy tenaz y riguroso en el desarrollo de su cometido, prudente en sus determinaciones y, por supuesto, de entera confianza para el Gobierno. 

			El designado fue el mariscal de campo Francisco Javier Girón, que todavía se encontraba en situación de cuartel en Madrid. Es muy probable, por tanto, que fuera recomendado para aquella misión por el propio Narváez. Desde su mando en la capitanía general de Madrid es obvio que el general de Loja tenía un gran ascendiente sobre aquel Gobierno y sobre el mismo general Serrano, hombre fuerte del momento. La comisión para llevar a cabo la revista se formalizó por Real Orden de 15 de agosto de 1843. La encomienda era, sin duda, de una gran envergadura, pues en aquellos meses el general Girón llegó a revistar treinta y ocho batallones de infantería, dieciséis escuadrones de caballería y ocho cuerpos de la reserva.

			Javier Girón había permanecido en un prudente anonimato durante los tres años de la regencia esparterista, ocupado en los asuntos familiares. Cuando se organizó y ejecutó el pronunciamiento a gran escala, tuvo una participación, cuando menos, discreta. Ahora todo apuntaba a una nueva etapa que pronosticaba oportunidades y retos atrayentes. Probablemente debió de asumir aquel encargo con renovada ilusión.

			Para llevar a cabo aquella compleja revista y afrontar las múltiples dificultades con que, estaba seguro, se iba a topar, el duque de Ahumada pensó que, en primer lugar, debía rodearse de un reducido equipo de jefes y oficiales que fueran buenos profesionales. Pero también era conveniente que conocieran la minuciosidad con que el duque analizaba todas las situaciones, se implicaba en ellas e intentaba buscar soluciones.

			La forma en que lo gestionó supone, sin duda, un buen ejemplo del valor que Francisco Javier Girón concedió siempre a disponer del personal más idóneo y de su entera confianza a la hora de asumir una empresa importante. Para auxiliarle en aquella revista de inspección había sido designado por el ministerio de la Guerra, con fecha 1 de septiembre, el primer comandante José María Casamayor, destinado como jefe del 3.er Batallón del Regimiento de Infantería de Valencia. Pero el duque rehusó que se le impusiera un secretario del que, seguramente, no tenía referencias. Además, probablemente suponía para Ahumada un motivo suficiente para rechazarlo el hecho de que estuviera destinado en una unidad que pertenecía a uno de los distritos que iba a revistar. Por tanto, solicitó por escrito, con fecha 9 de octubre, que aquel comandante fuera relevado por el teniente coronel Carlos María de la Torre y Navacerrada, procedente del Cuerpo de Estado Mayor. Como sabemos, Girón conocía muy bien a este oficial desde que lo había tenido a sus órdenes en el Ejército de Reserva de Andalucía, a partir de octubre de 1838 y, más tarde, por su sobresaliente actuación en el Ejército del Centro y la 2.ª División durante la guerra carlista. Tan solo un par de días más tarde, la propuesta de Girón era aceptada.

			Para completar el equipo que le habría de acompañar en la revista, Ahumada seleccionó también a otros dos de los jefes que había tenido a sus órdenes en las mismas unidades que De la Torre. Se trataba de dos grandes profesionales que también conocemos: los segundos comandantes Javier de Olmedo y De la Torre, con destino en el Regimiento de Infantería de Albuera n.º 26; y Luis Casani Cron, en comisión de servicio como jefe del 3.er Batallón del Regimiento de Infantería de Zaragoza. Como veremos más tarde, todos ellos formarán parte desde el primer momento del equipo de confianza del duque de Ahumada en la Dirección de Organización de la Guardia Civil en abril de 1844.

			A aquella elección se unió la gran determinación demostrada por el duque de Ahumada para su aprobación. En el caso del teniente coronel De la Torre, se encontraba de reemplazo en el momento de su nombramiento, el 11 de octubre; y el segundo comandante Olmedo, ejercía desde el mes de marzo como fiscal general del Maestrazgo en la capitanía general de Valencia, hasta que el 18 de septiembre cesó para pasar comisionado a las órdenes de Ahumada. 

			En cuanto al segundo comandante Casani, estaba destinado en el Regimiento de Asturias, y a finales de agosto fue comisionado al Regimiento de Zaragoza, de guarnición en Córdoba, porque estaba prevista su intervención en Cataluña. El 13 de octubre llegaba a la Barceloneta con su unidad, para tomar parte en el asedio de Barcelona contra la revuelta de La Jamancia. De esta forma, se encontraba en condiciones de poder auxiliar al general Girón. 

			Con aquella determinación, Ahumada era fiel a su forma de actuar en el pasado y, sobre todo, dejaba entrever cómo, en un cercano futuro, habría de rodearse de los mejores para embarcarse en el gran proyecto de organizar la Guardia Civil. 

			La revista probablemente dio comienzo a mediados de octubre de 1843 en el 4.º Distrito Militar de Valencia, que entonces comprendía esta región y las provincias de Albacete y Murcia. A finales de noviembre se incorporó al equipo inspector el comandante Casani, procedente de Barcelona. 

			Como expusimos, Casani había llegado con su unidad a la capital catalana en octubre para participar en el dispositivo contra los «jamancios». Pese a que estaba ya comisionado como auxiliar en la revista de inspección que Girón había comenzado en Valencia, Casani había solicitado participar con su unidad hasta que la revuelta en Barcelona fuera sofocada, y así se le concedió. De hecho, su participación fue muy destacada y de gran relieve, porque pidió expresamente estar al mando de una columna organizada para llevar a cabo el asalto que desembocó finalmente en la capitulación de la plaza. Sin duda, Casani recordaría con emoción sus tiempos de la Guardia Real, de la que había sido apartado en octubre de 1841, como tantos otros, cuando se encontró al mando de cuatro compañías de preferencia (la denominación que se daba a las compañías de granaderos y cazadores en los batallones de infantería). 

			En la última semana de diciembre de 1843 Ahumada y su equipo se dirigieron a Cataluña. Allí prosiguió su labor inspectora, al menos, hasta la tercera semana de febrero de 1844, aunque la revista no se dio oficialmente por finalizada hasta abril, cuando se encontraban ya en Madrid. 

			Durante su estancia en Cataluña, Ahumada tuvo que revistar igualmente las unidades que habían participado en el cerco a Barcelona para acabar con la revolución y que todavía permanecían allí. Entre ellas se encontraba el Regimiento de Infantería de Zaragoza, en el que estaba encuadrado Casani. 

			También visitó Ahumada las unidades de las Escuadras de Cataluña —el antecedente del cuerpo de Mossos d’Esquadra—, que dependían para el desempeño de sus funciones del capitán general del distrito militar. El mariscal Girón era buen conocedor de la eficacia que las escuadras catalanas habían demostrado desde su creación después de la Guerra de Sucesión en el siglo xviii, y durante la primera mitad del xix, a pesar de los paréntesis de su desorganización durante la Guerra de la Independencia y su disolución durante el Trienio liberal. El alto concepto en que Ahumada tenía a aquel cuerpo le llevaría, sin duda, a tomar ideas para la organización de la Guardia Civil. 

			En el transcurso de la revista, Ahumada se dirigió frecuentemente por carta a Narváez, que continuaba como capitán general de Madrid, para adelantarle su impresión sobre el estado de las unidades que iba revistando minuciosamente. Además, le mostraba su preocupación por la actitud fría que había detectado hacia el Gobierno por las autoridades y la Milicia Nacional, así como por las ideas revolucionarias que había podido detectar en alguno de los jefes políticos de las provincias que estaba visitando. Narváez era consciente de ello, pero dejaba entrever que no se adoptarían medidas en aquella situación de interinidad, mientras no fuera declarada la mayoría de edad de Isabel II, prevista para el mes de noviembre.

			En otra carta de finales de diciembre, cuando ya se encontraba en Cataluña, Girón continuaba poniendo a Narváez al corriente sobre el estado en que había encontrado a las unidades que revistaba. En alguna de ellas, como el Regimiento de la Reina, había tenido que separar del servicio a un jefe y una decena de oficiales y sargentos. Al mismo tiempo, se quejaba de que no recibía respuesta a sus demandas y propuestas por parte del ministerio de la Guerra, al que no parecía preocuparle en exceso el resultado de aquella inspección y la implantación de las medidas que estimaba tan necesarias. 

			El duque de Ahumada confeccionó una completa y extensa memoria del resultado de aquella revista que fue presentada al ministerio de la Guerra. En sus páginas consideraba todos los aspectos relativos al personal, organización, vestuario, armamento y equipo; también se incluían, entre otras muchas cosas, observaciones sobre la contabilidad de las unidades y el modo de simplificarla. Aportaba, en fin, una imagen clarificadora del estado en que se encontraba entonces el Ejército español. 

			También incorporaba el duque a la memoria una propuesta de ascenso para los que habían sido sus tres principales colaboradores. Al mismo tiempo, acudía por carta a Narváez una vez más, pidiendo su intervención para propiciar aquel ascenso, como se había concedido en otra revista extraordinaria de gran alcance realizada en 1833. En la respuesta a esta carta, Narváez accedía a promover el ascenso del teniente coronel, materializándose los demás algún tiempo más tarde.

			A comienzos del mes de marzo de 1844, Ahumada se encontraba ya de regreso en Madrid. Aunque no tenemos ninguna referencia documental al respecto, es muy probable que a mediados de marzo el mariscal Girón recibiera directamente de Narváez la indicación de ponerse a trabajar en un proyecto de organización de un cuerpo de seguridad, cuyo primer borrador normativo, redactado exclusivamente en el ministerio de la Gobernación, había ya sido presentado en el Consejo de Ministros el día 10 de ese mes. A partir de aquel momento se dedicaría a preparar su propuesta sobre la base de aquel borrador de decreto, auxiliado por el mismo equipo de jefes y oficiales que le había acompañado en la revista de inspección. Estos trabajos los simultanearía con la redacción de los informes que iban a integrar la memoria de la revista, la cual no se terminaría y presentaría en el ministerio de la Guerra hasta julio de 1844.

			No cabe duda de que la larga revista que acababa de realizar situaba a Ahumada en una posición privilegiada para partir de un análisis certero y actual sobre la situación por la que atravesaba en aquel momento la institución militar, el estado de disciplina y funcionamiento de las unidades, y, lo que resultaba más útil para poner en marcha aquel proyecto de cuerpo de seguridad, qué salidas profesionales ofrecía la organización de un nuevo instituto para aquellos jefes y oficiales y para la tropa, y cómo podría nutrirse este cuerpo de los efectivos que necesitaba con las suficientes garantías de éxito.

		

	


		
			6. UNA OPORTUNIDAD HISTÓRICA

			El panorama de la seguridad en la España de 1844

			Desde la Guerra de la Independencia se habían llevado a cabo numerosos intentos para constituir en España un cuerpo de seguridad eficaz y de ámbito nacional, pero todos ellos habían resultado fallidos. Se insistía una y otra vez en proyectos que adolecían de errores estructurales en su concepción y que carecían de los recursos necesarios para su implantación.

			La Milicia Nacional y su contrapunto, los Voluntarios Realistas, eran fuerzas estrechamente vinculadas al poder constituido y, sobre todo, no tenían un carácter permanente, por lo que adolecían de importantes carencias como elemento fundamental de un modelo policial. Del mismo modo, tampoco podemos considerar al Ejército, aun en colaboración con la Milicia, como parte de un modelo de seguridad pública, sino más bien, como la solución necesaria y transitoria ante la inexistencia, o cuando menos, las grandes carencias de este modelo.

			Por tanto, al margen de las consideraciones anteriores, los proyectos específicos sobre los que se actuó para crear una fuerza de seguridad pública pivotaron básicamente sobre dos concepciones diferentes. La primera de ellas consistía en un modelo policial mixto, procedente del Antiguo Régimen francés pero adaptado a nuestro país. Fue diseñado y puesto en marcha en 1809 durante el mandato de José I, y consistía en una organización policial civil basada en intendencias y comisarios, y con el apoyo de una fuerza armada, necesariamente de impronta militar. 

			Aquel primer modelo, inicialmente diseñado para la ciudad de Madrid, se intentó extender al año siguiente a las provincias, creando unidades de infantería y caballería para la persecución de malhechores, pero no fructificó. Entre tanto, en 1811 se organizó en Madrid la Compañía de Gendarmería Real a caballo, que pretendía seguir el modelo de la institución homónima francesa. Aunque este proyecto tampoco prosperó, podía considerarse el primer intento formal de crear en España un cuerpo especial de vigilancia y seguridad pública, de ámbito nacional y al estilo francés.

			A diferencia del anterior modelo mixto, sobre la base de un reducido cuerpo policial civil al que se subordinaba una fuerza militar, se concibió años más tarde en España un segundo modelo, constituido por un cuerpo de seguridad autónomo de carácter militar, con mando único y dependencia directa del Gobierno. Este modelo, mucho más parecido a lo que en Francia representaba la Gendarmería, su naturaleza y su sistema de dependencias, fue diseñado, como bien sabemos, por el teniente general Pedro Agustín Girón, primer duque de Ahumada y padre de Francisco Javier Girón, cuando fue nombrado ministro de la Guerra en 1820.

			La Legión de Salvaguardias Nacionales, de acuerdo con el proyecto del teniente general Girón, tendría ámbito nacional y fuero castrense, dependiente de la autoridad militar para todo lo concerniente a su organización, inspección y reemplazo, pero totalmente a las órdenes de los jefes políticos para la prestación de su servicio específico. Estaría al mando de un inspector general y le sería de aplicación el mismo estatuto personal que a los demás cuerpos o armas del Ejército. Su plantilla inicial era de algo más de cinco mil hombres, de los que los jefes y oficiales serían reclutados en el Ejército, y las clases de tropa, entre los licenciados del mismo. Su despliegue territorial se había concebido a partir de los distritos militares, y se encuadraba en cuatro subinspecciones y doce comandancias. Pero, como explicamos en su momento, aquel proyecto, el que más se había acercado a lo que necesitaba España, tampoco salió adelante por la oposición del propio Gobierno. 

			Al comienzo de la década absolutista, Fernando VII organizó en 1824 la Policía del Reino, en el marco de otras reformas en el Ejército y la Administración emprendidas por su ministro de confianza, Francisco Tadeo Calomarde. Para aquella organización se partía de un modelo de inspiración francesa, por lo que, más que la creación de un nuevo cuerpo, se trataba de reorganizar las fuerzas existentes en materia de policía, determinar sus funciones y poner al frente de la institución a un superintendente general. Estaban previstas una reglamentación específica para Madrid y otra para las provincias. En cuanto a la Policía de Madrid, no resultaba en absoluto novedosa, pues se basaba en una instrucción general de 1768 que establecía y regulaba las funciones de policía que correspondían a los alcaldes de barrio, y que ahora pasaban a ejercer como auxiliares para su desempeño. En lo referente a la policía de las provincias, se establecía el despliegue territorial en treinta y dos intendencias de policía. 

			Pero aquel cuerpo no disponía del personal necesario para llevar a cabo las funciones que se le asignaban, al carecer de una fuerza profesional propia, más allá de los celadores y alguaciles. Por ello, debía recabar el auxilio de los capitanes generales, mientras no se constituyera el «cuerpo militar especialmente encargado de la seguridad de los pueblos y de los caminos», según estaba previsto en el artículo 15 del decreto de organización. Por tanto, como se decía en la época, era «una policía sin brazos». 

			Los intentos en los años posteriores para constituir esa fuerza armada de infantería y caballería a la que se pudiera encomendar la persecución de los malhechores y la seguridad de los caminos, como fueron el Cuerpo de Celadores Reales en 1825 y el Cuerpo de Salvaguardias Reales en 1833, resultaron baldíos o tuvieron una existencia efímera. 

			Por lo tanto, el peso de la seguridad en los caminos y en las áreas rurales durante todo aquel tiempo, así como la lucha contra el bandidaje, había recaído en unidades del Ejército que eran desplegadas con este objeto, así como de forma no permanente por la Milicia Nacional. El resultado había sido claramente ineficaz, además de suponer una carga que perjudicaba a las unidades militares, que no habían sido concebidas para este fin.

			Tras la llegada de la Regencia de Espartero en octubre de 1840, quedó formalmente disuelta un mes más tarde la Policía que se había recuperado en 1833, según el patrón de 1824, y que había quedado casi inoperante desde 1827. El motivo fue, como sabemos, las sospechas de los progresistas acerca de su inclinación ideológica, tras haber pasado a depender de los jefes políticos. 

			 Pero todos aquellos intentos y proyectos, a la postre, no resultarán baldíos. Con la vuelta a una cierta normalidad en el segundo semestre de 1843, se retomaron los esfuerzos para reorganizar el Ramo de Protección y Seguridad Pública, que servirá de punto de partida para la creación de la Guardia Civil. En definitiva, suponía la culminación de una serie de esfuerzos, mejor o peor dirigidos, que durante mucho tiempo intentaron asentar en España, desde posturas políticas muy diferentes, un cuerpo de seguridad a la altura de los tiempos.

			Mientras tanto, la situación de inseguridad provocada por el bandolerismo se había agravado considerablemente al acabar el conflicto carlista en 1840. Se había llegado a niveles comparables, e incluso superiores, a los del final de la Guerra de la Independencia. La época del bandolerismo romántico de las décadas anteriores, que había sido retratado con trazos pintorescos por viajeros extranjeros, como Richard Ford o Prosper Merimée, había dejado paso a una delincuencia mucho más agresiva.

			Ciertamente, el panorama que ofrecía la situación del bandolerismo en España en la década 1840 era desalentador. Los aventureros extranjeros que viajaban a España siguieron narrando sus experiencias, pero de forma diferente. Según nos relata el barón de Davillier, los caminos estaban, en muchos territorios, a merced de las partidas que se repartían sus zonas de actuación, de modo que un viaje en diligencia se convertía, las más de las veces, en una peligrosa aventura. Las empresas de carruajes ofrecían a los pasajeros billetes de «viaje sencillo» o los de «viaje compuesto», que incorporaban, mediante un sobreprecio, primas de seguro para responder ante un asalto más que probable. Por otra parte, en muchas ocasiones los propios responsables de las diligencias y correos pactaban cantidades económicas con las cuadrillas para evitar los asaltos, cuando no estaban abiertamente en connivencia con los bandoleros. Hacerles frente de forma activa, o incluso ofrecer una resistencia pasiva, no solía tener buenas consecuencias para los viajeros, y resultaba inviable dotar de una escolta oficial a todos los carruajes. 

			Frente a esta situación, la represión del bandolerismo estaba en manos de los cuerpos locales y regionales existentes, que limitaban su actuación al territorio que se les había confiado, y que totalizaban en 1844 algo más de cuatro mil efectivos en toda España. En cuanto a las fuerzas de ámbito nacional, seguían actuando la Milicia Nacional, las unidades del Ejército regular y las de Milicias Provinciales, todas ellas insuficientes. A veces se echaba mano de partidas de vecinos armados. Pero todos estos esfuerzos se habían mostrado absolutamente ineficaces para terminar con aquella lacra. 

			Ni siquiera las severas condenas a muerte servían de escarmiento. Las ejecuciones públicas, tan comentadas por aquellos viajeros extranjeros que recorrieron la España romántica del xix, suponían un espectáculo más para un público fácilmente impresionable, dado a la fantasía y a la mitificación de los ajusticiados, y deseoso de satisfacer su morbo con este tipo de demostraciones. Mientras tanto, esa misma población se desesperaba, sobre todo en el ámbito rural, ante lo que suponía el elemento más constatable por el pueblo llano de la falta de seguridad reinante y la sensación de impunidad. 

			Como veremos más adelante, la creación de la Guardia Civil marcará, antes de cumplir su primera década de actividad, un antes y un después en la historia del bandolerismo.

			Pero no podemos olvidar que el fenómeno del bandidaje estaba íntimamente relacionado con la inestabilidad política, de modo que aquel obtenía de la incertidumbre, el desorden y la falta de autoridad de un Gobierno el caldo de cultivo necesario para garantizar su impunidad. Además, a su sombra se refugiaba también el delincuente ocasional y el que aprovechaba para lucrarse en poco tiempo, a costa de la propiedad ajena, y establecerse luego donde no pudiera ser descubierto.

			Y aquella inestabilidad política había sido hasta 1844 la tónica general. Si sintetizamos la escena política en España en la década que precedió a la creación de la Guardia Civil, puede decirse que en los diez años que mediaron entre la proclamación de Isabel II como reina, en septiembre de 1833, y su prematura mayoría de edad en noviembre de 1843, con el comienzo de su reinado personal, se sucedieron un total de veintidós jefes de Gobierno —Cea Bermúdez, como secretario de Estado de España, y otros veintiún presidentes del Consejo de Ministros— con sus correspondientes gabinetes. De ellos, dieciséis se sucedieron durante la Regencia de María Cristina de Borbón, y otros seis, en la que encabezó Baldomero Espartero. 

			Coyuntura política y Estado liberal

			En el mes de septiembre de 1843 se convocaron unas nuevas elecciones, a las que concurrieron en coalición los progresistas y moderados. Con el fin de evitar una nueva Regencia y con el acuerdo unánime de conseguir una mayor estabilidad política, las Cortes surgidas del proceso electoral acordaron proclamar la mayoría de edad de la reina Isabel II a partir de que cumpliera ese mismo 10 de octubre los trece años. Tal decisión, no obstante, vulneraba lo establecido en la Constitución vigente de 1837, que fijaba los catorce años como la edad mínima para acceder efectivamente al trono. 

			Finalmente, en sesión plenaria de las Cortes del 8 de noviembre se proclamaba la mayoría de edad de Isabel II, con tan solo dieciséis votos en contra. Dos días más tarde, la reina juraba la Constitución en el palacio del Senado e iniciaba su reinado personal. Al día siguiente, dimitía el Gobierno de Joaquín María López.

			El valor al alza y el creciente protagonismo que iba alcanzando la figura de Narváez en la escena política española al frente del moderantismo se puso pronto de manifiesto al sufrir un atentado en vísperas de la proclamación de la mayoría de edad de la reina. El hecho sucedió cuando ya anochecía un lluvioso 6 de noviembre, en la calle del Desengaño de Madrid, muy cercana a la actual Gran Vía. Un grupo de individuos embozados bajo largos gabanes aguardaban agazapados entre las sombras, con sus trabucos dispuestos, el paso del carruaje en que el general acudía a la representación de Gisela en el teatro del Circo, con asistencia de la reina Isabel. La descarga a bocajarro provocó la rotura de las lunetas laterales y varios orificios en el carruaje. Narváez resultó ileso del atentado, pero no así sus acompañantes. Su ayudante, el comandante Baseti, recibió un disparo en la cabeza y falleció cuatro días después, mientras que el joven Salvador Bermúdez de Castro resultaba herido de menor consideración. Aquel era el primero de una larga y trágica lista de atentados contra altos dignatarios en España, que se repetirá con dramática cadencia hasta bien entrado el siglo xx.

			La reina, aconsejada por López, encargó al líder progresista Salustiano Olózaga conformar el nuevo Gobierno, que se constituyó el 20 de noviembre. El Congreso de los Diputados, no obstante, pasó a ser presidido por el candidato y líder del Partido Moderado en ese momento, Pedro José Pidal, en lugar del progresista Joaquín María López. La segunda dificultad para Olózaga se presentó a la hora de debatir la Ley de Ayuntamientos, cuya aprobación había desencadenado la revolución de 1840 y el final de la Regencia de María Cristina, y cuya reposición pretendían ahora los moderados. 

			Al percibir las dificultades que se avecinaban, Olózaga recurrió a la reina para que acordara la disolución de las Cortes y la convocatoria de nuevas elecciones, a fin de obtener un mayor respaldo en la nueva cámara. Pero en el transcurso de aquel encuentro a solas en palacio, el 28 de noviembre, se produjo el grave acontecimiento conocido como «incidente Olózaga» o los «sucesos de palacio», tras el cual la reina acusó al político, según su propio relato, de haberla forzado a firmar un decreto sin fecha para la disolución de las Cortes. Isabel contó lo ocurrido al presidente del Congreso, Pedro José Pidal, por indicación, según parece, del general Narváez. 

			Aunque el incidente en sí pareció ser un auténtico montaje para hacer caer a Olózaga, pese a que este proclamó su inocencia, no tuvo más remedio que dimitir. Además, aquella encerrona condujo al encausamiento de Olózaga, que evitó exiliándose en Portugal, y liquidó políticamente a los progresistas, enemistándolos de modo irreversible con la monarquía isabelina. La historia ha anotado este incidente en el debe de los moderados y, principalmente, en el del propio Ramón María Narváez, uno de los principales protagonistas de su gestión y desenlace.

			La incómoda situación provocada por la destitución de Olózaga y el gabinete progresista en aquellas circunstancias hizo que no fuera fácil encontrar alguien para un nuevo Gobierno de transición. Tras rehusar otros políticos, solo Luis González Bravo aceptó refrendar la tan dudosa versión de la reina sobre lo sucedido en su despacho y, a cambio, encabezar el nuevo gabinete, para lo que Narváez defendió su candidatura hasta imponerla.

			González Bravo formó nuevo Gobierno a comienzos de diciembre de 1843. Sin apenas experiencia política, el gaditano pasaba así a presidir un Consejo de Ministros que, en cualquier caso, llevaba intención desde el primer momento de convocar nuevas elecciones en breve plazo, para dimitir, una vez celebradas. 

			González Bravo había evolucionado desde el progresismo hasta participar, como capitán de Milicias, en el pronunciamiento de los moderados contra Espartero en octubre de 1841, año en el que también fue elegido diputado a Cortes. Previamente, como periodista había contribuido de forma relevante con sus artículos satíricos a la caída y exilio en 1840 de la reina María Cristina, a la que había llegado a insultar desde las páginas de El Guirigay —que dirigía—, utilizando el seudónimo de Ibrahim Clarete. Solo cuando la reina madre regresó en marzo de 1844, le hicieron saber secretamente quién se escondía, en realidad, tras aquel seudónimo. El motivo de los ataques en tiempos anteriores no fue otro que el matrimonio morganático secreto que la regente había contraído, apenas tres meses después de haber enviudado de Fernando VII, con el sargento de la Guardia de Corps Agustín Fernando Muñoz Sánchez, más tarde duque de Riansares. Pese a ello, González Bravo fue de los primeros en abogar por el regreso de la reina gobernadora, desde el momento en que pasó a encabezar el Gobierno. 

			Hemos visto cómo Ramón María Narváez había tenido el mayor protagonismo en la sombra con respecto a la constitución de aquel Gobierno en diciembre de 1843, pero también lo tendrá en su funcionamiento posterior durante los escasos cinco meses de su vigencia, hasta el punto de casi poder calificarse a aquel como el «primer ministerio Narváez».

			Resulta significativo que el designado como secretario del Consejo de Ministros, adscrito al despacho de Estado, no era otro que el brillante historiador y diplomático Salvador Bermúdez de Castro y Díez, más tarde marqués de Lema, el joven que acompañaba a Narváez cuando sufrió el atentado de la calle del Desengaño y que, años más tarde, fue su hombre de mayor confianza en la política exterior española. Tendría acceso el general, por tanto, a puntual información sobre todo lo tratado en cada sesión del Consejo de Ministros. Aunque realmente, tampoco necesitaba de aquella información, pues se acudía a Narváez, que continuaba siendo capitán general de Madrid, cada vez que el Gobierno debía tomar decisiones de importancia para sofocar las intentonas revolucionarias que todavía persistían. 

			Entre las revueltas que aún restaban por sofocar cuando comenzaba el año 1844, destacan las que se produjeron en Alicante y, días después, en Cartagena, encabezadas por un sector del progresismo contra este nuevo Gobierno. La represión fue dura, se activó la Ley de 17 de abril de 1821, sobre el conocimiento y sustanciación de las causas de conspiración —con la creación de comisiones militares facultadas para la celebración y ejecución de consejos de guerra contra los sediciosos—, se movilizaron varias unidades del Ejército y se desarmó a la Milicia Nacional de todos los pueblos de más de trescientos habitantes que se mostraran proclives a la revuelta. También se llevaron a cabo numerosos arrestos e, incluso, algunos fusilamientos como el del depuesto coronel de Carabineros Pantaleón Bonet, ahora esparterista y que había sido carlista durante la guerra. 

			Es un hecho que existía el temor en aquel momento de que pudiera haberse materializado una alianza entre carlistas y esparteristas para derribar al nuevo Gobierno liberal moderado, lo que obligó a tomar precauciones adicionales en la frontera francesa. Ciertamente, el mayor temor del Gobierno en aquel momento era que pudiera coincidir en España una revuelta del sector progresista más radical, principalmente por parte de los esparteristas exiliados en Gibraltar y Portugal, con otra intentona de rebelión carlista dirigida desde Francia, ya que el Ejército tendría grandes dificultades para hacerles frente de forma simultánea. Era lo que los rumores crecientes denominaban ya como una supuesta «alianza carlo-ayacucha». 

			Entre el 31 de enero y el 4 de febrero de 1844, momento delicado a causa de la insurrección de las plazas de Alicante y Cartagena, Narváez fue llamado a asistir y ser oído en hasta tres sesiones extraordinarias del Consejo de Ministros. Por el contenido del acta de la sesión del 31 de enero, sabemos que el general tuvo un papel decisivo para tomar las decisiones oportunas frente al levantamiento producido en Alicante, y es muy probable que él mismo dictase o coordinase la redacción de la resolución de doce puntos que, con el detalle de todas las órdenes que debían ejecutarse, fue publicada en la Gaceta de ese mismo día. 

			Aquel gabinete presidido por el antiguo redactor de El Guirigay fue el que presentó a la reina tres de los reales decretos que configuraron la creación de la Guardia Civil: los de 26 de enero, 28 de marzo y 12 de abril de 1844. En este proyecto tuvieron un especial protagonismo, como más tarde veremos, además del propio González Bravo, el nuevo ministro de la Gobernación del reino para la Península e Islas Adyacentes, el progresista moderado José Justiniani y Ramírez de Arellano, marqués de Peñaflorida; y el general Manuel de Mazarredo, antiguo jefe de estado mayor de Narváez en el Ejército de Reserva de Andalucía y en el del enfrentamiento de Torrejón de Ardoz, como ministro de la Guerra. Los otros miembros del gabinete eran Luis Mayans, ministro de Gracia y Justicia; el brigadier Filiberto Portillo, en Marina, Comercio y Ultramar; y Juan José García Carrasco, en Hacienda.

			Nos detenemos ahora a precisar este aspecto de la creación de la Guardia Civil en relación con la «tutela» de Narváez sobre aquel gabinete ministerial. Con alguna frecuencia se ha afirmado sin matices que la Guardia Civil fue creada por González Bravo, como si el posterior Gobierno de Narváez —tan solo mes y medio más tarde— y su cabeza visible fueran ajenos a aquel alumbramiento. De acuerdo con tales opiniones, a Narváez se le otorgaría únicamente el papel de reformar en profundidad una institución que ya estaba creada y a punto de estrenarse. A modificar, en fin, la naturaleza y el sistema de dependencias de la recién creada Guardia Civil. Antes al contrario, como hemos visto, todos los ministros —incluyendo a González Bravo— que intervinieron en los debates previos y en las decisiones que llevaron al primer decreto fundacional —el de 28 de marzo— fueron nombrados bajo la inspiración de Narváez. Abundando en lo anterior, Salcedo Olid, biógrafo de Narváez, sostiene sin ambages que la iniciativa de promover la creación de la Guardia Civil durante el mandato de aquel Gobierno no fue sino de Ramón María Narváez.

			Además del momento político en que se concibió la Guardia Civil, resulta de especial relevancia conocer la gran necesidad que el Gobierno tenía de construir las bases del nuevo Estado liberal. Se abría entonces la oportunidad de superar una situación política convulsa e incierta, de lucha constante o intermitente entre españoles, que había desembocado irremediablemente en el lamentable estado en que se encontraba la seguridad pública en España. 

			Ante aquella nueva coyuntura sociopolítica se abría un esperanzador periodo que se iba a prolongar por más de dos décadas, con algunas breves excepciones, con sus luces y sombras, y a pesar de que los gobiernos se siguieron sucediendo con excesiva frecuencia. De todas formas, el naciente Estado liberal era todavía muy débil, y solo se irá modernizando y vertebrando con la aplicación de profundas medidas que hagan salir a España definitivamente del Antiguo Régimen, y que se implantarán en los años siguientes.

			Al mismo tiempo, la estabilidad institucional y el control político y administrativo resultaban esenciales en aquel nuevo Estado. Para ello, fue determinante el modelo territorial provincial, de acuerdo con el proyecto de Javier de Burgos iniciado en 1833, seguido del judicial en 1834, con la creación de las audiencias territoriales en el ámbito supraprovincial y los partidos judiciales en las cabeceras de comarca. Aquella configuración territorial venía a constituir un elemento más en el proceso normalizador y centralizador de la administración del Estado. 

			Uno de los grandes factores de debilidad del nuevo Estado liberal, y cuya reversión fue objetivo prioritario del Gobierno moderado, fue la imperiosa necesidad de integración del territorio, en una España en la que cinco mil pueblos se encontraban todavía unidos por caminos de herradura. Siguiendo este modelo, a modo de eficaz instrumento centralizador e integrador, la Guardia Civil va a basar su despliegue territorial en los distritos militares, pero también en las provincias, al frente de cada cual situará a un jefe que se entenderá con el respectivo jefe político, como máximo responsable de la administración civil. De este modo, la Guardia Civil podrá proporcionar una seguridad efectiva sobre las vías de comunicación que unían las poblaciones y llevar la administración a puntos habitados donde nunca lo había hecho antes.

			Resulta innegable la influencia francesa en la configuración de la nueva administración y la visión centralista del Estado, tomando como punto de partida el modelo territorial. Y en esta nueva configuración, también encajaba plenamente la Guardia Civil, con el claro referente de la Gendarmería del país vecino. 

			En aquel escenario que se abría en 1844 con el comienzo de la década moderada, la Guardia Civil tuvo a su favor el propio impulso político y el clima de tranquilidad social que ansiaban los españoles, y para lo que habían depositado una gran confianza en la nueva institución. En contra estaban las naturales resistencias locales al ejercicio de la autoridad, al respeto a la ley y a dejar atrás injerencias y actitudes caciquiles, tan asentadas en la sociedad de entonces. Pero, ante todo, la Guardia Civil tuvo ante sí la oportunidad de abrirse un espacio definitivo y único en el terreno de la seguridad en España, que supo aprovechar, alcanzándolo con la primera década de funcionamiento, cuando consiga reducir a mínimos la grave lacra que suponía el bandolerismo, y consolidando este espacio en las décadas siguientes. 

			La nueva propiedad privada y los efectos de la desamortización

			Además de los graves problemas de seguridad a que se tenía que enfrentar España al comenzar el año 1844, en los inicios del reinado personal de Isabel II, el país estaba experimentando ya una serie de transformaciones que generaban nuevas demandas de seguridad hasta entonces desconocidas. No nos consta en qué medida los gobernantes de la época eran conscientes de estas nuevas demandas emergentes, o simplemente se guiaron por los acuciantes problemas de seguridad del momento. El Gobierno de González Bravo, como hemos dicho, decidió reformar el Ramo de Seguridad Pública, dando lugar meses más tarde a la creación de la Guardia Civil. El gabinete del general Narváez, por su parte, organizó definitivamente el Instituto y lo puso en funcionamiento. Ambos tenían ante sí la realidad de aquellas transformaciones, que iban a suponer un reto sin precedentes para la seguridad pública en España. 

			Uno de los aspectos más relevantes era la evolución del concepto de propiedad privada en la nueva sociedad burguesa. La promulgación de la Constitución de 1812 en las Cortes de Cádiz y, posteriormente, la revolución de 1820 y la Constitución de 1837 van a marcar progresivamente el final del Antiguo Régimen y el comienzo de uno nuevo, moderno y de corte liberal que podemos definir como liberalismo histórico.

			Este liberalismo, heredero de aquella primera generación revolucionaria, con la que fue dejando de identificarse, se configuró en los años siguientes a través de una nueva burguesía, celosa de sus propiedades. Aquella burguesía ocupó el poder de acuerdo con sus concepciones e intereses, alejados con frecuencia de los de un pueblo todavía muy tradicional que no evolucionaba al mismo ritmo. En este sentido, el liberalismo histórico suponía que la totalidad de los ciudadanos eran sujetos de derechos civiles, pero solo el grupo selecto de los más capaces y preparados —entre los que abundaban los intelectuales, en sus distintos campos, y en cierto grado los periodistas— eran también sujetos de derechos políticos. 

			La frontera entre quienes podían decidir o no el futuro político del país se trazaba, a la postre, en el nivel de riqueza. En definitiva, la posibilidad de elegir y de ser elegido recaía sobre aquellos que disfrutaban de determinadas rentas o pagaban importantes impuestos. A este respecto, hay que tener en cuenta que el pensamiento liberal del siglo xix veía en la riqueza el resultado de un trabajo, la compensación a un esfuerzo y el estímulo de un ahorro que la convertían, a los ojos de la sociedad, en algo virtuoso.

			Pero aquella naciente burguesía era aún muy endeble para configurar la nueva sociedad isabelina, por lo que inicialmente se fraguó una clase codirigente, entreverada de elementos de la nobleza superviviente del Antiguo Régimen y la naciente burguesía. No obstante, esta nueva burguesía se irá abriendo camino y ocupando su puesto en la sociedad liberal y el poder político a través de un proceso estructural y progresivo que transformó las bases del Antiguo Régimen, y que se configuró como una singular revolución burguesa en España. Y es en este periodo inicial de convivencia entre la nueva burguesía y la nobleza feudal en el que se produjo el definitivo nacimiento de un nuevo concepto de propiedad privada.

			Esta propiedad privada ya se había consagrado como uno de los derechos que conformaban el Estado liberal-burgués a través de un decreto de 1813 de las Cortes de Cádiz, que reconocía el derecho del propietario a disponer de su finca para venderla o arrendarla, de acuerdo con las condiciones que se pactaran, y que se consagrará como derecho constitucional con las cartas magnas de 1837 y 1845. 

			Las reformas legales necesarias para configurar el nuevo orden de la propiedad tuvieron como principal objetivo la transformación del régimen jurídico de la propiedad agraria, a través de la abolición del régimen señorial, la desvinculación de patrimonios nobiliarios y la desamortización. Con estas medidas se pretendía, como luego expondremos, remover las trabas que inmovilizaban la libre circulación de la tierra, para introducir así la principal fuente de riqueza en los circuitos económicos ordinarios. 

			En el ámbito urbano, esta naciente burguesía dio lugar a una clase dirigente en la que abundaban los intelectuales, juristas, militares y hombres de negocios. Al mismo tiempo, la nueva burguesía mostraba un interés creciente por las inversiones en bolsa, por hacer negocios rápidos y lucrativos; por alcanzar, en definitiva, el mayor nivel de riqueza. 

			En cuanto a la actividad económica y las posibilidades inversoras, es cierto que se produjo un cierto estancamiento en la década moderada, a consecuencia de la crisis generalizada en Europa, uno de cuyos episodios fue la prohibición de crear los bancos de emisión, con la salvedad de la constitución de la Caja de Depósitos en 1852, para la inversión en deuda pública y la captación de depósitos de particulares. Pero en el Bienio Progresista se aplicaron una serie de medidas liberalizadoras, que dieron lugar a la Ley General de Ferrocarriles en 1855, la Ley de Bancos en 1856 y la Ley de Sociedades de Crédito, del mismo año. Estas normas atrajeron una gran actividad inversora, que apostó mayoritariamente por destinar sus fondos a financiar la construcción de la red ferroviaria española.

			Todos estos procesos tenían lugar en una España en la que se estaba creando un número de sociedades anónimas solo superado en Europa por Francia e Inglaterra; en la que crecía exponencialmente la industria siderúrgica y la textil; que se convertía en la primera exportadora en Europa de minerales como el hierro, mercurio, cobre, estaño y plomo; y donde se desarrollaban los cultivos industriales, incluso para la exportación de conservas. Los centros más importantes de la naciente industria española eran la industria textil catalana; la siderurgia en Andalucía, que perdurará hasta la década de 1860, en que comenzó a imponerse la industria siderúrgica vizcaína, basada en el hierro; y la industria extractiva del carbón en Asturias. 

			Pero la España de 1844, que contaba entonces con una población de 15 millones de habitantes y un índice de analfabetismo del 70 por ciento, seguía siendo un país eminentemente rural, el ámbito en el que se concentraban las mayores propiedades. De hecho, cuatro de cada cinco personas residían en poblaciones de menos de diez mil habitantes. A mayor abundamiento, y para dar idea de la distribución profesional de la población ocupada, en ese momento había solo 150.000 obreros dedicados a la industria, frente a 26.000 mineros, 600.000 artesanos y cerca de 2.400.000 trabajadores del campo. 

			Pero seguía existiendo además un gran distanciamiento entre la nueva burguesía liberal y un mundo rural que permanecía mucho más apegado a sus tradiciones. Un distanciamiento al que, en términos de seguridad, la Guardia Civil tendrá que mantenerse al margen para poder servir a todos. 

			Enlazando con la evolución del concepto de propiedad privada, se encontraba la nueva distribución de la tierra y la transformación del medio rural, como efectos más constatables de la desamortización. Por ello, podemos afirmar que una de las principales razones que pusieron de manifiesto la demanda de una mayor seguridad fue el nuevo orden en la propiedad rural, que, como consecuencia de la abolición de mayorazgos y señoríos y la desamortización eclesiástica, se fraccionaba y pasaba a manos privadas. 

			Cuando Juan Álvarez Mendizábal se hacía cargo del ministerio de Hacienda en junio de 1835, durante la Regencia de María Cristina, tuvo que enfrentarse a la grave situación en que se encontraban las arcas públicas, exhaustas por la guerra civil contra los carlistas, que había determinado la emisión de letras, bonos y obligaciones que amenazaban con la bancarrota del Estado. Para su remedio, puso en marcha un nuevo proceso desamortizador, con la esperanza de que pudiera ayudar a disminuir de forma significativa la deuda pública, al tiempo que se aceleraba el final de la guerra. De este modo, por Real Decreto de 19 de febrero de 1836, ostentando Mendizábal interinamente la presidencia del Consejo de Ministros, daba comienzo la desamortización que llevaría su nombre. Este proceso tenía como destinatarios aquellos patrimonios procedentes del Antiguo Régimen que pertenecían a un título nobiliario o eclesiástico, una villa, un convento, una orden militar o un mayorazgo, y que se encontraban amortizados, esto es, que no podían ser vendidos ni divididos. Su titularidad, por tanto, solo podía transmitirse por herencia pero permaneciendo íntegros. Además, en ocasiones tenían vinculado un determinado uso, a menudo comunal. En definitiva, la desvinculación de patrimonios nobiliarios y la desamortización de tierras surgieron como dos conjuntos de medidas paralelas que intentaban paliar la falta de circulación de la mayor parte de las propiedades agrarias del país, a la vez que transformaban su régimen jurídico. De este modo, la legislación desvinculadora convirtió todas aquellas propiedades en bienes de mercado que cristalizaron en el nuevo concepto de la propiedad privada.

			Pero los resultados obtenidos distaron mucho de los que se habían previsto para el saneamiento de las arcas públicas, aunque paliara en parte la deuda contraída a causa de la guerra. Además, el objetivo social fracasó en gran medida, pues, lejos de facilitar una distribución de los bienes entre el mayor número de propietarios, provocó un reparto injusto de las propiedades puestas a la venta mediante subasta. La división de las propiedades por enajenar se encargó a comisiones municipales, que, sin el debido control, agruparon grandes lotes, sobre todo en el sur de España, inaccesibles para los labradores y pequeños propietarios de cada comarca, pero al alcance de quienes tenían un gran poder adquisitivo. 

			En cuanto a los efectos de la distribución de la tierra, se consiguió aumentar la producción agraria nacional, gracias a la liberación de miles de hectáreas de tierra cultivable para su explotación. Se introducía así la agricultura en el sistema capitalista liberal, basado en la libertad de propiedad, explotación y comercio, al tiempo que se alcanzaba un crecimiento demográfico. Pero estas medidas liberalizadoras no vinieron acompañadas de una adecuada reforma agraria, basada en la reorganización de los cultivos para transformarlos en intensivos. Además, no consiguieron el efecto de distribuir la propiedad y la riqueza en el campo español, que terminó empobreciéndose tras la aplicación de estas medidas.

			A la desamortización de Mendizábal siguió en 1855 la del ministro de Hacienda Madoz, cuando la Guardia Civil llevaba ya una década recorriendo los caminos y campos de España. Este proceso desamortizador fue de mayor envergadura que el anterior y afectó especialmente a las propiedades comunales de los municipios, que se vendieron a particulares. Aquella medida generó muchos más ingresos al Estado —cerca de ocho mil millones de reales, frente a tres mil millones y medio que consiguió la de Mendizábal—, al tiempo que gozó de un mayor control en las subastas de los bienes afectados. Como consecuencia de estos procesos desamortizadores, al finalizar el periodo isabelino habían sido vendidas cerca de doscientas mil fincas rústicas y más de veintisiete mil urbanas. 

			El resultado, a la postre, fue que se dilapidó la oportunidad de formar en España una auténtica burguesía agraria, basada en la propiedad de la tierra y la redistribución de la riqueza. Parecía que en el pensamiento liberal de entonces hubiera caído en el olvido aquella afirmación, tan bienintencionada como poco asumida, que sobre la propiedad privada del campo recogía solemnemente el decreto de las Cortes de Cádiz de 22 de febrero de 1812: «El Estado gana mucho si multiplican los propietarios, si hace tales a los que no lo son, y si consigue que no haya en el suelo de España una vara de terreno sin un propietario determinado».

			Los procesos desamortizadores, en todo caso, contribuyeron a importantes cambios en el medio rural y a una gran transformación del régimen de propiedad agraria. Con ello, se fraccionaron e incrementaron notablemente los bienes y propiedades que, junto a sus nuevos propietarios, debían ser objeto de protección y que fueron origen de grandes fortunas. Frente a este nuevo escenario, la misión principal de la Guardia Civil de proteger a las personas y sus propiedades cobrará pleno protagonismo desde el mismo momento del despliegue inicial del Cuerpo, cuando tendrá que enfrentarse a una delincuencia mayoritariamente dedicada al bandidaje, que tenía atemorizada a la población rural y que se encontraba fuera de control.

			El impulso de las comunicaciones

			La realidad de una España que despertaba en lo económico pero con una fuerte implantación rural, en confrontación con las condiciones de inseguridad entonces existentes, tenía uno de sus principales focos de atención en las vías de comunicación, que recorrían un país de gran extensión y con una orografía muy relevante en amplias zonas del territorio. 

			El importante aumento demográfico y la reactivación económica que experimentó España en la época isabelina, con el consiguiente impulso de la actividad comercial, incentivaron de forma significativa los desplazamientos y el transporte de personas y mercancías por la geografía nacional. Aunque todavía incapaz de articular un auténtico intercambio comercial entre el interior y la periferia, este incremento se vio potenciado por la reactivación producida con el final de la Primera Guerra Carlista en 1840. 

			La red principal de vías de comunicación terrestre en España estaba configurada por los caminos reales, construidos por el Estado, más anchos y con capacidad para el paso de carruajes de diferente tamaño y que unían poblaciones de cierta importancia. Su regulación fue impulsada por el conde de Campomanes durante el reinado de Carlos III, y se estableció a través de un Real Decreto de junio de 1761 «para hacer caminos rectos y sólidos en España». Se siguió para ello una estructura radial desde el centro de la Península, junto con una red complementaria transversal. Inicialmente se dispuso que el punto de origen común de todos los caminos se situara en el Palacio Real de Madrid. Esta estructura radial se basaba en seis grandes rutas, que enlazaban Madrid con Barcelona, Valencia, Cádiz y La Coruña. Poco más tarde se añadieron el que iba también a Francia por Irún, y el que enlazaba con Badajoz y la frontera portuguesa. 

			Dentro de los significativos avances en las políticas de obra pública que tuvieron lugar durante la época de Isabel II, se llevaron a cabo importantes mejoras en las comunicaciones, con la construcción y acondicionamiento de nuevos tramos de carretera, sobre todo en la red de los caminos reales. Ya a partir de 1836, coincidiendo con la desamortización de Mendizábal, habían comenzado a realizarse las primeras expropiaciones forzosas para la construcción y ampliación de caminos, anticipándose a las mejoras en las vías de comunicación que se producirían en los años siguientes. 

			En 1840, al finalizar la guerra carlista, aún no había concluido la pavimentación de los caminos reales que configuraban los seis ejes principales, pero comenzaron a construirse desde ese año una media de algo más de 100 km anuales. Ese ritmo se irá incrementando hasta alcanzar los 300 km anuales en 1855. Este año, se encontraban abiertos al tráfico 10.323 km de caminos pavimentados, de los que más del 60 por ciento correspondían a carreteras generales. El mayor despegue en la ampliación de la red se producirá a partir de 1856, creciendo en un promedio superior a los 600 km construidos al año en la siguiente década. De este modo, cuando Isabel II abdicó en 1868, la red caminera española alcanzaba los 18.000 km, de los cuales 9.500 habían sido construidos totalmente durante ese reinado. 

			La circulación de diligencias comenzó a principios del siglo xix, pero sufrió un retroceso con motivo de la Guerra de la Independencia. Al finalizar el conflicto se reactivó el servicio público de diligencias, siendo la de Reus a Barcelona la primera línea regular diaria que aparece documentada en España y que entró en servicio el 1 de marzo de 1815. Con el tiempo, esta línea se convertirá en una de las más castigadas por el bandolerismo, generando gran intranquilidad entre los indefensos viajeros. 

			Ante la necesidad creciente de profesionalizar el sector, el Gobierno aprobó una concesión por diez años a un grupo de promotores catalanes que, con origen en la compañía que explotaba la línea de Barcelona a Reus, crearon la empresa Diligencia-Correo, para el transporte de personas y correspondencia pública. En los años sucesivos, se extendieron las líneas para enlazar Madrid con Bayona (Francia), Sevilla y los Reales Sitios, además de otros destinos en Levante y Cataluña. 

			A partir de noviembre de 1825, esta empresa catalana se escindió en la Sociedad de Diligencias y Mensajerías de Cataluña, con sede en Barcelona y circunscrita a la región catalana, Zaragoza y Valencia; y la Compañía de Reales Diligencias, asentada en Madrid y con actividad en el resto del territorio nacional. Con carácter general, cada compañía actuaba como maestro general de postas en las carreras que eran objeto de su explotación, asumiendo su responsabilidad, pero encargando la prestación de este servicio a los maestros de postas de cada parador de diligencias o posada. Hay que puntualizar que en aquella época, el recorrido completo de estas carreras suponía entre cuatro y siete días de viaje, teniendo en cuenta que los carruajes viajaban también durante la noche en algunas de las etapas.

			Entre 1828 y 1835 se pusieron en servicio un número importante de nuevas rutas, y en 1829 se encontraban ya completamente en funcionamiento las seis carreras generales de postas montadas, que eran las rutas de diligencias sobre los principales caminos de primer orden con origen en Madrid, un total de diez caminos generales. También existían entonces otras nueve carreras de postas montadas de segunda clase, sobre los correspondientes caminos de esta índole. 

			Durante la guerra civil, las compañías de diligencias tuvieron que suspender buena parte de su actividad hasta 1840. Una vez finalizado el conflicto dinástico, las compañías fueron restableciendo sus servicios de transporte, al tiempo que se creaban más empresas que comenzaron a explotar nuevas rutas.

			La rápida proliferación de compañías que se registró al comenzar la década de los cuarenta y la competencia sobre las mismas líneas y carreras, provocaron una considerable disminución de los precios en los asientos de las diligencias, al tiempo que las empresas competían por recorrer los itinerarios en el menor tiempo posible. 

			En la década moderada, cuando la Guardia Civil comenzó a prestar servicio, es cuando las diligencias alcanzaron su máxima expansión, convirtiéndose en el medio habitual de desplazamiento para viajar. Ello determinó la adopción de importantes medidas para mejorar la seguridad, tanto en el control de viajeros y la prevención de la delincuencia como en las condiciones de los carruajes y la regulación del tráfico por las carreteras y caminos. Todas estas medidas desembocaron en la aprobación en 1857 de un nuevo Reglamento para el servicio de los carruajes públicos destinados a la conducción de viajeros. 

			Directamente vinculado a la circulación de carruajes estaba el servicio de correos y postas para el transporte de la correspondencia. Su regulación básica procedía aún de la ordenanza de 1794, permaneciendo casi sin cambios y con escaso desarrollo del sector hasta finalizar la Primera Guerra Carlista. 

			Mediante el Real Decreto de 14 de julio de 1844, cuando se estaba conformando el primer contingente de guardias civiles, las postas recibieron ciertas mejoras, regulándose los viajes en posta mediante reglamento de fecha 26 del mismo mes, que sustituía al de 1826. Con el paulatino incremento de la actividad comercial, los transportes y la mejora de los caminos, las expediciones postales también experimentaron un aumento en volumen y frecuencia, lo que suponía un reclamo añadido para los bandidos que acechaban sobre las principales rutas.

			Ciertamente, el incremento de la actividad comercial y la circulación por los caminos en España iba a coincidir con el repunte de un fenómeno generador de gran inseguridad en la población, al que ya nos referimos anteriormente: en los primeros años de la década moderada, cuando aún eran incipientes todos estos avances en comunicaciones, las vías públicas se encontraban, sobre todo en algunas regiones españolas, a merced de las partidas de bandoleros que se dedicaban a asaltar todo tipo de carruajes. Esta situación de impunidad determinó que la seguridad de los caminos reales fuera, desde el primer momento, objetivo prioritario en el servicio peculiar de la Guardia Civil, hasta conseguir los niveles de protección que demandaba una sociedad cada vez más exigente en su seguridad.

			En cuanto a la red ferroviaria, España se incorporó a este avance en infraestructuras con veinte años de retraso con respecto a los países europeos más desarrollados, pero los primeros proyectos, aunque todos frustrados, sí databan de aquellos años. Como ejemplos, citemos que, en 1829, cuando estaba a punto de completarse la línea férrea británica entre Manchester y Liverpool, un empresario gaditano había solicitado una concesión para la construcción y explotación de una línea de ferrocarril para transportar el vino de jerez hasta la costa y, de allí, en barcazas hasta los buques fondeados en la bahía de Cádiz; aunque el ferrocarril no llegó a construirse por falta de financiación. En 1831, la Diputación de Vizcaya puso en marcha un proyecto para la construcción de un ferrocarril entre Bilbao y Burgos, que se suspendió en 1833 por el estallido de la guerra carlista; y en 1834, un empresario catalán solicitó una concesión para explotar una línea férrea entre Reus y Tarragona, aquella primera ruta cubierta de forma regular con diligencias, pero tampoco llegó a ejecutarse, caducando la concesión en 1838. 

			Un cuarto proyecto sí llegaría a ejecutarse, pero no en la Península, sino en la isla de Cuba. En 1834 se otorgaba la concesión a la Real Junta de Fomento de La Habana para explotar una línea férrea de diecisiete leguas entre La Habana y Güines, para el trasporte de la caña de azúcar y el tabaco desde los campos de cultivo a los puertos de embarque, inaugurándose la línea en noviembre de 1837.

			En junio de 1843 se solicitaba por un empresario catalán la concesión para explotar una línea de ferrocarril entre Barcelona y Mataró; y entre ese año y 1844, un promotor francés y otro británico solicitaron concesiones para construir sendas líneas férreas desde Madrid a Cádiz y Avilés.

			Ante la falta de regulación existente, se encargó un informe a una comisión de ingenieros constituida al efecto en la Dirección General de Caminos, Canales y Puertos, dependiente del ministerio de la Gobernación, y que estudió los resultados de la implantación del ferrocarril en otros países. De acuerdo con el resultado del informe, se dictó la Real Orden de 31 de diciembre de 1844, primera disposición legal para la regulación de los ferrocarriles en España, precisamente en el momento en que la Guardia Civil se estrenaba en su despliegue territorial. 

			En octubre de 1848 entraba por fin en funcionamiento la primera línea peninsular, entre Barcelona y Mataró; y en febrero de 1851, la línea de Madrid a Aranjuez, cuya sociedad promotora se había constituido en 1845. 

			Lo cierto es que la falta de una política en materia de inversión y prioridades en infraestructuras ferroviarias, de un soporte legal adecuado, las grandes dificultades económicas que atravesaba el país y la convulsa situación provocada por la guerra carlista contribuyeron a retrasar el desarrollo del ferrocarril en España. Pero a este retraso no fue ajeno el problema endémico de la falta de seguridad en nuestra red viaria en el medio rural, que influyó en retraer a los inversores para llevar adelante cualquier proyecto. A este respecto, resulta significativo que el único proyecto que prosperara en la década anterior fuera en Cuba, donde no había problemas relevantes de seguridad; y que la regulación normativa y el despegue del ferrocarril en la Península, aunque tímido todavía, no comience hasta que la Guardia Civil se halla desplegada sobre el territorio nacional. 

			En todo caso, no fue hasta la promulgación de la Ley General de Ferrocarriles de 1855 cuando se abordó de forma definitiva la construcción de la red. De hecho, casi todas las líneas que habían sido concedidas hasta ese año cayeron en el olvido, lo que explica que solo existieran 440 kilómetros de vía. Los datos nos revelan la existencia de dos etapas de máxima actividad constructora de las vías férreas en España: de 1855 a 1866 y de 1873 a 1896. En los doce primeros años, coincidentes con el reinado de Isabel II, el tendido de la red se ejecutó a un ritmo medio de 430 kilómetros anuales, sobresaliendo 1863 con la construcción de 827.

			Aunque ya se incluían previsiones para la seguridad de los ferrocarriles en la revisión de la Cartilla del Guardia Civil de 1852, es en la década de 1860 cuando se normalizó este servicio sobre las vías férreas, las estaciones de ferrocarril y la seguridad en los propios convoyes. Fue el momento en que el tren comenzó a desbancar, tímidamente, al transporte por carretera, aunque no llegará a suponer una competencia importante hasta la década de 1880.

			Organización del Ramo de Protección y Seguridad Pública

			De acuerdo con la situación general que hemos descrito, y siendo consciente el Gobierno de González Bravo de que había llegado el momento de afrontar el problema de la seguridad en España, podemos considerar un acierto que una de las primeras iniciativas legislativas que se adoptaron fuera la de reorganizar el Ramo de Protección y Seguridad Pública, como entonces se denominaba. 

			Un elemento fundamental en este ámbito de la seguridad era el de la Policía, en el concepto que en aquella época se tenía de esta función. Se trataba de una cuestión que ya calificaba de urgente el Decreto de la Regencia Provisional de 2 de noviembre de 1840 cuando, precisamente, suprimía la Policía que se había recuperado en 1833 con Cea Bermúdez. El motivo, como sabemos, venía derivado de la supuesta inclinación ideológica que había tomado aquella fuerza de orden, tras haber pasado recientemente a depender de los jefes políticos y no de los ayuntamientos. 

			Como resultado de esta iniciativa, la reina Isabel promulgó el Real Decreto de 26 de enero de 1844, por el que se reorganizaba el Ramo de Protección y Seguridad Pública. Este real decreto fue redactado por Patricio de la Escosura y Morrogh, subsecretario de Gobernación, cargo que ostentó únicamente durante unos meses. 

			Escosura, que había sido dramaturgo romántico con un éxito discreto, amigo de Espronceda, crítico literario y periodista, conspiró desde muy joven a favor del liberalismo desde la sociedad patriótica de los Numantinos en tiempos de Fernando VII, lo que le llevó tempranamente al exilio en Francia, donde continuó sus estudios de derecho. A su regreso, ingresó en la Academia de Artillería, combatiendo en la guerra carlista y llegando a ostentar el empleo de coronel, hasta que abandonó el Ejército, siendo nombrado, más tarde, jefe político. Opuesto a la revolución de 1840 que llevó a Espartero a la Regencia, se exilió de nuevo a Francia, regresando con la contrarrevolución de 1843. A partir de 1847, año en que fue nombrado miembro de número de la Real Academia Española, Escosura fue ministro de la Gobernación en varias ocasiones. 

			Para la redacción del real decreto, Escosura siguió básicamente el modelo policial mixto previsto por Pablo de Arribas en 1809. Aquel modelo se había regulado por los reales decretos de 16 y de 18 de febrero de ese año, por los que respectivamente se creaban el Batallón de Infantería Ligera y la figura del intendente general de Policía, de quien dependían los diez comisarios de Policía de los distritos de Madrid. Se trataba, realmente, de un modelo procedente del Antiguo Régimen francés, adaptado a nuestro país. Con Fernando VII se intentó dar un impulso y despliegue a nivel nacional a esta primera estructura diseñada para la capital, a través de la Real Cédula de 13 de enero de 1824, sus modificaciones posteriores, y los respectivos reglamentos para las policías de Madrid y las provincias. Pero como ya expusimos anteriormente, nunca llegó a aplicarse en su totalidad por el coste que suponía y la dificultad de establecer y mantener la fuerza armada necesaria, dependiente de las autoridades policiales civiles —los «brazos de la policía»—, con cobertura en todo el territorio nacional. Escosura era buen conocedor de todos estos antecedentes y en qué punto debía retomarse la organización que, con urgencia, reclamaba el Decreto de la Regencia Provisional de 2 de noviembre de 1840. No en vano, a su condición de afrancesado unía, sobre todo, el hecho de ser el autor, algunos años más tarde, de publicaciones como el Diccionario Universal del Derecho Español constituido, donde se recogían y exponían, entre otras, todas las disposiciones referentes al Ramo de Protección y Seguridad Pública que habían visto la luz hasta entonces en España.

			Antes de proseguir, parece oportuno resaltar que la influencia francesa en el diseño de una nueva institución policial, como había tenido y tendrá posteriormente en tantos otros ámbitos de la administración en el nuevo Estado liberal español, resultaba la opción más lógica y viable, tanto por el conocimiento y cercanía cultural con el modelo francés como por la eficacia constatada de la Gendarmería francesa. De hecho, este diseño había sido ya exportado a países europeos bajo la influencia gala, como Bélgica y Holanda; también a la Confederación del Rin, que siguió funcionando después de la unificación de Bismarck; y que también inspiró la constitución del arma de Carabineros en Cerdeña en 1814, extendida más tarde a todo el país con la unificación italiana. Además, la creciente centralización administrativa que se disponía a poner en marcha el Gobierno liberal moderado para llevar las riendas del Estado, semejante a la ya existente en el país vecino, pasaba por la adopción de un modelo policial similar. 

			Si bien es cierto que, al menos, un sector del progresismo de la época simpatizaba mucho más con lo británico que con cualquier influencia francesa —Espartero era abiertamente anglófilo—, resulta exagerado asegurar, como cierta historiografía ha venido defendiendo, que los progresistas pretendían implantar en España el modelo policial inglés. Este modelo estaba basado, en esencia, en cuerpos profesionales de carácter civil, dependientes de las autoridades locales, y que tenían su origen en la propia autoorganización de las diferentes comunidades para su seguridad. Con el grado de politización e inconsistencia de los alcaldes de tantos ayuntamientos, y el nivel de analfabetismo entonces imperante en España, tal solución resultaba totalmente inviable, más allá del propio modelo ineficaz que representaba la Milicia Nacional. 

			Además, en el tiempo en que los progresistas habían ocupado el poder, tanto durante la Regencia de María Cristina, por cortos periodos, como durante la Regencia de Espartero, defendieron una y otra vez como el único posible el modelo de la Milicia Nacional, dotada con fuerza no permanente y dependiente de los alcaldes. No hay constancia, por tanto, de que existiera iniciativa o proyecto alguno de importar el modelo anglosajón de Policía de Robert Peel —primer ministro británico en 1844—, o de diseñar uno basado en aquel. Simplemente, no existió otra alternativa.

			Comenzaba el Real Decreto de 26 de enero de 1844 con una larga exposición de motivos, en que se calificaban como «lamentables» algunos de los antecedentes de la organización del ramo de seguridad en España, y se reconocía que, después de la experiencia de su funcionamiento bajo el absolutismo, «el solo nombre de la policía suscite desconfianzas y temores, y que hayan sido menester algunos años del más completo desorden social para persuadir la utilidad y la urgencia de su establecimiento». Finalmente, exponía la necesidad apremiante de su organización, «según lo reclaman los buenos principios y la práctica observada en otras naciones cultas y regidas por instituciones constitucionales». 

			La parte dispositiva del decreto constaba tan solo de diez artículos para organizar el servicio de protección y seguridad pública, que estaba «exclusivamente» a cargo del ministerio de la Gobernación de la Península y de sus respectivos agentes en las provincias, según rezaba su artículo primero. En las provincias, los empleados del ramo dependían exclusivamente de los jefes políticos, con lo que se reforzaba la línea moderada de dar protagonismo a las máximas autoridades civiles provinciales, dejando en principio a los alcaldes sin competencias en seguridad. 

			Al mismo tiempo, y con el ánimo de desligar al Ejército de las funciones de orden público, tampoco se contemplaban atribuciones para los capitanes generales de los distritos militares en materia de protección y seguridad pública. En cuanto a la estructura territorial, en las capitales de provincia se establecían comisarios de distrito, en el mismo número que los juzgados de primera instancia, y un celador para cada barrio de la capital. También se disponía la presencia de comisarios y celadores en los pueblos que fueran cabeza de partido judicial o de crecido vecindario que así lo requirieran, de acuerdo con las propuestas que debían elevar los jefes políticos para cada provincia. 

			Apenas unos días más tarde, el 30 de enero, se publicaba el reglamento que desarrollaba este real decreto. Según se preveía en el mismo, esta norma recogía las funciones que debían desempeñar los comisarios y celadores, su carácter como agentes de protección y seguridad, los medios de que dispondrían y las condiciones relativas a sus sueldos y régimen de ascensos en el ramo. 

			Por último, y como aspecto más relevante para la creación de la Guardia Civil, el artículo décimo del decreto establecía que «el ministro de la Gobernación de la Península propondrá, con la urgencia que el servicio público reclama, la organización de una fuerza especial destinada a proteger eficazmente las personas y las propiedades, cuyo amparo es el principal objeto del ramo de protección y seguridad». 

			En definitiva, pocas novedades ofrecía este primer real decreto sobre la organización de la seguridad con respecto a periodos anteriores. En cambio, sí resulta llamativa la indefinición de esa «fuerza especial» llamada a la protección eficaz de las personas y propiedades, como objeto principal del ramo de protección y seguridad, y que, por tanto, habría de considerarse integrada como parte fundamental del sistema. Por el contrario, según se desprende del articulado, el ramo de protección y seguridad estaba integrado por los comisarios, celadores y, en su caso, otros agentes de protección y seguridad pública —agentes de policía— que, uniformados o no —en Madrid prestaban servicio de uniforme—, realizarían su servicio en las provincias. 

			Lo cierto es que la redacción del último artículo del decreto y el sentido de la encomienda que se hacía al ministro de la Gobernación, dentro de su indefinición y vaguedad, más bien parecían hacer referencia a la creación de una fuerza independiente a los propios agentes de protección y seguridad pública, al margen de que pudiera establecerse alguna dependencia funcional o de otro tipo de esta fuerza respecto de comisarios o celadores. 

			Con fecha 31 de diciembre de 1843 se dirigió por escrito el ministro de la Guerra al de la Gobernación, en solicitud de que se crease una fuerza pública bajo la dependencia de este último, para que sustituyese al Ejército en cometidos de orden público. Esgrimía para ello el descontento en las unidades militares por ser empleadas en la persecución de delincuentes, que además provocaba su diseminación y hacía resentirse la disciplina. Era evidente que el Ejército veía en esta nueva regulación la oportunidad, que llevaba tiempo esperando, de desligarse del orden público y la persecución de malhechores. 

			De este modo, se introdujo en el texto del decreto la previsión de que el ministro de la Gobernación propusiera la constitución de esa fuerza especial, lo que no significaba de ningún modo que debiera hacerlo al margen de la institución militar. En este sentido, resulta significativo que durante la sesión del Consejo de Ministros del 21 de enero de 1844 (es decir, a escasas fechas de la rúbrica real del decreto de fecha 26), fue el ministro de la Gobernación quien informó al resto del gabinete sobre las previsiones de regulación de la Policía, despliegue de comisarios y celadores, y a quiénes correspondía la determinación de su número; mientras que fueron conjuntamente los ministros de Guerra, Marina y Gobernación los que, en otro momento de la reunión, informaron «sobre los trabajos que para organizar una Gendarmería se estaban haciendo». Al hacer mención a esta Gendarmería no se referían, obviamente, a los agentes de policía uniformados que debían actuar a las órdenes directas de los comisarios de distrito o los celadores de barrio. Por el contrario, se referían a la construcción paralela de una fuerza armada para la que el Gobierno de González Bravo preveía, al menos, una organización y fuero militar, como lo denota qué departamentos ministeriales estaban llevando a cabo tales trabajos.

			En cualquier caso, se trataba de la parte más compleja de desarrollo del proyecto previsto en el decreto de 26 de enero, el escollo que se habían encontrado todos los gobernantes y el problema sin resolver desde el modelo policial mixto de 1809 y que, de nuevo, se pretendía acometer. 

			Por aquellas fechas, Francisco Javier Girón continuaba con la revista en Cataluña, probablemente ajeno todavía a que se le iba a encomendar la organización de un nuevo cuerpo, alumbrado a partir de aquel impreciso decreto. Así dejaba traslucir el contenido de una carta fechada el 11 de enero de 1844, en que Javier Girón parecía buscar soluciones estables para cuando terminara aquella comisión, en la que hay que tener en cuenta que se encontraba todavía sin destino. Entre otros aspectos relativos a la revista, Javier recordaba al general Narváez que se estaba formando el Consejo de Estado, y que confiaba que el Gobierno le tomara en consideración para ofrecerle un puesto, teniendo en cuenta su trayectoria profesional y creyéndose con más derecho «que los que nunca han salido de Madrid». La plaza a la que aspiraba era en su calidad de grande de España, que antes habían ocupado su padre y antepasados, y para su concesión apelaba a la influencia de Narváez sobre Mazarredo, entonces ministro de la Guerra.

			A comienzos de marzo de 1844 todo estaba dispuesto para el retorno a España de la reina madre, María Cristina. Estaba previsto que fuera recibida en Aranjuez por el Gobierno en pleno. Narváez, como capitán general de Madrid y que había compartido el exilio parisino con la reina, no podía faltar al recibimiento de quien había financiado el pronunciamiento que desbaratara la regencia esparterista. Por ello, el 4 de marzo el general propuso al ministerio de la Guerra que se comisionara al mariscal de campo Girón para acompañar a Aranjuez a la reina Isabel. Al mismo tiempo, Girón debía organizar en el Real Sitio el servicio que prestarían las tropas allí desplazadas para la seguridad de la reina niña Isabel y de su hermana la infanta, así como para el acto de bienvenida oficial de María Cristina de Borbón. Mientras tanto, Narváez se disponía a recibir a la reina madre cuando hiciera su entrada en la demarcación del distrito militar de Castilla la Nueva, en fecha aún por determinar.

			Javier Girón permaneció en Aranjuez al menos hasta la llegada de María Cristina el 21 de marzo. Durante el abundante tiempo de que dispondría, además de continuar con la preparación de la memoria de la revista de inspección que acababa de realizar, es probable que comenzara a estudiar en los últimos días el borrador de 14 de marzo del decreto de creación del Cuerpo de Guardias Civiles, a expensas de su nombramiento para organizarlo, como ya hemos visto.

			En la tarde del día 21, procedente de Ocaña, la reina madre llegaba al punto convenido para el recibimiento oficial, en una tienda dispuesta al efecto en las proximidades de Ontígola (Toledo). Allí recibiría la bienvenida oficial del Gobierno, pero, sobre todo, el caluroso abrazo de sus hijas, que habían aguardado ansiosas este momento en Aranjuez desde días atrás. Más tarde, recibiría a los principales funcionarios de cada uno de los departamentos ministeriales y al cuerpo diplomático. El día 23 la reina María Cristina hacía finalmente su entrada solemne en Madrid.

		

	


		
			7. LA CREACIÓN DE LA GUARDIA CIVIL

			El Cuerpo de Guardias Civiles

			Consciente de la necesidad de regular y dar vida cuanto antes a la fuerza especial que anunciaba el Real Decreto de 26 de enero de 1844, y una vez publicado el reglamento de organización del sistema de protección y seguridad, el equipo de Gobernación comenzó a trabajar en el borrador del nuevo decreto, de acuerdo con lo previsto en el artículo 10.

			Al igual que había sido el redactor del decreto de 26 de enero, Patricio de la Escosura también fue coautor del Real Decreto de 28 de marzo junto con Manuel Bertrán de Lis y Ribes, oficial primero y jefe de sección en la subsecretaría y, por tanto, subordinado directo de Escosura en aquel momento. 

			Bertrán de Lis era un político valenciano de familia acomodada, que también se había significado por su actividad patriótica en la Guerra de la Independencia, muy activo durante el Trienio liberal y con notables inquietudes culturales, como Escosura. Probablemente al mismo tiempo actuó como ponente de la comisión que redactó el texto de la Constitución de 1845; entre 1847 y 1852 llegará a ocupar las carteras ministeriales de Marina, Hacienda, Gobernación y Estado, en el Gobierno de Narváez. 

			Más tarde, los trabajos de Escosura serán utilizados y continuados por sus sucesores para la redacción del Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil, que preveía el propio decreto de 28 de marzo; mientras que Bertrán de Lis tendrá una destacada participación en la redacción del Reglamento Militar, en desarrollo del decreto de 13 de mayo, como representante de Gobernación en la comisión creada al efecto.

			Al igual que el decreto de enero, el que ahora nos ocupa fue redactado también en muy breve plazo. Ya en la sesión del Consejo de Ministros del 23 de febrero, informó el marqués de Peñaflorida, ministro de la Gobernación, sobre el estado en que se hallaba «la organización de la Gendarmería», indicando «que estaba casi acabada». Mirando con recelo la posible interferencia de las autoridades militares en el gobierno de las provincias, no parecía que Peñaflorida estuviera satisfecho con la regulación aprobada en el Real Decreto de 26 de enero, pues proponía al Gobierno agilizar la tramitación del proyecto de ley existente sobre las diputaciones provinciales y los jefes políticos, que abarcase toda la administración civil, «de modo que no tuviesen ni pudiesen tener atribuciones políticas los jefes militares». Además, proponía simplificar la estructura jerárquica territorial y reducir los jefes políticos a solo «diez o doce», a los que se daría además otra denominación. 

			Dos días más tarde, en la sesión del 25 de febrero, Peñaflorida informaba de nuevo al Consejo de Ministros sobre el proyecto de organización de la Gendarmería que estaba llevando a cabo, de acuerdo con los ministros de Guerra y Marina. Es probable que en aquellos documentos presentados al consejo sobre los avances en la organización del nuevo cuerpo hubiera alguna referencia a la posibilidad de integración en el mismo de jefes y oficiales, e incluso de tropa en activo, procedentes del recién creado cuerpo de Carabineros del Reino, que, con carácter militar aunque dependiente de la Inspección General de Resguardos, había iniciado su andadura en 1842. A ello pudo contribuir el hecho de que estaba a punto de arrendarse la Renta de Tabacos, medida que no prosperaría, lo que hubiera podido suponer una demanda menor de efectivos en el cuerpo de Carabineros. Las razones que llevan a pensar en tales posibilidades se basan en que, tras escuchar a los ministros, el consejo acordó que se ultimaran los trabajos, pero «oyendo al inspector general de Carabineros». 

			El 10 de marzo de 1844 ya pudo presentarse al Gobierno un borrador completo del real decreto. En esa fecha, tras ser debatido por el gabinete, el proyecto sufrió algunas modificaciones de importancia, dando lugar a un nuevo texto de 14 de marzo que, previsiblemente, fue el que firmó por la reina el día 28 de ese mismo mes. 

			Según se desprende del acta de celebración del consejo, la primera cuestión que se planteó fue el nombre de la nueva institución. El artículo primero del proyecto la denominaba como Guardia Civil, pero se determinó cambiarlo por el de Cuerpo de Guardias Civiles, sin que quedara constancia de las razones. A este respecto, cabe puntualizar que, según refiere Aguado Sánchez en su obra sobre el duque de Ahumada, cuando González Bravo presentó a la reina el proyecto de este decreto y le explicó la naturaleza, funciones y dependencias que habría de tener el nuevo cuerpo, Isabel II respondió, tal vez con ingenuidad de niña, que no comprendía muy bien cómo unas guardias armadas podían estar al servicio y bajo la obediencia de los poderes civiles, pues de ser así ella las llamaría «Guardias Civiles», para que en el nombre se reflejase la doble naturaleza del nuevo Instituto. Obsérvese que la denominación es en femenino —las Guardias Civiles—, y aquí sin duda influyó el conocimiento que podía tener la reina sobre un aspecto tan ajeno a ella, necesariamente limitado a la experiencia de palacio desde su infancia, donde veía a diario la actividad de las tropas de la Guardia, ya fueran de Corps o de Alabarderos, o lo que había escuchado en su entorno sobre el célebre Regimiento de Guardias Españolas y su gemelo de Guardias Walonas (o Valonas). Si, efectivamente, discurrió de esta forma la conversación, el cambio de denominación del cuerpo que se aprobó en el transcurso de la reunión del Consejo de Ministros, precisamente para adoptar ese nombre, pudo ser consecuencia de aquella audiencia previa del presidente con la reina. 

			Pero lo cierto es que entre el 25 de febrero y el 10 de marzo, alguien había introducido ya la denominación de Guardia Civil en el borrador, probablemente utilizando un argumento similar al de la reina, y este es el nombre que finalmente perduró. De hecho, solo se modificó en algunos artículos del texto de 28 de marzo, manteniéndose la denominación original, tanto en el real decreto de 12 de abril como en el de 13 de mayo. 

			Un aspecto curioso para destacar es que en todos los textos oficiales de la época y en los escritos de la Inspección General de la Guardia Civil se va a utilizar este nombre, pero no así en aquellos documentos que debían ser firmados de la mano de la reina, tales como nombramientos de concesión de empleos militares o destinos. En estos, en cambio, siempre se hacía referencia al Cuerpo de Guardias Civiles, tal vez por ser este el nombre por el que Isabel II había mostrado su preferencia. 

			Cuestión de calado que suscitó una «breve discusión» en aquella sesión del gabinete, tocante a la naturaleza del nuevo instituto, fue el de la sujeción de los guardias civiles a las ordenanzas militares. En ese punto, fue el propio presidente del Consejo de Ministros, González Bravo, probablemente por inspiración de Narváez, quien propuso que constase en el texto «que el Cuerpo de Guardias Civiles dependía en cuanto a la organización y disciplina a [sic] la jurisdicción militar». En este sentido se aprobó, quedando así redactado el artículo 12 del proyecto, que iba a resultar clave. Se zanjaba de este modo un aspecto muy relevante en el que, sin duda, habían venido trabajando los ministros de Guerra, Marina y Gobernación, tal y como habían informado repetidamente al consejo. 

			Y decimos que la redacción de este artículo iba a resultar clave porque la decisión, tomada desde un principio, de que se acometiera la organización del cuerpo por la jurisdicción militar, determinará la publicación del decreto de 12 de abril; este, la real orden encargando la organización del Cuerpo al duque de Ahumada; y las conclusiones de su informe, el definitivo decreto de 13 de mayo. Todo ello suponía desde el primer momento, en la práctica, el reconocimiento del fuero y estatuto militar —esto es, su carácter— de la institución. 

			Por el contrario, se produjo un «acalorado debate» en torno a la referencia que se hacía, probablemente en el artículo 13, «en que se decía que la guardia civil [sic] en masa forma parte del egército [sic]», y que los oficiales volverían a sus filas con los grados que ostentaban, en caso de disolución del cuerpo. Obviamente, poca confianza parecían depositar los redactores del proyecto en la pervivencia de la nueva institución, cuando contemplaban soluciones en el propio proyecto para el caso de que fuera disuelta, y así lo hizo ver de nuevo González Bravo. No le costó obtener el acuerdo de todo el gabinete al proponer que de ninguna forma se mencionara en el texto la posibilidad de disolución del cuerpo. Sin duda, veía en ello una muestra de debilidad, sabiendo que tendría enfrente a todo el sector progresista, al menos en los primeros tiempos. Por ello, se acordó como solución que los oficiales que cesaran en la Guardia Civil no volvieran al Ejército, sino que pudieran pasar a ocupar cargos en la Administración, «en las ramas de Correos, Protección y Seguridad Pública, Telégrafos, etc.». Se decía en el acta que en la «discusión» participaron los ministros de Guerra, Gobernación, Marina y Estado, pero no cuáles eran sus posturas. No obstante, parece claro que Peñaflorida, ministro de la Gobernación, sí estaba de acuerdo inicialmente en que la Guardia Civil formara parte del Ejército, pues así figuraba en su proyecto y, tal vez, también los de Guerra y Marina mostraron su conformidad. Pero es posible que la discusión no versara sobre este aspecto, zanjado enseguida por González Bravo, sino sobre el destino que dar a aquellos oficiales y la posibilidad de retornar o no al Ejército si el proyecto se malograba, pues podía suponer la pérdida de prestigiosos y escogidos militares. 

			En cualquier caso, quedaba patente que, si bien el nuevo cuerpo tendría estatuto militar —su organización y disciplina—, no pertenecería al Ejército. Además, cuando el nuevo cuerpo echó a andar tras la publicación del decreto de 13 de mayo, tampoco pertenecía al Ejército, sin que nadie dudara, pese a ello, de su carácter militar. De hecho, la Guardia Civil no se integró plenamente en el Ejército hasta la publicación de la Ley Constitutiva del Ejército, de 29 de noviembre de 1878.

			Al hilo de otros proyectos normativos del momento, el gabinete había reiterado en esta sesión del 10 de marzo, en la línea que el partido liberal moderado había fijado para el nuevo tiempo político, su convencimiento «de la necesidad de dar un impulso vigoroso a la unidad política y administrativa de la Nación», y entre las normas que, por resultar estratégicas para esta nueva política, estaban sobre la mesa ministerial, se encontraba —de nuevo, en femenino— «la de las Guardias Civiles con el complemento del Reglamento».

			La exposición de motivos del real decreto que fue presentado a la reina aparecía firmada por los seis miembros del gabinete ministerial, encabezado por González Bravo. Comenzaba citando el decreto de 26 de enero, cuyo mandato estaba en el origen de las «razones en que se funda el establecimiento de una fuerza especial de protección y seguridad pública». No hay duda, por tanto, de que la Guardia Civil pretendía ser, para aquel Gobierno, la institución que diera respuesta a aquella fuerza especial, tan difusa en su concepción y que nunca había terminado de cuajar. Reconocía el gabinete que «ha menester una fuerza siempre disponible para proteger las personas y las propiedades, y en España, donde la necesidad es mayor por efecto de sus guerras y disturbios civiles, no tiene la sociedad ni el Gobierno más apoyo ni escudo que la Milicia o el Ejército, inadecuados para llenar este objeto cumplidamente o sin perjuicios». Se argumentaba a continuación cuáles eran las deficiencias que se habían constatado en estas instituciones para atender a la «policía social», que «no reconoce límites de lugar ni de tiempo». 

			Resulta oportuno hacer un inciso para resaltar esa denominación, «policía social», que parece querer abarcar cuál debía ser la misión del nuevo cuerpo. Se pretendía crear una institución policial orientada a la seguridad de las personas y sus propiedades, ajena a otros intereses o a perseguir al adversario político, y con vocación integral en todo el territorio. Pretendía abarcar, repetimos, todas las funciones policiales sin distinción. 

			La Milicia Nacional adolecía de no estar continuamente desplegada, y su objeto de conservación del orden se limitaba «a la defensa de las leyes y del sosiego general dentro de las poblaciones», por lo que su ámbito estaba excesivamente localizado y su actuación era discontinua. En cuanto al Ejército, «su objeto peculiar es defender el Estado, y en último extremo auxiliar a la Milicia en la conservación del reposo público». Además, por su estructura carecía de la necesaria flexibilidad para intervenir en situaciones imprevistas; y la diseminación en pequeñas partidas, alejadas del control de los mandos de las unidades, hacía que se resintiera la disciplina. Al mismo tiempo, Ejército y Milicia atendían sin la motivación necesaria «el servicio enojoso de la policía», considerado como una función extraña a estas instituciones.

			Se incluían ahora en el texto del decreto las primeras referencias al nuevo Instituto, sin citar su nombre, pero mencionándolo hasta tres veces a lo largo del preámbulo como «cuerpo civil» o «fuerza civil». Según se ha repetido desde cierta historiografía defensora de este supuesto, podríamos decir que el legislador quiso remarcar y dejar claro el carácter civil que debía tener la nueva institución, con dependencia exclusiva del ministerio de la Gobernación. Ello, además, estaría en contraposición a la ineficacia de los institutos militares —Ejército regular y Milicia— en este tipo de tareas, «porque ninguna de las fuerzas existentes puede llenar la falta de un cuerpo civil», y porque «al propio tiempo sirve la fuerza civil para evitar la intervención frecuente del Ejército en los actos populares». Al mismo tiempo, se defendía la pervivencia de la Milicia Nacional, una vez que fuera reorganizada y «desembarazada completamente de la parte más penosa del servicio». 

			Se justificaba, a continuación, la organización del nuevo cuerpo en tercios, escuadrones o compañías, mitades y escuadras, de acuerdo con su «índole peculiar» y la necesaria diseminación de las unidades. 

			Hacemos un inciso sobre esta unidad superior de nueva concepción para la Guardia Civil: el tercio. Su nombre, tan evocador de los tiempos de gloria de la infantería española, procedía de aquellas unidades combatientes de los siglos xvi y xvii. Ahora se configuraba como un tipo de unidad flexible —podía ser mandado por un brigadier, coronel o teniente coronel— de entidad que oscilaba entre la de un regimiento, un batallón e, incluso, una compañía, según las provincias por cubrir y el número de sus unidades subordinadas.

			Esta organización enlazaba con la necesidad de poner «el mayor esmero en la elección de los individuos que deben mandar y constituir el Cuerpo», realzando la importancia de los cuadros de mando. En cuanto a la tropa, se limitaba el acceso, salvo excepciones, «a los licenciados con buena nota y de justificada conducta», para que contribuya «esta institución a la esperanza que justamente prometen sus buenos efectos en otras naciones». Con ello se hacía clara referencia a las esperanzas puestas en un cuerpo llamado, en cierta forma, a seguir el modelo de la Gendarmería francesa y a alcanzar en poco tiempo su prestigio. Esta consideración llevaba a justificar, a renglón seguido, «la propuesta de sueldos y haberes algo más elevados que los ordinarios (…) a unos agentes que desempeñan el servicio con cierta independencia de la autoridad superior». 

			Ciertamente, hay que pensar que el afán del preámbulo del decreto por recalcar el carácter civil del nuevo cuerpo, sin citar por su nombre a la Guardia Civil ni una sola vez, contrasta con el articulado, en el que ya se daba nombre a esa fuerza civil de protección y seguridad, y en el que la previsión de las retribuciones, por lo que respecta a las clases de tropa, distaba mucho de los halagüeños pronósticos y justificaciones del preámbulo. La hipótesis más plausible, en fin, es que el preámbulo y el articulado del decreto fueron redactados por manos diferentes y en distintos momentos —el primero, antes que el segundo—, y que el giro hacia la organización y dependencia militar del Cuerpo de la Guardia Civil se fraguó en el propio ministerio de la Gobernación, con apoyo de los de Guerra y Marina. Se daría lugar, así, al primer proyecto presentado ante el Consejo de Ministros, y que pretendía integrar —no lo olvidemos— a la Guardia Civil en el Ejército.

			Las carencias del modelo proyectado

			El articulado del Real Decreto de 28 de marzo de 1844 iba precedido de una breve introducción que contiene una interesante reflexión, a modo de resumen, sobre las razones para que el Ejército no siguiera desempeñando funciones policiales, pues iba en detrimento de la disciplina militar. Pero tampoco la Milicia Nacional desempeñaría estas misiones, en este caso porque implicaba molestias y perjuicios para «las clases acomodadas y laboriosas»; esto es, la frecuente activación y despliegue de los propietarios y pequeños burgueses que constituían la base de su recluta. De acuerdo con este planteamiento, parece que la Guardia Civil fuera concebida para reemplazar a la Milicia Nacional, pasando a ocupar el espacio de protección de la nueva burguesía, que al fin podría despreocuparse de estos ingratos menesteres, a la par que mejoraba su seguridad y la de sus propiedades.

			Este argumento, ciertamente, pesó sobre la Guardia Civil durante mucho tiempo, y aún hoy es sostenido por una parte de la historiografía. Es cierto que los primeros favorecidos por la puesta en marcha de la Guardia Civil fueron los pequeños y grandes propietarios, pero el origen de la recluta del nuevo cuerpo —rural y tradicional, tan apartado de la burguesía urbana emergente— y la misma prestación de su servicio peculiar pronto la alejaron de convertirse en mero instrumento en beneficio de la burguesía, para aparecer como un cuerpo de seguridad al servicio del Estado para la protección de todos. 

			En el artículo 1 se decretaba la creación de «un cuerpo especial de fuerza armada de infantería y caballería, bajo la dependencia del ministerio de la Gobernación de la Península, y con la denominación de Guardias Civiles»; y su objeto, de acuerdo con el artículo 2, «es proveer al buen orden, a la seguridad pública y a la protección de las personas y las propiedades fuera y dentro de las poblaciones».

			La Guardia Civil se organizaba territorialmente en tercios, cuya demarcación coincidía con los catorce distritos militares entonces existentes, y respetando su misma numeración. Además, se componían de un número variable de compañías y escuadrones, hasta sumar un total de 20 escuadrones y 103 compañías. El resumen, en cambio, arrojaba la cifra de 89 compañías, por lo que se desplegaban, por error, 14 menos que las referidas en un comienzo. 

			En cuanto a la organización de las unidades, se determinaba el mando y la composición por empleos de los tercios, con su plana mayor, así como la distribución numérica de los oficiales, sargentos y clases de tropa que correspondían a cada compañía y escuadrón. Por último, se fijaban para cada empleo las retribuciones anuales en reales de vellón. 

			Otro de los errores que se cometieron en este real decreto fue, precisamente, el de las retribuciones que se fijaban para los diferentes empleos en cada arma. Como hemos dicho, los haberes sí eran considerablemente superiores para los jefes y oficiales con respecto a los del Ejército, pero no así para las clases de tropa. Más tarde, se decidió revisar estos importes, incorporando las nuevas cantidades por vía de una orden circular de Peñaflorida, dirigida a todos los jefes políticos, en que se hacía referencia a «algunas equivocaciones materiales en las cifras». Pero, en la práctica, suponía un sustancial incremento de los sueldos de todos los mandos intermedios —algunos llegaban a duplicarse—, en los empleos de alférez a capitán, manteniendo sin alterar los de las clases de tropa. El resultado es que a los guardias les seguían correspondiendo 1.460 reales al año —equivalentes a una peseta diaria— y la ración de pan. 

			Según la norma, el Estado estaba obligado a facilitar el vestuario, correajes y armamento; y al personal de caballería, también los caballos y monturas. El entretenimiento de todo el equipo corría por cuenta de cada uno. No obstante, los oficiales debían costearse los caballos.

			El artículo 12 preveía que «el Cuerpo de guardias civiles, en cuanto a la organización y disciplina, depende de la jurisdicción militar». En cuanto a los ascensos, deberían producirse por rigurosa antigüedad, aunque destinando al ingreso las dos quintas partes de las vacantes. Para aquellos oficiales que dejaran la Guardia Civil, se preveía su incorporación al Cuerpo de Administración civil, difiriendo su desarrollo a un reglamento posterior. 

			Para ser admitido en la Guardia Civil se exigía ser licenciado del Ejército, con buena nota en la hoja de servicios y de buena conducta. En igualdad de condiciones, tendrían preferencia los sargentos sobre los cabos, y estos sobre los soldados, eximiéndose a los aspirantes, solo en casos excepcionales, del requisito de haber cumplido su servicio militar. Además, había que tener una edad comprendida entre los veinticinco y los cuarenta y cinco años, una estatura mínima de cinco pies y tres pulgadas —1,46 metros—, y gozar de perfecta salud y complexión robusta. El compromiso de permanecer en el Cuerpo era de ocho años.

			Como vemos, el modelo de institución policial que se proponía con el decreto de 28 de marzo difería mucho del que preveía el artículo 10 del decreto de 26 de enero, pese a dictarse precisamente en desarrollo de este, a través de la creación de aquella fuerza especial. La institución resultante no era una fuerza armada, creada para actuar a las órdenes y bajo las directrices de las autoridades del ramo de protección y seguridad. Por el contrario, el nuevo cuerpo estaba destinado a llevar todo el peso de la seguridad y de la labor policial, dependiente del ministerio de la Gobernación y, por tanto, civil en cuanto a su dependencia orgánica. Pero también dependerá de la jurisdicción militar —el ministerio de la Guerra— en todo lo referente a su organización y disciplina, lo que convertía a sus miembros en personal sujeto a estatuto militar. 

			La dependencia de Gobernación, además, no se desarrollaba en el texto más allá de la referencia genérica del artículo 1. Con respecto a los jefes políticos, solo se concretaba el alistamiento del personal de tropa y el nombramiento efectivo de los sargentos y cabos, mientras que las instrucciones relativas al servicio se remitían al correspondiente reglamento. Nada se decía sobre las relaciones de los jefes de tercio con los gobiernos políticos de las provincias en que tenían desplegada su fuerza, ni sobre las competencias de los jefes políticos en la dirección de la misma. Con esta estructura se eludía la creación de un órgano central de mando para dirigir la Guardia Civil, tal vez porque dar ese paso suponía acercar mucho más la institución a la órbita del ministerio de la Guerra y, por tanto, del Ejército regular.

			Por último, el Ejército debía proveer los jefes y oficiales necesarios para dirigir al nuevo cuerpo, pero no se regulaba la forma en que el ministerio de la Guerra debía llevar a cabo la recluta de este personal, ni tampoco el de tropa, tarea que correspondía al ministerio de la Gobernación, en este caso, a través de los gobiernos políticos de las provincias. 

			Resultaba evidente que solo con este decreto, tan limitado, la recién creada Guardia Civil no podía ni constituirse ni organizarse, y menos aún, comenzar a prestar servicio, carente de una dirección clara. Se hacía precisa otra norma que regulara la forma en que habría de constituirse y dotarse de personal el nuevo cuerpo. Por ello, de acuerdo con lo previsto en el artículo 12, que encomendaba la organización inicial del Cuerpo al ministerio de la Guerra, se publicaba dos semanas más tarde otro real decreto, fechado el 12 de abril de 1844.

			Pero otra vez parecía que el preámbulo de este decreto de 12 de abril, en que se justificaba la necesidad de la norma, y el contenido de la parte dispositiva, iba por derroteros diferentes. Comenzaba la breve exposición de motivos reconociendo como uno de los objetos de la creación de la Guardia Civil el de «ofrecer un alivio y una recompensa a la clase militar que tan acreedora se ha hecho por su lealtad, valor y constancia durante la última guerra…». No deja de sorprender que este decreto propusiera, como uno de los fines de la nueva institución, colocar en ella a los excedentes militares de la guerra carlista, antes que señalar con precisión cómo habría de constituirse el primer contingente de la Guardia Civil.

			Y decimos que, de nuevo, parecían escritos por manos diferentes el preámbulo y el texto, porque el decreto fue presentado por el ministro de la Gobernación, quien parecía más preocupado de la colocación de los excedentes militares que el propio ministro de la Guerra. Ni que decir tiene que aliviar los excedentes del Ejército con el ingreso en la Guardia Civil, sin atender a otros requerimientos de mayor exigencia, hubiera supuesto un importante revés para su eficacia y prestigio. Al mismo tiempo, ofrecer esta salida profesional a quienes hubieran mostrado, no solo «valor y constancia», sino «lealtad» en la reciente guerra civil, podía excluir de facto a los militares carlistas, aun habiéndose acogido a las condiciones del Convenio de Vergara; también apartaba a los progresistas que no hubieran abandonado España en julio de 1843. Un perfil marcadamente homogéneo, en lo político, del personal militar seleccionado, sobre todo entre los jefes y oficiales, supondría un punto más a favor de la posible disolución del Cuerpo, en cuanto el Gobierno cambiara de signo. 

			Por el contrario, era el propio ministro de la Guerra el que, en aquellas mismas fechas, solicitaba insistentemente una quinta de cincuenta mil hombres para atender a la escasez de efectivos en que se encontraba el Ejército, con muchos oficiales de reemplazo y la necesidad de licenciar a los soldados procedentes de la quinta de 1839. Ante la coyuntura de tener que incorporar diez mil efectivos para la constitución del primer contingente de guardias civiles, como se encargó de recordarle Peñaflorida, ministro de la Gobernación, en una sesión del Consejo de Ministros, Mazarredo le respondió que ya se había ocupado de ese asunto, porque «estaba convencido de que con las bases acordadas en el decreto de organización de Guardias Civiles —el de 12 de abril, publicado el día 14—, iba a formarse una tropa compuesta de lo peor de los licenciados que obligaría dentro de pocos meses a su disolución». Por esta razón, Mazarredo se comprometía a proporcionar diez mil hombres escogidos, una vez incorporada la quinta, argumentos que parecieron tranquilizar al ministro de Gobernación. 

			Como podemos comprobar, el rechazo del ministerio de la Guerra a organizar la Guardia Civil en las condiciones que fijaban los decretos de 28 de marzo y de 12 de abril, que luego corroborará Ahumada con su informe de 20 de abril, denunciando graves inconvenientes para ello, no iba a partir del Gobierno de Narváez, echando por tierra —como se ha asegurado frecuentemente— el proyecto de González Bravo, sino que nacerá de su propio gabinete ministerial. Con independencia de que Narváez tuviera una fuerte influencia en los ministerios clave para la creación y puesta en marcha de la Guardia Civil, no debemos olvidar que su Gobierno no se constituyó hasta el 3 de mayo, y en él no repetirá ninguno de los citados ministros de Guerra y de Gobernación. 

			El texto del decreto era breve y solo constaba de cinco artículos. En el primero se reiteraba, conforme al artículo 12 del decreto de 28 de marzo, que la organización de la Guardia Civil era competencia del ministerio de la Guerra, por el que debía llevarse a cabo «bajo la dirección de jefes militares entendidos en la materia y con la rapidez posible». Para ello, habrían de establecerse dos depósitos cercanos a Madrid para la recluta y organización de la fuerza de infantería y la de caballería, respectivamente. 

			Se especificaba que los jefes y oficiales interesados debían cursar sus solicitudes a través del ministerio de la Guerra, correspondiendo su nombramiento al de Gobernación. Para agilizar la recluta inicial, los sargentos y los cabos serían nombrados por los jefes organizadores, asumiendo esta competencia los jefes políticos cuando el cuerpo estuviera ya constituido. Sorprendentemente, nada se decía sobre el alistamiento de la tropa, que también era competencia de los jefes políticos, o si habían de llevarla a cabo los mismos jefes militares para la organización inicial. De hecho, pese a que la tropa del Instituto debía nutrirse de licenciados del Ejército, los ministros de Guerra y Gobernación daban por buena la recluta de diez mil efectivos del Ejército para el primer contingente.

			Lo que sí parecía estar claro, al menos en el ministerio de la Guerra, era sobre quién debía recaer la tarea —y, en cierto modo, la responsabilidad— de la organización del cuerpo y la constitución del primer contingente de guardias civiles. Ramón María Narváez, todavía en la sombra, tenía un gran ascendente sobre Mazarredo, su fiel jefe de estado mayor, y sabemos en qué modo apreciaba las cualidades profesionales del mariscal de campo Francisco Javier Girón, desde que estuviera a sus órdenes en el Ejército de Reserva de Andalucía durante la guerra. Probablemente, Narváez no albergaba dudas de que Ahumada era el único capaz, en aquel momento, de afrontar ese reto, y así debió de transmitirlo al Gobierno, que era responsable de su nombramiento. 

			Tan solo tres días más tarde, el 15 de abril de 1844, la reina firmaba una real orden dirigida al mariscal de campo duque de Ahumada, por conducto del ministerio de la Guerra, mediante la cual se le comisionaba, nombrándole «Director de Organización» de la Guardia Civil, y señalando los depósitos de Leganés y Vicálvaro para la constitución del nuevo cuerpo. Para llevar a cabo esta misión, en la orden de nombramiento se le otorgaban facultades «para proponer las medidas que conduzcan a la más útil organización de esta fuerza en vista de los elementos que para ella puedan emplearse». Además, se prevenía al organizador de que «del acierto de su primera planta depende su porvenir y el que produzca el feliz resultado a que se la destina». Y en cuanto a la celeridad con que debía proceder, que «muy recomendable e importante es la brevedad, pero más aún lo es la perfección». Para Ahumada, todas estas prevenciones resultaban tan cercanas a su carácter como obvias para la tarea que se le encomendaba. De acuerdo con ellas, basaría su propuesta al Gobierno. 

			En cuanto a la selección del personal, en contra de lo previsto en el decreto del que dimanaba, la orden establecía que, para los jefes y oficiales, las solicitudes que se recibieran en el ministerio de la Guerra, con todos los informes preceptivos, se le remitirían para que Ahumada propusiera a la reina los nombramientos, priorizando a los solicitantes por ternas. En lo referente a las clases de tropa, el nombramiento correspondía al propio director de la organización, teniendo en cuenta que debía darse prioridad a la constitución del tercio que se ubicaría en Madrid, correspondiente al Primer Distrito Militar. 

			Para auxiliarle en su labor, también quedaba Ahumada facultado para constituir su equipo; y se requería de los inspectores y directores de las diferentes armas, así como a los capitanes generales y autoridades civiles, para que le auxiliasen en lo que fuere preciso. Las facultades que se ponían en manos del organizador de la Guardia Civil eran muchas, pero también era enorme la responsabilidad que en él recaía, en cuanto a la selección de todo el personal, aspecto crucial y determinante para el devenir de la nueva institución.

			Ahumada entra en escena

			En el momento de recibir la encomienda de organizar la Guardia Civil, el duque de Ahumada se encontraba en situación de cuartel, tras haber finalizado la comisión de la revista de inspección a las unidades de guarnición en los distritos militares de Cataluña y Valencia. 

			De inmediato se puso Ahumada al frente de un proyecto en el que, sin duda, había comenzado a trabajar desde hacía semanas. Para ello, se rodeó de un reducido equipo de colaboradores, entre los que se encontraban tres prestigiosos oficiales de estado mayor que le habían acompañado durante aquellos meses en la revista de inspección y a los que consideraba de su absoluta confianza. Con independencia de que, probablemente, ya tenía avanzados los estudios con antelación a su nombramiento oficial, la disposición y diligencia del mariscal Girón permitieron que en el plazo de cinco días se hubiera elaborado un completo informe en el que exponía sus conclusiones. 

			En el documento se hacía una amplia reflexión sobre las condiciones en que había de constituirse el nuevo cuerpo, una vez analizados con detalle los decretos de 28 de marzo y de 12 de abril. De acuerdo con la orden por la que se le comisionaba, se le daban facultades para hacer propuestas tendentes a la mejor organización. Pero para llevar adelante el proyecto pronto identificó obstáculos insalvables. 

			En primer lugar, la institución que allí se contemplaba no era la que Ahumada y el estamento militar tenían en mente. Cierto es que no se trataba ya de aquella fuerza a las órdenes directas de los responsables del Ramo de Protección y Seguridad, como preveía el decreto de 26 de enero; pero este nuevo modelo del decreto de 28 de marzo, por más que las autoridades de Gobernación tomaran como difuso referente a la Gendarmería Real francesa, era muy diferente en su concepto al cuerpo policial del país galo. 

			Ciertamente, en el ministerio de la Gobernación se sabía del prestigio de la Gendarmería, y ese era el modelo que se quería adoptar, pero sin conocerlo realmente. En el ministerio de la Guerra también se consideraba este modelo como la mejor opción, pero conociendo bien —y muy especialmente, Ahumada— su organización. En realidad, el mariscal Girón disponía de toda la documentación y normativa por la que se regía la Gendarmería, que había estudiado veinticuatro años atrás junto a su padre, el marqués de las Amarillas, cuando le auxilió en el frustrado proyecto de creación de la Legión de Salvaguardias Nacionales. 

			El Cuerpo de Guardias Civiles, según se reiteraba en el preámbulo del decreto de 28 de marzo, debía ser civil, aunque su organización y disciplina fueran militares. Ese carácter civil se lo proporcionarían no solo la dependencia de las autoridades civiles en cuanto al servicio que prestar, sino el hecho de que los jefes y oficiales procedentes del Ejército no pudieran volver al mismo una vez incorporados a la Guardia Civil, y que los efectivos de tropa tuvieran que ser licenciados tras cumplir con sus obligaciones militares. Obviamente, lo primero que pensó Ahumada fue cómo en la España de entonces, con el nivel social y los índices de analfabetismo existentes, se iba a lograr una recluta de suficiente calidad como para integrar los empleos inferiores de la Guardia Civil. 

			Acto seguido, puso en relación esta reflexión con las retribuciones que se establecían en el decreto —luego modificadas por una circular de 1 de abril, como dijimos—, muy superiores a las del Ejército para los jefes y oficiales, pero de tan solo una peseta diaria —4 reales— para los guardias civiles de caballería, y de 3 reales para los de infantería. Aquellos sueldos estaban concebidos para una institución que parecía ofrecer un reclamo, a modo de premio, para determinados jefes y oficiales. En cambio, con ese salario, solo se podría esperar de la tropa que actuara siempre reunida, con nulas responsabilidades, escaso esfuerzo y envuelta en continuas corruptelas. Además, ni siquiera el decreto preveía la condición de saber leer y escribir para optar al ingreso en el Cuerpo. Definitivamente, aquella no era la Guardia Civil que Ahumada se había formado en su mente. 

			Al mismo tiempo, la envergadura del proyecto, en cuanto al número de efectivos previsto en el decreto, resultaba excesivo, sobre todo teniendo en cuenta las dificultades que, como hemos visto, ya atisbaba el organizador. Trazó unas líneas para confeccionar un cuadro en que reflejar las unidades y efectivos de cada empleo que correspondía destinar a cada tercio, y la cifra resultante le pareció desproporcionada: 15.467 efectivos de todos los empleos, de los cuales 14.975 correspondían a personal de tropa. En la mayor parte de los proyectos de cuerpos de gendarmería en España esbozados en las décadas anteriores, las cifras que se manejaban acerca de su constitución rondaban los diez mil efectivos, como el Cuerpo de Salvaguardias Reales en 1833. Además, acababa de reorganizarse en 1842 el Cuerpo de Carabineros del Reino, con unos nueve mil efectivos. De ahí, la cifra redonda de diez mil guardias civiles sobre la que discutían los ministros de Guerra y Gobernación en la misma fecha en que se publicaba el decreto de organización del Cuerpo de Guardias Civiles, el 14 de abril. 

			Por todo ello, una cifra de quince mil efectivos de tropa, incluso si fuera de diez mil, a Ahumada se le antojaba imposible, si de verdad se pretendían mantener las expectativas depositadas en el Instituto. El organizador exponía en su informe de forma tajante que, para que la organización de la Guardia Civil respondiera a lo que se le iba a exigir, necesitaba empezar por un mínimo que permitiera atender las competencias asignadas de forma progresiva. En este punto, para reforzar su argumentación, Ahumada acudía al modelo de la Gendarmería, poniendo de manifiesto cuál era el referente del fundador en ese momento: «La creación de la Gendarmería en Francia, que es el cuerpo a que debe imitar nuestra nueva Guardia Civil» —escribía el duque—, había comenzado su despliegue en 1790 con pocos efectivos, para aumentar de forma progresiva. De forma gráfica, concluía que era preferible tener un cuerpo bien dotado y pagado, aunque reducido, «en la seguridad de que servirán más y ofrecerán más garantías de orden cinco mil hombres buenos que quince mil, no malos, sino medianos que fueran». 

			En cuanto a la plantilla prevista, también el organizador del Cuerpo tenía objeciones que hacer. El número de los jefes asignados a cada tercio le parecía excesivo e injustificado, pero, en cambio, consideraba que había de aumentarse el número de oficiales para asignar uno al mando de cada sección en los escuadrones y compañías, garantizando una adecuada vigilancia de los servicios. Esta obsesión de Ahumada por mantener una vigilancia permanente en la línea de servicio se traducirá en un mayor compromiso de los oficiales, una mejora significativa en la prestación del servicio y el sentimiento en la fuerza que lo presta de contar con un apoyo cercano. Por el contrario, podía reducirse el número de los sargentos y cabos, más útiles en la actuación de unidades reunidas, y no tan necesarios cuando se actuaba en pequeñas unidades. En cuanto a los guardias, consideraba un estímulo para la mejora permanente dividirlos en dos mitades —guardias de primera y de segunda clase—, percibiendo los primeros medio real más al día que los segundos. Con estos cambios sobre la plantilla que establecía el decreto de 28 de marzo, y con la consiguiente reducción de efectivos en las clases de tropa, Ahumada incluía otro anexo en su informe con la plantilla propuesta de 5.634 efectivos. Además de considerarla más ajustada y realista, de acuerdo con las posibilidades del momento, resaltaba también, a través de un minucioso balance, que su propuesta suponía un ahorro anual para el Estado de 1.665.320 reales de vellón, pese a incrementar la retribución diaria de los guardias civiles hasta los 9,5 reales para los guardias de primera, de caballería, y hasta los 8 reales, los guardias de segunda, de infantería.

			Por último, y como medida adicional de ajuste presupuestario, proponía que todo el personal sufragara su vestuario, equipo, armamento, y los de caballería, también caballo y montura, de acuerdo con sus retribuciones, resarciendo al Estado de las cantidades adelantadas en estos conceptos. 

			Esta era la propuesta que Ahumada volcó en su informe, frente a «los graves inconvenientes que presenta» el decreto de 28 de marzo. Tales reparos parecieron insalvables al organizador de la Guardia Civil para seguir adelante con la empresa, de modo que no vio otra opción que poner por escrito todos aquellos inconvenientes observados y, más aún, detallar una serie de exigencias sin cuya aceptación no continuaría con el proyecto.

			Las condiciones que puso Ahumada por escrito al Gobierno para aceptar el cargo se centraban en asegurar que podría diseñar y organizar el Instituto, corrigiendo errores como los mezquinos sueldos de los guardias y evitando injerencias foráneas o imposiciones de ningún tipo. En cuanto a la organización, toda la documentación al respecto debía radicar en el ministerio de la Guerra, pues así estaba previsto en el decreto de 12 de abril. También quería asegurar la buena imagen de la institución, participando en la elección del vestuario y equipo; pero, sobre todo, exigía tener un control absoluto sobre la selección del personal, principalmente de los jefes y oficiales, como aspecto crítico y determinante para el éxito o el fracaso de la institución. 

			No consta que existiera un beneplácito formal a las propuestas y condiciones del director de Organización, pero sin duda contó con un visto bueno, al menos tácito. Lo cierto es que, desde el mismo momento en que Ahumada presentó su informe al Gobierno el 20 de abril, ya barruntaba en su cabeza todas las tareas pendientes, si definitivamente se hacía cargo de la organización de la Guardia Civil. De hecho, el mismo día de la emisión de aquel informe, Ahumada presentó un escrito con el que proponía al ministro de la Guerra la composición de la secretaría que le auxiliase en la Dirección de Organización del Cuerpo. La constituían un secretario y cuatro secciones, cada una a cargo de un jefe y con un auxiliar, un primer escribiente de la clase de subalternos y otros seis escribientes de tropa. 

			Con fecha 24 de abril fue aceptada su propuesta y el nombramiento de sus primeros colaboradores, entre los que estaban aquellos que le habían acompañado en la revista extraordinaria. Los jefes y oficiales propuestos eran los tenientes coroneles de Infantería Carlos María de la Torre y Navacerrada y Felipe Ortuoste; y los segundos comandantes Javier de Olmedo y de la Torre, Luis Casani Cron y Juan Manuel de Yébenes, que procedía de la situación de reemplazo. 

			La sede de la Dirección se estableció inicialmente en un robusto y espacioso edificio del número 14 de la calle Torija de Madrid, que entonces compartía el ministerio de la Gobernación con otros departamentos ministeriales, como Comercio, Instrucción y Obras Públicas, y que había sido la antigua sede de la Santa Inquisición hasta su disolución en 1820. 

			Con su nuevo equipo constituido, la primera propuesta salió de su secretaría al día siguiente, y fue para advertir sobre la necesidad de proveer a las fuerzas del Cuerpo de alojamientos adecuados cuando se iniciara el despliegue. En este interesante escrito, Ahumada se refiere por primera vez a ese concepto tan singular y representativo para la Guardia Civil como es la casa-cuartel, y lo resume de forma breve y sencilla: si «mixto» es el servicio que ha de prestar el nuevo cuerpo, «mixto» ha de ser también su alojamiento. Por supuesto, tal y como exponía Ahumada, se había fijado para su propuesta en el «sistema establecido en Francia para su perfecta Gendarmería». En definitiva, se trataba de alojar dignamente a los guardias civiles, y que pudieran vivir acompañados de sus familias. Pero también, que las casas-cuartel reunieran las condiciones necesarias de seguridad frente a agresiones externas, y de discreción en cuanto a los movimientos de salida y regreso de la fuerza de servicio. Con la desamortización religiosa aún muy reciente, también preveía Ahumada que en las capitales podrían encontrarse todavía conventos vacíos y sin uso, que pudieran destinarse a casas-cuartel de la Guardia Civil. En cualquier caso, consideraba que las obras de adecentamiento y mantenimiento habían de correr por cuenta de los ayuntamientos correspondientes. 

			Dos días más tarde elevaba otra propuesta, esta vez al ministerio de la Guerra, para que los jefes y oficiales que solicitaran ingresar en la Guardia Civil dejaran de figurar en sus escalas respectivas y se integraran en una propia del Cuerpo. Ello no debía suponer dejar de pertenecer al Ejército ni tener que renunciar a derechos adquiridos, a los que se hubieran hecho acreedores, a fin de evitar que se echaran atrás a la hora de solicitar el ingreso en la Guardia Civil muchos buenos jefes y oficiales que no querían, para ello, tener que abandonar el Ejército. De hecho, la propuesta suponía, en caso de ser aprobada, la anulación de facto de lo dispuesto en el polémico artículo 13 del decreto de 28 de marzo, en cuanto al destino de los oficiales que dejaran de prestar servicio en la Guardia Civil. 

			Pero este escrito de Ahumada del 27 de abril iba mucho más allá, pues proponía un nuevo sistema de dependencias para el Cuerpo. Siguiendo una vez más el modelo de la Gendarmería, debería depender del ministerio de la Guerra para su organización, reemplazo y otros aspectos relacionados; y de los de Gobernación, y Gracia y Justicia, para su servicio. Adelantaba ya el mariscal Girón lo que más tarde expondría en un escrito más detallado, en cuanto a la doble dependencia, civil y militar, que debía tener la institución, y que terminará cuajando en el Real Decreto de 13 de mayo. 

			De acuerdo con las condiciones impuestas por el duque de Ahumada, entre las que se encontraba que Gobernación le diera traslado de todo lo actuado hasta que finalizara la organización, recibió con fecha 24 de abril, por conducto del ministerio de la Guerra, un documento que llevaba por título «Principales deberes de los militares llamados a formar un Cuerpo destinado a mantener el orden en las ciudades y la seguridad en los caminos», por si resultaba de utilidad para acometer la organización de la Guardia Civil. Este documento, con un formato de preguntas y respuestas, comprendía una serie de pautas para la prestación del servicio en la Gendarmería Real francesa y reglas de comportamiento que debían observar los gendarmes. Se trataba de un cuadernillo de veinte páginas, manuscrito en francés, cuyo autor era Lacroix, capitán de la Gendarmería retirado. El documento había sido enviado a través del cónsul español en Bayona, el 7 de marzo; es decir, cuando aún se estaba elaborando el borrador del decreto del 28. Es muy probable que tal documento fuera redactado a petición de Patricio de la Escosura, que habría entablado amistad con Lacroix durante el tiempo que estuvo exiliado en Bayona. 

			Lo cierto es que, a los tres días de recibir el documento, Ahumada lo devolvió al ministerio, acompañado de un escrito en que señalaba que no contenía nada que no estuviera ya recogido «en el diccionario de la Gendarmería, que consta de 1.047 páginas, o en el memorial de la misma arma, que son tres tomos de más de 500 cada uno». Del tono del escrito parece deducirse que el duque se sentía molesto porque en el ministerio de la Guerra y, sobre todo, en Gobernación pensaran que aquel documento de veinte páginas sobre la Gendarmería pudiera aportar algo nuevo a quien había estudiado al detalle durante años la normativa y reglamentación del cuerpo galo.

			Con independencia de la influencia que el modelo de la Gendarmería francesa tuvo en los creadores de la Guardia Civil, es necesario precisar también que el duque tenía otro referente para organizar el nuevo Cuerpo. Se trataba del malogrado proyecto de la Legión de Salvaguardias Nacionales, en el que Ahumada había trabajado en 1820 junto a su padre, Pedro Agustín Girón, como ya hemos visto. Se observa la influencia que este proyecto tuvo en el diseño de la nueva Guardia Civil en importantes aspectos, aunque muchos procedían, a su vez, de la Ordenanza de Gendarmería aprobada aquel mismo año. Entre los aspectos más relevantes estaban la doble dependencia de la autoridad civil, para la prestación del servicio, y de la jurisdicción militar, en cuanto a su organización y reemplazo. Con respecto a la recluta, también era similar al proyecto de salvaguardias, tanto para los jefes y oficiales procedentes del Ejército como para la tropa, que debían ser licenciados, o tropa en activo si no resultaba suficiente. En cuanto a la plantilla inicial propuesta por Ahumada para la Guardia Civil, ligeramente superior a la de los salvaguardias nacionales, se ajustaba al antiguo proyecto en cuanto a la ratio de un hombre por cada dos mil habitantes y tres leguas cuadradas. Pero tal vez lo más relevante para imitar del proyecto de salvaguardias era la figura del inspector general, mando superior del cuerpo. Era el gran ausente en el decreto de 28 de marzo, que Ahumada se ocupó de incluir en su propuesta. En todo caso, en cuanto a las innegables similitudes, no resulta extraño que Ahumada se refiera a la Gendarmería como modelo para regular determinados aspectos y no lo haga respecto de la Legión de Salvaguardias. La razón, además de que no se llegó a implantar, estaba en que este cuerpo se había concebido en el seno del primer Gobierno del trienio constitucional, lo que podría generar recelos en el gabinete de González Bravo y en el mismo Narváez.

			El equilibrio de un cuerpo militar con funciones civiles

			Cuando Narváez accedió a la presidencia del Gobierno el 3 de mayo de 1844, se reservó la cartera de Guerra y pasó a ser titular de este ministerio. Al mismo tiempo, Mazarredo fue enviado a la capitanía general de Madrid, el anterior puesto de Narváez. Al frente de la subsecretaría de Guerra se mantuvo al brigadier Ángel García de Loygorri y García de Tejada, conde de Vistahermosa. Tras permanecer sin destino durante la regencia de Espartero, el coronel Loygorri se había puesto a disposición de Narváez a su entrada en Madrid en julio de 1843. Fue destinado al estado mayor de la Capitanía General y, ascendido a brigadier en agosto, fue nombrado secretario de la Junta Consultiva de Guerra en septiembre y subsecretario de este departamento con Mazarredo, a propuesta de Narváez, en el gabinete de González Bravo. 

			Vistahermosa era, por tanto, hombre de absoluta confianza de Narváez. Ambos eran en aquel momento perfectamente conocedores de las propuestas de Ahumada respecto de la organización de la Guardia Civil y de las deficiencias expuestas en su informe sobre el decreto de 28 de marzo, por lo que este sentimiento era compartido en el ministerio. Además, a Vistahermosa le unía amistad con Ahumada por su origen sevillano.

			La mayor parte de las propuestas del general Girón fueron aceptadas, y enseguida comenzó en el ministerio de la Guerra la redacción de un nuevo texto que pudiera solventar aquellas lagunas, en cuya confección tuvo una destacada participación el conde de Vistahermosa. El resultado fue la presentación a la reina de otro real decreto «sobre nueva organización de la Guardia Civil», firmado exclusivamente por el general Narváez, como presidente y ministro de la Guerra —y no con la firma de todos los ministros, como el anterior—, que llevará por fecha la del 13 de mayo de 1844.

			En el extenso preámbulo del decreto, Narváez exponía a la reina las dificultades encontradas al disponer la organización del nuevo cuerpo, de acuerdo con el decreto de 12 de abril. En primer lugar, si los mandos de la Guardia Civil debían provenir de entre los oficiales del Ejército y se pretendía hacer una adecuada selección, no solo para su constitución inicial sino para la cobertura de las vacantes futuras, esto solo podría lograrse si se aseguraba una dependencia del ministerio de la Guerra en cuanto a su organización, personal, disciplina, material y percibo de sus haberes. Al mismo tiempo, se reconocía que, para la prestación de su servicio peculiar, la Guardia Civil debía depender de las autoridades civiles y, por tanto, del ministerio de la Gobernación. 

			Ahora bien, con independencia de esta doble dependencia, resultaba necesario centralizar todo lo concerniente al ministerio de la Guerra, a fin de dar adecuada respuesta a todas las cuestiones relativas a los tercios e impartir a sus jefes las órdenes oportunas. Asimismo, era preciso centralizar las relaciones con el ministerio de la Gobernación y las comunicaciones con los 48 jefes políticos de las provincias. Para ello, Narváez proponía la creación de un mando único para la Guardia Civil —probablemente, el aspecto clave diferenciador de este real decreto—, a través de una solución similar a la de las armas e institutos del Ejército: una Inspección de la Guardia Civil, a cargo de un general, y con un reducido equipo de jefes y oficiales. Este órgano director debería centralizar todas las órdenes y comunicaciones referidas.

			En cuanto a la fuerza que se asignaba en el decreto de 28 de marzo, se consideraba excesiva por la enorme dificultad que representaba encontrar casi quince mil efectivos licenciados para la tropa. Se proponía, por tanto, comenzar con un contingente más reducido, tal y como sugería Ahumada. También eran excesivas las planas mayores de los tercios, que fueron reducidas, mientras que se incrementó un subteniente o alférez por compañía para favorecer la vigilancia del servicio, al dotarla de un nuevo oficial. 

			Aspecto muy relevante para la organización de la tropa del Cuerpo era el referente a sus haberes y al equipamiento de dotación. De nuevo, siguiendo la propuesta de Ahumada, Narváez expuso la absoluta necesidad de incrementar sensiblemente los salarios de los nuevos guardias civiles. Al mismo tiempo, debían costearse el vestuario y equipo; y los guardias de caballería, también el importe del caballo y montura; que, al cumplir su tiempo de servicio en el Instituto, pasaban a ser de su propiedad. Para proporcionar estos medios, el Estado adelantaba los fondos necesarios para su adquisición, descontando posteriormente al personal las cantidades correspondientes. Aquella medida era garantía de un mayor cuidado del material y ganado, ante la imposibilidad de someter a la fuerza a frecuentes revistas, por la dispersión en que habrían de prestar su servicio. Las retribuciones, por tanto, se escalaron para el personal de caballería entre los 12 reales diarios, el sargento primero, y 9, el guardia de segunda, aplicando a estas cantidades los descuentos limitados previstos. En cuanto al personal de infantería, oscilaba entre 10,5 reales y 8 reales para los mismos empleos, a los que se aplicaban los descuentos proporcionales correspondientes. El armamento, en cambio, era proporcionado por el Estado, obligándose el guardia civil, tan solo, a su entretenimiento. 

			La parte dispositiva del real decreto constaba de veinticinco artículos, de los que los dos últimos contenían una remisión al posterior desarrollo a través de un reglamento, y una disposición derogatoria genérica que no existía en los decretos anteriores. 

			En el artículo 1 se hacía depender a la Guardia Civil del ministerio de la Guerra en lo referente a su organización, personal, disciplina, material y percibo de haberes; y del ministerio de la Gobernación, en lo relativo a su servicio peculiar y movimientos. 

			El artículo 2 establecía la Inspección de la Guardia Civil a cargo de un general, como superior órgano directivo a través del cual se establecerían las relaciones con ambos ministerios, de acuerdo con las competencias de cada uno. Los tercios dependían directamente de la Inspección General, con la que se relacionaban sus jefes para todas las cuestiones de índole interna. Al mismo tiempo, en cuanto a la prestación del servicio, se preveía que los jefes de las unidades del Cuerpo a nivel provincial se entendieran directamente con los jefes políticos respectivos, de los que dependían a estos efectos. De este modo, quedaban sentadas las bases generales que regirán las relaciones en la Guardia Civil hasta nuestros días.

			En cuanto a la primera organización del Cuerpo, se establecía la fuerza que inicialmente se destinaba a cada tercio. Se reservaba para la Corte la dotación de dos compañías de infantería y un escuadrón de caballería, pertenecientes al 1.er Tercio, con sede en Madrid. La restante fuerza de este y la de los demás tercios se distribuiría por el ministerio de la Gobernación en las provincias, según las necesidades de cada una, debiendo tener la entidad mínima de sección. 

			El mando de cada tercio sería ejercido por un brigadier o coronel en los que tenían su sede en los distritos militares 1.º a 8.º (Madrid, Barcelona, Sevilla, Valencia, La Coruña, Zaragoza, Granada y Valladolid); y por un teniente coronel en los que tenían su sede en los distritos 9.º a 14.º (Badajoz, Pamplona, Burgos, Vitoria, Palma de Mallorca y Santa Cruz de Tenerife). La plana mayor de cada tercio contaba para auxiliar a su jefe con un capitán ayudante. En el 1er Tercio, por su mayor entidad, también se integró en su plana mayor un teniente coronel, un teniente subayudante, un cabo de trompetas y otro de tambores. Los tercios se configuraron con la suficiente autonomía para llevar su propio detall y contabilidad, bajo la responsabilidad de su jefe. Para ello, los ayudantes actuaban como cajeros.

			En cuanto a las compañías y escuadrones, estaban a cargo de un primer capitán, de la clase de comandantes del Ejército. El número de oficiales de cada una de estas unidades se completó con un segundo capitán —de la clase de capitanes—, dos tenientes y un subteniente o alférez. Además, cada compañía o escuadrón se componía de un sargento primero, tres sargentos, cuatro cabos primeros, cuatro cabos, dos trompetas (en los escuadrones), un tambor y un corneta (en las compañías), y ciento viente guardias civiles. Cada compañía, a su vez, se dividía en cuatro secciones, a cargo cada una de un oficial. La forma en que los primeros capitanes debían llevar el detalle y la administración de sus unidades, así como el régimen de ascensos en el Cuerpo, se derivaba a su desarrollo a través de reglamento.

			La base de la recluta del Cuerpo continuaba estando en los licenciados del Ejército, y como forma de distinguir a quienes más lo merecieran, se estableció la división entre guardias civiles de 1.ª clase, con haberes ligeramente superiores, y guardias de 2.ª. Se respondía con esta diferenciación a otra de las propuestas de Ahumada. De acuerdo con una de las recomendaciones del general Girón que antes analizamos, se preveía que los ayuntamientos «a que se destinen puestos fijos de la Guardia Civil» debían proporcionar casas-cuartel en que los guardias pudieran vivir con sus familias, si bien el utensilio necesario era proporcionado por el Estado. 

			En cuanto a las condiciones exigidas para ingresar en la Guardia Civil en las clases de tropa, se incluía la de saber leer y escribir. No obstante, como medida excepcional para conseguir la primera recluta, se había previsto también el ingreso de tropa en activo, además de los licenciados del Ejército. Para ello, se previó detraer de la fuerza en filas 3.205 hombres que reunieran las condiciones descritas, preferentemente de la quinta de 1840, a razón de treinta y cinco por cada regimiento de Caballería, veinte por batallón de Infantería y quince de cada batallón de Milicias Provinciales. Además, se introducía el aliciente de ser destinados a sus provincias de origen. 

			Los jefes y oficiales que quisieran optar a una plaza en el Cuerpo debían encontrarse en servicio activo en el Ejército y pasar revista de presente en los regimientos o en los depósitos de reemplazo. Además, debían contar con una estatura mínima de cinco pies (1,393 metros), entre treinta y cuarenta años de edad, y sin notas desfavorables en sus documentaciones personales, por lo que se refiere a los oficiales subalternos. Los capitanes y ayudantes, además, debían llevar dos años en el empleo y haber mandado por lo menos una compañía. Para los primeros capitanes —comandantes del Ejército—, se reducía la edad máxima a los treinta y ocho años, debiendo haber mandado compañía dos años, o ejerciendo uno las funciones de comandante. Los tenientes coroneles podían optar hasta los cincuenta años, siempre que hubieran desempeñado durante un año las funciones de su empleo, o dos años las de comandante de batallón. Para los coroneles se ampliaba el margen hasta los cincuenta y cinco años, y debían haber mandado unidad o pertenecido al Cuerpo de Estado Mayor. Por último, para los brigadieres se ampliaba la edad hasta los sesenta años.

			Finalmente, el artículo 25 constituía una disposición derogatoria que, sin citarlo expresamente, iba dirigida al decreto de 28 de marzo. De todas formas, hay que precisar que la redacción literal de este artículo, en cuanto a que «quedan derogadas todas las órdenes anteriores que se opongan a este decreto», no ha de interpretarse como una derogación total del Real Decreto de 28 de marzo antes de que llegara a aplicarse, tal y como se ha afirmado en ocasiones, intentando defender el decreto de 13 de mayo como el único merecedor de ser considerado como norma fundacional. De haber sido así, carecería de sentido la redacción del decreto de 13 de mayo, que reconocía la previa existencia de la Guardia Civil para regular, a continuación, su organización y dependencias. Además, también daba por sentada cuál era la misión del nuevo cuerpo, definida en el artículo 2 del decreto de marzo. Lo mismo cabría decir sobre la estructura territorial del Cuerpo configurada por los tercios, haciéndolos coincidir con los catorce distritos militares entonces existentes. Recordemos que esta estructura se establecía en el decreto de 28 de marzo, limitándose el de 13 de mayo a desarrollar para cada tercio una nueva distribución de compañías y escuadrones. Por último, el Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil aprobado en octubre de 1844 y que, con sus modificaciones posteriores, se ha mantenido con plena vigencia a lo largo de la historia de la institución, respondía a un mandato expreso del Real Decreto de 28 de marzo.

			Por el contrario, otras cuestiones como la creación de la Inspección General; las relaciones con los jefes políticos; la nueva organización de las unidades; la gestión del vestuario, equipo y ganado; las obligaciones de los ayuntamientos en cuanto al alojamiento de la fuerza y sus familias; la recluta inicial para el primer contingente y las condiciones exigidas a los oficiales, entre otras cuestiones, sí suponían, o una nueva regulación, o modificación de la que se establecía en el decreto de marzo. 

			Un aspecto que resalta el carácter en cierto modo complementario de ambos decretos es el de las retribuciones, que se establecieron en el decreto de 28 de marzo, se modificaron para algunos oficiales mediante circular de 1 de abril y, finalmente, se incrementaron en las de las clases de tropa en el decreto de 13 de mayo.

			Por lo tanto, hemos de atribuir carácter fundacional a todos los decretos a que nos hemos referido, si bien fue el de 13 de mayo el que completó la organización del Cuerpo, al margen de los reglamentos posteriores. En cuanto al decreto del 26 de enero, su artículo 10 es el que daba pie a la regulación posterior; el del 28 de marzo establecía la primera organización del Cuerpo, al que daba nombre; el del 12 de abril cumplía el mandato del anterior, en cuanto a la organización del Cuerpo por el ministerio de la Guerra que, a su vez, encomendaba al duque de Ahumada; y las conclusiones del organizador para poder llevar a cabo su misión desembocaron, finalmente, en el decreto del 13 de mayo.

			En cuanto al resultado final del Instituto recién creado, a la luz de los decretos fundacionales, hay que precisar que el cambio de Gobierno entre la publicación de las normas de enero y marzo y la de mayo no fue tan decisivo, como con frecuencia se ha asegurado desde ciertos sectores interesados en demostrar que con aquel cambio de Gobierno se había hurtado el carácter civil del Cuerpo, desnaturalizándolo. No existió ningún «golpe militar», sino una evolución lógica hasta lograr el modelo idóneo para la realidad española, equidistante entre las dos concepciones iniciales. Es más, como ya expusimos anteriormente, el primer giro en cuanto a la naturaleza del Cuerpo, tal vez el más trascendental, aunque oculto y desapercibido, se dio en el mismo ministerio de la Gobernación y sobre el propio borrador del decreto de 28 de marzo, dando cabida a la jurisdicción y administración militar de un modo que solo podía desembocar en el resultado final. 

			Seguidamente, la organización prevista en el decreto de 12 de abril enfrentó a Gobernación con Guerra, que detectó numerosos defectos para su ejecución, pero todo ello tuvo lugar en el propio gabinete de González Bravo. 

			Ciertamente, desde el punto de vista organizativo, la Guardia Civil tenía que surgir en el seno de Gobernación, aunque con un carácter militar, imprescindible en este tipo de organizaciones en aquella época. Además, la creación de un cuerpo diseminado, llamado a combatir la lacra del bandolerismo y con la presencia de partidas que amenazaban con una nueva guerra, requería de una institución con naturaleza militar que la dotara de la suficiente disciplina, cohesión y fortaleza para el cumplimiento de tan importante misión. 

			No se oculta que la Guardia Civil que surgió del decreto de 13 de mayo tenía un inequívoco carácter militar, frente a la que se organizaba en el decreto de marzo, que fue civil, primero, y civil-militar, después, al reconocer su organización y disciplina castrense. Para lograr este último estatus se requería de un extraño equilibrio muy difícil de sostener en el tiempo y, sobre todo, poco apto para resistir los vaivenes políticos. Se trataba, como ya dijimos, de una evolución natural en orden a garantizar la eficacia y la viabilidad del proyecto. 

			En definitiva, la Guardia Civil que desplegó y echó a andar en el otoño de 1844 en nada se parecía a aquella «fuerza especial de protección y seguridad» del Real Decreto de 26 de enero, ni era el mismo modelo con dependencia civil y organización militar que se concibió más tarde en el ministerio de la Gobernación, como signo inequívoco de las discrepancias existentes en este departamento. Pero tampoco coincidió con la institución que barruntaba Ahumada cuando redactó su informe de 20 de abril, ni la que se concebía inicialmente en el ministerio de la Guerra, como un arma más del Ejército, al modo de la Gendarmería francesa. El resultado, en fin, fue el de una institución con lógicas similitudes a la que prestaba servicio en el país galo, pero que pronto se mostraría genuina y diferente. El propio carácter nacional y, sobre todo, la impronta transmitida por su fundador, el papel impulsor y el compromiso de los cuadros de mando, y el profundo espíritu de servicio inculcado y asumido por los guardias civiles terminaron por configurar un cuerpo singular, enormemente eficaz para el Estado y profundamente enraizado en el pueblo español.

		

	


		
			8. EL DUQUE DE AHUMADA ORGANIZA LA GUARDIA CIVIL

			Recluta e instrucción de los primeros guardias civiles

			El 3 de mayo de 1844, el general Narváez desembarcaba definitivamente en la escena política, al hacerse cargo de la presidencia del Consejo de Ministros en sustitución de González Bravo. En el nuevo gabinete de Narváez, en que el general se reservó la cartera de ministro de la Guerra, tuvieron entrada, entre otros ministros, Pedro José Pidal, juez de profesión y amigo personal de Narváez, que se encargó de Gobernación; y Alejandro Mon, que abordará una reforma fiscal revolucionaria para la época. Juan de la Pezuela se hizo cargo de la cartera de Estado —pronto relevado por Martínez de la Rosa— y Francisco Armero, de Marina. Solo Luis Mayans, en Justicia, daba continuidad al gabinete anterior.

			Aunque sabemos que el duque de Ahumada llevaba ya semanas trabajando en el proyecto, apenas diez días después de la constitución de aquel Gobierno se promulgaba el real decreto definitivo para la organización de la Guardia Civil.

			Una semana más tarde, con la situación política más estabilizada y apaciguadas las revueltas, la reina Isabel, acompañada de su madre y su hermana Luisa Fernanda, junto con la Corte y el general Narváez con parte del Gobierno, partieron de Madrid el 20 de mayo con dirección a Valencia, donde permanecieron unos días. De allí continuaron por barco a Cataluña para que, como era su costumbre, Isabel tomara las aguas en el balneario de Caldas, permaneciendo allí hasta el 21 de agosto, cuando regresaron a Madrid. 

			Se abría por delante un tranquilo verano, pero no para el duque de Ahumada, que comenzaba con febril actividad la organización de la Guardia Civil, en medio de las enormes dificultades a que se iba a enfrentar y con un incierto desenlace. 

			Girón sabía que la indisciplina se había extendido por los cuarteles, por falta de mando y exigencia, y porque las expectativas profesionales, con los escalafones estancados y los bajos salarios, no ayudaban a mantener alta la moral. Pero también era conocedor de que había unidades muy bien mandadas y con excelentes profesionales, a los que era preciso ofrecer oportunidades. En la revista realizada a las unidades de Cataluña y Levante había podido comprobar que había regimientos en malas condiciones, como el Gerona, el América o el de la Reina, pero también otros que le causaron muy buena impresión, como el Provincial de Murcia o el 4.º Regimiento Ligero, que habían estado a sus órdenes durante su etapa en el Ejército de Reserva de Andalucía. 

			Al mismo tiempo, la búsqueda de salidas dignas hacia la Administración para amortizar los excesos de jefes y oficiales se presentaba como una necesidad perentoria. En una interesante carta que, en el transcurso de aquella revista, el duque de Ahumada dirigió al general Narváez en enero de 1844, ponía de relieve la situación que se iba encontrando en las unidades, y aportaba soluciones para aliviar los excedentes en el Ejército. Concretamente, proponía ofrecerles puestos de trabajo en dependencias del ministerio de Hacienda y en el de Gobernación. 

			En aquella carta, Ahumada informaba también de que había detectado grandes deficiencias en los cuadros intermedios de las unidades, probablemente más proclives a la indisciplina, cuyo estado describe de forma gráfica y aportando soluciones expeditivas: «También necesitamos de grandes colegios baratos para formar subtenientes, los sargentos primeros buenos que haya, que son poquísimos, ascenderlos, y los demás, echarlos».

			En cuanto a las unidades de Milicias Provinciales, Ahumada afirmaba que «necesitan muchísima reforma y muy buenos jefes que, pagándolos, se encuentran; lo difícil era cuando servíamos de balde». Puede deducirse, por una parte, que los escasos sueldos tenían un importante efecto desincentivador en los cuadros de mando; y por otra, que los haberes del personal militar se abonaban ahora con una mayor regularidad. Sin proponérselo, también estaba apuntando Girón hacia uno de los incentivos que tendrá para los jefes y oficiales del Ejército la creación de la Guardia Civil, como eran los sueldos considerablemente superiores para quienes ingresaran en el Instituto.

			La situación en la que entonces se encontraba la tropa en filas hacía presagiar importantes dificultades para reclutar al personal necesario con las condiciones precisas y un mínimo de garantías. Además, el panorama que presentaba el colectivo de los licenciados, el que más interesaba a la Guardia Civil, era también bastante desalentador. Tras ocho años de servicio militar, los soldados que obtenían su licencia buscaban apartarse por completo de cuanto se relacionase con la milicia, e intentaban reanudar la vida que habían interrumpido al ser llamados a filas. Por otro lado, una gran parte de aquellos jóvenes tenía aún demasiado reciente el recuerdo y las secuelas de haber combatido durante años en una guerra fratricida.

			De acuerdo con las condiciones exigidas en el Real Decreto de 13 de mayo, además de licenciados del Ejército, se iban a admitir por excepción soldados en filas para este primer contingente. Para ello, se había previsto la contribución de las unidades con un número fijo de efectivos por cada regimiento de Infantería y de Caballería, así como por cada uno de los batallones provinciales de Milicias, hasta totalizar 3.205 hombres. 

			Estos soldados debían seleccionarse de entre los más veteranos y experimentados en el uso de las armas; esto es, los que llevaban más tiempo en filas. A cambio, este personal completaría el tiempo de su empeño, es decir, su servicio militar, en la nueva Guardia Civil. Además, se daría preferencia a quienes se ofrecieran voluntarios y con el aliciente añadido de ir destinados a sus provincias de origen. Como requisitos, a los aspirantes a ingreso se les exigía una talla ligeramente superior a la mínima para la tropa de reemplazo, acreditar buena conducta y —este era el escollo más importante— tenían que saber leer y escribir.

			Aquellas instrucciones se materializaron sin demora en una real orden que se comunicó a los inspectores generales de las armas de Infantería y de Caballería y al de Milicias Provinciales. Sabemos que la Guardia Civil nació con una clara diferenciación de sus miembros en infantería y caballería, en modo similar a las dos armas entonces existentes en el Ejército. Por tanto, se habilitaron dos puntos para la concentración, equipamiento e instrucción de los nuevos guardias civiles, que fueron el acuartelamiento establecido en Leganés, para los procedentes del arma de Infantería y de Milicias Provinciales, y el ubicado en Vicálvaro para los del arma de Caballería. Para el mando del depósito de instrucción de Leganés se designó en un primer momento al coronel Purgoldt, que ya conocemos, y a partir de julio, al teniente coronel Hormaechea. El teniente coronel Palacios, por su parte, se hizo cargo desde el primer momento del depósito de caballería de Vicálvaro. 

			Pero pronto surgieron importantes dificultades para la recluta del personal. La primera de ellas, como cabía esperar, fue la exigencia de saber leer y escribir. Ante la evidente falta de candidatos, hubo de transigirse, a propuesta del duque de Ahumada, permitiendo el ingreso de hasta un tercio del cupo asignado a cada regimiento entre quienes no reunieran este requisito, a condición de que fueran alfabetizados tan pronto se incorporaran a las filas de la Guardia Civil. Pero más tarde fue preciso flexibilizar aquel requisito, aunque manteniendo la exigencia de su aprendizaje durante el periodo de instrucción, pues era condición fundamental para que aquellos guardias pudieran redactar partes e instruir sumarias (atestados o diligencias policiales) desde el momento en que comenzaran a prestar servicio.

			También hubo que recurrir a eximir del límite mínimo de edad, que estaba establecido en los veinticinco años, y en las quintas de la recluta, ampliándolas hasta la de 1843, cuyos integrantes tan solo llevaban un año de servicio en filas.

			A las dificultades objetivas expuestas había que añadir las naturales reticencias de los inspectores de las armas y los jefes de las unidades a dejar marchar a sus mejores hombres para integrarse en la Guardia Civil. De hecho, en la primera quincena del mes de junio se encontraban ya ochenta soldados de Caballería instruyéndose en el depósito de Vicálvaro, mientras que tan solo once de Infantería y otros nueve de Milicias se habían presentado en Leganés. Hay que decir que los de Caballería eran los más altos, por lo que tenían más accesible, por lo general, cumplir con el requisito de la talla mínima. En cualquier caso, el mariscal Girón tuvo que entrevistarse con los inspectores generales y demás autoridades militares involucradas, principalmente en el seno de las reuniones periódicas que se celebraban para analizar el estado de situación y adoptar nuevas medidas para mejorar la recluta.

			La reducción de la edad mínima para optar a la Guardia Civil supuso una mayor demanda de aspirantes, lo que trajo como consecuencia que la media de edad de los ingresados fuera sensiblemente inferior a la deseada por el mariscal Girón. Esta circunstancia preocupó siempre al fundador, que veía en la madurez del personal un elemento clave para las funciones que habrían de llevar a cabo los guardias civiles de aquellos primeros años.

			En cuanto a la recluta entre los licenciados del Ejército para ingresar en la Guardia Civil, se trataba del colectivo más provechoso, tanto por tratarse de personal voluntario que ya había cumplido su empeño en filas como por su mayor veteranía y experiencia. Aquí la mayor dificultad radicaba en la dispersión geográfica, que obligaba a desplazarse a aquellos jóvenes hasta la provincia de Madrid, con grandes sacrificios y a riesgo de perder su puesto de trabajo, para optar al ingreso en el Cuerpo, sin tener la certeza de ser aceptados. Por ello, se dispusieron puntos de enganche en las capitales de los distritos militares, a cargo de un oficial ya admitido en la Guardia Civil. Como medida adicional, Ahumada propuso reducir el tiempo de compromiso inicial, establecido en ocho años, a periodos de reenganche más flexibles desde los tres años. 

			Más tarde, una vez desplegados los tercios por la geografía nacional, se siguieron admitiendo los licenciados que reunieran los requisitos, presentándose a los jefes de provincia de la Guardia Civil o por correo postal, acreditando tales requisitos. Una vez aceptados, se presentaban en la cabecera de los tercios, donde se les filiaba y se le proporcionaba el vestuario y armamento para iniciar su periodo de instrucción.

			Pero lo cierto es que la Guardia Civil fue en sus comienzos muy dependiente de la recluta procedente del Ejército, y esta tónica se va a repetir prácticamente a lo largo de todo el reinado de Isabel II. La demanda era mayor, lógicamente, cada vez que se aprobaba un incremento importante en la fuerza del Cuerpo, y cuando coincidía el final simultáneo del compromiso de un número importante de guardias civiles, que habían ingresado como licenciados. Esta realidad imposibilitó durante todo ese periodo la realización de una de las principales aspiraciones de Ahumada, cual era hacer de la Guardia Civil una auténtica milicia profesional. Para un número importante de efectivos, la prestación de sus servicios en el Instituto suponía, sobre todo, el modo de cumplir con su compromiso militar. Por ello, a lo largo de todo ese periodo se arbitraron diferentes medidas para promover en la Guardia Civil el reenganche de aquellos que estaban próximos a su licenciamiento. 

			Mientras tanto, la actividad organizativa discurría contrarreloj durante aquel verano madrileño, tanto en la sede de la Dirección como en los depósitos de organización, en que se llevaba a cabo la recluta, equipamiento y formación del personal. El duque de Ahumada desplegaba una actividad frenética, alternando sus ocupaciones en la Dirección con las visitas frecuentes a los acuartelamientos de Leganés y Vicálvaro, solventando las muchas cuestiones y problemas que se presentaban. 

			El personal que recibía formación en aquellos depósitos militares para ingresar en la Guardia Civil era instruido en sus nuevos cometidos, tan diferentes, por lo general, a los del Ejército. Además, los que eran analfabetos recibían una preparación específica intensiva para que aprendieran a leer y escribir cuanto antes. Pero prioritariamente, en la formación de aquel personal resultaba fundamental imbuirle de un mismo espíritu que, por encima de los valores militares, hiciera a aquellos hombres sentirse orgullosos de ser no ya buenos soldados, sino auténticos guardias civiles. 

			Se enseñaba a aquellos sargentos, cabos y soldados a olvidar, en cierto modo, su vida militar pasada, para asumir un único espíritu de Cuerpo, identificándose con la Guardia Civil hasta sentirla como parte de ellos mismos. Hasta tal punto se consideraba importante esta faceta, que se evitaba que pudieran ostentar insignias de sus unidades de procedencia, tales como divisas de sus antiguos empleos o distintivos de soldado distinguido.

			A mediados de agosto de 1844, la situación en los depósitos de Leganés y Vicálvaro había mejorado ostensiblemente. Para integrar los trece tercios que se habían de constituir, se encontraba en pleno periodo de formación, a fecha 13 de ese mes, un contingente de 758 hombres de infantería y otros 415 de caballería. No obstante, aquellas cifras representaban poco más del 20 por ciento del total de efectivos de tropa previstos para el primer despliegue de los tercios. En ese momento, los colectivos de mayor número de efectivos eran los de los tercios de Valladolid y Madrid, con más de doscientos guardias, seguidos de los de Sevilla y La Coruña. La razón, sin duda, radicaba en contar todos ellos con mayor número de aspirantes originarios de aquellos distritos militares, entre licenciados y tropa en filas. 

			Tal y como se ordenaba en el Real Decreto de 13 de mayo, en la organización del Cuerpo se tenía que dar prioridad al 1.er Tercio de Madrid, que debía completarse en todo caso, aun a costa de los efectivos destinados a otros tercios. La presencia de la Corte, una mayor visibilidad para conquistar la aceptación de las autoridades y de la población, y la necesidad de contar cuanto antes en Madrid con una fuerza de orden público eficaz fueron razones suficientes para acordar aquella preferencia. Por ello, en la segunda quincena de agosto estaba ya organizada la fuerza de aquel tercio, con su armamento y equipo, mientras completaba a marchas forzadas su formación. El duque así lo anunció por carta a Narváez, que se encontraba en Cataluña con la reina, y pidió que le avisase con tiempo del regreso de la Corte para poder hacer una presentación formal, al menos, de la fuerza del 1.er Tercio de Madrid.

			Al fin, el 1 de septiembre de 1844, apenas diez días después del regreso de la reina y Narváez a la capital, Francisco Javier Girón fue nombrado Inspector General de la Guardia Civil. Con tal motivo, se organizó una parada militar frente a la puerta de Atocha para presentar a la nueva Guardia Civil, representada por la fuerza del 1.er Tercio. Aquel contingente ya lucía orgulloso sus flamantes uniformes, el armamento y el equipo; y la fuerza de caballería, un ganado cuidado y selecto. La revista fue presidida por el propio general Narváez, acompañado del inspector general y de un nutrido grupo de generales y de oficiales de estado mayor, que habían sido invitados al acto. 

			Posteriormente, el 10 de octubre tendrá lugar el primer servicio prestado por la Guardia Civil en la capital de España, encargándose de la cobertura de parte del itinerario de la comitiva real desde palacio, con motivo de la apertura solemne de las Cortes, el día del catorce cumpleaños de la reina Isabel. El dispositivo del Cuerpo estuvo a cargo de cinco compañías de infantería, con 693 efectivos de tropa, y dos escuadrones de caballería, con otros 236, además de los correspondientes jefes y oficiales. Aquella puesta en escena del primer contingente de guardias civiles consiguió llamar la atención del público madrileño que había acudido a presenciar el paso de la reina.

			Los buenos resultados en el número de aspirantes que se incorporaron a los depósitos de instrucción en el mes de agosto llevaron al mariscal Girón a hacer unas previsiones muy optimistas para iniciar el despliegue de la fuerza de los tercios una vez que estaban equipados y armados, a comienzos del mes de septiembre, es decir, cuando ya se había presentado en Madrid el 1.er Tercio. Pero la realidad, siempre más apegada a las dificultades que las previsiones humanas, hizo que solo las primeras compañías de los tercios de Barcelona, Sevilla, Valencia, La Coruña y Zaragoza pudieran iniciar la marcha hacia sus destinos a finales de septiembre. El resto del personal lo haría en octubre, una vez que se aprobaron los reglamentos a los que más tarde nos referiremos.

			De aquellas unidades, la destinada a Cataluña era la que menos efectivos contaba entonces entre sus filas, con tan solo 43 guardias, pero este contratiempo no parecía preocupar en exceso al mariscal Girón. El duque consideraba que, al igual que aquellos guardias, todos los que fueran destinados a Cataluña debían hablar catalán, por lo que sería más fácil que se alistasen los naturales de aquel territorio cuando los nuevos guardias llegaran a Barcelona y comenzaran a prestar su servicio. 

			Por último, cabe citar que no estaba prevista inicialmente, salvo en supuestos excepcionales, la incorporación al Instituto de paisanos que no estuvieran incluidos entre los licenciados del Ejército con menos de cuarenta y cinco años. Esta posibilidad se había abierto únicamente para los tercios del País Vasco y Navarra, a causa de las dificultades en la recluta de personal licenciado, debido, sobre todo, al reciente pasado de la guerra carlista.

			Pero aun considerando todas las dificultades surgidas, resultaba muy destacable la celeridad con que se reclutó y organizó el primer contingente de guardias civiles, se diseñaron y confeccionaron los nuevos uniformes y se adquirieron los caballos con las exigencias requeridas, en pleno siglo xix y con las limitaciones presupuestarias existentes.

			En lo referente al perfil del aspirante a guardia civil en el momento fundacional, podemos resumir que, para los que estaban prestando el servicio militar, era el de un joven de entre diecinueve y veintidós años, que gozaba de buena salud, con estatura ligeramente superior a la media, que en un porcentaje no superior a un tercio de los ingresados sabía leer y escribir, pero con buena conducta y disposición para la vida militar. 

			En cuanto al perfil del otro bloque del que se nutrió el nuevo Instituto, el de los licenciados del Ejército, era el de un hombre de entre veintidós y treinta años; poco más instruido que los anteriores, si bien, sobre todo, más experimentado para la vida; con buena formación militar; excombatiente de la guerra carlista, pero que conservaba sus buenas disposiciones para continuar en la milicia. 

			Ambos colectivos tenían como denominador común las cualidades humanas y los valores que acreditaban su buena conducta; su extracción humilde y su procedencia del ámbito rural; con escasos o limitados recursos económicos y con ideas conservadoras y tradicionales. Cuando aquellos hombres comiencen a prestar servicio en la Guardia Civil de manera efectiva, aseados y bien vestidos, después de alcanzar un nivel aceptable de alfabetización y con unos haberes que podían considerarse dignos, se situarán por encima de su entorno de origen y del ambiente sociocultural que les rodea, al menos, en el ámbito rural.

			La selección de los jefes y oficiales

			Como ya expusimos anteriormente, la situación del Ejército en el momento fundacional de la Guardia Civil no era el más idóneo para abordar la organización de un cuerpo militar de aquellas características. A las dificultades encontradas en la recluta del personal de tropa, por la insuficiencia de licenciados y de personal idóneo entre los que se encontraban en filas, había que añadir el panorama que ofrecía el plantel de cuadros de mando; esto es, de los jefes y oficiales de Infantería y Caballería. A la fuerte inflación de jefes y oficiales en los escalafones tras la finalización de la guerra, se unía la necesidad de acometer las reformas aún pendientes en la estructura y organización militar, y un importante grado de incertidumbre acerca de la situación política, que todavía era incierta.

			Una muestra elocuente de aquella situación era el hecho de que unos mil doscientos jefes y oficiales de Infantería habían sido separados del servicio por Narváez con el fin de sanear el Ejército, a causa de su significación política sospechosa, falta de moralidad y otras conductas contrarias a la disciplina. 

			Recordamos que, entre las condiciones que establecía el artículo 21 del Real Decreto de 13 de mayo para poder optar a una plaza como jefe u oficial en la Guardia Civil, estaba el de haber ejercido unos tiempos mínimos de servicio y de mando en unidades, según el empleo militar con que se optara al ingreso. La exigencia de haber cumplido un tiempo de mando era relevante en aquel momento por la situación de exceso de jefes y oficiales que atravesaba el Ejército, pues solo se otorgaba el mando de unidades a los más capacitados. 

			A este requisito había que unir el de encontrarse, en el momento de la solicitud, en situación de servicio activo en el Ejército y ocupando un destino, o bien en los depósitos de reemplazo. Aquí se excluían, por tanto, todos los que estuvieran apartados del servicio, cualquiera que fuera la causa, y que suponían un número muy considerable tras la drástica medida adoptada por Narváez al llegar al poder a la que antes hicimos referencia. Entre aquellos excluidos se encontraban los jefes y oficiales de marcada significación política contraria al Gobierno liberal moderado que no habían abandonado España, y en la que se hallaban tanto fervientes progresistas como aquellos carlistas que al final de la guerra no se habían acogido al Convenio de Vergara.

			Ahumada era consciente de que uno de los mayores atractivos que podía ofrecer a aquellos jefes y oficiales que se interesaran por el nuevo cuerpo de seguridad radicaba en los buenos sueldos que ya anunciaba el decreto de 13 de mayo. Pero también sabía que aquel importante foco de atracción no era suficiente para incorporar a los mejores, pues se requerirían cualidades adicionales que estaban por encima del número de aspirantes, por elevado que este fuera. Por ello, como primera medida se hacía necesario apostar sobre seguro y escoger a los mejores de entre los que ya conocía, por la coincidencia en destinos y campañas a lo largo de su trayectoria profesional y, muy especialmente, durante la pasada guerra civil.

			Siguiendo esta premisa, ya hemos venido exponiendo que una de las primeras actuaciones de Ahumada cuando recibió el encargo de organizar la Guardia Civil fue la de rodearse de jefes y oficiales de su entera confianza. Así, incorporó a su equipo desde el primer momento a quienes le habían acompañado en la revista de inspección a las unidades de Cataluña y Levante; también incluyó a buenos jefes de unidad que necesitaba para dirigir los tercios, como el coronel Purgoldt y el teniente coronel Palacios. 

			Pero el mariscal Girón también sabía que el nuevo Cuerpo iba a tener una organización y despliegue muy diferentes a los del Ejército, y, por tanto, que no iba a actuar en unidades reunidas, con la estructura de cuadros de mando al completo. De hecho, ni siquiera estaba previsto que actuara en partidas numerosas a cargo de mandos intermedios, como operaban las unidades del Ejército que recorrían los caminos y campos en busca de las gavillas de bandoleros. Ahumada tenía claro cómo debía realizar su servicio un cuerpo de seguridad moderno, porque se había inspirado para ello en la Gendarmería Real francesa. Sabía que la clave estaba en realizar patrullas que reconocieran todo el territorio sin descanso con poco personal, en la mayor parte de las ocasiones con un par de hombres.

			Además, las unidades tenían que ser pequeñas para poder desplegar su presencia de forma efectiva en todas las provincias y llegar a todos los núcleos de población. Y esto obligaba a que estas pequeñas unidades, ubicadas en las genuinas casas-cuartel, tuvieran un alto grado de autonomía. Para ello, debían estar a cargo de mandos directos, sargentos y cabos, en quienes poder depositar la confianza necesaria, como correspondía a su importante nivel de responsabilidad e iniciativa. 

			A Ahumada se le antojaba que aquel despliegue y la forma de llevar a cabo su función policial hacían que en la Guardia Civil fueran un elemento crítico y esencial no solo los jefes superiores de los tercios, sino, y especialmente, los oficiales —capitanes y subalternos— que debían actuar a modo de nodos en aquel despliegue, siendo directores y controladores del servicio de sus unidades, y auténticos líderes y elementos dinamizadores permanentes para sus hombres.

			El fundador necesitaba la incorporación de los oficiales, al menos, al mismo ritmo que la tropa. Por ello, en su primer escrito intentando agilizar la recluta en las unidades, solicitaba que se tramitaran con diligencia las instancias de aquellos jefes y oficiales que estuvieran interesados en ingresar en la Guardia Civil, a fin de que una vez recibidas «recaiga la elección en los que reúnan más brillantes circunstancias».

			Además, a Girón le interesaba la máxima difusión posible, sin importar el origen de aquellos oficiales, porque confiaba en una adecuada selección, de acuerdo al perfil militar y los méritos profesionales de cada aspirante. Por ello, también solicitó que por los capitanes generales de los distritos militares se publicara en la orden general el decreto de 13 de mayo, para que tuviera la máxima difusión, especialmente en los depósitos de jefes y oficiales de reemplazo. 

			Siendo realista, Ahumada pensaba que no podía esperar que solo se interesaran por el nuevo cuerpo los oficiales que ocupaban un destino en servicio activo, con la estabilidad de unos haberes regulares, por más que las retribuciones que ahora se ofrecían fueran más que tentadoras. Por ello, contaba con el personal que, por diferentes circunstancias, se encontraba de cuartel o en uso de licencias temporales; y, sobre todo, ponía su confianza en la recluta de aquel personal que, a la espera de un destino, aguardaba en los depósitos de reemplazo. 

			De todas formas, la realidad fue que de los jefes y oficiales que ingresaron en el primer contingente de guardias civiles, la gran mayoría procedían de los regimientos del Ejército regular y de los batallones de Milicias, y no de entre los muchos que se encontraban de reemplazo o supernumerario. En resumen, precisamente fueron en su mayoría los jefes y oficiales que disfrutaban de una mayor estabilidad profesional los que optaron por ingresar en la Guardia Civil.

			Lo cierto es que, si había algo en común a aquellos jefes y oficiales, aspirantes a mandar unidades de la Guardia Civil, cualquiera que fuera su procedencia, era el riguroso —y a la vez, novedoso— proceso de selección al que habrían de someterse. El duque de Ahumada exigió que las solicitudes de estos aspirantes fueran cursadas acompañadas de los informes pertinentes, pero, sobre todo, de sus hojas de servicio y sus conceptuaciones anuales, que eran «examinadas con la mayor escrupulosidad, no perdonando medio alguno para asegurar la mejor elección en la propuesta».

			Aquella documentación tan valiosa no dejaba de ser un elemento razonablemente objetivo que reflejaba una trayectoria y un desempeño con mayor o menor fiabilidad. No obstante, Ahumada buscaba algo más, adelantándose claramente a su tiempo. A aquellos nuevos oficiales el fundador solo les habla de deberes, de sacrificio y de entrega total al servicio, virtudes todas ellas que, si bien eran vividas por tantos militares, no eran en aquel momento un aliciente común para la captación de personal. Además, y este era tal vez el aspecto más novedoso, Girón prescindía por completo de los antecedentes políticos de aquellos militares. En un momento en que tanto contaba la filiación de partido, aquella actitud suponía un claro desafío a los prejuicios de la época. El duque de Ahumada buscaba, en fin, hombres de honor, valerosos y con la conciencia limpia.

			Este aspecto tan significativo sobre el cuadro que formaban los primeros jefes y oficiales del Cuerpo fue resaltado por los capitanes Quevedo y Sidro, quienes afirmaban que «entre aquellos jefes y oficiales los había calificados de acérrimos entusiastas de doctrinas opuestas al Gobierno de entonces; pero (…) si eran valientes, pundonorosos, de honradez probada y conducta ejemplar, no necesitaban otra recomendación que su hoja de servicios».

			Esta afirmación, aunque a priori pudiera parecer excesivamente enfática, estaba sustentada en casos concretos, conocidos de aquellos pioneros en la historiografía de la Guardia Civil. Uno de ellos, tal vez el más llamativo, era el del coronel Carlos María de la Torre Navacerrada. Después de haber sido hombre de entera confianza de Ahumada —e, incluso, de Narváez—, mientras ocupó el cargo de secretario de la Dirección de Organización y, a continuación, de la Inspección General de la Guardia Civil, se presentó como diputado a Cortes en varias ocasiones por el partido progresista, conspiró contra la monarquía desde el extranjero en 1867 —motivo por el que fue condenado a muerte con el Gobierno de Narváez—, y participó después en la Gloriosa, la revolución de 1868. Este interesante personaje y sus relaciones con el fundador de la Guardia Civil fueron fiel reflejo de la clara diferenciación que Ahumada pretendió establecer siempre entre el plano profesional y el político.

			Evidentemente, pesaba de modo significativo la trayectoria profesional de los oficiales que aspiraban a integrar las filas de la Guardia Civil, y en aquel momento existía un referente muy claro y cercano para evaluar aspectos como el valor personal, las dotes de mando y todo el elenco de virtudes militares que cabría apreciar en aquellos hombres. Como ya hemos apuntado, este referente no era otro que la reciente guerra carlista, que tendrá una influencia muy notable en la elección de los primeros cuadros de mando de la Guardia Civil. Este aspecto no pasó desapercibido para Quevedo y Sidro, al que se refieren como elemento determinante para la selección: «Los Jefes y Oficiales, con exquisito esmero buscados de entre los más acreditados en la última guerra civil, eran propuestos por el General encargado de la organización al Gobierno».

			Las necesidades de cobertura para nutrir los tercios peninsulares con aquel primer contingente del Cuerpo de Guardias Civiles era de 13 jefes y 217 oficiales, de entre los que tuvieran un destino en las unidades de Infantería, Caballería y Milicias Provinciales, o se encontraran de reemplazo en los depósitos del Ejército. Además, debían reunir las restantes condiciones exigidas. 

			Este personal debía solicitar el ingreso con carácter voluntario, pues, a diferencia del de tropa, no estaba prevista la incorporación a la Guardia Civil de oficiales con carácter forzoso, ni estaba sujeta su recluta a cupos de las unidades. Como vemos, solo nos referimos aquí a los jefes y oficiales que iban a formar parte de la plantilla de los tercios, ya que los incorporados a la Secretaría General de la Dirección de Organización —y más tarde, de la Inspección General de la Guardia Civil— lo hacían en comisión de servicio, sin cesar en los escalafones de sus respectivas armas del Ejército. 

			Desconocemos la cifra de los jefes y oficiales que se presentaron a las plazas convocadas, aunque sí nos ofrece algunas pistas una carta que Ahumada dirigió a Narváez el 2 de julio de 1844, en plena organización del Cuerpo, en la que decía: «Tengo ya aprobados para ser propuestos a Vm. más jefes que los que se necesitan —Comandantes, 18; Capitanes, 14; Tenientes y Subtenientes, 15; sargentos, 32».

			En cuanto a los rangos de edades establecidos para los oficiales subalternos, los más jóvenes y de menor empleo, tampoco se ajustaban al perfil de los candidatos, como ya ocurría con el personal de tropa de reemplazo. En este caso, el artículo 21 del Real Decreto de 13 de mayo establecía los límites de edad para estos oficiales entre los treinta y los cuarenta años, pero Ahumada pronto reparó en que este rango era excesivo, porque «ningún subteniente hay con treinta años de edad, y muy pocos tenientes que no sean de la clase de tropa». Por este motivo, propuso rebajar la edad mínima a los veinticinco años para los subtenientes, y a los veintiocho para los tenientes. Atendiendo a su demanda, el 18 de julio se dictaba una real orden eximiendo del mínimo de edad a los oficiales subalternos. 

			Parece evidente, por tanto, que Ahumada quería oficiales jóvenes, tal vez con mayores ideales y con mejor formación militar, aunque fueran menos experimentados. Con ello buscará mejores líderes para los nuevos guardias civiles, pero también asegurar una continuidad en el Cuerpo para que aquellos jóvenes oficiales, llamados a ascender hasta los empleos superiores en la carrera militar, pudieran permanecer en la Guardia Civil durante muchos años si ese era su deseo.

			Otro tanto cabe decir con respecto a los segundos comandantes, de los que dieciocho, la mitad de los ingresados en el Cuerpo, estaban recién ascendidos por el decreto de 21 de agosto de 1843. Aquellos jóvenes oficiales, que hasta hacía poco tiempo mandaban, como capitanes, las compañías de sus batallones, iban a ser en breve plazo los máximos responsables de la fuerza de la Guardia Civil en una provincia. 

			Con las solicitudes de los oficiales interesados, como hemos dicho, era preceptivo unir copia de las hojas de servicios y de las notas de concepto estampadas por sus jefes, con independencia de las entrevistas personales que se mantuvieran con los que, condicionalmente, fueran admitidos. Para cada uno de los puestos de trabajo ofertados, se elevaba una terna de candidatos al ministerio de la Guerra, tal y como preveía el real decreto de mayo. La propuesta priorizada era suscrita por el duque de Ahumada.

			Una vez que resultaban admitidos, los jefes y oficiales de nuevo ingreso eran recibidos en la Dirección de Organización —o en la Inspección General, a partir del 1 de septiembre—, donde se les impartían las primeras instrucciones, se les dotaba del equipamiento necesario y recibían una formación intensiva en breve tiempo. A partir de entonces, eran comisionados a los depósitos de Infantería o Caballería en las proximidades de Madrid, según su arma de procedencia. Algunos de ellos, no obstante, eran enviados directamente a los distritos militares en los que se ubicaría el tercio al que iban destinados, con la finalidad de preparar el aposentamiento en cada una de sus provincias, y hacer la selección previa de aquellos licenciados que se presentaran voluntarios para ingresar en la Guardia Civil. 

			Por tanto, aquellos oficiales que eran admitidos al Instituto tenían ante sí una tarea de gran responsabilidad. Tanto si permanecían en los acuartelamientos de Leganés y Vicálvaro durante el periodo de formación y organización como si eran comisionados a los distritos, debían interiorizar aquellas enseñanzas recibidas en tan breve tiempo, asumiendo aspectos tan novedosos para la mentalidad común de la época; y sobre todo, con tan alto grado de exigencia para poner en marcha la Guardia Civil con solvencia, desde el primer momento. 

			Pero, además, tenían que inculcar a sus guardias este mismo espíritu de cuerpo y los valores definitorios de la mejor formación militar, que debían caracterizar al nuevo Instituto. Tenían que vivir todo aquello, y hacerlo sentir y vivir a los que eran ya sus subordinados, de heterogénea procedencia, y muchos de ellos analfabetos. Pronto, aquellos hombres se encontrarían con todo tipo de situaciones complejas e inesperadas en su servicio peculiar y tendrían que enfrentarse a campo abierto con peligrosas bandas de malhechores. Y sus oficiales, como mandos superiores en sus respectivas casas-cuartel, debían dirigirles, orientarles y recordarles siempre que eran guardias civiles y, como tales, debían comportarse y actuar en todo momento. Aquellos jefes y oficiales, en fin, tenían que convertirse en poco tiempo en ejemplo vivo para unos hombres que estaban llamados a hacer historia. 

			Vestuario, armamento, equipo y montura

			Recordemos que una de las condiciones que expuso el duque de Ahumada para liderar la organización de la Guardia Civil fue la de participar en la elección del vestuario y equipo que iban a utilizar los miembros del Cuerpo, un aspecto que consideraba crucial para la imagen de la institución. De acuerdo con la mentalidad de la época, los uniformes vistosos y elegantes daban prestancia a quienes los portaban, pero, sobre todo, infundían respeto, consideración social y una cierta admiración en quienes los observaban; principalmente, las gentes del pueblo. Alcanzar aquel efecto estuvo presente en la elección de las prendas del uniforme de la Guardia Civil, pues apartarse en exceso de la costumbre imperante hubiera generado un rechazo social. Pero también se pretendió que las prendas estuvieran en consonancia con el servicio que iban a prestar aquellos agentes, habitualmente en terreno abierto y en persecución de malhechores. 

			Tal vez, el segundo de los objetivos, en cuanto a comodidad y sencillez, no se logrará hasta muchos años más tarde, pero sí que se relacionó la corrección y pulcritud de los guardias civiles al vestir el uniforme con su dignidad como miembros del Cuerpo y con la imagen pública de la institución. Y ello afectaba también a las características de las prendas. Baste citar como ejemplo la actitud determinante del duque de Ahumada para prohibir el uso de alpargatas durante el servicio en sustitución de las botas o zapatos reglamentarios, so pretexto de poder correr con mayor facilidad tras los delincuentes. Y tengamos en cuenta que las alpargatas eran entonces un calzado habitual no solo entre las gentes sencillas, sino también en los diferentes institutos del Ejército y cuerpos de seguridad regionales. 

			Para el diseño del uniforme de la Guardia Civil, su fundador se inspiró en otros institutos que conocía y que, de alguna forma, se asemejaban al nuevo cuerpo en cuanto a su visibilidad y relaciones con la población. Eran estos las Milicias Provinciales, tan familiar para el duque de Ahumada, y la Gendarmería Real francesa. Pero tal vez tomó también elementos de cuerpos ya desaparecidos, como el de los Carabineros Reales instituidos por Felipe V, sobre todo para la caballería de la Guardia Civil, y otros pertenecientes a la Guardia Real. 

			Los modelos de las nuevas prendas se debieron confeccionar en muy breve plazo. Sin duda, cuando Ahumada exigía en su informe de abril tener participación en el diseño del uniforme, tenía ya en mente cómo quería configurarlo, si no contaba ya con algunas prendas. Además, fue preciso trasladar los figurines y modelos correspondientes hasta Barcelona para que Narváez diera su conformidad a los proyectos presentados por el duque de Ahumada. Pero todo estaba ya decidido a mediados de junio de 1844, pues la real orden que aprobó el uniforme, armamento, equipo y ganado de la Guardia Civil fue firmada por la reina en la capital del Principado catalán el día 15 de ese mes. 

			Sin duda, la prenda más representativa del uniforme de la Guardia Civil, y que se ha mantenido en el tiempo como seña de identidad, es la popularmente conocida con el galicismo de «tricornio». Había evolucionado en su forma y aspecto del sombrero francés de ala ancha que se doblaba hacia arriba buscando la copa y formando tres picos, que se usaba en el siglo xviii. Más tarde, para mejorar la comodidad y visibilidad, se forzó el pico delantero, adaptándose al contorno frontal de la copa para quedar, físicamente, con dos picos laterales. De este modo, al comenzar el siglo xix, era ya un sombrero en que la pala posterior, casi recta y de mayor tamaño, se doblaba para unirse a la anterior sobre la copa, y mantenerse recogidas mediante una presilla y un botón situado en la pala anterior. Era lo que se denominaba bicornio apuntado o encandilado, y también «sombrero de tres picos puesto en batalla». Esta prenda de cabeza era utilizada por la Gendarmería francesa, y en España, entre otros cuerpos, la había usado también la brigada de Carabineros Reales. En 1844 era empleado por el Real Cuerpo de Alabarderos, aunque el adoptado por la Guardia Civil era algo más compacto. Se trataba de un tipo de sombrero que rompía con la imagen tradicional del morrión de algunas unidades del Ejército y de las Milicias Provinciales, e imprimía otro carácter al nuevo Instituto. Tal vez por ello, Narváez decidió que no solo la caballería, sino también la infantería de la Guardia Civil usarían el sombrero de tres picos, en lugar del morrión, como proponía Ahumada.

			Como detalle significativo hay que decir que, al igual que en sus orígenes nunca se denominó al tricornio con este desafortunado galicismo en los documentos oficiales, sino como sombrero de tres picos, tampoco en las normas de uniformidad actuales de la Guardia Civil se lo denomina con ese término popular sino, simplemente, «sombrero».

			De acuerdo con aquella Real Orden de 15 de junio de 1844, el uniforme de los guardias civiles de caballería estaba compuesto de sombrero de tres picos con galón de hilo blanco; casaca azul con cuello, vueltas y solapa encarnada, abrochada, con forro azul para el uso diario, y hombreras de cordón encarnado y blanco, que servían de presilla para el correaje; pantalón blanco de paño ajustado; bota de montar para el servicio a caballo; levita azul con vivo encarnado; pantalón azul con borceguí para el servicio a pie; capote azul del que se utilizaba generalmente para montar; cabos y botones blancos; y guantes amarillos para montar y el uso diario, y para gala, de algodón o estambre blanco. 

			El correaje consistía en una cartuchera con correa de ante y con un gancho para la carabina, y un cinturón, también de ante. Si bien se suele representar amarillo, el correaje era del color natural del ante, aunque para darle lustre y alargar su vida, se teñía posteriormente con tintes a base de ocre, que le proporcionaban el color anteado. 

			La montura que se utilizaba era la mixta-dragona del arma de Caballería del Ejército, con pistoleras; correaje negro con hebillas de metal amarillo; y mantilla de paño azul, redonda, con galón de hilo blanco en los costados y vivo encarnado.

			En cuanto a los guardias de infantería, llevaban el mismo sombrero de tres picos; casaca con faldón ancho; pantalón con vivo encarnado; zapato abotinado; levita azul para diario, que se usaba con el mismo pantalón de lienzo; y esclavina de paño verde. Como prenda de abrigo interior, se podía llevar discrecionalmente una chaqueta de bayeta amarilla. 

			El correaje consistía en una cartuchera para cuarenta cartuchos con correa de ante. También eran de ante el tahalí del sable y el ceñidor, que lucía una chapa metálica con las iniciales GC. Asimismo, estaba prevista para los guardias de infantería una mochila de hule o encerado negro con correas de ante.

			Tanto con la casaca como con la levita, además de los galones correspondientes al empleo militar, los jefes y capitanes lucían charreteras sobre los hombros; y los oficiales subalternos, una charretera y una capona, es decir, sin los canelones o flecos. El personal de tropa utilizaba presillones en ambos hombros. 

			A los guardias civiles se les adjudicaba por cuenta del Estado en el momento de ser admitidos el uniforme, equipo y, para los de caballería, también la montura. Con la doble finalidad de que fuera menos gravoso para el erario público el suministro de tales efectos en aquellos momentos de dificultades presupuestarias, así como para incentivar en el personal su cuidado y adecuado mantenimiento, se le descontaba una cantidad fija de su haber diario hasta la extinción de la deuda con el Estado, momento en que pasaba a percibir la totalidad de su sueldo. Vestuario, equipo, montura y caballo pasaban a ser, por tanto, de propiedad del guardia civil. Para ello, al guardia de 1.ª clase de caballería se le descontaban diariamente 3,5 reales y 3 a los de segunda; y para los de infantería, 2,5 reales al guardia de 1.ª clase y 2 al de 2.ª clase. En ningún caso podía quedarle a un guardia una cantidad inferior a 5 reales diarios, con todos los descuentos.

			Para aquellos guardias recién ingresados que aún no habían percibido sus haberes, Ahumada propuso hacer frente a estos gastos por adelantado con los sueldos que, conforme a la liquidación ordenada, llevaba el personal al incorporarse a los depósitos, procedente de sus unidades.

			Entre las primeras disposiciones propuestas por el duque de Ahumada para la recluta del primer contingente de guardias civiles, estaba la solicitud de dos millones de reales «para dar principio a la construcción de vestuario, equipo, monturas y compra de caballos». El vestuario diseñado para la Guardia Civil era caro, en especial prendas como el sombrero, la casaca, la levita, el capote o la esclavina, que superaban —algunas, con creces— los cien reales. Pero lo más costoso eran los caballos, sobre todo con las exigentes condiciones que se requerían en la real orden para el servicio de los guardias de caballería: «Deben tener de siete cuartas y tres dedos para arriba, todos con cola y ninguno blanco ni pío. Su edad, de seis a diez años». 

			Atendiendo a la urgencia del despliegue de la fuerza del 1.er Tercio, ya el 17 de junio, cuando acababa de dictarse la real orden de uniformidad, el mariscal Girón daba cuenta del estado en que se encontraba la contratación y confección del vestuario, monturas y correajes destinados a este personal, lo que denota que de algún modo se había dado conformidad a los diseños con anterioridad. 

			A comienzos de septiembre, como hemos visto, el Tercio de Madrid se encontraba al completo de su equipo, y a lo largo de ese mes se inició la distribución al resto de la fuerza que se instruía en los depósitos. Al personal de caballería, además, se le fueron asignando los caballos por los oficiales procedentes de este arma, conforme se recibían en Vicálvaro.

			No obstante, no había para todos, pues el ritmo de salida del personal de los depósitos para sus destinos era superior al del suministro de los efectos necesarios. De este modo, las primeras compañías de guardias civiles que partieron en septiembre, pertenecientes a los tercios de Barcelona, Valencia, Sevilla y Granada, lo tuvieron que hacer sin uniformidad y sin los sables reglamentarios. El vestuario se tuvo que confeccionar finalmente en aquellas provincias, y los sables fueron suministrados por los respectivos parques de los distritos militares, al carecer el de Madrid de las existencias necesarias. En cambio, las compañías de los tercios que desplegaron en octubre sí fueron equipadas en los depósitos antes de su partida, al menos en su vestuario y correaje. 

			Salvo pequeñas modificaciones, el uniforme fundacional de la Guardia Civil permaneció invariable durante una década, coincidente con el primer mandato del duque de Ahumada. No obstante, dictará en ese tiempo multitud de disposiciones tendentes a conseguir una completa uniformidad, a mantener una imagen impecable y a proporcionar los cuidados precisos para alargar la vida útil de las prendas. Aquella dificultad en lograr la necesaria uniformidad provenía precisamente de la organización inicial del Cuerpo, debido a la contrata y confección de prendas en trece ciudades diferentes, hasta que se unificó su fabricación en 1850. 

			En relación con el ganado que iban a utilizar los guardias civiles, además de las precisas condiciones en cuanto a edad, alzada y capa (color del pelo) de los caballos, una de las principales preocupaciones del Instituto fue insistir en el cuidado y esmero en el trato con el ganado, prohibiéndose taxativamente que ningún miembro del cuerpo prestara o empleara su caballo para cuestiones ajenas al servicio.

			A diferencia del equipamiento y los caballos, el armamento era suministrado por el Estado, sin que el guardia civil debiera aportar desembolso alguno. Como era lógico, también existió en su regulación y suministro una diferenciación entre infantería y caballería, igual que ocurría en el Ejército regular. La Real Orden de 15 de junio de 1844 describía el armamento para los guardias de caballería, consistente en «carabina con bayoneta, dos pistolas de arzón y espada de línea». El personal de infantería utilizaría «fusil más corto, dos dedos, que el ordinario, de calibre a 15 en libra; sable de los que usa la Infantería del Ejército y una pistola pequeña», además de las correspondientes cartucheras —para cuarenta cartuchos— y el tahalí para el sable.

			En lo referente a las armas blancas, las primeras de que se dotó a la Guardia Civil fueron las espadas de ceñir para oficial y para sargento, y la espada de montar de oficial, todas ellas según modelos de 1844, exclusivos para este cuerpo. Asimismo, se dotó del sable para tropa de infantería, modelo 1818, y la espada para tropa de caballería, modelo 1832, ambas reglamentarias en el Ejército. Los primeros guardias recibieron, no sin dificultades, los sables y espadas disponibles en los parques militares. Las armas blancas específicas de jefes, oficiales y sargentos también sufrieron demora en su fabricación y suministro.

			En cuanto a las armas de fuego, las diferenciaciones en las inicialmente destinadas a los nuevos guardias civiles venían justificadas por la singularidad de los servicios que debían prestar, diferentes a los del Ejército. Pero por dificultades presupuestarias, aquel armamento que se había declarado reglamentario solo llegó a distribuirse, y parcialmente, entre la caballería del Cuerpo.

			De este modo, la fuerza de infantería fue dotada con los fusiles ordinarios de chispa, modelos 1828 y 1836, utilizados por el Ejército. No llegó a facilitarse la necesaria y prevista pistola pequeña, que podría haber salvado la vida a más de un guardia civil en enfrentamientos con malhechores. Tan solo se dotará de ella a la Guardia Civil Veterana a partir de su creación en 1858, y mientras subsistió. 

			Más fortuna tuvieron los guardias de caballería, a quienes se dotó de la tercerola de percusión, modelo 1839 —la primera con sistema de percusión utilizada por una fuerza militar española—, además de una pistola de arzón y llave de chispa, modelo 1839. Pero la insuficiencia de este tipo de armas determinó que la fuerza fuera dotada con una gran diversidad de modelos de los que había entonces en las unidades y los parques militares. 

			La retribución de los primeros guardias civiles

			Con el fin de completar todos los aspectos previos al despliegue del primer contingente de guardias civiles, resulta obligado hacer referencia a las retribuciones que iban a comenzar a disfrutar aquellos hombres, porque tal decisión se adoptó durante el periodo de organización y formación de aquel personal, tan solo unas semanas antes de iniciar la marcha hacia sus destinos. 

			Ya vimos que, tras haber sido nombrado Director de Organización de la Guardia Civil, el duque de Ahumada había hecho constar en su informe de 20 de abril de 1844 la escasísima dotación económica destinada a las retribuciones del personal de tropa. Los importes fijados en el Real Decreto de 28 de marzo habían sido corregidos poco después, como también hemos visto, a través de una circular del ministerio de la Gobernación, fechada el 1 de abril, al detectar «algunas equivocaciones materiales en las cifras». Pero aquella modificación, que sí suponía un importante incremento para los oficiales de los empleos de capitán a alférez, que ejercerían el mando de compañía, escuadrón y sección, dejaba fuera prácticamente al personal de tropa. El haber mínimo se ajustaba al de un guardia civil de caballería, establecido en los 1.460 reales al año, es decir, una peseta diaria, más la ración de pan.

			Más tarde, aquellas cuantías para las clases de tropa se incrementaron en el artículo 12 del Real Decreto de 13 de mayo, que venía a complementar los aumentos previstos en la norma anterior. 

			Pero Ahumada insistió en aquellos meses para que se aprobaran definitivamente los haberes en la forma prevista antes de que aquellos hombres comenzaran a prestar servicio. Era plenamente consciente de que la garantía de un sueldo digno era elemento esencial para mantener alta la moral de sus hombres. 

			Por alguna de las cartas que en esa época dirigía Ahumada al general Narváez para ponerle al corriente del estado de la organización de la Guardia Civil, sabemos que el asunto de los haberes para el nuevo cuerpo de seguridad iba lento y envuelto en complejos trámites administrativos, pendiente de informe de la Junta Consultiva de Guerra y de los Inspectores Generales de las Armas. Con respecto a los haberes que todavía recibían con las cuantías habituales, Ahumada adjuntaba a la carta «la reclamación de sueldos de la Dirección, entorpecimiento causado por no haberse trasladado las órdenes a la Intendencia General en un principio», lo que denota que los destinos o comisiones de todo el personal a la Dirección de Organización de la Guardia Civil añadía una dificultad adicional a la gestión. 

			Los problemas para que la Intervención General Militar librara los fondos necesarios para las nóminas afectaban también al personal de la Dirección de Organización, para quienes Ahumada solicitó los mismos sueldos que los correspondientes a los jefes y oficiales que ingresaban en la Guardia Civil. El propio fundador fue víctima de aquellos retrasos, pues no se le reconoció el sueldo en su destino hasta el mes de julio de 1844, ratificado con el posterior nombramiento el 2 de agosto como director general interino. El respaldo definitivo lo obtuvo cuando el 1 de septiembre fue nombrado Inspector General de la Guardia Civil, momento a partir del cual causó alta definitiva y pudo solicitar la baja en la nómina de generales de cuartel. 

			Desde el mismo momento de publicación del Real Decreto de 13 de mayo, Ahumada quiso aclarar cuanto antes aspectos como el régimen administrativo por el que se había de regir el Instituto, la cuantía definitiva de los haberes y el carácter y categoría de la Inspección General del Cuerpo. Para ello, dirigió una consulta al ministerio de la Guerra el 23 de mayo. Para responder a esta consulta se dictó la Real Orden de 30 de agosto de 1844, en la que, entre otras cuestiones, se equiparaba la Inspección General de la Guardia Civil a las demás Inspecciones y direcciones de las armas del Ejército, y se señalaban los haberes anuales para todo el personal en la nueva Guardia Civil. Los jefes y oficiales apenas sufrían variación respecto de los sueldos ya previstos, mientras que el salario mínimo para un guardia de 2.ª clase de infantería se establecía en 2.920 reales anuales, equivalentes a dos pesetas diarias, antes de los descuentos previstos para el equipamiento y los fondos económicos. A aquellos haberes había que añadir la ración diaria de pan para las clases de tropa y, para todas las plazas montadas, también la de pienso, que se percibían en especie, como en el Ejército. Para hacerse una idea comparativa de los niveles retributivos de la época, según la ocupación, un médico cirujano podía ganar unos 4.400 reales anuales y un jornalero agrícola, el equivalente a entre media y una peseta diaria. En cuanto al precio de los artículos alimenticios, variaban considerablemente de unas provincias a otras. Los garbanzos costaban entre 13 y 33 reales la arroba; el arroz, entre 20 y 35 reales; el aceite tenía un precio medio de 43 reales la arroba; el vino, entre 3 y 10 reales; la libra de carne, a 10 cuartos la de vaca y a 11 la de ternera; el tocino, a unos 23 cuartos la libra; las patatas, a unos 2 cuartos; y una libra de pan de munición del que se consumía en el Ejército, 3 cuartos.

			No obstante, aquellos sueldos de los guardias civiles, aunque dignos, se veían considerablemente mermados por los descuentos previstos para resarcir al Estado del anticipo de vestuario, montura y caballos, aunque, como ya hemos visto, todo ello pasara a ser propiedad del guardia civil. Pero, además, también se descontaban las aportaciones al «fondo de hombres», para atender a necesidades económicas urgentes, y los que posteriormente se crearon de «multas» —que se nutría de las impuestas al personal como castigo—, el de «deudas», y el de «remonta y montura» para los de caballería. Previamente, la caja de cada tercio adelantaba a cada hombre, según ingresara en infantería o caballería, un auxilio de primera entrada de 400 o de 1.200 reales, que se iba descontando progresivamente. 

			En cuanto a los ingresos, existió durante un tiempo el incentivo del «fondo de aprehensiones» y, por supuesto, las gratificaciones establecidas para el reenganche de las clases de tropa, que, en algunos momentos críticos para el mantenimiento de efectivos en la institución, como en 1851, podía suponer unos 6.000 reales para un reenganche de ocho años.

			Resulta muy significativo establecer una comparativa entre las retribuciones aprobadas para los jefes y oficiales de la Guardia Civil con las que en aquel momento regían para el personal de los mismos empleos en el Ejército. Para ello, se han considerado las correspondientes equivalencias entre los empleos militares entonces existentes, cuando las denominaciones en la Guardia Civil se apartaban de las del Ejército. De esta forma, las 5.400 pesetas anuales de un coronel del Ejército con destino se convertían en 9.000 pesetas para un brigadier o coronel de la Guardia Civil, y las 4.050 pesetas de un teniente coronel del Ejército eran 7.500 para uno con el mismo empleo en la Guardia Civil. Aquellas diferencias se mantenían en progresión decreciente hasta el empleo de subteniente o alférez, en que un subalterno de estas clases del Ejército percibía 987 pesetas anuales, frente a las 1.500 pesetas de uno de la Guardia Civil. 

			Como hemos expuesto, además de ser superiores cuantitativamente, los incrementos retributivos eran más progresivos en la Guardia Civil hacia los empleos superiores en la escala jerárquica, mientras que para el Ejército el incremento era más lineal. La diferencia máxima, por tanto, se daba en el empleo de coronel.

			Aquellas retribuciones para todos los empleos en la Guardia Civil se mantuvieron inalterables hasta 1853, ya que el coste de la vida era muy bajo y sufría escasas variaciones de un ejercicio para otro.

		

	


		
			9. BASES SÓLIDAS PARA EMPRENDER LA MARCHA

			El primer Reglamento para el Servicio

			El Real Decreto de 28 de marzo de 1844 preveía en su artículo 18 que «un reglamento especial determinará el orden y los pormenores del servicio», además de los premios y otro tipo de ventajas que corresponderían al personal por el desempeño de su trabajo y a la finalización de su vida activa en la Guardia Civil. También se remitía al desarrollo reglamentario la forma en que los oficiales que abandonaran el Cuerpo podrían ocupar puestos en la Administración. 

			Por su parte, el Real Decreto de 13 de mayo también derivaba a su desarrollo a través de reglamento dos aspectos de tanta importancia como el régimen de ascensos en la Guardia Civil; y las obligaciones que correspondían al Cuerpo, en general, y las particulares para cada uno de sus efectivos. Por último, se preveía también la regulación de aspectos económicos y de requisitos, como los que habían de reunir los caballos que se utilizaran para el servicio. 

			Esta doble previsión era una de las razones que nos llevaba a concluir que en modo alguno podía considerarse derogado en su totalidad el Real Decreto de 28 de marzo de 1844 por el del 13 de mayo. Al contrario, estas normas tuvieron su proyección en sendas reglamentaciones: el Reglamento para el Servicio y el Reglamento Militar de la Guardia Civil, respectivamente.

			La naturaleza militar de la Guardia Civil, con la consiguiente vinculación a la jurisdicción castrense, y la prestación de su servicio peculiar a las órdenes de la autoridad civil condicionaron desde su fundación la normativa por la que había de regirse la institución. Por tanto, este rasgo singular de la dualidad reglamentaria venía a ser la confirmación de que la Guardia Civil, conforme a su doble naturaleza y a su dependencia de los ministerios de la Guerra y de Gobernación, debía en aquel momento acomodar su estatuto personal y su regulación para el servicio bajo normas diferentes pero complementarias entre sí.

			Esta peculiaridad de la doble reglamentación se verá completada un año más tarde con la célebre Cartilla del Guardia Civil, de la que nos ocuparemos más adelante, conformando la trilogía organizativa del Instituto, que ha perdurado y se ha mantenido vigente hasta la reciente regulación legislativa posconstitucional a partir de la década de 1980. 

			En el verano de 1844, los aspirantes a guardias civiles concentrados en los acuartelamientos de Leganés y Vicálvaro recibieron, además de la formación moral a que ya hicimos referencia, enseñanza para adquirir o mejorar su alfabetización, instrucción militar y en el uso de las armas. El personal de caballería, además, debía hacer gala de unos conocimientos técnicos de equitación, de intervención a caballo y de táctica para unidades montadas. También se impartió formación, para quienes resultaba posible, en la redacción de partes del servicio y diligencias policiales, actividades principalmente dirigidas a sargentos y cabos. 

			Pero existía todavía una gran laguna en la formación de aquellos hombres debido a la inexistencia de una doctrina para el servicio e, incluso, de una definición clara de cuáles serían las competencias del nuevo cuerpo de seguridad. Resultaba cada vez más evidente que, ante la proximidad del despliegue territorial de los tercios por la geografía nacional, era preciso proveer a los nuevos guardias de un reglamento por el que se rigieran sus actuaciones.

			Sobre la base de la encomienda establecida en el primer real decreto —el del 28 de marzo—, a que ya nos hemos referido, se redactó en el ministerio de la Gobernación un reglamento para la Guardia Civil. Aquella norma se apoyaba en los trabajos ya iniciados por Patricio de la Escosura, hasta su cese con el cambio de Gobierno en el mes de mayo. En el nuevo gabinete de Narváez, Pedro José Pidal, amigo personal del general, relevó al marqués de Peñaflorida al frente del ministerio de la Gobernación, mientras que Escosura dimitía el 7 de mayo y cedía el puesto de subsecretario a Juan Felipe Martínez, que ya lo había ostentado con anterioridad.

			El Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil fue aprobado por Real Decreto de 9 de octubre de 1844, cuando parte de la fuerza de la Guardia Civil se encontraba ya en sus destinos o camino de ellos. No obstante, y al igual que con el Reglamento Militar, se hicieron copias que se distribuyeron en los depósitos de instrucción para facilitar su aprendizaje por el personal que aún no había partido hacia sus destinos, y posteriormente también a los tercios.

			El preámbulo del Reglamento para el Servicio parecía conferirle una cierta provisionalidad, justificando su brevedad como medida de prudencia, hasta que la experiencia permitiera una regulación más precisa. Tal vez influyó en ello que el propio real decreto del que dimanaba esta norma se había visto necesariamente limitado por el del 13 de mayo. Seguidamente, en el propio preámbulo parecían querer desmarcarse sus redactores de cualquier atisbo de imitación —sin citarla expresamente— de la Gendarmería Real francesa, «absteniéndose muy cuidadosamente de todo espíritu de ciega imitación (…) y amoldar las disposiciones del Reglamento al actual estado de nuestra nación». Aquel desmarque, sin duda, tenía su origen en que se sabía en Gobernación que cualquier coincidencia con el cuerpo galo chocaría con el sistema de relaciones que querían construir, más propio de un cuerpo civil; y por distanciarse de Ahumada, que probablemente ya había redactado otro borrador de reglamento con marcado acento francés, como luego veremos.

			El final del texto del preámbulo tiene gran interés por lo que representa, pues ya desde sus comienzos fue uno de los signos distintivos del nuevo cuerpo su carácter benemérito. Insta a que «empiece sin demora llenar su importante encargo, y pueda corresponder bien desde su origen al carácter protector y benéfico de esta institución». Sería, por tanto, injusto atribuir la idea de este carácter y vocación tan propios de la Guardia Civil a una persona en concreto, o incluso a una de las dos inspiraciones creadoras del Cuerpo: la civil o la militar. Su carácter benemérito trasciende a su naturaleza estatutaria, para convertirse desde el primer momento en auténtica seña de identidad del Instituto.

			En el primer capítulo de este reglamento se recogía cuál era el objeto de la institución. Su artículo primero marcaba las misiones generales del Cuerpo, en un elenco que no podía ser más amplio: «La Guardia Civil tiene por objeto: 1.º La conservación del orden público. 2.º La protección de las personas y las propiedades, fuera y dentro de las poblaciones. 3.º El auxilio que reclame la ejecución de las leyes». Si algún resquicio a la duda quedaba en cuanto a las funciones que se iban a encomendar al nuevo Instituto, el artículo segundo se encargaba de eliminarlo: «Cuando lo permita el servicio de que habla el artículo anterior podrá emplearse la Guardia Civil, como auxiliar, en cualquier otro servicio público que reclame la intervención de la fuerza armada».

			El capítulo segundo recogía el sistema de relaciones y dependencias de la Guardia Civil, desde su doble vinculación ministerial —siguiendo aquí al decreto de 13 de mayo, que en este aspecto dejaba sin efecto al del 28 de marzo—, la total dependencia para el servicio del ministerio de la Gobernación, y la forma en que habría de relacionarse y colaborar con las autoridades judiciales. En cuanto a su dependencia, la fuerza de cada provincia quedaba a las órdenes del jefe político y, en última instancia, del ministro de la Gobernación, único conducto por el que debían dictarse las órdenes referentes al servicio.

			En el capítulo tercero se desarrollaban los deberes y facultades de los guardias civiles. Se establecía, en primer lugar, la obligación de auxiliar y obedecer al jefe político de la provincia o a sus delegados cuando requirieran su intervención «para reprimir cualquier tumulto o desorden, sea de la naturaleza que fuere». Además, en cuanto al sostenimiento del orden público, no solo debía cooperar a ello y cumplir las instrucciones que recibiera, sino también, «acudir por sí al desempeño de este servicio cuando no se halle presente la autoridad». Por tanto, se otorgaban amplias facultades para intervenir en el restablecimiento del orden cuando fuera necesario. Además, todos los mandos debían asumir las decisiones oportunas al respecto, lo que entrañaba una considerable responsabilidad, aun cuando contaran con el respaldo necesario de las autoridades. Pero esta facultad de los mandos no era ilimitada, por lo que también se precisaba cómo había de graduarse el uso proporcional de la fuerza ante las alteraciones del orden, tan comunes en aquella época. Aquella gradación no sería necesaria en el caso de que se ejerciera violencia contra los agentes del orden a las primeras intimaciones.

			En este reglamento se fijaba una vinculación directa de las unidades del Cuerpo respecto de las autoridades civiles para la prestación del servicio. Era el jefe político el que disponía el modo en que las «partidas» debían realizar su servicio, cuyo jefe tenía que llevar un registro de sus actividades, visado por los alcaldes por donde se llevara a cabo la ronda, y extractado semanalmente para su remisión al comisario del distrito y al jefe político de la provincia. Vemos cómo los redactores de aquel reglamento aún pensaban en las partidas de varios individuos para establecer las rondas, lejos todavía de las patrullas y correrías por parejas que impondrá el duque de Ahumada, con el objetivo de prestar un servicio policial acorde con los tiempos.

			A continuación, se recogían todos los supuestos en que debía intervenir la Guardia Civil para el auxilio y protección de las personas, en especial el de los viajeros que lo precisaran. También se prescribía la observancia de las leyes y disposiciones de carácter administrativo; tomar noticia de los delitos cometidos; perseguir y detener a los delincuentes y entregar a las autoridades competentes a los fugados de las prisiones, prófugos y desertores. Asimismo, se facultaba a los guardias civiles a requerir a los ciudadanos la presentación de los documentos necesarios para acreditar su identidad, o los permisos necesarios para cualquier actividad sujeta a su vigilancia.

			Se disponía, asimismo, que, con ocasión de la celebración de las ferias en los pueblos, la Guardia Civil debía establecer destacamentos, especialmente para evitar el acceso a la población desde los caminos adyacentes de delincuentes y otras personas que pudieran perturbar su normal desarrollo.

			En cuanto al servicio en el interior de las poblaciones, se debía centrar en el mantenimiento del orden y la protección de las personas durante las reuniones públicas. En las grandes poblaciones, la vigilancia habitual en las calles correspondía a los agentes del Ramo de Protección y Seguridad Pública, que dependían del celador del barrio y el comisario del distrito respectivos, conforme al Real Decreto de 26 de enero de 1844, y el reglamento de fecha 30 del mismo mes, que desarrollaba sus funciones y cometidos. A los miembros de la Guardia Civil les competía cooperar con tales agentes en caso de que resultara necesario, o fueran requeridos para ello por el jefe político o, en su ausencia, el comisario del distrito.

			Por último, se establecía la obligación de los miembros de la Guardia Civil de auxiliar a las autoridades judiciales, informándolas de los hechos delictivos que conocieran, remitiéndoles las sumarias que instruyeran y poniendo a su disposición a los delincuentes detenidos.

			El capítulo cuarto del reglamento se refería brevemente a los acuartelamientos, indicando que el ministerio de la Gobernación debía facilitarlo en aquellas poblaciones donde la fuerza del Cuerpo fuera superior a los cincuenta efectivos. En las restantes, de forma provisional, se debía proporcionar el alojamiento en la forma prevista para el Ejército; esto es, mayormente, en propiedades y viviendas particulares. Esta medida tendría una dificultad añadida para aquellos guardias civiles que se presentaran en sus destinos llevando consigo a sus familias.

			El capítulo quinto, en fin, establecía una serie de disposiciones generales en cuanto a comportamiento, exigencia en el desempeño profesional y recompensas por los servicios extraordinarios que se prestaran. Llama la atención la previsión de que, una vez transcurrido un año desde el establecimiento de la Guardia Civil, se destinaría la tercera parte de las comisarías de Protección y Seguridad para los que se hubiesen distinguido en este servicio por su inteligencia y constante celo. Se trataba de un reconocimiento poco preciso, pues nada decía sobre si aquella posibilidad iba dirigida solo a los oficiales o podía recaer ese cargo en personal de tropa. Por otra parte, evidenciaba las dificultades que, sin duda, eran ya patentes para encontrar personal con la cualificación necesaria para desempeñar el puesto de comisario, y de que su despliegue territorial era aún muy incompleto.

			En cualquier caso, hay que precisar que aquella dependencia para el servicio de la Guardia Civil respecto del Ramo de Protección y Seguridad Pública será más teórica que real, pues la dependencia de las unidades del Cuerpo más allá de los jefes políticos, esto es, de los comisarios de distrito, va a ser en la práctica inexistente por su escasa e ineficaz implementación. A partir del Reglamento para el Servicio de 1852, que sustituirá al anterior, aquella dependencia pasará a ejercerse únicamente a través de los gobernadores civiles. Será el refrendo de la definitiva configuración de la Guardia Civil como el primer y único cuerpo de la época totalmente independiente de cualquier otra organización policial, y con capacidad y autonomía para ejercer todas las funciones de forma integral en el ámbito de la seguridad pública. 

			La intervención de Ahumada en el Reglamento Militar

			En cuanto Ahumada envió al ministerio de la Guerra su informe del 20 de abril de 1844, en el que figuraban buena parte de las pautas que guiaron la redacción del definitivo Real Decreto de 13 de mayo, comenzó a redactar, probablemente a iniciativa propia, un proyecto de reglamento que desarrollara y complementara el segundo decreto fundacional. Además, debió de escribirlo simultáneamente a la redacción del proyecto de real decreto, pues la fecha del borrador del reglamento y del escrito con que lo elevó es del 16 de mayo, esto es, tres días más tarde de la publicación de aquel. Parecía evidente que era deseo del fundador disponer cuanto antes de un reglamento, para su pronto aprendizaje por los aspirantes que comenzaban a llegar a los acuartelamientos de instrucción de Leganés y Vicálvaro.

			Aquel borrador de Ahumada contenía diecinueve capítulos, comprendiendo los aspectos relativos a la organización, disciplina y régimen interior, pero también todo lo referente al servicio que habían de prestar los guardias civiles. Para ello, incluía un capítulo dedicado al «servicio ordinario de las Brigadas o Puestos», lo que hacía innecesaria la redacción de otro reglamento que lo contemplara, en desarrollo del decreto de 28 de marzo. Aquel borrador no recogía, en cambio, las relaciones con las autoridades, que deberían establecerse en otras disposiciones, según el propio Ahumada reclamaba en el escrito que acompañaba a su proyecto. De hecho, recordemos que el sistema de relaciones que proponía estaba basado en el de la Gendarmería en el país vecino; es decir, una mayor dependencia del ministerio de la Guerra y más protagonismo de las autoridades judiciales. 

			Pero aquel proyecto no se aprobó, ni siquiera con modificaciones de escaso calado, como esperaba el mariscal Girón. El texto fue sometido a examen por parte de una comisión de cuatro oficiales de la Subsecretaría del ministerio de la Guerra, llamados Cabaleiro, Valiente, Tovar y Paz. Esta comisión propuso al día siguiente que se recabara el parecer del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, antes de examinarlo en profundidad. Tras el dictamen del alto tribunal, emitido el 14 de septiembre, el ministerio de la Guerra solicitó a los de Gobernación y de Gracia y Justicia que nombraran a un oficial de cada una de las subsecretarías para que, junto con la comisión de Guerra, y teniendo en cuenta las recomendaciones del citado tribunal, redactaran el texto definitivo. Junto a los cuatro oficiales de la Subsecretaría de Guerra, se unieron al equipo Manuel Bertrán de Lis, por Gobernación; y Anselmo Orra, por Gracia y Justicia. Después de los trabajos llevados a cabo por la comisión, el 15 de octubre era presentado el proyecto a la firma de la reina. 

			Ante el nombramiento de Bertrán de Lis para la redacción de este reglamento —probablemente con una participación muy activa—, mientras en el seno de su ministerio se estaba confeccionando el Reglamento para el Servicio, podemos apreciar de nuevo la disociación entre dos concepciones diferentes para la Guardia Civil dentro de Gobernación, que ya apuntábamos cuando analizamos la redacción del decreto de 28 de marzo: la del recién dimitido Escosura, vinculado a su carácter netamente civil, y la de Bertrán de Lis, autor de un borrador de decreto más vinculado a Guerra y ahora redactor del Reglamento Militar del Cuerpo. 

			En cuanto al proyecto de Ahumada, se había inspirado, en parte, en la Ordenanza de la Gendarmería Real de 29 de octubre de 1820, que se encontraba en vigor para el cuerpo galo en el momento de la fundación de la Guardia Civil. Pero lo cierto es que unos cuarenta artículos de clara influencia francesa fueron descartados en el texto definitivo, salvo algunos aspectos, como la obligación de los mandos de revistar periódicamente sus unidades dependientes —que también se contenía, de manera minuciosa, en el Reglamento de Carabineros del Reino de 1842 y, anteriormente, en el de Carabineros de Costas y Fronteras de 1829—; el sistema mixto de ascensos por antigüedad y elección en algunos empleos; y las normas para el pase de los oficiales y sargentos del Ejército a la Guardia Civil. 

			Muchos otros aspectos fueron también modificados del proyecto original, redactando de nuevo buena parte del texto, y reduciendo su contenido a 7 capítulos y 75 artículos. Además, para la nueva redacción de algunos de ellos se optó por adoptar regulaciones similares del Real Decreto fundacional del Cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras, de 9 de marzo de 1829, cuya estructura se reprodujo, en esencia, en el Real Decreto de 11 de noviembre de 1842, de la organización del Cuerpo de Carabineros del Reino. 

			Pero tal vez la modificación más relevante fue la de cercenar el nuevo intento del duque de Ahumada por integrar a la Guardia Civil como parte del Ejército, según proponía en el artículo primero, a semejanza de la Gendarmería. La redacción se mantuvo conforme al decreto de 13 de mayo —como no podía ser de otra forma—, estableciendo la dependencia del Instituto del ministerio de la Guerra en lo concerniente a su organización, personal, disciplina, material y percibo de haberes. 

			El resultado final fue fruto de las recomendaciones del Tribunal Supremo de Guerra y Marina; las aportaciones y la nueva redacción llevadas a cabo por la comisión mixta de Guerra, Gobernación, y Gracia y Justicia; y las incorporaciones finales realizadas desde el propio ministerio de la Guerra, probablemente bajo la dirección del subsecretario, conde de Vistahermosa, y con la supervisión del propio Narváez. 

			Por tanto, vemos que, si bien el borrador inicial de este reglamento se escribió de la mano de Ahumada, y pese a que con frecuencia se ha defendido la redacción íntegra de esta norma como procedente de la pluma del fundador, el texto final sufrió modificaciones muy importantes. De hecho, lo que Ahumada había concebido como único reglamento orgánico de la Guardia Civil se convirtió en la norma destinada a abarcar todos los aspectos de carácter castrense, relativos a la organización del Cuerpo, su estructura territorial y el estatuto personal de sus miembros, pero no las cuestiones relativas al servicio peculiar del Instituto. 

			El Reglamento Militar para la Guardia Civil fue aprobado por Real Decreto de 15 de octubre de 1844, apenas una semana después del Reglamento para el Servicio, al que ya nos hemos referido. En su preámbulo se autodefinía como «complementario» del reglamento que, para el desempeño de su servicio peculiar, acababa de ser publicado. También justificaba su existencia en la necesidad de dictar algunas normas adicionales a su estatuto militar, además de la aplicación de las Ordenanzas del Ejército.

			En todo caso, también dejaba traslucir una cierta idea de provisionalidad, «estableciendo pues lo más preciso y perentorio por ahora, y dejando al tiempo y la experiencia las mejoras y variaciones que convenga adoptar, para la perfección de este instituto». Todo ello era fruto de la urgencia en la puesta en marcha de los instrumentos normativos necesarios para que la Guardia Civil pudiera comenzar su andadura.

			El capítulo primero de este reglamento militar se iniciaba con la referencia a la dependencia del Instituto del ministerio de la Guerra en la parte que le afecta. También desarrollaba la figura del inspector general de la Guardia Civil, y establecía la estructura y organización de los tercios, sus cuadros de mando y el total de efectivos de cada unidad. 

			A continuación, se regulaba el reclutamiento y reemplazo para ingreso y permanencia en el Cuerpo, y también se detallaba el régimen de ascensos en la Guardia Civil. 

			Las obligaciones generales militares del guardia civil eran objeto de desarrollo en el capítulo quinto. Aquí se concretaban, para cada empleo militar, cuáles eran sus facultades y cometidos, desde el guardia civil hasta el coronel jefe de tercio. Será este uno de los aspectos más importantes de este reglamento. 

			En el capítulo dedicado a la disciplina destacaba el primer artículo, en que se definía qué debía suponer esta importante virtud militar para un guardia civil. Su redacción fue igualmente atribuida a Ahumada, y su texto se ha mantenido en el tiempo, sobreviviendo a las diferentes actualizaciones de este reglamento hasta el último, de 1942. Pero realmente estaba inspirado en el artículo 83 del Real Decreto de 11 de noviembre de 1842, de Organización del Cuerpo de Carabineros del Reino; a su vez, basado en los artículos 116 y 117 del Real Decreto de 9 de marzo de 1829, para el establecimiento y organización del Cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras, a que antes hicimos referencia. En cualquier caso, por su trascendencia, pues refleja fielmente el alto nivel de exigencia que se concebía para la naciente Guardia Civil, lo reproducimos en su integridad:

			La disciplina, que es el elemento más principal de todo cuerpo militar, lo es aún y de mayor importancia en la Guardia Civil, puesto que la diseminación en que ordinariamente deben hallarse sus individuos hace más necesario en este cuerpo inculcar el más riguroso cumplimiento de sus deberes, constante emulación, ciega obediencia, amor al servicio, unidad de sentimientos y honor y buen nombre del Cuerpo. Bajo esas consideraciones, ninguna falta es disimulable en los guardias civiles.

			En este capítulo se ponía de manifiesto el reforzamiento de las ordenanzas militares para el mantenimiento de la disciplina en el Instituto. De este modo, se establecía una serie de reglas de comportamiento que habían de observar los guardias civiles durante el servicio y, de acuerdo con ese nivel de exigencia, una relación de las «faltas especiales de disciplina» que también serían castigadas en los guardias civiles, junto con las sanciones extraordinarias que podían imponerse. 

			Por último, se recogían unas disposiciones generales sobre las relaciones en el ámbito de las guarniciones militares en que se ubicara la fuerza del Cuerpo, así como respecto de la tenencia y empleo que los jefes y oficiales de la Guardia Civil habrían de hacer de los caballos, y las condiciones que debían reunir los equinos para ser aceptados para el servicio en el Cuerpo.

			El texto del reglamento finalizaba con una relación, por armas y empleos, de las retribuciones que habrían de percibir los guardias civiles, que era reproducción de la publicada con la Real Orden de 30 de agosto de 1844.

			Como hemos visto, el reglamento militar que finalmente vio la luz contenía poco de aquel proyecto que Ahumada había redactado apresuradamente en el mes de mayo. Por su parte, el Reglamento para el Servicio había sido publicado sin intervención de Ahumada, regulando aspectos referentes a las relaciones y dependencias de las autoridades civiles, que ya analizamos, y que el fundador no compartía en absoluto. Todo ello impulsará al duque de Ahumada, no pasando mucho tiempo, a hacer converger todas aquellas disposiciones en una norma única en la que pudiera dejar su impronta personal.

			Un despliegue territorial sin precedentes

			La organización y formación del personal que habría de integrar los tercios se desarrolló a buen ritmo a lo largo del verano de 1844, sobre todo, a partir de agosto. Este proceso, como también observamos, estuvo muy condicionado por el estado de la recluta del personal de tropa destinado a cada una de estas unidades, así como de los oficiales que las iban integrando, una vez admitidos en la Guardia Civil. 

			Pero las presiones de los jefes políticos de las provincias y del propio ministerio de la Gobernación iban en aumento, por lo que se hacía preciso agilizar la instrucción y el equipamiento de aquellos hombres, que debían partir cuanto antes hacia sus destinos.

			Eran, no obstante, momentos de gran incertidumbre. Pese a que las instituciones y los ciudadanos habían depositado sus esperanzas en el nuevo cuerpo de seguridad que se acababa de crear, existía también un cierto escepticismo o, al menos, una prudente reserva acerca de su capacidad para atajar los graves problemas de seguridad que aquejaban a España. Eran demasiados los intentos fallidos de establecer aquella fuerza armada, como para pecar de un excesivo optimismo. Así lo hacía ver un periódico de la época en referencia a la Guardia Civil que acababa de crearse, advirtiendo de que «es preciso que la nueva carga que se impone al erario vaya acompañada de resultados positivos e inmediatos».

			Cuando se encontraba en plena actividad organizativa, ya como inspector general de la Guardia Civil, el duque de Ahumada recibió el 14 de septiembre la triste noticia de que su madre, Concepción Ezpeleta, se encontraba en trance de muerte en Deva (Guipúzcoa), donde se hallaba pasando el verano con Pedro, su inseparable nieto mayor. Ante aquella situación, tomó por la noche el coche correo, tras solicitar un par de semanas de licencia para solventar todas las cuestiones que el repentino fallecimiento de su madre acarreaba. En su ausencia, se hizo cargo del despacho de la Inspección el secretario general, coronel Carlos María de la Torre. En carta a Narváez de esa misma fecha, Javier Girón le transmitía tranquilidad ante su breve ausencia: todo estaba en marcha y conforme a lo previsto.

			De los tercios que constituían la estructura organizativa de la Guardia Civil, de acuerdo con el artículo 3 del Real Decreto de 13 de mayo de 1844, se desplegó en aquella primera organización la fuerza de los doce tercios peninsulares. La sede de cada uno de ellos se situaba en las capitales de los correspondientes distritos militares, numerados correlativamente en la misma forma; esto es, en Madrid, Barcelona, Sevilla, Valencia, La Coruña, Zaragoza, Granada, Valladolid, Badajoz, Pamplona, Burgos y Vitoria. En cuanto a los tercios insulares, se constituyó el 13.º Tercio de Baleares en agosto de 1846, a cuyo frente se situó a un primer capitán, que ejercería, a su vez, como jefe de provincia. El despliegue de dos compañías de infantería destinadas a las islas Canarias quedó demorado por Real Orden de 30 de julio de 1844, y aunque existirá una comandancia en Tenerife desde 1898, la constitución del 14.º Tercio de Canarias como tal unidad se demorará hasta 1936. 

			Para el despliegue de efectivos se tuvieron en cuenta los informes que los jefes políticos de las provincias emitieron sobre la problemática de la seguridad en los distritos en que se dividían sus demarcaciones, a efectos de su cobertura. Así, se aprobó una primera distribución territorial con fecha 25 de noviembre de 1844, que fue modificada y establecida definitivamente el 20 de diciembre de 1844. No obstante, como ya apuntamos, los guardias civiles de algunos de los tercios ya habían empezado a prestar servicio antes de la aprobación de aquella distribución de la fuerza.

			Ciertamente, el despliegue inicial del personal de la Guardia Civil a lo largo de la geografía nacional no fue simultáneo, y estuvo sujeto a múltiples condicionantes y dificultades, como las infraestructuras, la dotación de equipamiento o armamento y, sobre todo, la disposición del personal necesario para constituir el contingente destinado a cada tercio, y su posterior proyección a cada provincia. A ello había que añadir el siempre penoso desplazamiento de los guardias civiles hasta sus destinos, que en muchos casos fue realizado junto a sus familias, transportando mobiliario y enseres en medios precarios. No obstante, teniendo en cuenta todas estas circunstancias, el estado de las comunicaciones y el escenario económico en que tuvo lugar aquel despliegue, en la España de 1844, hay que considerarlo muy eficaz y realizado en un breve periodo.

			La inexistencia de infraestructuras adecuadas fue una las mayores dificultades con la que la fuerza de la Guardia Civil y sus familias se encontraron a la llegada a sus destinos. Es muy probable que los oficiales que habían permanecido en las cabeceras de distrito militar para la selección y recepción de los aspirantes a ingreso, procedentes de licenciados del Ejército y Marina, desempeñaran también funciones aposentadoras para aquellos guardias civiles y sus familias, contando con el apoyo de los jefes políticos respectivos. Para ello, seguirían las recomendaciones que ya hacía el organizador del Cuerpo en su escrito de 25 de abril, a fin de proveerse de instalaciones adecuadas que reunieran unas condiciones mínimas de seguridad y habitabilidad. Ahumada sugería ocupar algunos de los edificios que todavía se encontraban vacíos, sobre todo en las capitales de provincia, tras el reciente proceso desamortizador de propiedades civiles y de instituciones religiosas. 

			Esta solución solventaría, siquiera provisionalmente, el problema en las capitales y allí donde se concentrara una fuerza superior a cincuenta guardias, donde el ministerio de la Gobernación debía proporcionar alojamiento, de acuerdo con el artículo 49 del Reglamento para el Servicio. Pero en las demás poblaciones, no se preveía otro cobijo, salvo que el ayuntamiento dispusiera de un edificio adecuado, que utilizar el medio establecido para alojar la tropa del Ejército en operaciones; esto es, requiriendo la acogida en propiedades privadas. Lo cierto fue que la fuerza destinada a las provincias en aquel despliegue, acompañada en muchos casos de sus familias, hubo de conformarse en un primer momento, por lo general, con ocupar antiguas casonas, viejos cuarteles o conventos y monasterios abandonados.

			Con respecto a la entrada en servicio de aquellos primeros guardias civiles, se veían urgidos a ello por la impaciencia de los jefes políticos y las grandes expectativas depositadas en aquellos hombres. No obstante, los condicionantes antes expuestos y la necesidad de alcanzar unos niveles mínimos de formación del personal aconsejaban no caer en la precipitación, y determinaron que el servicio se empezara a prestar de forma desigual y gradual en las diferentes provincias. De este modo, si bien algunos de los guardias civiles comenzaron a prestar servicio desde el mismo mes de septiembre de 1844, como sucedió en la provincia de Barcelona, la mayor parte de las provincias vieron patrullar sus poblaciones, caminos y campos por la Guardia Civil de forma progresiva hasta final de aquel año. Según se recoge en el escalafón de jefes y oficiales de 1845, al comenzar este año ya prestaba servicio la Guardia Civil en todo el territorio peninsular, aunque el despliegue no se había completado todavía en todas las provincias. 

			La impresión causada por los primeros guardias civiles al comenzar a prestar servicio en las provincias de destino fue buena en toda la geografía nacional, aunque con diferente impacto en la sociedad. 

			Uno de los territorios donde antes desplegó y mejor impresión causó fue en el 2.º Tercio de Cataluña, con numerosas referencias en la prensa de la época. A la llegada de la fuerza a Barcelona causó un gran impacto: «Brillantísimo es este cuerpo por la escogida gente que lo compone, por su elegante uniforme, por su aseo y marcialidad, y por sus modales». Además, la cercanía a la frontera con el país vecino hacía que surgiera de forma natural cualquier comparación con otras fuerzas europeas. De nuevo en la prensa de Barcelona, el redactor intentaba explicar lo novedoso de la forma en que aquellos guardias civiles iban a prestar servicio, que «recorrerán todas las villas, lugares y caminos dos o más veces al día, a imitación de Francia y Bélgica». Y al poco tiempo se ofrecían ya resultados: «Parece que pasan de 30 las capturas de prófugos y malhechores que ha conseguido la guardia civil en los pocos días que lleva de permanencia en esta ciudad».

			Otro ejemplo lo encontramos en Sevilla, uno de los lugares donde antes desplegó el primer contingente de guardias civiles. En este caso, el redactor del Diario de Sevilla decía que «nos aseguran que el personal de esta fuerza es excelente», haciéndose eco de la opinión que había trascendido, aunque, con ocasión de su presentación oficial en una parada militar, también se reconocía que «la novedad del uniforme ha causado alguna extrañeza». 

			Como balance general de las primeras actuaciones, se aseguraba haber desvanecido «la desfavorable idea que los enemigos del orden habían conseguido inspirar a la nación acerca de la índole de la institución». Se hacía hincapié en que la labor desarrollada por la Guardia Civil en sus primeros pasos había acallado pronto las voces de quienes, desde posiciones políticas opuestas al Gobierno, auguraban su fracaso. 

			En resumen, el despliegue inicial de la Guardia Civil se llevó a cabo con una considerable celeridad y eficacia, a pesar de las dificultades, conforme a los hitos temporales que se habían marcado. El patrón seguido por la mayor parte de los tercios fue el de iniciar a finales del mes de septiembre la marcha del contingente formado en los depósitos de Leganés y Vicálvaro hacia el distrito militar correspondiente, para concentrarse en un punto preestablecido de la provincia capital del distrito. En ese lugar se pasó la primera revista de comisario en el mes de octubre, dando por constituida la unidad oficialmente en cada distrito militar. Ese punto de concentración servía, además, como un lugar discreto y alejado de miradas curiosas para completar la formación del personal; recibir, quizá, al resto de los admitidos que se encontraban ya en las provincias del tercio; equipar a todo el contingente, para que pudiera comenzar a prestar servicio, y completar el acondicionamiento de las infraestructuras necesarias, siquiera de forma precaria. 

			Una vez que la unidad se encontraba dispuesta, y siguiendo los cánones habituales de la época, se hacía la entrada con cierta solemnidad, incluso vistiendo el uniforme de gala, en la capital del distrito militar, que sería también la sede del tercio. Si la ocasión era propicia, se aprovechaba alguna parada militar de las unidades de guarnición del Ejército, para revestirla de una mayor solemnidad. El desfile por las calles de la ciudad, luciendo los vistosos uniformes de la Guardia Civil y cuidando el aire marcial en la marcha, representaba, sin duda, un impacto muy positivo en la población que se concentraba para verlos pasar. Esto, unido a los comentarios favorables que circulaban con respecto al servicio que ya habían comenzado a prestar en otras provincias, causaba la mejor de las impresiones. 

			Cuando los guardias civiles se hallaban ya instalados en las dependencias acondicionadas para albergarlos, comenzaban sin dilación a prestar servicio, inicialmente, en la propia capital, y de modo que su presencia fuera apreciable para la población, aunque sin importunar si no era necesario. Este nuevo punto de concentración en la cabecera del tercio servía para iniciar el servicio de modo experimental y completar el contingente necesario, tanto de oficiales como de tropa, para poder desplegar en las restantes provincias del tercio. Una vez se disponía de los efectivos suficientes y del alojamiento adecuado, la fuerza destinada a las otras provincias iniciaba su marcha y hacía su entrada en cada capital, en forma similar.

			Como hemos visto, una segunda serie de tercios comenzó su despliegue en noviembre, ante las carencias para constituir un núcleo de fuerza suficiente, lo que obligó a mantener activos hasta entonces los depósitos de Leganés y Vicálvaro.

			En todo caso, la consigna era que todos los tercios y en todas las provincias, por escaso que fuera aún su despliegue, estuvieran ya prestando servicio al comenzar el año 1845. 

			De acuerdo con las cifras de efectivos previstas para cada tercio en su despliegue inicial, según se preveía en el artículo 3 del Real Decreto de 13 de mayo, los porcentajes de cobertura iniciales fueron muy variables y, en todo caso, inferiores a los inicialmente previstos. Este déficit era debido, fundamentalmente, a haber depositado unas expectativas poco realistas en la recluta entre los licenciados del Ejército y Marina, así como por la dificultad añadida por los licenciamientos prematuros de las quintas más antiguas.

			Ciertamente, cabe preguntarse cómo pudo percibirse por la población que aquellos escasos efectivos comenzaran a prestar servicio de forma efectiva; y más aún, cómo es posible que aquella delincuencia, habitualmente violenta y desafiante, se resintiera de forma tan significativa como lo hizo, ya en los primeros meses de actividad de la Guardia Civil. La respuesta tal vez pueda encontrarse en el hecho de que la situación de inoperancia de los escasos recursos dedicados a la seguridad era tan ineficaz, los malhechores actuaban con tal impunidad y la población se encontraba tan impotente que aquella demostración de fuerza y autoridad por parte de los primeros guardias civiles, aunque escasos, fue suficiente para proporcionar una sensación de seguridad superior a la que, objetivamente, cabría esperar.

			Pero, además, había otro factor muy importante en aquel despliegue en todo el territorio nacional, porque de una u otra forma la Guardia Civil había conseguido llegar a lugares donde antes no lo había hecho la Administración. Con su proximidad al ciudadano, el Cuerpo se convertía en una fuente de información de formidable valor para el Estado, además de eliminar la sensación de abandono que sentía la población rural.

			Unos cuadros de mando excelentes

			Un aspecto fundamental para considerar en el arraigo y el éxito alcanzados por la Guardia Civil desde su creación es el de la acertada selección de los jefes y oficiales que conformaron los primeros cuadros de mando, y el grado de compromiso y espíritu de cuerpo que estos asumieron desde un principio. De nuevo, aquella selección se debió al duque de Ahumada, como fundador del Cuerpo, y a sus superiores en su ámbito de responsabilidad.

			Centrándonos en el perfil de los primeros jefes de la Guardia Civil, en los empleos de teniente coronel a brigadier, hemos considerado dos grupos claramente diferenciados, pero que tienen entre sí muchos elementos comunes y, en todo caso, definen la forma en que el duque de Ahumada quiso configurar su cuadro superior de mando en la institución. Estos grupos son el de los jefes de tercio y el de los que ocuparon la jefatura de la Secretaría en la Inspección General del Cuerpo.

			La diferencia fundamental estriba en que los jefes de los doce tercios constituidos en 1844 ingresaban en la Guardia Civil, aunque en un escalafón específico para ellos —sin diferenciar infantería o caballería—, mientras que el personal de la Secretaría, en todos los empleos de oficial, no causaba baja en sus armas de procedencia, sino que pasaban a la Guardia Civil en comisión de servicio, como ya apuntamos anteriormente. La razón primordial para esta diferencia estaba en permitir que la Secretaría fuera ocupada por jefes y oficiales de estado mayor, tanto si continuaban perteneciendo a este cuerpo como si habían pasado a integrar los escalafones de las armas de Infantería y Caballería. Este criterio se mantuvo hasta 1869, en que gradualmente fue integrándose personal de la Guardia Civil, hasta completar el proceso en 1875.

			En cuanto a su perfil profesional, Ahumada también tenía claras sus prioridades. Para el mando de los tercios prefería coroneles y tenientes coroneles de acreditada trayectoria militar, sobre todo, en la reciente guerra carlista. Para ello, valoraba los combates en que habían participado, si habían resultado heridos en los mismos y las recompensas que se les habían concedido, como podemos deducir de los informes de Ahumada sobre las hojas de servicio de sus subordinados. Este criterio también lo mantuvo el fundador para la selección, sobre todo de los primeros y segundos comandantes para las provincias, acerca de los cuales procuraba además tomar suficientes referencias.

			Para la Secretaría de la Dirección de Organización y, más tarde, la Inspección General, el fundador hacía patentes sus grandes dotes organizadoras. Buscaba oficiales de estado mayor que hubieran ejercido como jefes de estos órganos de apoyo al mando en grandes unidades, y sobre los que él mismo hubiera comprobado personalmente su desempeño durante la guerra.

			Entre los aspectos que nos acercan a un patrón común entre los jefes, tenemos en primer lugar el origen familiar de aquellos militares y su pertenencia o no a la nobleza, pues condiciona otros parámetros que derivan de este aspecto. Entre ellos, estaba la tradición militar en sus familias de origen y, por tanto, referencias a lo que podía esperarse profesionalmente de estos militares. También, la corta edad de ingreso en el Ejército por gracia real, como recompensa a los méritos de sus padres, que forjaba muy tempranas vocaciones y dilataba las carreras militares, lo que siempre representaba una ventaja organizativa.

			De acuerdo con los expedientes de los primeros jefes de tercio, vemos cómo, al menos, diez eran de condición noble. De ellos, Luis María Serrano ingresó en el servicio como guardia de corps; Carlos Purgoldt, de cadete en las Guardias Walonas; Antonio María de Alós, de cadete en las Guardias Españolas; Francisco Palmés y José de Castro como «soldados distinguidos», y los demás, en diferentes unidades. Los que ingresaron como cadetes lo fueron en su mayoría como «de menor edad» por gracia especial —menores de doce años—, destacando Antonio María de Alós, que ingresó con tan solo seis meses de edad.

			Extendiendo el estudio a los primeros secretarios y quienes pasaron a mandar tercio tras los primeros años, el patrón, básicamente, se repite: los tres secretarios eran de origen noble, Carlos María de la Torre ingresó como cadete con apenas dos meses de edad y Fernando Boville, cuando tenía dos años.

			Aquellas edades de ingreso tan tempranas, unido a carreras que estaban jalonadas por acciones de guerra que, cuando eran suficientemente meritorias, otorgaban ascensos en grados y empleos, propiciaban que se alcanzaran con cierta frecuencia los empleos de comandante o superiores en plena juventud. Y este es el perfil que se encontró Ahumada, cuatro años después de haber finalizado una larga guerra que había durado otros siete.

			Ya hemos apuntado que Ahumada prefería oficiales jóvenes en todos los empleos, en principio, como garantía de continuidad, y en los empleos superiores, como reflejo de una carrera brillante. Vemos, por tanto, que entre aquellos jefes se encuentran en el grupo de los más jóvenes aquellos que, muy probablemente, fueron especialmente seleccionados por el duque de Ahumada para integrar el primer equipo, puesto que se ajustaban más a su propio perfil profesional —temprano ingreso por gracia especial, edad, destinos en la Guardia Real— y, sobre todo, por su coincidencia previa en unidades y campañas. Cuando en mayo de 1848 Narváez se apoye en la Guardia Civil para asegurar la continuidad en el trono de Isabel II, tras superar las primeras revueltas, con la concentración de cuatro mil efectivos en Madrid, Ahumada depositó su máxima confianza en los mandos de los cuatro grandes batallones en que se organizó aquella fuerza: los coroneles Carlos Purgoldt, Antonio María de Alós, León Palacios y Luis María Serrano. 

			En cuanto al aspecto político, resulta evidente que la Guardia Civil nació de la mano del partido liberal moderado y al comienzo de una etapa política con este marcado sesgo ideológico. Pero a pesar de ello, entre los primeros jefes y oficiales de la Guardia Civil no existió uniformidad en cuando a sus ideas políticas, si nos atenemos a la forma en que estas se habían manifestado o dejado traslucir. 

			Un ejemplo de jefe con ideas claramente progresistas, aunque hizo también sus guiños al carlismo, lo encontramos en el coronel —luego brigadier— Carlos María de la Torre Navacerrada, primer secretario de la Inspección General hasta 1850 y hombre de confianza de Ahumada, que después de dejar el Cuerpo llegó a conspirar contra el Gobierno desde el extranjero, fue condenado a muerte por Narváez y, posteriormente, participó en la Revolución Gloriosa de 1868. 

			En el polo opuesto encontramos al brigadier José Gabarre y Zayas, jefe del 7.º Tercio de Granada hasta 1852, destacado mando carlista acogido al Convenio de Vergara, que combatió entre 1837 y 1839 en el bando contrario a los que ahora eran sus compañeros de armas en la Guardia Civil. También hubo algún otro jefe que simpatizó con los seguidores del pretendiente don Carlos, si nos atenemos a sus antecedentes en el conflicto carlista. El teniente coronel de caballería León Palacios y Ortega, otro de los entusiastas seguidores de Ahumada, incorporado de los primeros en el mismo mes de mayo de 1844, también había sido acusado de colaborar con los carlistas en 1834, cuando era teniente, y fue separado del servicio y luego repuesto en su destino por falta de pruebas.

			Aún tenemos a otro jefe cuyas peripecias merecen ser comentadas. Un hombre carismático y de gran valía, como era el barón de Purgoldt de Löwenhardt, también de absoluta confianza de Ahumada, que formó parte de su equipo desde mayo de 1844 junto a Palacios, y a quien le confió el mando del 1.er Tercio de Madrid. Carlos Purgoldt había solicitado la licencia del Ejército en 1816 para trasladarse con su familia a Francia, de donde era originaria, y se alistó en el ejército francés. Más tarde, según consta en su expediente personal, participó, al igual que muchos otros voluntarios españoles, en el bloqueo y ocupación de San Sebastián en 1823, encuadrado en el Regimiento del Príncipe Luis de Hohenlohe, en la expedición de los Cien Mil Hijos de San Luis. Esta circunstancia de su vida militar nunca figurará en su hoja de servicios, que se limita a certificar que permaneció durante catorce años «al servicio de S. M. Cristianísima» de Francia. Pero lo cierto es que este pasado absolutista en modo alguno condicionó el desempeño profesional de Purgoldt. Antes, al contrario, merecerá la confianza necesaria para ponerle durante el Bienio Progresista al frente de un tercio de la Guardia Civil tan delicado como el del distrito de Cataluña. 

			Con respecto a los demás jefes, la mayor parte de ellos sufrieron las consecuencias de la Regencia de Espartero, y en particular tras el levantamiento de octubre de 1841, o bien tuvieron que huir a Francia, sufrieron prisión o fueron cesados en sus destinos.

			También hemos apuntado que la participación en la pasada guerra carlista fue un aspecto determinante para Ahumada en su proceso de selección. A este respecto, resulta llamativo comprobar que buena parte de los primeros jefes más cercanos al fundador de la Guardia Civil coincidieron en la batalla de Mendigorría, en 1835, entre ellos Antonio de Alós, Luis María Serrano, Carlos de la Torre y Javier de Olmedo. También coincidieron parte de ellos en la batalla de Arlabán, en 1836, además de las coincidencias en el Ejército de Reserva de Andalucía en 1838 y en el frente del Maestrazgo en 1839 y 1840, a las que ya nos hemos referido. 

			Estas coincidencias se deben a que la mayor parte de aquellos oficiales participaron en las campañas más importantes de la guerra al frente de sus unidades de granaderos, cazadores, de la Guardia Real de Infantería o de la Guardia Real Provincial, es decir, unidades que, por su preparación especial y por estar mejor dotadas en medios humanos y materiales, actuaban en primera línea. Ello explica también el importante número de estos oficiales que resultaron heridos en combate y que fueron recompensados por su actuación, bien con condecoraciones, o bien obteniendo ascensos en empleos y grados. Sabemos que Girón no luchó en el frente del Norte, pero Narváez sí. Por tanto, es patente la coincidencia de estos oficiales en los escenarios bélicos en que permanecieron a las órdenes de quienes años más tarde recordarán el comportamiento de aquellos valientes oficiales: Ramón Narváez y Francisco Javier Girón. 

			Por último, en cuanto a su situación personal en el momento fundacional, podemos citar dos casos singulares. Uno es el de Luis María Serrano, condenado a muerte por Espartero en 1841 y exiliado a Francia, de donde retornó con Narváez en 1843 para expulsar al duque de la Victoria. Destinado a las islas Filipinas en 1844, sin duda con la influencia de Narváez, se hallaba en expectativa de buque para zarpar, pero no dudó en embarcarse en una aventura mayor como era, en aquel momento, la Guardia Civil. Otro caso bien diferente es el del coronel Rizo, que se encontraba de reemplazo en expectación de retiro. Pese a su edad y estado de salud, solicitó el ingreso en el Cuerpo, falleciendo dos años más tarde. Tal vez no debieron de ser muchos los coroneles que mostraron un especial interés por formar parte de un nuevo cuerpo, al menos para ocupar algunos de los tercios, que era visto entonces con cierto escepticismo desde la institución militar. 

			En cuanto a los primeros oficiales, ya hemos señalado cómo la gran mayoría se encontraban mandando unidades de Infantería, de Caballería y de Milicias Provinciales en el momento de optar al ingreso en la Guardia Civil. El elevado número de jefes y oficiales procedentes de las unidades de Milicias, hasta que fueron disueltas en 1846, se debía a que contaban con un perfil idóneo para integrar las filas de la Guardia Civil. Los batallones de Milicias estaban más habituados que las unidades del Ejército a atender servicios de seguridad y orden en las provincias en que estaban desplegados, y también a tratar con la población. Además, los oficiales de estas unidades solían proceder de familias influyentes y de buena posición en las comarcas donde prestaban servicio, lo que los convertía en personas respetadas naturalmente entre la población y en perfectos conocedores de la problemática de sus territorios. Por último, no olvidemos que en su juventud el duque de Ahumada había permanecido destinado en estas unidades como oficial. 

			En cuanto a los primeros y segundos capitanes que ingresaron en la Guardia Civil, la inmensa mayoría tuvieron su participación en la guerra carlista en los empleos de capitán o teniente, y ya hemos conocido a algunos de ellos que coincidieron a las órdenes de Francisco Javier Girón, que tuvieron actuaciones destacadas en la guerra, y que ello fue determinante para que les ofreciera formar parte de la Guardia Civil. 

			De todas formas, Ahumada pudo conocer en qué medida destacaron en el conflicto y otras vicisitudes del historial de los oficiales que optaron al ingreso en la Guardia Civil, ya que, antes de formular la propuesta de destino, era preceptivo disponer de la hoja de servicios actualizada de todos ellos y de sus notas de concepto. 

			Como resumen, podemos definir, en líneas generales, el perfil de los primeros oficiales de la Guardia Civil. En cuanto a los tenientes, subtenientes y alféreces, ingresaron muy jóvenes en las armas de Infantería o Caballería, procedentes de la clase de cadete de los colegios militares, como «cadetes de cuerpo» o como soldados voluntarios, habitualmente con la condición de «distinguido». 

			Los subtenientes y alféreces, que contaban con el grado de tenientes del Ejército, ingresaron en la Guardia Civil con unos tres años y medio de antigüedad en su empleo. Los procedentes de los colegios militares, con una media de edad de veintidós años, suponían los dos tercios del total en el primer contingente. Más que méritos y experiencia profesional, a aquellos jóvenes oficiales les alentaba su ilusión y entusiasmo para formar parte del nuevo cuerpo de seguridad, contando para ello con los buenos informes de sus jefes en las unidades de origen. A los oficiales procedentes de sargento primero, que constituían uno de cada tres en el escalafón inicial e ingresaron con entre treinta y uno y treinta y tres años, les precedían las cualidades demostradas como sargentos en la pasada guerra carlista. 

			Los tenientes, que contaban con el grado de capitán en el Ejército, ingresaron en la Guardia Civil teniendo cuatro y cinco años de servicios en su empleo. Su perfil era más homogéneo en cuanto a antigüedad, aunque la procedencia se equilibraba a partes iguales entre los que procedían de colegios militares y de la clase de sargentos. Participaron en los últimos años de la guerra carlista, por lo que algunos recibieron una Cruz de San Fernando por su meritoria participación en acciones de guerra. Dotados del mismo entusiasmo que los oficiales del empleo inferior, contaban con una más acreditada experiencia profesional, lo que los hacía más idóneos para el mando de sección o línea en la Guardia Civil. 

			En cuanto a los primeros y segundos capitanes, su origen era más diverso. Procedían de las clases de comandante y de capitán, con uno o dos grados más en el Ejército, por acciones destacadas. Entre los de la clase de comandante, eran mayoría los que accedieron al Ejército directamente como oficiales, buena parte de ellos como cadetes en los colegios militares, con una edad media de treinta y tres años, y un número significativo eran de condición noble. Los que procedían de la clase de sargentos primeros tenían al ingreso en el Cuerpo una edad media de treinta y ocho años, y muchos habían entrado en filas como soldados distinguidos. Todos ellos habían ganado a pulso su reputación y prestigio ascendiendo a oficial durante el transcurso de una guerra en la que destacaron de forma notable. Por tanto, habían sido acreedores a la concesión de una Cruz de San Fernando, sobre todo los que ostentaban el empleo de primer capitán por su mayor antigüedad. Como ya vimos, para estos oficiales los méritos contraídos por su participación en la guerra carlista fueron determinantes para su ingreso en la Guardia Civil. 

			Las condiciones para ascender en el Cuerpo eran rigurosas, porque la concesión del empleo superior estaba siempre condicionada a la superación de una exigente prueba de conocimientos. Además, en la Guardia Civil se utilizó el sistema de elección para el ascenso, de acuerdo con la normativa que lo regulaba, en una proporción con respecto al sistema de antigüedad, que era superior a la imperante en el Ejército. Se aplicó, no obstante, un gran rigor y su concesión se basaba en las conceptuaciones anuales y otros informes, como podemos deducir de la abundante normativa que lo regulaba y de la insistencia en la objetividad a la hora de su aplicación.

			La otra vía de acceso a oficial era por promoción interna, desde el empleo de sargento primero. También aquí la selección de los mejores era muy minuciosa y las pruebas que superar, muy exigentes. Además, estos sargentos habían alcanzado ese empleo pasando por los inferiores, con una específica formación y selección, que buscaba asegurar la calidad de los oficiales procedentes de las propias filas del Cuerpo.

			A este respecto, desde los comienzos se valoró especialmente en la Guardia Civil el alistamiento de los sargentos y los cabos, pues eran los mandos inmediatos de los guardias. Además, ejercían la importantísima labor de comandante de puesto en aquellas unidades dispersas en que la figura del jefe era primordial para mantener el orden y la disciplina en la unidad, así como para la correcta prestación del servicio.

			También se prestaba una especial atención al ascenso en la escala jerárquica de las clases de tropa, como semillero de los mandos futuros. Para ello, se cuidó especialmente la selección del personal a partir del primer peldaño, que era el de guardia primero. Solo los mejores guardias podían obtener este empleo, considerado como el reconocimiento a un desempeño ejemplar del servicio. A partir de este empleo, fue cada vez más exigente la selección de los cabos, cabos primeros, sargentos y, sobre todo, de los sargentos primeros, empleo que constituía la antesala del ascenso a oficial.

			En la Guardia Civil se prodigó más el sistema de ascensos por elección, tan denostados en el Ejército, superando el recelo que suscitaban para convertirlos en herramienta de auténtica selección de los mejores. Como ya hemos dicho, existía un gran rigor en las conceptuaciones anuales, el resultado de las revistas y una observancia directa sobre el nivel de desempeño y la consecución de resultados. A todo ello se unió, a partir de 1850, la generalización de las pruebas de conocimientos para todos los que aspiraban al ascenso por elección, unas pruebas cada vez más exigentes y ante un tribunal al más alto nivel, de acuerdo con el empleo. Ahí estuvo la clave del éxito de la elección en la Guardia Civil.

			La Cartilla del Guardia Civil, sello inconfundible

			El Reglamento para el Servicio y el Reglamento Militar para la Guardia Civil eran las dos normas por las que comenzó a regirse la institución en un primer momento. Ambos pretendían abarcar, aun provisionalmente, toda la regulación referente a la Guardia Civil, y eran tan diferentes como complementarios entre sí.

			Pero a juicio del mariscal Girón, como hemos visto, no resultaban suficientes y, desde luego, no respondían a sus expectativas. Por ello, tras el proceso de maduración de los primeros meses de andadura del Cuerpo, echaba en falta una mayor regulación de la prestación del servicio —pobre en el primero e inexistente en el segundo de los reglamentos— y un código de conducta que guiara el comportamiento y las actuaciones en el servicio de aquellos hombres, llamados a desempeñar tantas y tan delicadas misiones, investidos de autoridad y portando armas.

			Fruto de aquella reflexión, Ahumada firmaba una de sus primeras circulares el 16 de enero de 1845, con la que pretendía imbuir a los mandos del Cuerpo de las cualidades morales que debían mostrar los guardias civiles, y cómo habrían de ser comprobadas y exigidas en sus revistas periódicas. Su texto evidenciaba que el duque de Ahumada barruntaba ya la redacción de un nuevo texto que viniera a completar la trilogía organizativa iniciada con aquellos dos reglamentos, y en la que, por fin, pudiera dejar huella con su sello inconfundible.

			Ahumada redactó la Cartilla del Guardia Civil durante su estancia en la finca gaditana de El Rosalejo en el verano de 1845. A su regreso del periodo estival, una vez ultimado el documento, lo envió al Gobierno para su valoración. Pero el texto le fue devuelto con una Real Orden de 26 de octubre, a fin de que se introdujeran «algunos arreglos», cuyo alcance desconocemos. Las causas de su devolución probablemente haya que buscarlas en algún aspecto que no se adecuaba al Reglamento para el Servicio. Pero, sin duda, también lo fue por la novedad que suponía contemplar el «puesto» como unidad organizativa con cierto grado de autonomía y, sobre todo, la figura de su comandante, inexistente tanto en los decretos fundacionales como en los reglamentos en que debía apoyarse la Cartilla. De hecho, en el Reglamento para el Servicio no se mencionaban estas unidades como tales. Sí aparecía esta denominación, por tres veces, en el Reglamento Militar, como unidades integradas en las secciones, aunque sin más referencia ni precisión. Aquella denominación, en la práctica, relegaría al olvido la organización en brigadas que preveía el Real Decreto de 13 de mayo. 

			Lo cierto es que el duque de Ahumada, una vez corregido, remitió de nuevo el texto de la Cartilla el 13 de diciembre. Una semana después, recibía la aprobación definitiva mediante la Real Orden de 20 de diciembre de 1845.

			El resultado fue un magnífico documento que se convertirá en el auténtico código deontológico de la Guardia Civil, más allá de servir como nexo de unión entre ambos reglamentos o de completar el desarrollo de las misiones policiales del Instituto. Como impronta del espíritu ahumadiano, quiso transmitir a los guardias civiles un alto concepto de la dignidad y seriedad en el servicio, además de proporcionarles una formación moral y humana capaz de superar las dificultades que iban a encontrar en el desempeño de sus funciones. La base deontológica sobre la que se había de sustentar era la honradez y, con ella, un profundo sentido del respeto debido a la persona y a sus propiedades.

			Todos estos postulados, aun siendo elevados y exigentes, podrían constituir el código de conducta de una organización policial actual, con el suficiente calado histórico, profesional y de prestigio social. Pero si esas mismas exigencias las trasladamos a la convulsa España de la primera mitad del siglo xix, hay que concluir que resultaban absolutamente revolucionarias para la época.

			La Cartilla comenzaba con su artículo más famoso y que, de alguna forma, resumía aquel espíritu que el fundador quería inculcar en los miembros del Cuerpo: «El honor ha de ser la principal divisa del guardia civil; debe, por consiguiente, conservarlo sin mancha. Una vez perdido, no se recobra jamás». 

			A lo largo del capítulo primero, dedicado a las prevenciones generales para el cumplimiento de sus obligaciones, Ahumada desarrollaba con claridad su idea del guardia civil, exponiendo con detalle cuál había de ser el comportamiento de los miembros del Cuerpo en toda ocasión, y la prudencia y proporcionalidad que debían presidir su respuesta ante las múltiples situaciones a que habrían de enfrentarse. 

			El capítulo segundo de la Cartilla era el dedicado al «servicio en los caminos», de cuya regulación nos ocuparemos más adelante. Los restantes capítulos que completaban el texto son los referidos a la reglamentación sobre armas; pasaportes; caza; pesca; montes y policía rural; la captura de desertores del Ejército, y los prófugos de las quintas y presidios; sobre los juegos prohibidos; la represión del contrabando y los servicios de conducción de presos. Como vemos, se recogían aspectos específicos del servicio peculiar del Cuerpo que se habían obviado absolutamente en el reglamento destinado a ello.

			Ahumada incluyó en el compendio de la primera edición de la Cartilla una segunda parte con 32 artículos independientes, para recoger las funciones del comandante de puesto, elemento fundamental en la prestación del servicio de la Guardia Civil desde sus comienzos. El motivo de incluir esta segunda parte diferenciada estribaba, sin duda, en la gran importancia que para Girón tenía el jefe de estas pequeñas unidades de la estructura territorial. Pero también es probable que la versión oficial de la Cartilla fuera exclusivamente la comprendida en la primera parte, y que esta segunda fuera la segregada del borrador inicial enviado al Gobierno en otoño de 1845, al no haber sido autorizado a incluirla en el texto legitimado por la real orden, por las razones anteriormente expuestas. 

			Quizá por esta falta de apoyo reglamentario, el inspector general utilizaba la palabra «destacamento» en todos los comunicados oficiales para referirse a estas pequeñas unidades repartidas por la geografía nacional. No fue hasta comienzos de 1848, en que dispuso que en lo sucesivo se empleara la denominación de «puesto», suprimiendo la de «destacamento», que denotaba una menor estabilidad y un carácter más variable o provisional. 

			Este compendio se completaba con una tercera parte que incluía modelos de sumarias y formularios de utilización frecuente en el servicio. Una cuarta, en fin, contenía, por este orden, el texto de los Reglamentos Militar y del Servicio, así como de las obligaciones del cabo y el soldado, contenidas en las Ordenanzas del Ejército. 

			Tras la publicación de la Cartilla, la Guardia Civil se encontraba en condiciones de prestar el servicio con mayor precisión normativa y, sobre todo, con la guía moral que suponía su capítulo primero. Ello implicaba también una exigencia mayor para los cuadros de mando, especialmente para aquellos oficiales jefes de compañía o sección que debían vigilar e impulsar el servicio de los hombres que tenían a su cargo. Vivir y exigir el cumplimiento de aquel código de conducta se convertiría, desde entonces, en su principal cometido. Así comenzaba, de hecho, la repetida circular de 16 de enero de 1845, que sirvió de base para la redacción de la Cartilla: «Las cualidades morales del Guardia Civil deben ser una de las principales atenciones de la Oficialidad». 

			Si fuera preciso resaltar algún aspecto sobresaliente en la etapa fundacional del Instituto, que se incorporara como seña identitaria en el acervo de la cultura institucional de los guardias civiles, este fue, sin lugar a dudas, la Cartilla del Guardia Civil; auténtico código deontológico cuya redacción ha contribuido a conferir al duque de Ahumada, con todo merecimiento, el título de fundador del Cuerpo. 

			Ocho años después de la creación de la Guardia Civil, llegaba el momento de revisar aquellos primeros documentos doctrinales y actualizarlos, de acuerdo con la experiencia adquirida. En la modificación del nuevo reglamento para el servicio sí tuvo intervención el duque de Ahumada. Quiso corregir algunas disfunciones detectadas, legitimar la nula dependencia que existía de facto respecto de los responsables policiales inferiores a la figura del gobernador civil, y reforzar la dependencia de las autoridades judiciales, a la luz de las nuevas reformas penales y de planta judicial. Así, el 23 de agosto de 1852 se publicaba el nuevo Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil, a propuesta de Manuel Bertrán de Lis, que había sido redactor del primer decreto fundacional, gran conocedor de la génesis de la Guardia Civil y ahora ministro de Gobernación. Este reglamento, consumación del que había nacido con cierto carácter de provisionalidad en 1844, constituyó un gran acierto, pues pervivirá sin modificación alguna durante décadas. Al mismo tiempo que se modificaba el Reglamento para el Servicio, ya con sesgo ahumadiano, se actualizó la Cartilla del Guardia Civil mediante Real Orden de 29 de julio de 1852. En cuanto al Reglamento Militar, citado en ocasiones como «reglamento orgánico», no respondía tanto a la experiencia del servicio, como a las modificaciones en el estatuto personal, por lo que estuvo siempre más ligado a las actualizaciones que se operaban en el seno del Ejército.

		

	


		
			10. DIEZ AÑOS DE CRECIMIENTO

			Objetivo principal: erradicar el bandolerismo

			Entre el último trimestre de 1844 y enero de 1845, la Guardia Civil comenzó a prestar servicio por la mayor parte de la geografía nacional. Aquel servicio comprendía el amplio espectro de la seguridad en su vertiente policial, hasta entonces desconocida. 

			Además, el despliegue territorial del nuevo cuerpo suponía una importante novedad, no solo en lo referente a la seguridad y la protección de las personas y bienes, sino también con respecto al mapa administrativo español. Tengamos en cuenta que iba a permitir desplegar a servidores públicos del Estado y acercarlos al ciudadano como nunca antes se había hecho en España, confiriendo ese carácter vertebrador que desde su origen se ha atribuido a la Guardia Civil. 

			Fruto de aquel singular carácter y despliegue fue la específica denominación que recibieron algunas de las nuevas unidades de la Guardia Civil, al margen de la terminología militar del momento: como hemos visto, el tercio, el puesto y, más adelante, la línea, pasarán pronto al acerbo organizativo de la institución.

			Pero no menos revolucionaria iba a ser la forma de prestar el servicio de aquellos hombres, diseminados por la geografía nacional. El Reglamento para el Servicio utilizaba los términos «rondas» y «partidas» para referirse a la forma en que habían de prestar servicio los guardias civiles, como venían haciendo la Milicia Nacional o los destacamentos del Ejército en persecución de los malhechores. 

			El capítulo segundo de la Cartilla estaba íntegramente referido a la prestación del servicio en los caminos, como elemento preventivo y disuasorio que va a constituir la estructura o armazón del servicio peculiar de la Guardia Civil. Pero en la Cartilla ya no se hablaba de partidas, sino de «parejas», para referirse a la fuerza destinada a prestar el servicio en los caminos, que lo haría en forma de «correrías o patrullas», en lugar de «rondas». Se trataba de una forma de prestación netamente policial que ya era utilizada por otros cuerpos, como la Gendarmería Real en Francia. No obstante, iba a requerir de una gran preparación, iniciativa y aplomo en aquellos guardias civiles, que deberían decidir por sí mismos ante cualquier eventualidad del servicio, aunque siempre a las órdenes del guardia más caracterizado de los dos. 

			A este respecto, el fundador tenía claro que de la calidad individual de sus hombres dependía la del servicio que prestaría la Guardia Civil. Y este sentimiento era transmitido y asumido por todos los cuadros de mando, especialmente por los jefes y oficiales, sobre los que recaía la responsabilidad de la eficacia en el servicio que prestaban sus hombres.

			Si bien en los comienzos se denominaba «patrulla» al tipo de servicio ordinario en la Guardia Civil, a raíz de una circular de Ahumada de 1853 se popularizó el término de «correría», cuyo significado aludía al corto viaje que se realiza recorriendo varios puntos habitados, para regresar al lugar de residencia. Asentada la correría, se identificó esta modalidad de servicio como la prestada por parejas de guardias civiles para su servicio peculiar, mientras que las patrullas solían estar integradas por tres o más efectivos cuando su objeto era la persecución de contrabandistas u otras partidas de delincuentes en despoblado. 

			Pese a la enorme dificultad que suponía la dispersión de la fuerza del Cuerpo en las provincias, Ahumada irá completando la formación de sus hombres e impartirá instrucciones para el servicio a través de reales órdenes, que emitía el Gobierno a su propuesta, o con abundantes circulares de su propia mano. Estos documentos se referían a múltiples cuestiones, como la instrucción, el reclutamiento o la uniformidad. Más tarde, también se referirán a la organización y la prestación del servicio, y basadas en la experiencia que la propia ejecución del servicio aportaba, a fin de ir acumulando una sólida base doctrinal.

			En las pequeñas unidades del despliegue de la Guardia Civil, el comandante de puesto nombraba todas las noches el servicio de patrullas para el día siguiente, así como aquellos otros que estuvieran previstos, como alguna conducción de presos. El servicio se nombraba por riguroso orden de antigüedad entre todos los componentes del puesto. Si surgían necesidades del servicio imprevistas, no era preciso seguir turno para su nombramiento.

			Como medida de autoprotección y, sobre todo, para dificultar el movimiento de los delincuentes, se daban instrucciones precisas para no reiterar las cadencias de salida y regreso de las patrullas. También se insistía en que los guardias debían regresar al puesto, por regla general, por un camino diferente al utilizado en el inicio. De este modo, al tiempo que se conseguía el efecto anterior, se reconocía un espacio mayor de terreno.

			La división de las compañías, cuya demarcación abarcaba una provincia en los primeros tiempos, se estructuraba en secciones y líneas, al mando de tenientes, subtenientes y alféreces. Las secciones, como unidades orgánicas, eran el agrupamiento de varios puestos próximos, al mando de un oficial, para la prestación del servicio en un área determinada. Las líneas, también mandadas por un oficial, agrupaban varios puestos que se disponían sobre el itinerario —la línea— de un camino real, para la vigilancia de este y de sus caminos transversales. Eran, por tanto, entidades netamente operativas. Además, una sección podía incluir entre sus puestos a los pertenecientes a una determinada línea. 

			Ahumada dispuso que todos los núcleos habitados de cada provincia fueran adscritos, para su vigilancia, a un puesto de la Guardia Civil, clarificando las demarcaciones territoriales. Esta distribución no afectaba, salvo excepciones, a los puestos situados sobre una línea de caminos reales, cuyo objeto prioritario del servicio seguía siendo la atención al tramo de camino asignado. 

			Como ya hemos visto, en los años en que la Guardia Civil iniciaba su andadura fue cuando las diligencias se convirtieron definitivamente en el medio habitual para viajar por España y se encontraban en su máximo apogeo. Las diligencias surcaban con regularidad las principales carreteras de la geografía nacional, llegando a recorrer hacia 1854 hasta doscientos kilómetros diarios, con capacidad para transportar hasta veinte pasajeros de toda condición social, con sus pertenencias y bienes. Al mismo tiempo, adquiría mayor relevancia el flujo de la correspondencia, a través de los carruajes correo y de las postas. Por tanto, aquella creciente red de caminos y el tráfico de personas y mercancías se habían convertido en el principal foco de atención de las partidas de bandoleros, que actuaban con casi total impunidad, ante la impotencia de las autoridades para atajar este grave problema.

			El fundador de la Guardia Civil tuvo claro desde el primer momento que la vigilancia de los caminos para asegurar los principales itinerarios y prevenir los asaltos a diligencias y otros carruajes, era el principal objetivo al que debía atender la fuerza del Instituto recién desplegada, siquiera de forma aún precaria, en toda la geografía nacional. Por ello, ya desde comienzos de 1845, Ahumada insistía en su propuesta de asumir plenamente la vigilancia de los caminos reales, relevando de este cometido a las partidas del Ejército que todavía patrullaban aquellas rutas. 

			Pero daba un paso más en este esfuerzo, que sería fundamental para la erradicación del bandolerismo de las vías de comunicación: el establecimiento de puestos de la Guardia Civil sobre los caminos reales, que conformarán las líneas. Esta propuesta mereció la aprobación de la reina, encomendando al ministerio de la Gobernación lo relativo al acondicionamiento de las infraestructuras necesarias. 

			Ahumada sabía que asumiendo aquella difícil misión comprometía su prestigio personal y, más aún, la propia supervivencia de una Guardia Civil recién creada, cuya eficacia estaba todavía por demostrar. Así lo dejaba entrever a través de una dura circular de julio de 1845, en que calificaba los robos en diligencias como «pública acusación contra la Guardia Civil». Entre las minuciosas prevenciones que se establecían en aquel documento, uno de los primeros dirigidos a impulsar la vigilancia para prevenir los asaltos a diligencias advertía claramente que: «La primera atención de la Guardia Civil es la continua vigilancia y seguridad en los Caminos Reales». 

			Los caminos reales que comunicaban las grandes poblaciones eran los más transitados y, por tanto, los más vulnerables y que ofrecían botines más apetecibles para los bandidos. A ello se unía el hecho de que la delincuencia más violenta y organizada actuaba y tenía su cobijo en el entorno rural. Un medio, entonces hostil, en que el servicio prestado en los caminos por los guardias civiles iba a salvar tantas vidas, pero que, al mismo tiempo, iba a acarrear grandes peligros a la fuerza del Cuerpo. 

			La labor preventiva de estos servicios cobraba su mayor importancia al paso de los carruajes. De acuerdo con los horarios previstos, los guardias debían encontrarse sobre el camino al paso de las diligencias, coches correo y sillas de posta, patrullando en ambas direcciones. Todas las prevenciones dictadas por el inspector general debían ser especialmente observadas cuando los carruajes atravesaban la demarcación durante la noche, al resultar más vulnerables. La fuerza de servicio de caballería también se mantendría patrullando sobre los caminos, de acuerdo con las instrucciones dictadas para optimizar el empleo del caballo en estos cometidos. 

			Para facilitar la vigilancia se construyeron casetas, a modo de cobijo y vigilancia, que protegieran de la intemperie a hombres y caballos, y que se encontraban en puntos dominantes sobre los caminos más vulnerables, constituyendo auténticos cordones de seguridad permanentes sobre los itinerarios. Esta medida se completaba con la previsión de que las patrullas de los puestos limítrofes de la misma línea contactaran entre sí durante el servicio, lo que obligaba a realizar largos recorridos a pie, e intensificando la vigilancia en los horarios de paso de los carruajes. 

			Uno de los mayores riesgos que los guardias civiles corrían en este tipo de servicios era el de la sorpresa, cayendo en una emboscada entre varios fuegos, bajo las armas de los malhechores que perseguían, lo que llevó a causar no pocas bajas. Por ello, se dispuso en la propia Cartilla que los componentes de la pareja debían caminar distanciados de diez a doce pasos entre ellos, limitando el riesgo de ser blanco del fuego contrario, sin comprometer la mutua protección y defensa de los guardias. No obstante, cuando se producían encuentros con bandidos, las limitaciones de las armas de fuego de la época —a su escasa puntería había que sumar la servidumbre de cargarla a cada disparo— hacían que no fuera infrecuente llegar a la lucha cuerpo a cuerpo, teniendo el guardia que acometer a la bayoneta, calada en el fusil, o desenvainar su sable para enfrentarse al arma blanca de su violento oponente, con frecuencia del tamaño de machetes.

			Además, para las comarcas más castigadas por el bandolerismo, llegó a idearse por el duque de Ahumada la constitución de pequeños destacamentos que se alojarían en modestas edificaciones a lo largo de los caminos reales, lo que permitiría prestar un servicio permanente de patrulla y apostaderos. Pero pronto se abandonó el proyecto, bien por falta de presupuesto para acometerlo, o porque estos destacamentos resultaron ineficaces.

			Más tarde, en un nuevo intento por mejorar la seguridad y prevenir los asaltos, se dispuso que la mayor parte de los transportes de fondos y coches correo fueran escoltados por fuerzas del Cuerpo. En las diligencias, lo habitual era que uno de los guardias de la escolta fuera en el pescante, junto al mayoral, mientras el otro subía al cupé, tras el pescante, desde donde divisaba mejor el terreno que rodeaba el camino. También podían viajar ambos en la rotonda —habitáculo posterior de la diligencia—, desde donde podían vigilar cualquier intentona e incluso sorprender a los salteadores con el uso de sus armas. 

			La concentración en Madrid en mayo de 1848 de 4.000 guardias civiles, de los 7.770 efectivos con que contaba el Cuerpo en aquel momento, mermó mucho la capacidad operativa de las unidades. Aquella drástica disminución supuso la desprotección del medio rural y un repunte del asalto a las diligencias, pese a redoblar los esfuerzos en la seguridad de los caminos, siguiendo las exhortaciones del duque de Ahumada. Pero a partir de 1850 se asestaron duros golpes al bandolerismo dedicado al asalto de carruajes, hasta neutralizarlo casi por completo. A ello contribuyó la reforma de 1850 sobre el Código Penal de 1848, que transfería a la jurisdicción militar los delitos relativos al bandolerismo, lo que supuso un revés importante para aquellos delincuentes. De este modo, al llegar a 1854, cuando se cumplían los primeros diez años de vida de la Guardia Civil, podía decirse que el asalto a un carruaje público era algo excepcional y provocaba una importante conmoción.

			Ciertamente, con la entrada en escena de la Guardia Civil habrá un antes y un después en la historia del bandolerismo. Pero para combatirlo, el nuevo cuerpo de seguridad tuvo que hacerle frente adoptando una táctica diferente a la que habían llevado a la práctica hasta entonces las unidades del Ejército y otros cuerpos armados, con grandes y ruidosos despliegues. Desde el primer momento, la Guardia Civil tuvo claro que la clave estaba en saber adaptarse al terreno y al tipo de enemigo al que habrían de enfrentarse, la realización de apostaderos y buscar la sorpresa, en un terreno que había que reconocer y patear mediante las correrías y patrullas, así como a través de dispositivos específicos orientados a la persecución de las partidas de malhechores. 

			En aquellos dispositivos, especialmente frecuentes en los primeros años, casi siempre se hallaba al frente un oficial, generalmente el jefe de sección o línea, cuando no alguno de los capitanes. Esta será una de las más significativas señas de identidad de los oficiales de la Guardia Civil en toda la etapa fundacional, como directores e impulsores del servicio, precisamente cuando entraña más riesgo, y por cuyo motivo recibirán el correspondiente reconocimiento. 

			Pero para combatir eficazmente al bandolerismo, también era necesario poner en marcha procedimientos mucho más sutiles que las incesantes patrullas y reconocimientos del terreno. Era preciso hacer un uso abundante y efectivo de la información, complementado con el empleo de colaboradores, por lo que pronto se convirtió en una faceta importante en la lucha contra la delincuencia, que se ha mantenido a lo largo del tiempo en la esencia del servicio de la Guardia Civil. 

			De todas formas, aquella situación también era aprovechada por otro tipo de delincuencia. Con frecuencia se cometían crímenes y robos, de los que luego se cargaban las culpas de su autoría sobre las partidas de bandoleros de la zona, buscando así la impunidad. En otros casos, eran personas aparentemente respetables —en ocasiones, los propios alcaldes— las que apoyaban a las partidas dándoles cobertura y cobijo. 

			A comienzos de 1852 existía ya un puesto de la Guardia Civil en cada uno de los pueblos que constituían cabecera de partido judicial, aunque todavía con una plantilla de no más de cinco o siete efectivos por puesto como promedio, salvo en las grandes poblaciones. Este nivel de cobertura era una prioridad absoluta del Gobierno —y del propio Ahumada— para ocupar todas las poblaciones de cierta importancia, y garantizar cuanto antes una adecuada colaboración con la administración de Justicia. 

			Tanto la población rural como, en ocasiones, los propios jefes políticos y demás autoridades, debían asumir la existencia en su territorio de un cuerpo de seguridad dispuesto a mantener el orden y hacer cumplir las leyes por encima de todo, y no solo para perseguir a los delincuentes. Por ello, en los primeros tiempos fue preciso fijar con claridad los límites de las competencias y atribuciones que las autoridades civiles tenían sobre la fuerza de la Guardia Civil, como la circular de 6 de junio de 1845, dirigida a los jefes políticos, zanjando con rapidez cualquier abuso o injerencia injustificada.

			Porque la Guardia Civil tenía muchos otros cometidos que prestar. Algunos de los más penosos y que más efectivos consumían eran las conducciones de presos, a las que había que unir la detección y captura de prófugos y desertores, tan abundantes en la época.

			La fuerza del Cuerpo también había de emplearse en todas las labores de vigilancia en el ámbito administrativo que prescribía la Cartilla del Guardia Civil, como el control de las armas, las actividades de caza y pesca, los juegos prohibidos, el control de pasaportes y todos los aspectos relativos a policía rural y forestal.

			En cuanto a la lucha frente al contrabando, la Cartilla preveía su represión por la Guardia Civil, aunque no estuviera entre sus cometidos específicos. A partir de 1852, la nueva legislación de contrabando amplió el campo de actuación del Cuerpo en este ámbito. 

			Por último, cabe citar las actuaciones de la Guardia Civil frente a incendios, inundaciones, epidemias y, en definitiva, todas aquellas intervenciones en auxilio de la población ante calamidades públicas, actuando siempre con más espíritu de servicio y abnegación que medios materiales y conocimientos para dar respuesta a la emergencia. Era frecuente que la prensa de la época se hiciera eco de las actuaciones más destacadas llevadas a cabo por los guardias civiles, siendo especialmente celebrados los servicios que remataban con la captura de asaltantes de diligencias y otros carruajes. Pero también se mostraban los medios especialmente sensibles hacia los servicios humanitarios, que suscitaban un gran reconocimiento entre la población; por encima, incluso, de las celebradas intervenciones contra los salteadores de caminos y malhechores. 

			En los servicios de auxilio que la fuerza de la Guardia Civil prestaba con ocasión de su vigilancia sobre los caminos, existen numerosos testimonios de viajeros expresando su profundo agradecimiento por la actuación de los agentes para socorrerles tras sufrir un accidente, una avería, o al encontrarse extraviados. En su narración, también era frecuente su sorpresa por la negativa de aquellos esforzados servidores públicos a recibir ningún tipo de demostración material de agradecimiento, por escaso que fuera su valor; e incluso, a negarse a ser resarcidos de los gastos realizados, o de los bienes propios puestos a disposición de aquellos agradecidos viajeros. 

			Sobre estos servicios en los primeros años destaca la conocida tragedia del barranco de Bellver, en Oropesa (Castellón), que causó gran consternación en la época. En medio de un gran temporal, en la noche del 14 de septiembre de 1850, la diligencia correo que hacía la línea de Barcelona a Valencia se precipitó por un barranco al ceder el terreno, muriendo los trece ocupantes. Aun sabiendo que sus posibilidades de sobrevivir eran mínimas, los guardias civiles Pedro Ortega y Antonio Giménez se lanzaron en su auxilio hacia el fondo del barranco, siendo arrastrados por las aguas y pereciendo en el intento. Fueron los primeros guardias civiles fallecidos mientras prestaban un servicio humanitario de que se tiene conocimiento.

			Ahumada impone su estilo de mando

			Los reglamentos —Militar y para el Servicio— aprobados para la Guardia Civil constituyeron el punto de partida normativo en un entramado que aglutinaba el régimen y estatuto personal con las directrices para la prestación del servicio. Un año más tarde, como hemos visto, la pluma de Ahumada perfilaba en la Cartilla del Guardia Civil el código deontológico de la institución y las normas y procedimientos para el desempeño y la ejecución del servicio, hasta el punto de desdibujar el papel de los propios reglamentos. Pero aún existió una herramienta más eficaz, si cabe, para regular las actuaciones y comportamientos en el Instituto. Serían las circulares, que definirían la auténtica personalidad y estilo de mando de Ahumada. 

			Estos documentos, junto con las reales órdenes que, en nombre de la reina, dictaba el Gobierno a propuesta del fundador del Cuerpo, constituyen un corpus normativo de primera magnitud para entender la forma en que se transmitían las órdenes por la cadena de mando. Pero, más aún, también la manera en que se plasmaba la política de comunicación interna institucional en la etapa fundacional, porque aquellos documentos eran, con frecuencia, fruto de las novedades, propuestas, partes del servicio o notas informativas que se recibían en la Inspección General de todas las unidades de la Guardia Civil. 

			Según él mismo aseguró en ocasiones, Ahumada gustaba de escribir, como lo demuestra el voluminoso archivo epistolar que aún se conserva. Además, era un gran narrador, que reparaba especialmente en los detalles. Todo ello contribuyó a que el fundador se encontrara cómodo escribiendo aquellas circulares que lo regulaban casi todo. Además, aquella línea iniciada por él se siguió en las décadas siguientes como método habitual para la dirección y el control de las unidades desde el órgano central del Cuerpo. 

			En una de aquellas primeras circulares, Ahumada se adelantaba de modo sorprendente a las actuales teorías sobre el rendimiento, la motivación y el compromiso en las organizaciones. Desde el principio inculcó en los jefes y oficiales la necesidad de lograr el convencimiento de sus subordinados en el cumplimiento de las órdenes recibidas, al tiempo que se iba formando humana y profesionalmente a aquellos hombres, muchos de los cuales apenas sabían leer y escribir. Insistía, en fin, en que «a los Guardias Civiles no basta mandarlos, es menester convencerlos y educarlos». Todo un reto para aquellos mandos, pero también una eficacísima herramienta de liderazgo que calará en la institución desde sus comienzos.

			Cuando el personal ingresado en la Guardia Civil se encontraba todavía en periodo de formación o iniciaba su marcha hacia las provincias de destino, el inspector general hacía ya una clara advertencia sobre las reglas de comportamiento que habían de seguir los guardias civiles. Quería que fueran muy tenidas en cuenta las normas de conducta que se les habían inculcado desde el mismo momento en que comenzaran a prestar servicio y a ser observados por aquella sociedad a la que iban a servir. 

			Pensando en la imagen y dignidad de todos y cada uno de sus subordinados, advertía a los mandos de que «jamás y por ninguna circunstancia habrá amonestaciones ni reconvenciones en público», pero también recordaba que sería expulsado el que no observara buena conducta. Por último, apelaba el duque de Ahumada a la formalidad y gravedad que debían presidir todas las actuaciones. 

			Con estas prevenciones y otras similares, que reiteraba periódicamente, Ahumada enlazaba sus exigencias sobre el comportamiento y actitud con que debían conducirse los guardias civiles, con aquella premisa de la actuación por el convencimiento, generando un compromiso institucional. Pretendía que los guardias sintieran auténtico orgullo de serlo, de saberse miembros de la institución a la que pertenecían, e imbuidos de la alta misión que se les había confiado. Con ello, el fundador quería transmitir los rasgos de personalidad que le habían caracterizado siempre en el ámbito profesional, orientado al logro de la misión asignada, con el más alto sentido de la responsabilidad y muy consciente de su posición y de su linaje. 

			Se ha resaltado con frecuencia el sentido de paternalismo con que Ahumada quiso dirigir la Guardia Civil. Actualmente se encuentra denostado como forma de dirección, pero nada tiene que ver la madurez de las personas que integran hoy en día las organizaciones con la realidad cultural y social de mediados del siglo xix en España. 

			Cierto es que las formas paternalistas de dirigir estuvieron más vinculadas, históricamente, a la institución militar. Pero, además, Ahumada manifestaba de este modo una de las facetas de su personalidad más características, cual era su profundo sentido de la familia, la añoranza del hogar en las largas campañas y una gran sensibilidad sobre la preservación de los valores y los sentimientos compartidos. Una sensibilidad, en fin, de la que una vez más, salía a relucir el linaje secular de una de las familias de mayor abolengo de España.

			Por tanto, tenemos que identificar el término paternal como sinónimo de cercano; inspirador de mutua confianza y aprecio; de respeto y admiración hacia el superior, y de comprensión y preocupación por el subordinado. Se trataba, en fin, de una actitud que favoreciera la prestación del servicio desde la motivación, el compromiso y la satisfacción de quienes habían de desempeñarlo.

			De todas formas, este estilo de mando de corte proteccionista hacia el subordinado no se manifestó por parte de Ahumada en la misma forma desde los comienzos. En los primeros años, en que resultaba especialmente dificultosa y compleja la organización de todo el entramado institucional y humano para la puesta en marcha de la Guardia Civil, el fundador se mostraba, por lo general, más áspero y autoritario; a veces, incluso, amenazador. Eran demasiados los retos a los que se enfrentaba, y enorme la responsabilidad asumida ante el Gobierno que había confiado en él y frente a una sociedad que deseaba vivir segura y tranquila. 

			En cambio, a partir de la circular de 13 de noviembre de 1849, relativa a la formación de los guardias civiles, podemos apreciar un giro llamativo en el tono de las órdenes e instrucciones que transmite a las unidades. En ese año empezó a reconducirse el repunte del bandolerismo experimentado en 1848 con la concentración de casi toda la fuerza en Madrid. Pero, sobre todo, Ahumada era consciente de los importantes esfuerzos que se estaban haciendo en las unidades, también en el plano humano, dando prioridad a la alfabetización y formación de los guardias civiles menos aventajados. Es este un aspecto que, por el tenor de las expresiones empleadas, parece llegar a conmover al inspector general, que dará un giro muy marcado en el tono que emplear a partir de entonces. 

			En definitiva, podemos resumir cuáles fueron las directrices generales de la formación humana y profesional que se transmitió a los guardias civiles para el cumplimiento de su misión: buena educación, corrección en el trato, pulcritud en el vestir, fuerte sentido de pertenencia, exacto cumplimiento de su deber y unas relaciones internas militares presididas por el paternalismo. 

			Pero aquella actitud paternal que Ahumada preconizaba en ningún caso venía acompañada de posturas débiles a la hora de adoptar decisiones, o de cierta condescendencia con el error. Por el contrario, significaba el ejercicio de la autoridad patriarcal de la época, con finalidad educadora, y dispuesta siempre a socorrer con toda la solicitud que resultara necesaria. Ciertamente, era una preocupación de Ahumada el estado en que quedaban muchos miembros del Cuerpo cuando se veían obligados a licenciarse por diferentes razones. Así, se dispuso que los guardias que resultaran inutilizados en el servicio podían optar a determinadas plazas en la Administración, y se les concedía una licencia de, al menos, cuarenta días para poder colocarse. También se determinaron en 1847 los puestos de trabajo a los que podían optar los jefes, oficiales y personal de tropa del Cuerpo que, después de haber servido cierto número de años, quisieran abandonar el servicio militar, o bien se hubieran inutilizado como consecuencia del mismo.

			Especial objeto de atención por parte del fundador del Cuerpo fueron las familias de los guardias civiles, por las que siempre mostró una gran sensibilidad. Todas las disposiciones que dictó, y que se fueron actualizando y extendiendo en las décadas siguientes, constituyen un auténtico elenco normativo de atención y protección a la familia, único en la Administración y el estamento militar en el siglo xix. 

			Como ejemplo de esta política de protección a la familia, se dispuso en 1850 que los guardias casados que tuvieran a cargo hijos de siete años o más fueran destinados a poblaciones que contaran con escuelas de instrucción primaria, a fin de que tuvieran oportunidad de formarse. El razonamiento de Ahumada para adoptar esta medida atendía, por una parte, a que, habiendo transcurrido seis años desde la creación del Cuerpo, muchos guardias que habían contraído matrimonio al ingresar, o que llevaban poco tiempo casados cuando entraron a formar parte de la Guardia Civil, tenían ya hijos en edad de ir a la escuela. Pero, además, Ahumada desvelaba uno de los aspectos que definían su visión de la Guardia Civil en el futuro, que era verla integrada, en buena parte, por los hijos y descendientes de aquellos primeros guardias civiles, como una garantía de perdurabilidad y de perpetuar un auténtico espíritu de cuerpo. Ahumada, en fin, «teniendo presente que ha de llegar un día en que los hijos de los mismos Guardias a su vez serán Guardias, Sargentos, y aun Oficiales y Jefes de los que en lo sucesivo pueda tener el Cuerpo», veía en aquellos niños a los futuros guardias civiles de todos los empleos, del mismo modo que lo institucionalizará pocos años más tarde para los huérfanos, creando la Compañía-Colegio de Guardias Jóvenes en 1853. 

			Este entramado corporativo, además, había de sustentarse en un elemento constitutivo de la naturaleza militar de la Guardia Civil, como es la disciplina. El general Girón tenía el convencimiento de que la disciplina era uno de los pilares en que debía sostenerse la nueva institución, teniendo en cuenta la dispersión de las unidades y de la fuerza que prestaba servicio en ellas. Por tanto, más allá de un signo distintivo de eficacia y de cohesión interna, la permanente atención al mantenimiento de la disciplina era una necesidad vital para asegurar la pervivencia de la institución. Además del exacto cumplimiento de las órdenes recibidas y de todas las disposiciones de aplicación en el servicio y en el comportamiento en general de los guardias civiles, Ahumada sabía que el mayor signo distintivo de la disciplina era su manifestación externa a través de la corrección en el trato y el saludo militar, en lo que insistía con mucha frecuencia. También exigía una esmerada observancia de las demás normas de cortesía militar en todas las ocasiones en que hubiera lugar a ello, como en las presentaciones y despedidas reglamentarias de los jefes, oficiales y comandantes de puesto.

			Los comienzos difíciles

			El primer Gobierno tras la puesta en marcha de la Guardia Civil, además del hito histórico de su organización, llevó a cabo importantes medidas de gran calado político. En primer lugar, acometió de forma inmediata la reforma de la Constitución de 1837, a fin de adaptarla a los postulados más conservadores. Esta reforma, no exenta de posturas contrarias o discordantes en el propio seno del moderantismo, dio lugar a la Constitución de 1845, que estuvo vigente durante todo el reinado de Isabel II. La nueva Carta Magna consagró la soberanía compartida entre la Corona y las Cortes —eliminando la referencia a la soberanía nacional—, el nombramiento real de los senadores, la ampliación del periodo de ejercicio de los diputados y, como consecuencia directa de la reciente creación de la Guardia Civil, la supresión de la Milicia Nacional. 

			Como ya expusimos, se habían depositado grandes esperanzas en el despliegue de la Guardia Civil como azote del bandolerismo. También vimos que el Instituto supo estar a la altura de aquellas expectativas, a pesar de los limitados recursos con que todavía contaba en los primeros años. Pero la naciente institución se vio igualmente obligada a intervenir con alguna frecuencia en revueltas y algaradas callejeras protagonizadas por sectores revolucionarios, así como en algunas cuarteladas. 

			No en vano, puede decirse que, durante la década moderada, la oposición abierta al poder constituido se manifestó en dos direcciones muy marcadas. La primera, con más arraigo en la zona rural, se dirigió contra la monarquía isabelina, y fue protagonizada por la reactivación del conflicto dinástico. La segunda, de carácter más urbano, se orientó contra el partido en el Gobierno y alentada por el progresismo. Pero existía también una tercera vía conspiratoria, todavía con muy poca fuerza pero de mayores pretensiones, dirigida tanto hacia la monarquía como al partido liberal moderado, y que era la protagonizada por los republicanos. Para hacer frente a aquellos movimientos, fue empleada la Guardia Civil como instrumento más eficaz para la defensa del Estado en la contención de esta múltiple oposición, de acuerdo con sus capacidades, que eran aún muy limitadas.

			Esta situación fue causa de las primeras desavenencias del duque de Ahumada con el general Narváez, cuando la Guardia Civil estaba todavía ultimando su primer despliegue. El motivo fue la orden del presidente y ministro de la Guerra para que miembros del Cuerpo llevaran a cabo en noviembre de 1844 la detención en sus cuarteles de un grupo de oficiales que habían protagonizado un conato de levantamiento el mes anterior. Ahumada no quería que la imagen de la institución se viera empañada por actuaciones que la pusieran contra la opinión pública y los diferentes colectivos sociales, pero tampoco contra el estamento militar, con el que se esforzaba por evitar tiranteces. 

			Tampoco recibió Ahumada con agrado la participación de guardias civiles en la captura del militar progresista Martín Zurbano, que, sublevado sin apenas apoyos, fue fusilado junto a sus hijos en Logroño el 21 de enero de 1845.

			Al año siguiente tuvo lugar otro suceso revolucionario, esta vez con el protagonismo de un miembro del Cuerpo. El segundo comandante Manuel Buceta del Villar había llegado a oficial desde sargento, empleo en el que había combatido en la Primera Guerra Carlista. Ingresó en la Guardia Civil con el primer contingente, y fue destinado al 5.º Tercio de Galicia, en que se le asignó el mando de la 1.ª compañía, que cubría la provincia de Pontevedra. En abril de 1846 tomó parte en la revuelta que tuvo lugar en Galicia, con el alzamiento encabezado desde La Coruña por el comandante Solís. Los sublevados fueron derrotados poco después cerca de Santiago por las tropas del general Manuel Gutiérrez de la Concha, y los oficiales más implicados fueron fusilados. La fuerza del 5.º Tercio de la Guardia Civil no secundó la sublevación, con la excepción de Buceta, que se alzó al frente de su compañía. La fuerza a sus órdenes, no obstante, se mantuvo dividida, y solo una parte de los miembros de su unidad secundaron a su jefe. Tras fracasar la revuelta, Buceta consiguió huir a Portugal y fue expulsado de la Guardia Civil. Los guardias que le secundaron fueron severamente castigados; mientras el jefe del tercio, el coronel José Rizo, fue cesado de su cargo y reemplazado por el coronel Martín Hormaechea. Aquel suceso fue el único registrado en todo el siglo xix en que un oficial de la Guardia Civil secundaba un levantamiento al frente de su unidad. 

			Ese mismo año 1846 dio comienzo la Segunda Guerra Carlista, o dels Matiners (madrugadores), como también se la conoció en Cataluña, donde se desarrolló en su mayor parte; y que no terminó hasta que el general Cabrera cruzó de nuevo la frontera en mayo de 1849. Aquel conflicto supuso una importante prueba para la Guardia Civil y le proporcionó una gran experiencia en la guerra de guerrillas. Pero, además, su presencia en el entorno rural cambió la fisonomía de la contienda con respecto a la Primera Guerra Carlista. Los seguidores de don Carlos, acostumbrados a entrar en las poblaciones sin encontrar resistencia, tropezaban ahora con una fuerza disciplinada, aunque exigua, que defendía a todo trance sus casas-cuartel y el armamento que en ellos se custodiaba. De hecho, en todas las provincias donde tuvieron actividad las partidas carlistas, casi siempre se toparon con efectivos de la Guardia Civil, ya fuera constituyendo patrullas independientes, en unidades mixtas con el Ejército, o en la defensa a ultranza de un puesto aislado. Mediante la Real Orden de 20 de diciembre de 1848, se dispuso que unidades de la Guardia Civil, principalmente de caballería, se integraran en la fuerza en operaciones que combatía en el conflicto carlista. Para ello, la autoridad militar ordenó que las columnas del Ejército fueran precedidas de secciones de reconocimiento de la Guardia Civil a caballo, como prácticos y conocedores del terreno, lo que contribuyó a aumentar su prestigio. Por tanto, si bien el peso de la Guardia Civil en esta contienda fue escaso, su actuación sirvió para robustecer su espíritu, alcanzar reconocimiento en el seno del Ejército y madurar como institución.

			El 23 de marzo de 1846, según consta en certificación del secretario del Consejo de Su Majestad, se hizo efectivo el otorgamiento a Francisco Javier Girón de la dignidad de grande de España de 1.ª clase, que ya tenía concedida junto con el título de duque de Ahumada desde que lo heredara de su padre en 1842. Aquel reconocimiento oficial se materializaba en una solemne ceremonia que se celebraba en el Palacio Real. De acuerdo con el ritual previsto, la reina aguardaba en su «real cuarto», mientras el secretario llamaba a su presencia al candidato, que debía ser apadrinado por otro grande. De este modo, cuando el secretario Cáceres pronunció su nombre, Javier Girón entró en la sala acompañado de su tío-abuelo, el viejo general Castaños, duque de Bailén. En aquella dependencia aguardaba sentada la reina, acompañada de otros grandes de España. Una vez situado en la pieza destinada al efecto, la reina ordenó a Francisco Javier cubrirse en su presencia. El acto de colocarse la prenda de cabeza ante la reina fue secundado por todos los nobles, grandes de España, que asistían a la ceremonia. Como era costumbre, la esposa del duque de Ahumada fue nombrada dama de la reina.

			Una vez cubierto ante la reina, procedía el nombramiento de gentilhombre grande de España con ejercicio y servidumbre, que acarreaba una serie de obligaciones palaciegas. Como símbolo de tal nombramiento, se le entregaba una llave dorada con adornos de seda en rojo y oro, que simbolizaba la de la cámara real, y que se portaba al costado derecho en el uniforme, frac y levita. Los gentilhombres grandes de España dependían del mayordomo mayor, y este nombraba el servicio de palacio por turno de antigüedad. Durante el servicio nombrado, debían acompañar al rey o la reina, haciendo guardia junto a su cámara en las audiencias y acompañándole en su actividad diaria dentro y fuera de palacio, incluso para almorzar o asistir a algún espectáculo público. 

			Aquellas altas obligaciones, derivadas de su condición nobiliaria y como grande de España, unido a la gran confianza que generaba, tanto en los diferentes gobiernos como en la Corte, hicieron acreedor al duque de Ahumada para ser comisionado para delicadas misiones de seguridad y acompañamiento a lo largo de aquellos años. 

			De este modo, Francisco Javier Girón fue nombrado para encabezar la comisión que debía trasladarse a la frontera francesa y recibir en el puente internacional de Irún a los príncipes franceses Enrique y Antonio de Orleans, duques de Aumale y de Montpensier, hijos del rey de Francia, Luis Felipe I de Orleans. La llegada se produjo el 25 de septiembre de 1846, y Ahumada tuvo que garantizar su seguridad y acompañarlos hasta la Corte, a donde llegaron el 7 de octubre. El motivo de aquel viaje no era otro que la celebración en Madrid el 10 de octubre del doble enlace matrimonial de la reina Isabel, el día en que cumplía dieciséis años, con su primo carnal, el infante don Francisco de Asís de Borbón, duque de Cádiz; y de su hermana la infanta María Luisa Fernanda, que no tenía aún los quince años, con el príncipe Antonio de Orleans, duque de Montpensier y el menor de los diez hijos del rey de Francia. 

			Una vez concluidas las bodas reales, con fastos que ocuparon la vida madrileña durante diez días, Ahumada tuvo que acompañar al duque de Aumale de regreso a Francia. Más tarde, fue recompensado por Luis Felipe I con el nombramiento de gran oficial de la Legión de Honor.

			Tras el enlace matrimonial de Isabel II se recuperaron e instauraron costumbres de ceremonial y protocolo que dieron gran realce a la vida social ligada a la Corte. El duque de Ahumada y su esposa, como miembros de la aristocracia madrileña, participaban de aquella activa vida social, en la medida en que sus obligaciones se lo permitían. 

			En 3 de noviembre de ese año, el mariscal de campo Girón fue promovido al empleo de teniente general, con la antigüedad del 10 de octubre anterior, dentro de la relación de ascensos concedidos con motivo del matrimonio de Isabel II. Con Ahumada ascendían otros seis mariscales, y no tenía efectos económicos hasta que existieran vacantes del empleo de teniente general y se fueran ocupando por rigurosa antigüedad. No obstante, tal vez por tratarse de un inspector general, en consonancia con los de las armas, o en razón de su antigüedad, una semana más tarde se rectificaba el nombramiento para que el ascenso fuera efectivo.

			En 1847 tuvo lugar la primera aventura de la Guardia Civil fuera de nuestras fronteras, con ocasión de la entrada de un cuerpo de ejército español en Portugal, tras la firma de un tratado internacional para apaciguar una grave revuelta en el país vecino, en apoyo de la reina portuguesa. Una unidad de caballería de la Guardia Civil con cuarenta hombres de tropa y tres oficiales marchó con el ejército de operaciones alcanzando notable éxito, y encargándose durante un tiempo de garantizar la seguridad en las calles de la ciudad de Oporto una vez que fue reconquistada.

			Tras un paréntesis en que Narváez dejó el Gobierno en 1846, el 4 de octubre de 1847 volvía a ocupar, durante casi tres años y medio, la presidencia del que se denominará su «Gobierno largo», hasta enero de 1851. Narváez venía de ocupar la embajada en París, y a su llegada concedió cargos y recompensas a algunos de los generales más cercanos que habían ocupado altos cargos con los efímeros gabinetes ministeriales que se habían sucedido desde su marcha en la primavera del año anterior. También tuvo un merecido reconocimiento para el teniente general Girón, que el 22 de noviembre era recompensado con la Gran Cruz de Carlos III, en premio a los importantes servicios prestados «y los que con tanto acierto está prestando en la organización de la Guardia Civil». Como no podía ser de otra forma, la condecoración le fue impuesta personalmente por el propio Narváez.

			Pero tendrá enseguida que enfrentarse, junto a Narváez, a una de las peores crisis, con repercusiones de ámbito internacional. En la primavera de 1848 se produjo en España una serie de revueltas, que Galdós tituló como las «tormentas del 48». Eran un reflejo aminorado de la revolución que en aquel año sacudió de modo irreversible a las principales monarquías europeas, y que supuso el derrocamiento en Francia de Luis Felipe de Orleans. Para hacerle frente, Narváez obtuvo del Congreso la autorización para suspender en caso necesario las garantías de los derechos individuales, lo que le dejaba las manos libres para la prevención y el castigo de cualquier intentona revolucionaria. Esta medida, que posteriormente tendría una fuerte contestación en las Cortes por los progresistas, se mantuvo vigente hasta diciembre de aquel año. 

			En febrero de 1848 estallaba en Francia la revolución que desembocó en la proclamación de la república. La familia de Luis Felipe de Orleans tuvo que huir a Londres apresuradamente, temiendo por sus vidas. Con ellos se encontraba la princesa María Luisa Fernanda de Borbón, la hermana pequeña de la reina Isabel, que residía en la Corte francesa junto a su familia política tras contraer matrimonio con el duque de Montpensier. La noticia llegó a Madrid el 25 de febrero. Ante aquella situación de riesgo, parecía lo más prudente que la princesa se pusiera a salvo en España junto a su hermana y su madre. De forma urgente, el 27 de febrero el duque de Ahumada fue comisionado por Narváez como persona de confianza para salir al encuentro de la princesa María Luisa Fernanda y llevarla a Madrid sana y salva. Entretanto, se encargó del despacho de la Inspección General de la Guardia Civil al secretario general, coronel De la Torre.

			En relación con este misterioso viaje, consta en la hoja de servicios del teniente general Girón una comisión de servicio para «pasar al extranjero en busca de S. A. R. la Princesa de Asturias Doña María Luisa Fernanda», con motivo de la revolución producida en Francia, «y que encontrándola en Londres la custodió hasta su llegada a Madrid el 7 de abril». Algún cronista, además, abunda en el relato de aquel viaje con varias peripecias, como el paso de incógnito del canal de la Mancha, rumbo a Inglaterra, a bordo de la pequeña embarcación de un contrabandista normando, hasta que al fin encontró a la princesa en Londres y la acompañó en el viaje de retorno a España, desembarcando en Lisboa. 

			Pero lo cierto es que la información de que disponemos nos lleva a razonar que el duque de Ahumada, tal vez después de sopesar la situación, o bien recibiendo órdenes expresas en tal sentido, se dirigió a San Sebastián, a cuyo puerto estaba previsto que arribara el barco que, procedente de Inglaterra, trasladaba a los duques de Montpensier. Aquel barco debió de llegar a San Sebastián —probablemente, el puerto de Pasajes— el 31 de marzo o el 1 de abril de 1848, según refiere el propio Ahumada en sendas cartas a Narváez fechadas a finales de marzo desde la ciudad vasca, donde tuvo que permanecer cerca de un mes. A continuación, emprenderían el viaje por carretera hasta Madrid, a donde llegaron el 7 de abril.

			Mientras tanto, la ola revolucionaria había alcanzado nuestro país con un pronunciamiento encabezado por los sectores más radicales. Al frente de aquella asonada se encontraba el coronel De la Gándara, auxiliado por Manuel Buceta —el exprimer capitán de la Guardia Civil, expulsado tras el levantamiento de 1846 en Galicia—, a quienes secundaban unos setecientos militares del partido esparterista. Además, los tímidos levantamientos de los sectores más radicales del progresismo, especialmente en Aragón y Cataluña, se simultanearon con algunas intentonas carlistas. 

			En la tarde del 26 de marzo de 1848, de acuerdo con la consigna difundida por los revolucionarios, se produjo el levantamiento general en las calles de Madrid. El Gobierno era conocedor de los planes, y había ordenado el acuartelamiento de las fuerzas de guarnición en la Corte, previendo su necesaria intervención para neutralizar la revuelta. Por su parte, la fuerza del 1.er Tercio de la Guardia Civil estaba también reunida y atenta en el acuartelamiento de San Martín a la espera de acontecimientos. A media tarde comenzó a notarse un cierto movimiento de agitación en algunos barrios y al atardecer, las calles céntricas de Madrid se llenaron de alborotadores que, armados y lanzando proclamas revolucionarias, ocuparon los puntos neurálgicos previamente convenidos.

			El coronel Carlos Purgoldt, jefe del 1.er Tercio de la Guardia Civil, sabía que no contaba con su inspector general para resolver aquella situación. Como hemos visto, Ahumada se encontraba todavía en San Sebastián, comisionado para recibir a los duques de Montpensier. 

			Purgoldt recibió órdenes de trasladarse con toda la fuerza disponible hasta la Puerta del Sol, punto neurálgico de habitual concentración en todas las asonadas y revueltas, donde se encontraba el general Fernando Fernández de Córdova, a cargo de la posición. Enseguida, se puso Purgoldt al frente de la fuerza a sus órdenes, embocando la calle de las Hileras para enfilar la calle Mayor. Con su mayor anchura, y lejos aún de los concentrados, pudo preparar allí el dispositivo de aproximación. Tendrían que progresar por una calle con numerosos revoltosos dispuestos a hostigarles. Los ciento cincuenta guardias civiles de infantería formaron por cuartas en columna, mandando cada mitad el primer capitán Luis Periche, comandante de provincia de Madrid, y el teniente Juan Antonio Moreno y Tamayo, respectivamente. A retaguardia, progresaban los cuarenta jinetes de caballería y, al frente del dispositivo, el coronel Purgoldt, acompañado del comandante Manuel Gómez de Barreda y los dos oficiales ayudantes, Fernando Delgado y Ramón Boch. 

			Al llegar a la altura de la calle de Boteros, que da acceso a la plaza Mayor, un grupo de individuos ocultos tras la empalizada de una obra abrió fuego sobre la formación al paso de la cabeza. La descarga provocó una herida de bala al coronel Purgoldt en el brazo izquierdo, hiriendo igualmente a un guardia. Al verse atacados, el jefe de tercio dispuso al momento que el comandante Gómez de Barreda continuara con la fuerza hacia el lugar convenido, mientras él, pese a estar herido, se lanzó al galope sobre la plaza, seguido del primer capitán Periche y algunos guardias. Tras ellos, entró también en la plaza el teniente Moreno con una de las mitades de infantería y, después de hacer fuego, consiguieron despejarla. Acto seguido, Purgoldt se dirigió a la Puerta del Sol para contactar con el general Córdova.

			Mientras tanto, el teniente Moreno reconocía los soportales, con la fuerza a sus órdenes, para la total limpieza de la plaza. Tras una de las columnas, amparado por la oscuridad de la noche, un individuo salió de las sombras y apoyó la boca del cañón de su trabuco sobre el pecho del teniente. Reaccionando rápidamente, el oficial apartó el arma con su sable, abalanzándose a continuación sobre su oponente y haciéndolo prisionero. Una vez despejada la plaza, Moreno situó centinelas en todos los accesos, para asegurarla.

			A la una de la madrugada regresó Purgoldt a la Plaza Mayor, acompañado de un grupo de carabineros para que se hicieran cargo de la vigilancia de aquel punto. Reagrupada la fuerza del tercio de la Guardia Civil, se incorporaron al dispositivo dos compañías del Regimiento de América, y se dirigieron a continuación a la plaza de la Cebada, donde los revolucionarios estaban haciendo fuego sobre las tropas del Ejército que habían acudido a ese punto. Enfilaron la calle de Toledo, pero cuando se encontraban próximos a aquella plaza, cesó el fuego y se dispersaron los alborotadores, permaneciendo en la zona para evitar nuevos incidentes. Más tarde, se incorporó también a la plaza de la Cebada el general Córdova, escoltado por la fuerza de caballería de la Guardia Civil.

			Finalmente, a las tres de la madrugada del día 27 se dio por sofocada la revuelta, retornando la fuerza de la Guardia Civil a su acuartelamiento. En el balance de la refriega hubo que lamentar, además del coronel Purgoldt, seis guardias heridos, tres de ellos de suma gravedad. 

			En la última de aquellas cartas enviadas desde San Sebastián, fechada el 30 de marzo, Ahumada felicitaba al general Narváez por el éxito alcanzado en la noche del pasado día 26, en que se había conseguido abortar el movimiento insurreccional. También se lamentaba de no haber podido estar en Madrid para, según sus palabras, «poner de mi parte lo que me hubiera mandado», pues era conocedor del papel que había tenido el tercio de la Guardia Civil de la capital. 

			En los días siguientes, la fuerza del tercio permaneció de guarnición en Madrid, sin atender a su servicio ordinario. Al igual que las tropas del Ejército, el personal se mantenía acuartelado, sobre las armas, en prevención de nuevas intentonas de levantamiento. La situación en el resto de España y en otros países europeos no hacía presagiar que el final de la revolución estuviera próximo.

			Como cabía esperar, el 7 de mayo estalló una nueva revuelta. Por la noche, las patrullas de reconocimiento de la Guardia Civil detectaron movimientos. La que se encontraba al mando del subteniente Mariano Julve informó a su regreso de que el Regimiento de Infantería España n.º 30 se había unido a los revoltosos y se dirigía junto a ellos hacia la Plaza Mayor. 

			Inmediatamente, el coronel Purgoldt ordenó formar a toda la fuerza y se dirigió con ella a la Puerta del Sol, punto convenido de concentración de las unidades de Madrid en caso de revuelta. A aquel lugar se habían ido incorporando, además de las unidades de guarnición, los militares no acuartelados que habían sido alertados para ello. De repente, sonó, como un trueno, una cerrada descarga de varias armas de fuego que procedía de la calle Mayor. Cuando se disipó el humo, los militares concentrados pudieron ver que los disparos se habían dirigido, casi a quemarropa, contra un grupo de jinetes que había sido objeto de una emboscada cuando se dirigía a la Puerta del Sol.

			En el grupo atacado se encontraba el duque de Ahumada, que se dirigía al punto de reunión, acompañado de su escolta de cuatro guardias civiles. Esta vez, sí podía estar presente para ponerse al frente de sus hombres, a diferencia de la revuelta de marzo, como había lamentado. Al llegar a la altura de la calle del Triunfo, los asaltantes salieron a su encuentro y se hicieron con las bridas de su caballo, a lo que el duque reaccionó empuñando la pistola que portaba en el arzón de la silla de montar. Pero no pudo utilizarla porque, en ese momento, los revolucionarios abrieron fuego sobre ellos. La descarga fue tan nutrida que dos guardias cayeron heridos, mientras Ahumada recibía una herida de posta en su ceja derecha, y su caballo y montura sufrían el impacto de varios proyectiles. A pesar del ataque, el inspector general pudo salir de aquella situación e incorporarse al dispositivo, al frente de sus hombres. 

			Una vez reunidas las tropas en la Puerta del Sol, se dispuso atacar la Plaza Mayor, en la que se había concentrado, junto a un importante número de revoltosos, casi toda la fuerza del Regimiento España, con sus sargentos y alguno de sus jefes. Mientras tanto, la Guardia Civil pasó a ocupar posiciones en Las Casas de Cordero, desde cuyas alturas se podía proteger y vigilar la Puerta del Sol, y en la casa de Pedro de Astrearena (en la actual Gran Vía), para controlar cualquier incursión desde las calles de Hortaleza y de Fuencarral. Después de sofocada la revuelta, la Guardia Civil permaneció todavía un tiempo en la Puerta del Sol hasta que recibió la orden de retirarse a sus cuarteles. 

			Narváez no quiso correr nuevos riesgos, por lo que, para evitar una nueva asonada, ordenó el 11 de mayo la concentración en Madrid del mayor número posible de efectivos de la Guardia Civil de toda España, dejando en cada provincia, únicamente, una sección al mando de un oficial, concentrada en su mayoría en la correspondiente capital. De este modo, fue desplegado en Madrid un contingente de cuatro mil guardias civiles, encuadrados en cuatro batallones, para garantizar la seguridad de la Corte. Al frente de cada uno de los batallones, Ahumada situó a los cuatro jefes de tercio que consideraba más capacitados para aquella tarea, y que habían probado sobradamente su valor en la pasada guerra civil. Como sabemos, se trataba del barón de Purgoldt, y de los coroneles Alós, Palacios y Serrano. La revista de aquella fuerza, formada en el Salón del Prado, y su posterior desfile por la calle de Alcalá, causaron el impacto que se buscaba para lograr un efecto disuasorio. 

			Aquella fuerza permaneció en Madrid por un tiempo, prestando servicio de guarnición. Más tarde, regresó a sus unidades de origen de forma gradual hasta mayo de 1849, lo que propició que no se registraran nuevas intentonas revolucionarias. Aunque con tal medida se resintió durante meses la seguridad de nuestra geografía nacional, cubierta muy deficitariamente, supuso la principal apuesta de Narváez para sofocar la revuelta y la demostración de su absoluta confianza en la nueva institución, cuya eficacia se puso pronto de manifiesto.

			Vuelta la calma, parte de aquella fuerza del 1.er Tercio tuvo que ocuparse de la conducción de largas cadenas de presos, a consecuencia de aquella revuelta, con rumbo a los penales de Cádiz y Algeciras, como punto de tránsito para su deportación a Filipinas.

			Por la destacada labor realizada por el coronel Carlos Purgoldt al frente de sus guardias civiles para neutralizar la revuelta del 26 de marzo, le fue concedido el ascenso a brigadier por Real Orden de 18 de abril. Aquel prestigioso militar, cuya fama le precedía, había sabido mantenerse «sereno en el peligro» en los momentos difíciles de la guerra carlista. Ahora, de nuevo había tenido ocasión de demostrarlo, fiel a los postulados de la Cartilla del Guardia Civil, y siendo vivo ejemplo para sus hombres. 

			Una vez finalizada la revuelta, en mayo de 1848, se determinó establecer un nuevo distrito en Madrid, en torno al Palacio Real, para el caso de alarma ante graves conflictos. El punto convenido para la concentración de la tropa se estableció en la plaza de Oriente, y la dirección de tan sensible punto se encomendó al teniente general Girón. 

			Consolidación y prestigio

			La sofocación de aquella revuelta de 1848 en España fue un éxito que consiguió mantener a salvo la monarquía borbónica, además de constituir una muestra del prestigio de Narváez de alcance internacional. En el plano diplomático, tuvo importante repercusión la expulsión del embajador británico, Henry Bulwer-Lytton, por su complicidad en los movimientos insurreccionales, y la advertencia de tomar la misma medida contra aquellos cónsules que ampararan las revueltas. Pese a ello, fueron igualmente relevantes sus desvelos posteriores por restañar las relaciones diplomáticas. También se reforzó la posición internacional española a través de la firma de un Concordato con la Santa Sede en 1851. Por último, se logró el reconocimiento de Isabel II por algunas de las potencias europeas más tradicionalistas, como Austria, Prusia y Rusia.

			Una vez que la tormenta revolucionaria había pasado, la situación tornó en España a la normalidad; al menos, por el momento. En la primavera de 1849, la reina se trasladó a Aranjuez para pasar una temporada. Una vez más, el duque de Ahumada fue designado el 24 de abril para el mando de las tropas de todas las armas que debían reunirse en Aranjuez y, más tarde, también en San Ildefonso (Segovia), para prestar seguridad durante la permanencia de la reina en aquellos Reales Sitios. 

			Una muestra de que la vida desenfadada parecía volver a apoderarse de los círculos sociales de Madrid fue el gran impulso que, auspiciado por Isabel II, se dio en mayo de 1850 para terminar, al fin, las obras del Teatro Real. De este modo, se inauguraba el edificio seis meses más tarde, el 19 de noviembre, onomástica de la reina.

			El título que se seleccionó para el estreno fue la ópera La favorita, de Donizetti. Asistió la reina con el Gobierno en pleno, una importante representación del cuerpo diplomático y numerosas autoridades y público, con sus mejores galas. El servicio de seguridad era prestado por una sección de la Guardia Civil a caballo, que contribuía a mantener apartada a la multitud de curiosos. 

			Tuvo lugar entonces una conocida anécdota, relatada por el propio fundador del Cuerpo. Cuando se aproximaba el carruaje que conducía al capitán general Narváez, presidente del Consejo de Ministros, el cochero intentó acceder por una calle que había sido cortada al tráfico rodado. Un cabo de la Guardia Civil, que tenía como consigna no permitir el paso por aquel punto, hizo detenerse al carruaje. El cochero replicó que aquel coche sí podía pasar, y el cabo insistió en la orden recibida. Narváez se vio entonces forzado a intervenir desde el interior del vehículo, pero de nada sirvió. Si el carruaje pasaba, estaría atropellando el honor del Cuerpo, que debía cumplir la consigna recibida, según le hizo ver el cabo, con respeto y determinación. Viendo que no tenía otra opción, el general ordenó, contrariado, dar la vuelta al cochero y acceder al teatro por otro punto. 

			Pero una vez en el teatro, Narváez hizo llamar al duque de Ahumada para transmitirle la queja de que un cabo de la Guardia Civil le había dejado en evidencia, y que debía ser castigado por ello. Tras informarse sobre lo sucedido, el duque se persuadió de que el cabo no había hecho más que cumplir las órdenes recibidas. Manteniendo la calma, informó de ello a Narváez, quien, no obstante, le ordenó trasladara al cabo a un destino fuera de Madrid. Al día siguiente, Ahumada se presentó en el despacho de Narváez con dos escritos. El primero era el de su propia dimisión del cargo. El segundo, la orden de traslado del cabo, firmada por el jefe que asumía el mando interinamente, tras su dimisión. El general Narváez rechazó la dimisión de Ahumada, quien repuso con firmeza que la Guardia Civil no se había creado para que su honor y su prestigio fueran pisoteados de aquella manera. Convencido al fin, Narváez restó importancia al incidente y le entregó un puro habano para que se lo diera al cabo cumplidor, que se había atrevido a desafiarle.

			No era la primera vez que el duque de Ahumada hacía ver a Narváez su opinión contraria sobre asuntos relativos al servicio de la Guardia Civil. Pero allí se manifestaron claramente los temperamentos de ambos generales: la gran vehemencia de Narváez, que una vez que razona cambia hacia una actitud benévola, y la determinación de Ahumada para salvaguardar la dignidad y el honor de sus hombres en el cumplimiento del deber.

			La rápida finalización de las obras del Teatro Real había causado el efecto colateral de expulsar de sus improvisadas instalaciones a la plana mayor del Tercio de la Guardia Civil, que las ocupaba de forma provisional. Tras algunas gestiones para encontrar nuevo alojamiento, se trasladaron las sedes de la Inspección General de la Guardia Civil y la del 1.er Tercio al convento de San Martín, hoy desaparecido, y ubicado en aquel tiempo junto a la plaza de San Martín y la de las Descalzas, en el centro del Madrid de la época. Originario del siglo xi, aquel convento había pertenecido a la orden benedictina, y luego quedó en estado ruinoso. Allí se alojaron ambas dependencias oficiales, con entradas independientes pero comunicadas por el interior. 

			El primer despliegue de la Guardia Civil en Ultramar se remonta a 1851, apenas siete años después de su creación, tras algunos intentos baldíos con este propósito, como el del general Federico Roncali, conde de Alcoy. En octubre de 1850 fue nombrado capitán general de Cuba el teniente general José Gutiérrez de la Concha, quien tuvo la decidida intención de desplegar en la isla caribeña un contingente de la Guardia Civil para que llevara a cabo las misiones que, con éxito ya acreditado, realizaba en la Península. 

			Para ello, se puso en contacto con el duque de Ahumada, a quien conocía bien, y le participó sus intenciones. Ahumada animó a su interlocutor y le facilitó copia de los reglamentos y demás normativa del Cuerpo, para llevar a cabo su implantación. Además, no dudó en sugerir a Gutiérrez de la Concha que contactara a su llegada a Cuba con el segundo comandante Agustín Jiménez Bueno, que había sido capitán en la Guardia Civil, y le confiara la organización del nuevo tercio. El inspector general demostraba así la gran confianza que seguía depositando en su antiguo oficial, que se había destacado a sus órdenes en los combates de Aliaga y La Sénia en la guerra carlista. Más tarde, Jiménez Bueno había sido de los primeros oficiales en ingresar en la Guardia Civil, pasando a ejercer como segundo jefe de la 1.ª compañía de Granada y, más tarde, de la 4.ª compañía de Almería, ambas pertenecientes al 7.º Tercio. En el segundo destino había sido recompensado en 1847 con la Cruz de San Fernando de segunda clase, con motivo de la captura de una peligrosa banda de malhechores. 

			Tan solo un mes más tarde de la entrevista con Gutiérrez de la Concha, en enero de 1851, el comandante Jiménez Bueno presentaba su informe al capitán general. Con sentido realista y siendo perfecto conocedor de las dificultades en que se había constituido el primer contingente de la Guardia Civil en 1844, elaboró una propuesta de mínimos en cuanto a efectivos. La unidad estaría constituida por soldados de infantería y caballería, escogidos de entre los regimientos de guarnición en la isla caribeña, para conformar un tercio en comisión de servicio. La plana mayor del tercio y una de sus compañías tendrían su base en La Habana; la segunda compañía, en Santiago de Cuba, y la tercera, en Puerto Príncipe. Además, se organizaba un escuadrón de caballería, con sede en La Habana, y una sección en cada provincia. En total, fueron destinados apenas unos 400 hombres para cubrir la isla: 5 capitanes, 16 oficiales subalternos, 22 sargentos y 359 cabos y guardias. 

			El general Gutiérrez de la Concha aprobó mediante orden de 24 de enero de 1851 la constitución singular de aquel tercio independiente de los peninsulares, al mando del comandante Jiménez, y con dependencia directa del capitán general. La confirmación a aquella propuesta, en cambio, no fue otorgada por el Gobierno de forma oficial hasta la publicación de la Real Orden de 20 de junio de 1854. 

			Una serie de crisis se habían venido sucediendo en el gabinete Narváez, primero con los progresistas y luego en el seno del propio Gobierno. La situación se vio agravada por las dificultades crecientes con el consorte de la reina, Francisco de Asís, y todo ello determinó que el 14 de enero de 1851 fuera aceptada finalmente la renuncia del general Narváez a su cargo de presidente del Gobierno. 

			En los años siguientes en que Narváez estuvo apartado de las responsabilidades de gobierno, el inspector general de la Guardia Civil mantuvo hacia él una completa lealtad, que apreciamos por la fluida correspondencia que intercambiaron ambos generales. En ella, con las fórmulas de respeto, admiración y afecto habitualmente utilizadas por Ahumada, este firma ya como Javier Girón, en un tono más cercano y de amistad. Con frecuencia, Ahumada se ofrecía a través de aquellas cartas para asegurar los desplazamientos que realizaba el general Narváez en carruaje, cuando tenía noticia de ellos, pasando aviso a los jefes de las líneas de la Guardia Civil bajo cuya vigilancia se encontraban los itinerarios. En una de ellas agradece, además, la alta consideración en que Narváez tiene a la Guardia Civil, cuyas principales unidades ha visitado ya, con excepción de las de Galicia y Extremadura. Esta referencia es una muestra más de la estima y reconocimiento que el estadista sentía hacia aquel cuerpo en cuyo alumbramiento tanto había tenido que ver. 

			Desprovisto de responsabilidades de gobierno, Narváez se trasladó a su Loja natal en enero de 1852. Allí falleció su madre a comienzos del mes de marzo, lo que le afectó profundamente. En su refugio de Loja recibió por carta las atentas condolencias del duque de Ahumada. 

			El 26 de septiembre de ese año, era el viejo general Javier Castaños, duque de Bailén, el que fallecía a los noventa y cuatro años, solo y en la mayor penuria. Aquella desaparición de su tío-abuelo, que tantas veces había sido su valedor y buen consejero, supuso una gran pérdida para Francisco Javier Girón.

			Tras la dimisión de Narváez en enero de 1851, le sucedió al frente del Consejo de Ministros Bravo Murillo, que a su vez había cesado poco antes como ministro. Pero el gabinete de Bravo Murillo solo se prolongará hasta el 13 de diciembre de 1852, sucediéndose a continuación varios Gobiernos muy breves. El general Roncali, conde de Alcoy, tomó el relevo hasta abril de 1853; el general Francisco Lersundi, hasta septiembre y Luis Sartorius, hasta el 17 de julio de 1854, cuando comenzó la revolución.

			El año 1853 fue de importantes cambios en la Guardia Civil, fruto de su estabilidad y madurez, tras casi diez años de actividad. También había aumentado exponencialmente durante aquellos años el número de los delincuentes capturados por la Guardia Civil, que se elevó en 1853 hasta los 41.180 detenidos. Tan buenos resultados en la lucha contra la delincuencia merecieron, nuevamente, la felicitación de la reina Isabel.

			A aquellos buenos resultados, que rubricaban una década de crecimiento y consolidación en el primer periodo de «mandato ahumadiano», se unía el primer incremento salarial para todas las clases del Cuerpo, aprobado por Real Orden de 25 de septiembre. Por fin eran atendidos los requerimientos del duque de Ahumada, que llevaba tiempo insistiendo en la necesidad de la actualización de los importes de haberes. Aquel incremento retributivo, aunque contenido, coincidió con una situación aquel año de general desabastecimiento de alimentos, debido a una fuerte sequía. Asimismo, en 1853 tuvo lugar un importante aumento de personal, hasta superar los diez mil efectivos. 

			 A iniciativa del duque de Ahumada se llevó a cabo la fundación, por Real Orden de 1 de abril de 1853, de una institución tan emblemática para el Cuerpo como la Compañía de Guardias Jóvenes, destinada a los huérfanos del Instituto. Su objeto era acoger a los hijos del personal de tropa de la Guardia Civil que resultara fallecido, a fin de darles una educación y cobijo, como forma de «premiar en los hijos las virtudes de los padres», en expresión del fundador. Pero también tenía por finalidad disponer de personal que pudiera, una vez alcanzada la edad suficiente, pasar a integrar las filas de la institución, de modo que, heredando el espíritu de sus padres, complementara la aportación de los licenciados y soldados del Ejército. Una vez cumplida la edad de dieciséis años, aquellos adolescentes debían decidir si continuar la carrera de las armas en la Guardia Civil o elegir otra forma de vida. La Compañía-Colegio, iniciada con menos de una decena de niños y a cargo del sargento primero Tomás María Pérez, se instaló en el cuartel del postigo de San Martín, sede del 1.er Tercio de Madrid, de donde pasó el mes de julio a la localidad de Pinto. Por Real Orden de 8 de marzo de 1854, se concedió al Colegio la primera bandera nacional de la Guardia Civil, para que pudieran jurar con ella los alumnos. En 1856, el colegio se trasladó a Valdemoro. 

			También se introdujo en febrero de aquel año 1853 una reforma organizativa que no fraguó, por resultar ineficaz. Consistió en articular los efectivos del Cuerpo en doce batallones y escuadrones de guerra, para su reagrupamiento y empleo en esta forma cuando fuera necesario, pero aquella medida quedó sin efecto tras la revolución de 1854. 

			El 2 de noviembre de 1853, durante el Gobierno de Sartorius, el duque de Ahumada fue nombrado vicepresidente del Senado, cargo que simultaneó con la Inspección General de la Guardia Civil, como era costumbre. El conde de San Luis había sido ministro de la Gobernación en tres ocasiones por breve plazo desde la organización de la Guardia Civil, por lo que conocía sobradamente al general Girón. Además, el político de origen polaco, nada afecto a la cúpula de los generales de la época, probablemente vio en Ahumada un militar de perfil discreto y sin ambiciones políticas. Tal vez por ello, fue de los pocos tenientes generales que no fueron removidos de sus cargos en aquel momento y, por tanto, de los que, al año siguiente, se mantendrá leal al Gobierno en el levantamiento iniciado con el Manifiesto de Manzanares.

			No obstante, Ahumada había ya logrado un puesto de senador por la provincia de Córdoba en la legislatura de 1844-1845, y con carácter vitalicio a partir de 1845, tras aprobarse este año la nueva Constitución. Seguía, de este modo, la estela de su padre. De acuerdo con los hábitos de la época, como sabemos, no era infrecuente que un militar de alta graduación en activo compatibilizara sus obligaciones profesionales con un puesto de senador e, incluso, de diputado a Cortes. 

			Con la revolución de 1854, Ahumada dejó la vicepresidencia de la cámara alta, aunque la recuperó el 24 de abril de 1857, cuando se encontraba de lleno en su segundo mandato al frente de la Guardia Civil.

			Otra vieja aspiración del duque de Ahumada, emulando a sus antepasados, y que ya había revelado a Narváez, era la de formar parte del Consejo Real. Este cargo también le fue concedido en enero de 1852, aunque en clase de extraordinario, por el gabinete de Bravo Murillo, lo que denota el prestigio creciente que había ganado en esos años ante la Corona y los sucesivos gobiernos. Cuando regrese a la Inspección General de la Guardia Civil en su segundo mandato, volverá a ser nombrado para el mismo cargo en marzo de 1857; esta vez, a propuesta del Gobierno presidido por Narváez. 

			En febrero de 1854 estalló una nueva revuelta en Zaragoza, al levantarse el Regimiento de Córdoba a las órdenes del brigadier Hore, que fue prontamente sofocada. Pero en junio se generalizó la conspiración, de la que Leopoldo O’Donnell, más tarde promotor de la Unión Liberal, aparecía como cabeza visible del grupo de generales implicados. A su vez, Cánovas del Castillo sobresalía como el político más destacado y artífice del Manifiesto de Manzanares del 7 de julio. 

			El 30 de junio, en las proximidades de Vicálvaro, el general Dulce, seguidor de O’Donnell, hacía frente a las tropas gubernamentales del general Bláser. La Vicalvarada, no obstante, terminó con un resultado incierto y escasas bajas por ambos bandos. Pero la revuelta posterior fue de dimensiones absolutamente imprevistas para los pronunciados, que en ningún momento buscaron aquel resultado. La oportunidad, en cambio, estaba servida, y la revolución se generalizó a mediados del mes de julio, particularmente en Madrid, como más tarde veremos. 

			Finalmente, la reina se vio obligada a llamar de nuevo a Espartero para salvar el trono, ofreciéndole ponerse al frente del Gobierno. O’Donnell fue designado ministro de la Guerra y Evaristo Fernández San Miguel, capitán general de Madrid.

			Como balance de aquella primera década de andadura para la Guardia Civil, hay que decir que supuso un periodo trascendental para que la nueva institución consolidara su formación y su organización inicial. Favorecida por el fuerte respaldo de los liberales moderados en el poder, la Guardia Civil nació y creció en un momento de reestructuración administrativa del Estado, con un replanteamiento del concepto de propiedad, con arreglo a unos principios basados en el orden y en un periodo de creciente predominio burgués. Pero la Guardia Civil no nació con vocación de servir a los intereses del moderantismo o sus puntos sociales de apoyo, demostrando en aquellos primeros años haber trabajado en beneficio del Estado y del interés general. Tanto es así que en aquella primera etapa se forjaron una serie de características que acompañaron al Cuerpo desde entonces, de forma más o menos nítida, según el periodo histórico considerado. De este modo, desde su primera andadura quedaron perfilados rasgos como su sentido del deber, honradez, abnegación, disciplina y eficacia.

			Al mismo tiempo, tampoco había nacido la Guardia Civil como instrumento de represión de la opción política dominante en ese momento, a diferencia de lo ocurrido con otros cuerpos anteriores; al menos, en aquellos primeros años. Y ello fue así, simplemente, porque sus escasos efectivos y la dispersión de sus unidades lo impedía. Una muestra fue la dificultad que supuso concentrar aquel importante contingente de guardias civiles en Madrid tras la revolución de 1848, y cómo esta medida afectó a la seguridad en el área rural y al repunte del bandolerismo.

			Por lo que respecta al carlismo, se asoció la Guardia Civil con el régimen isabelino, por la determinación con que las fuerzas del Cuerpo le hicieron frente en la segunda guerra contra los partidarios de don Carlos. 

			En cuanto a la postura mostrada por los progresistas con respecto a la Guardia Civil, fue de oposición durante la década moderada, si bien actuaban guiados más por su procedencia, que vinculaban plenamente con el moderantismo, que por sus actuaciones. La Guardia Civil era, para los progresistas, una fuerza de tinte político moderado, en contraposición a su institución afín, la Milicia Nacional, cuya extracción social era muy diferente, al estar integrada en su mayoría por artesanos y comerciantes.

		

	


		
			11. LA PRIMERA GRAN PRUEBA

			Al borde de la disolución

			Como ya hemos visto, poco después de restablecerse la normalidad tras las galdosianas «tormentas del 48», el recién ascendido brigadier Purgoldt dejó paso en el mando del 1.er Tercio de Madrid al coronel Antonio María de Alós, que estaba al frente del Tercio de Navarra desde su creación, y que había ascendido a brigadier en 1852. 

			Al igual que en la pasada revolución, la fuerza del 1.er Tercio de la Guardia Civil iba a adquirir de nuevo un protagonismo fundamental en las tres jornadas sangrientas que discurrieron por las calles de Madrid entre el 17 y el 19 de julio de 1854. Los promotores más radicales de aquella revuelta sin duda tendrían muy presente la demostración de fuerza de la Benemérita con la concentración de cuatro batallones en Madrid cuando la fallida intentona de 1848, y que había sido una clara advertencia ante cualquier nuevo levantamiento. 

			Ahora, los guardias civiles del Tercio de Madrid pasarían a ser el objetivo a batir. Y para defender el orden establecido, tras haber dispuesto el general Bláser la concentración de la fuerza del tercio en la capital, en ningún momento contó la Guardia Civil en Madrid con más de seiscientos hombres para el mantenimiento del orden, una vez descontados los servicios fijos de guardia y refuerzos de seguridad. 

			Pero previamente se produjo un levantamiento militar, reconvertido luego al civil del Manifiesto de Manzanares preconizado por Cánovas del Castillo, cuyos promotores en nada habían previsto ni buscaron la sangrienta respuesta que iban a poner en bandeja a los revolucionarios radicales. 

			Las intentonas de sublevación de mediados de junio, con implicación de varios generales y con O’Donnell como cabeza visible, se habían abortado. El 26 se trasladó la Corte a San Ildefonso para pasar la temporada veraniega y, una vez más, se encomendó al duque de Ahumada la dirección de todas las tropas en este Real Sitio y El Escorial. Pero ante el cariz que tomaban los acontecimientos, la reina resolvió regresar a Madrid el día 28. El cometido del duque de Ahumada, de gran responsabilidad, era ahora proteger con las tropas a su disposición el entorno del Palacio Real. Al mismo tiempo, como medida previsora, ordenó la concentración de la Guardia Civil en las capitales de provincia y en Madrid, siguiendo las prevenciones del Gobierno. 

			El enfrentamiento entre las tropas sublevadas y las gubernamentales tuvo lugar en las proximidades de Vicálvaro el 30 de junio. De un lado se enfrentaron las tropas movilizadas, fundamentalmente, por Domingo Dulce y Garay, como director general de Caballería, bajo la dirección de O’Donnell, y con el apoyo de otros generales, como Ros de Olano, Messina y, algo más tarde, Serrano, con la intención de derribar el Gobierno de Sartorius. En total, no sumaban más de dos mil hombres. Del otro lado se encontraban las fuerzas leales al Gobierno capitaneadas por el general Bláser, ministro de la Guerra, integradas por cuatro batallones de los regimientos de Valencia y Reina Gobernadora, junto a tres baterías, con doce piezas de artillería, y una vanguardia compuesta por varios escuadrones. 

			En los prolegómenos de aquel breve combate ya se había movilizado el brigadier Alós, jefe del 1.er Tercio de la Guardia Civil, que se había puesto al frente de una columna de infantería y caballería para proteger a los trabajadores que iban a reparar los destrozos provocados en la línea del ferrocarril de Madrid a Aranjuez. De allí pasó a Villasequilla, como avanzada de la división de operaciones que había salido al encuentro de las tropas sublevadas en las proximidades de Vicálvaro. Aquella vanguardia estaba constituida por seis escuadrones de cazadores y tres mitades de caballería de la Guardia Civil, que tendrían una destacadísima actuación para contener a las fuerzas rebeldes, realizando repetidas cargas. 

			Pero aquel breve combate, con escasas bajas por ambos bandos, terminó en poco más que un tanteo de fuerzas.

			Después de aquel enfrentamiento, O’Donnell se retiró con sus tropas hacia el sur de Madrid. Días más tarde será perseguido por Bláser hasta Jaén, en una maniobra poco meditada. Mientras tanto, el brigadier Alós regresó a Madrid para ponerse al frente del Tercio de la Guardia Civil, sabiendo que la presencia de tropas en la capital en ese momento era muy exigua, y podía ser aprovechada aquella debilidad por los revolucionarios.

			Ciertamente, aquella situación había motivado que la ciudad de Madrid quedara casi desguarnecida. La dotación total de efectivos de las unidades militares que habían permanecido en la capital de España no pasaba de los 2.300. Además, cerca de quinientos de aquellos soldados eran quintos recién incorporados a filas, sin instrucción ni equipamiento. 

			En aquella cifra estaban incluidos 764 guardias civiles, tras haber completado la concentración del tercio el 12 de julio, lo que suponía la tercera parte de toda la guarnición disponible en Madrid. Solo había permanecido en sus unidades la fuerza del Cuerpo en las provincias de Ciudad Real —probablemente, para cubrir una previsible huida de los pronunciados hacia el sur— y la de Cuenca, para salir en persecución del coronel Buceta, ya conocido, unido a la revuelta. Además, era preciso detraer 194 guardias civiles para prestar los servicios habituales de seguridad de instalaciones en Madrid y vigilar los accesos por carretera a la capital, que corrían riesgo de ser copados por el bandolerismo. Por último, solo disponía el tercio de 74 caballos, pues el primer escuadrón completo se había integrado en la expedición del general Bláser. La fuerza disponible de la Guardia Civil para atender cualquier levantamiento en Madrid rondaba, por tanto, los 570 hombres. 

			Entretanto, la situación se había ido tensando en toda España, mientras triunfaban los pronunciamientos de Barcelona y Valladolid. Ante aquella situación, el Gobierno de Sartorius dimitió en la misma mañana del 17 de julio. Llamado a palacio el general Fernando Fernández de Córdova, se le encargó formar Gobierno, buscando una solución pactada. Al mismo tiempo, el general confirmaba al duque de Ahumada al frente de las fuerzas que debían defender el sector del Palacio Real en caso de que estallara la revuelta. Aunque solo contaba para ello con la propia guardia de palacio, los alabarderos y los destacamentos cercanos de la Guardia Civil, además de algunos efectivos de Ingenieros.

			Pero la situación se precipitó en cuestión de horas, y aquella misma tarde del 17 de julio, tras la celebración de una corrida de toros, partía de la Puerta de Alcalá —junto a la que se situaba, entonces, la plaza— una manifestación que fue creciendo en asistentes y en agresividad hasta llegar a la Puerta del Sol. Replegada al interior la fuerza que custodiaba la sede del ministerio de la Gobernación, un grupo de agitadores se dirigió por la calle Mayor al Gobierno Civil, apoderándose de unos cuatrocientos fusiles y otras armas. Para entonces, las fuerzas de policía y agentes de seguridad a las órdenes del gobernador civil habían desaparecido de las calles.

			Ante la precipitación de los acontecimientos, se reforzó el sector de palacio con fuerzas del 5.º Regimiento de Artillería y de un batallón del Regimiento de Cazadores de Baza. Ahumada recibía refuerzos para defender el Palacio Real, pero desconocía la situación en que se encontraban las fuerzas de la Guardia Civil al mando del brigadier Alós.

			La fuerza del Tercio de la Guardia Civil se hallaba concentrada en sus instalaciones de los cuarteles de San Martín y el antiguo de los guardias de corps, junto al del Conde Duque, constituyendo dos batallones provisionales. En aquel momento, se encontraban en el cuartel de San Martín 272 guardias de infantería y 32 de caballería; mientras que en el de guardias de corps se habían concentrado 323 de infantería y 43 de caballería. La distancia entre ambas instalaciones y el fraccionamiento excesivo de la fuerza, por los muchos cometidos que atender, iban a impedir actuar reunida a toda la unidad de la Guardia Civil bajo la dirección única del brigadier Alós, jefe del Tercio, como estaba previsto. 

			Al tiempo que aquel piquete se apoderaba del armamento del Gobierno Civil, otro nutrido grupo se concentraba en la plaza de las Descalzas, frente al cuartel de San Martín, ovacionando a la Guardia Civil y pidiendo confraternizar. En medio de la confusión, buscando el contacto directo, intentaron algunos de los concentrados, entre abrazos, apoderarse de las espadas de los oficiales que se habían situado frente al edificio. La intención última de aquella turba era la de hacerse con el armamento que se custodiaba en aquel edificio.

			Mientras tanto, el teniente Ramos, que prestaba servicio en la cárcel con treinta guardias, informó de que los presos se estaban amotinando, y que grupos desde el exterior pretendían liberarlos, por lo que le fueron enviados cincuenta guardias de refuerzo, al mando de un capitán y un teniente. Para evitar tensiones mayores, fueron liberados los presos que se hallaban recluidos por causas políticas.

			En torno a las nueve de la noche, se recibió la orden en el cuartel de San Martín para ocupar las dependencias del Gobierno Civil, que, al igual que el ayuntamiento, habían sido desalojadas por fuerzas del Ejército. Poco después, el edificio era ocupado por un centenar de guardias civiles a las órdenes del comandante Félix Hernández Soto, el capitán Antonio Gimeno Ostaló y el teniente Fernando Moreno.

			Más tarde, otro nutrido grupo de agitadores se presentó de nuevo ante el cuartel de San Martín, pidiendo armas. Ante la negativa y el cierre del edificio, se dirigieron a la Inspección General de la Guardia Civil, ubicada en el edificio contiguo, consiguiendo derribar la puerta de entrada. Pero un grupo de guardias civiles, siguiendo las órdenes del brigadier Alós, que había intentado dialogar en vano con los alborotadores, dispararon sus armas con fines intimidatorios desde el interior del edificio, sin causar heridos. Los asaltantes abandonaron el lugar precipitadamente, aunque pronto volverían. Las puertas del ministerio de la Gobernación, en cambio, cedieron al fin ante las turbas, que se apoderaron de las armas que allí se custodiaban.

			Asimismo, fueron asaltados algunos pequeños destacamentos de la Guardia Civil en diversos edificios de Madrid, sin que los escasos agentes que los custodiaban pudieran impedir que los alborotadores, muy superiores en número, se hicieran con el armamento.

			Sobre las diez de la noche, un oficial de estado mayor se presentó en el cuartel de guardias de corps con órdenes del general Fernández de Córdova para que la fuerza del Cuerpo disponible tomara posiciones en las proximidades de la Puerta del Sol. Unos ciento cincuenta guardias civiles, al mando del comandante Olalla, partieron por las calles de La Palma y Fuencarral hacia la de Montera. Dos horas más tarde pudieron concentrarse en el palacio de Buenavista, sede del ministerio de la Guerra.

			En torno a las diez y media, un importante grupo de revoltosos se dirigió desde la Plaza Mayor con dirección al Palacio Real, por lo que el comandante Hernández Soto, que con sus guardias civiles custodiaba el Gobierno Civil, se interpuso formando una barrera, con apoyo de dos compañías del Ejército. Recabadas instrucciones, Fernández de Córdova dispuso que se abriera fuego y se hiciera uso de las bayonetas contra las turbas si intentaban por la fuerza sobrepasar la línea. Pero conminados los alborotadores a deponer su actitud, se dispersaron sin que fuera preciso hacer uso de las armas.

			Entrada ya la noche, la fuerza de la Guardia Civil se encontraba en grupos más o menos nutridos, pero dispersos para guarnecer las diferentes posiciones que se le habían confiado. Además, tenía ya varios heridos entre sus filas, aunque todavía no habían hecho uso de sus armas contra los revoltosos.

			De madrugada se constituyó, al fin, el nuevo gabinete, con el duque de Rivas a su frente, Fernández de Córdova como ministro de la Guerra y varios ministros progresistas en el equipo. La capitanía general de Madrid, después del rechazo de varios generales, fue aceptada por el mariscal Mac-Crohon, aunque enseguida dimitió para dejar paso al general Mata. Se comunicó a Bláser su cese como ministro de la Guerra y se ordenó el regreso de las tropas a Madrid. Pero aquellas medidas, acompañadas de los sucesivos nombramientos militares, lejos de calmar los ánimos, generaron más desconcierto.

			Cuando amaneció el día 18, el comandante Olalla recibió la orden de dirigirse desde Buenavista a ocupar la Plaza Mayor, y asegurar las comunicaciones del ministerio con palacio. Más tarde se dispuso que todos los efectivos de caballería de la Guardia Civil, que totalizaban 74 hombres, se dirigieran al Palacio Real a las órdenes del teniente Palomino. Desde allí, escoltaron hasta Buenavista una columna mandada por el general Mata, permaneciendo luego de retén en el Prado.

			Al mediodía la situación empeoró, al concentrarse un importante número de paisanos armados en la calle de Toledo, si bien desistieron de entrar en la Plaza Mayor, tras ser conminados por el comandante Olalla.

			Pero lo peor estaba por llegar. La solicitud de intermediación del coronel Garrigó, antiguo jefe del Regimiento Farnesio, y designado ahora por el Gobierno al frente de la caballería, fue la peor de las soluciones a aquella difícil situación. Garrigó, que fue ascendido a brigadier para llevar a cabo aquella labor de apaciguamiento, entró en la Plaza Mayor acompañado de un numeroso grupo de hombres armados, procedentes de la Puerta del Sol. El coronel, rodeado de sus acompañantes, requirió del comandante Olalla que les permitiera el acceso a la plaza. Este se opuso, aduciendo que cumplía órdenes del general Córdova. Pero el grupo oponente era mucho más numeroso, y pronto llenó la plaza, lo que motivó que aquellos ciento cincuenta guardias se vieran pronto rodeados y fraccionados en pequeños grupos. Al más nutrido de ellos, de unos treinta guardias, al mando del comandante Olalla, se les pidió que abandonara la plaza con las culatas de sus armas hacia arriba, en señal de paz. Ante aquella masa violenta y armada, nada podían hacer, sin provocar una sangría de la que llevarían, sin duda, la peor parte. Pero cuando estaban disponiendo sus armas en aquella forma, fueron atacados sorpresivamente. Reaccionando con pericia, consiguieron repeler con sus armas la agresión, haciendo huir a sus oponentes. 

			Seguidamente, el propio Garrigó se hizo acompañar por otros veinte guardias civiles que se encontraban aislados, con el capitán López Espinosa y el teniente Roure, hasta el Gobierno Civil, a fin de escenificar una salida similar de los guardias que lo custodiaban. Pero de nuevo fueron atacados en su salida, teniendo que retroceder y resultando herido el capitán López Espinosa.

			Tomada nuevamente la Plaza Mayor por los insurgentes, se dio orden de recuperarla por la fuerza, desplazándose desde palacio una columna con dos compañías del Regimiento de Extremadura y dos piezas de artillería. Aquella fuerza recibió el refuerzo de unos ciento veinte guardias civiles, al mando del comandante Hernández Soto y el capitán López Espinosa. 

			El acceso a la Plaza Mayor desde la calle de Ciudad Rodrigo se había convertido en un infierno, recibiendo fuego de los revolucionarios desde la barricada que habían levantado y desde los edificios y las calles adyacentes. La columna que progresaba sufrió numerosas bajas. Entre los guardias civiles se registraron varios muertos y heridos. Entre ellos, resultaron gravemente heridos el subteniente José Rodrigo Vicente, fallecido poco después, y el propio comandante Hernández Soto, en la calle Platerías, que fue relevado en el mando por el capitán Jimeno Ostaló. 

			Finalmente, la plaza fue reconquistada, aunque para ello tuvo que ser ocupada palmo a palmo, por la resistencia encontrada. En aquel enfrentamiento tuvo una actuación muy destacada el teniente Moreno. Por su parte, la sección que acompañaba a las dos compañías de infantería los dejó para refuerzo del ministerio de la Gobernación, en la Puerta del Sol, antes de regresar a palacio. 

			En la tarde del día 18, dos secciones montadas de la Guardia Civil recibieron la orden de escoltar una columna mandada por el general Mata para limpiar de insurrectos una zona de callejuelas. En su aproximación recibieron nutrido fuego, hasta llegar a la Puerta del Sol por la calle Montera. Una vez allí, comprobaron que la calle Mayor se encontraba también ocupada, por lo que las secciones de caballería de la Guardia Civil cargaron calle abajo para despejarla, sufriendo sensibles bajas. La tercera sección salió del palacio de Buenavista escoltando una columna de soldados y artillería, al mando del coronel de la Gándara, consiguiendo limpiar de insurgentes la zona de la plaza del Ángel, Antón Martín y la parte baja de Atocha. La intervención de las fuerzas del Gobierno en aquella tarde había sido radicalmente distinta que en la desafortunada intervención del coronel Garrigó. 

			El día 19 se fragmentó aún más la fuerza de la Guardia Civil, sensiblemente diezmada por las bajas. Una parte fue destinada a palacio y la otra, con el capitán López Espinosa al frente, recibió la orden de ocupar los edificios de la Carrera de San Jerónimo, sin que llegaran a producirse enfrentamientos graves.

			El cuartel de guardias de corps, ocupado por apenas medio centenar de guardias civiles, comenzó a ser atacado por los insurrectos, llegando a penetrar en el edificio. Pero a primeras horas del día 19 recibió el refuerzo de cien guardias civiles, a las órdenes del coronel Javier San Martín, que acababan de llegar a Madrid por ferrocarril, procedentes de la división de Bláser, en su retorno urgente a la capital. No obstante, allí tuvieron que hacerse fuertes hasta el día 22. Una vez levantado el asedio, la fuerza de la Guardia Civil recibió la indicación de dirigirse a Villaviciosa de Odón, donde se alojó en su castillo a la espera de órdenes.

			Por su parte, el cuartel de San Martín continuó siendo asediado hasta el día 21. Después de rodearlo con barricadas, los amotinados llegaron a cortar el suministro de agua, aunque no se atrevieron a atacarlo abiertamente. Algunos guardias, no obstante, fueron rodeados por la masa y sometidos a todo tipo de vejaciones, hasta que pudieron ser liberados. Al fin, pudo salir la fuerza del Cuerpo que había estado acuartelada al mando del brigadier Alós.

			El punto de concentración para aquellos guardias, como el resto de la fuerza de la Guardia Civil que había permanecido en palacio y otros puntos de la ciudad para hacer frente a los revolucionarios, fue también el castillo de Villaviciosa de Odón. El motivo de aquella concentración fue como medida provisional para evitar linchamientos y decidir, mientras tanto, sobre el futuro de la institución. Allí permanecerán los guardias hasta el 27 de julio. 

			El trágico balance de bajas para la Guardia Civil en aquella revuelta fue de siete muertos, diecisiete heridos graves y un buen número de heridos leves. En cumplimiento estricto de su deber, la Guardia Civil se había significado especialmente en sofocar aquella rebelión. Su papel fue aún más relevante por la escasez de tropas en Madrid en el momento de la revuelta y la actitud remisa de buena parte de las unidades del Ejército, ante la confusión reinante. 

			Además, fue denominador común a toda la actuación de la Guardia Civil en aquellas jornadas la gran iniciativa y capacidad de decisión que hubieron de arrostrar los jefes y oficiales, en ocasiones abandonados a su suerte y la de sus hombres. No hay constancia de que, ante aquella situación insostenible, ningún guardia civil se excediera o dejara de cumplir alguna de las órdenes impartidas, que comportaban en muchos casos grave riesgo para sus vidas.

			Pero la firme actitud de los guardias civiles del Tercio de Madrid en la revuelta provocó que los amotinados volcaran toda su furia contra la fuerza del Cuerpo. Cuando cesaron los enfrentamientos, los sectores más radicales también reaccionaron violentamente contra la participación del Instituto, postura que fue secundada por buena parte de la prensa. En aquella actitud pesaba de forma importante la reinstauración de la Milicia Nacional como uno de los objetivos previstos en el Manifiesto de Manzanares. Aquel protagonismo impuesto, en fin, estaba a punto de costar a la Guardia Civil su disolución. 

			La Guardia Civil sale reforzada

			El duque de Ahumada, que durante los disturbios permaneció dirigiendo la seguridad del Palacio Real al frente de un grupo de guardias civiles y algunas unidades del Ejército, se encontraba en una difícil posición al volver la calma. Se le había situado al frente de la fuerza que protegía el palacio y sus inmediaciones, pero a medida que avanzaba la revuelta era el general Fernández de Córdova el que había acaparado el protagonismo en aquel escenario, en su inútil afán de acercar posturas con los revolucionarios para llegar a una solución pacífica y pactada. El nombramiento del coronel Garrigó, ascendido a brigadier, y su posterior actuación, había sido una de las últimas torpezas de un Gobierno tan provisional como débil. Todo ello debió de contar con la fuerte oposición del duque de Ahumada, que terminó por ser desplazado a un segundo plano no solo en la toma de decisiones, sino en la propia dirección de la seguridad de palacio.

			Es muy probable que Francisco Javier Girón no quisiera continuar en el cargo de inspector general, tras las cesiones que se habían hecho, y con Espartero de camino desde Zaragoza, para hacerse con las riendas del poder. También es probable que Leopoldo O’Donnell, su antiguo superior en la guerra, contara con Ahumada para seguir al frente de la Guardia Civil. Pero ante la presión creciente en contra de la institución por los sectores políticos y de prensa más radicales, no debió de contar con los apoyos necesarios en un débil Gobierno que se veía obligado a sacrificar al fundador del Cuerpo para contentar a los vencedores de la revolución. 

			Por tanto, con fecha 1 de agosto se dictaba el real decreto de destitución del teniente general Francisco Javier Girón como inspector general de la Guardia Civil, a propuesta del general O’Donnell, nuevo ministro de la Guerra. Con otro real decreto de la misma fecha, fue nombrado para el cargo el teniente general esparterista Facundo Infante Chaves, quien se encontraba destinado en Baleares. Con tal motivo, se hizo cargo interinamente del mando de la Guardia Civil el brigadier Antonio María de Alós, jefe del Tercio de Madrid, que quedó encargado del despacho de la Inspección General por Real Orden comunicada de 2 de agosto de 1854, hasta la incorporación de Infante el 22 de agosto. Resultaría para Alós especialmente amargo relevar a su inspector general, a cuyas órdenes, recordemos, se había encontrado como capitán en la Guardia Real Provincial en 1836, persiguiendo partidas carlistas en las proximidades del real sitio de San Ildefonso. Alós era, además, uno de los jefes por los que el duque de Ahumada mostraba más confianza y aprecio.

			Al brigadier Alós le tocó la difícil misión de recomponer su unidad, que había permanecido fraccionada durante la revolución en pequeños destacamentos, y cuyo personal se encontraba ahora agotado, maltrecho y, sobre todo, con gran preocupación sobre su futuro inmediato y el de sus familias. 

			Por tanto, el brigadier tuvo que enviar de nuevo a los hombres a sus puestos de destino, sin la certeza de que fuera posible tornar a la normalidad, con los virulentos ataques que la prensa revolucionaria, vencedora en aquel trance, vertía sobre la Guardia Civil y su actuación en la revuelta. Se cernían sobre la pervivencia del Cuerpo y el destino de sus miembros todo tipo de amenazas, como penas de muerte para los oficiales y otros castigos para los guardias. Profundamente preocupado con la situación, Alós intentó desesperadamente salvar a sus hombres, pero sin obtener un compromiso claro de las autoridades.

			También tuvo que defender particularmente a algunos de sus subordinados, acusados falsamente, pues toda la actuación del Cuerpo en aquellos días fue salpicada de graves calumnias, difundidas tanto por la prensa como por el populacho. Pero finalmente, cuando los guardias civiles abandonaron Villaviciosa de Odón y regresaron a sus puestos, fueron recibidos con cariño en las poblaciones y la situación volvió, poco a poco, a la normalidad.

			Al tiempo que se cuestionaba seriamente la pervivencia de la Guardia Civil, se restableció la Milicia Nacional, añorada por los sectores progresistas, que era ahora potenciada y reorganizada.

			Facundo Infante Chaves, el nuevo inspector general de la Guardia Civil, había militado siempre en las filas del liberalismo progresista. Participó junto a Riego en el levantamiento de Las Cabezas de San Juan y fue secretario de las Cortes durante el tiempo que aquel ocupó su presidencia. Condenado más tarde a pena de muerte, emigró a América, donde permaneció hasta que en 1833 fue amnistiado, junto a tantos otros, por la reina María Cristina. De regreso en España, ocupó diversos cargos políticos y en 1835 estuvo a las órdenes de Pedro Agustín Girón, padre de Francisco Javier, en el ministerio de la Guerra. Pero su visión de Estado se encontraba por encima de su ideología, de forma que, llegado el momento, fue capaz de defender a la Guardia Civil que recibía en herencia, con claros tintes moderados desde la percepción progresista, y muy desgastada de la reciente revuelta de 1854. Hay que decir que el general Infante se encontró con una Guardia Civil que desde el primer momento mostró sin fisuras su fidelidad y obediencia al nuevo inspector general y, por ende, al nuevo Gobierno constituido. Aquella lealtad a quien ostentaba el poder en cada momento quedó impregnada en la naturaleza del Instituto desde aquel primer giro político de importancia en su todavía corta travesía, y desde entonces caracterizará la trayectoria de la Guardia Civil a lo largo de su historia. 

			En todo caso, podemos afirmar que fue precisamente al general Infante Chaves, que simultaneó la Inspección General del Cuerpo con la presidencia del Congreso de los Diputados, a quien cupo adjudicar la mayor parte del mérito, al menos en el plano político, no solo de mantener su estructura y su carácter militar, sino de que la Guardia Civil no fuera entonces disuelta. La primera medida que adoptó fue la de exigir del ministro de la Gobernación que dirigiera un escrito a todos los gobernadores civiles para que reprimieran sin contemplaciones cualquier concentración que tuviera por objeto mostrar hostilidad hacia la Guardia Civil, y que se entregara a las autoridades judiciales a quien cometiere el menor atentado contra sus agentes.

			Y hemos de completar necesariamente el cuadro de honor de quienes hicieron posible la pervivencia de la Guardia Civil con Leopoldo O’Donnell, y su actitud desde el decisivo cargo de ministro de la Guerra. Espartero, por su parte, tal vez se limitó a dejar hacer, probablemente porque con sentido práctico, que no excluye el necesario sentido de Estado, era ya consciente de la imposibilidad de que la Milicia Nacional fuera remotamente capaz de relevar de sus funciones a la Guardia Civil.

			Finalmente, la plantilla del Cuerpo se redujo hasta los nueve mil hombres, pero se evitó su disolución. Además, el Gobierno concedió una rebaja de dos años en el empeño de las clases de tropa del Ejército, lo que suponía el licenciamiento de tres quintas en 1854. Con tal motivo, se exhortó al personal de las unidades de la Guardia Civil a que se reengancharan por un año más, aunque dejando plena libertad, concediendo otro de abono para el premio a la constancia, además de la gratificación estipulada de 750 reales.

			Pero entonces se produjo un hecho sorprendente: muchos de los guardias civiles a los que correspondía licenciarse convinieron en renunciar a los premios de reenganche que les correspondían por prolongar un año su compromiso, a fin de que no supusiera una nueva carga económica para el Estado. La única satisfacción que esperaban era que se les permitiera permanecer en la Guardia Civil. Según se recogía en un número del Guía del Guardia Civil, fueron 1.529 los guardias civiles que optaron por esta solución, dejando de ingresar las gratificaciones que les correspondían, con un ahorro mínimo de 1.146.750 reales de vellón. 

			Pero hubo guardias que se reengancharon por más tiempo —por cuatro años suponía un premio de 3.000 reales—, por lo que se estimaba en más de millón y medio de reales el montante total que supuso la renuncia. Aquel gesto de desprendimiento y patriotismo fue ampliamente ensalzado por la propia reina y el inspector general del Cuerpo, que no escatimó en elogios, al tiempo que exhortaba a sus hombres ante la disminución de efectivos recientemente decretada.

			El general Facundo Infante Chaves fue muy respetuoso con las líneas directrices que había marcado Francisco Javier Girón en la Guardia Civil, como lo muestra el hecho de mantener al frente de la Secretaría General al teniente coronel Javier de Olmedo, hombre tan vinculado al duque de Ahumada. 

			Además, solo se produjo un relevo en los jefes de tercio de la Guardia Civil tras el triunfo de la revolución de julio de 1854. Aquella revuelta había tenido una especial virulencia en Cataluña, principalmente en Barcelona, donde se desencadenó el conflicto de las selfactinas, con una huelga de importantes proporciones. El capitán general Ramón de la Rocha ordenó duras medidas contra los huelguistas, y en el mes de agosto fue relevado por el general Domingo Dulce y Garay, vinculado a Espartero. Probablemente por haber apoyado de forma incondicional al anterior capitán general, se decidió relevar al brigadier Luis María Serrano como jefe del 2.º Tercio de la Guardia Civil. Con tal motivo, el general Infante Chaves acudió al barón de Purgoldt, que fue destinado en septiembre al mando del Tercio de Barcelona, aunque no se incorporó hasta diciembre. Cuando se hizo cargo del puesto, el brigadier Serrano cesó y fue destinado a la isla de Cuba. Además, no sería esta la única vez que la firme postura de Serrano frente a las revueltas progresistas le ocasione un destierro, pues en octubre de 1868 recibiría un nuevo destino: Canarias.

			La Guardia Civil había superado su primera prueba de cambio ideológico en el Gobierno, y con ello, su procedencia moderada. Iniciaba el camino que la transformaría de institución de partido en institución nacional. Pero también daba comienzo en 1854 una etapa agitada, calificada como de crisis del régimen isabelino, que se extenderá hasta la Revolución Septembrina de 1868, y que será de gran trascendencia para la Guardia Civil. Si la década anterior había estado marcada por el nacimiento y organización del Cuerpo, en este nuevo periodo tendrá que multiplicarse para hacer frente a todos los escenarios en que se solicitó su presencia.

			En relación con la recluta de los guardias civiles, por Real Orden de 3 de abril de 1855, se extendió la posibilidad a todos los tercios —no solo los del País Vasco y Navarra— de admitir a paisanos siempre que tuvieran una edad mínima de veintitrés años cumplidos, «para hallarse fuera de responsabilidad de reemplazo del Ejército». En cualquier caso, se continuaba dando preferencia para el ingreso en la Guardia Civil a los licenciados y personal en filas en el Ejército que, reuniendo las condiciones prevenidas, lo solicitaran. La incorporación de paisanos a la Guardia Civil parecía recuperar, en cierto modo, el sistema de recluta de la Milicia Nacional, añorada por los sectores progresistas, ahora mayoritarios. La circular cursada días después por Infante Chaves a los jefes de tercio prescribía, además, que la solicitud de cada aspirante debía ser escrita enteramente por él para comprobar que sabía escribir con corrección, no podía superar la edad de treinta y cinco años y debía ser de estado soltero, además de reunir buenos informes de conducta y aportar un certificado médico. Previamente, tenía que haber sido instruido en el uso de las armas y en las obligaciones del soldado, de acuerdo con la certificación que debían emitir los jefes de provincia, y el aspirante asumía un compromiso de enganche de cinco años. 

			Al finalizar aquel periodo y retornar Ahumada a la Inspección General de la Guardia Civil, aquella posibilidad de incorporar paisanos no licenciados volvió a quedar circunscrita a los tercios vasco y navarro.

			Otra importante modificación introducida por el general Infante Chaves fue la de acometer la primera reforma de la uniformidad en la Guardia Civil, eliminando algunas prendas y simplificando otras, al tiempo que resultaba más económica para el Estado. Fue la conocida como «uniformidad de Infante», que se vio plasmada en una Real Orden de noviembre de 1854. Por aquella norma se suprimían la casaca utilizada para gala y el pantalón de punto blanco; y para la fuerza de caballería, también se suprimían el calzón de montar, las botas altas, la mantilla tapa-fundas y la maleta de gala que se colocaba tras la silla del caballo. La levita se comenzó a usar como prenda para gala y diario, pero con una única hilera de botones y las hombreras de color grana. Como prenda de abrigo de servicio para la infantería, se estableció un sobretodo de paño verde oscuro, con hombreras y vivos de grana. También fue reemplazada la chaqueta interior amarilla por otra de paño gris marengo, y gris será también el pantalón a partir de ahora, con un vivo rojo a lo largo, en los laterales. La fuerza de caballería llevaba un uniforme similar, con pequeñas excepciones, como las sobrebotas de cuero negro que se llevaban sobre el pantalón. En cuanto al correaje, también se comenzó a llevar una cartuchera a la inglesa, pendiente del cinturón y sostenida por dos tirantes cruzados a la espalda, mientras los guardias de caballería llevaban una cartuchera pequeña sujeta a una correa ancha, igualmente de ante.

			En cambio, no se produjeron cambios en el armamento, porque ya se habían registrado avances a lo largo de la primera década, que pasamos a resumir. Se había sustituido en 1846 el modelo inicial de tercerola para los guardias de caballería por otra de a 17 en libra; se reemplazó la pistola de arzón por otra de percusión a pistón en 1852, y más tarde, sustituida por una de ánima rayada en 1859; y se reemplazó en 1853 el fusil de chispa de la infantería por uno de percusión, fruto de una transformación que dio lugar al llamado «modelo inglés», de a 15 en libra. 

			Al llegar a aquel difícil periodo que, para la pervivencia de la Guardia Civil, supuso el Bienio Progresista, la institución debía seguir demostrando su utilidad para el Estado diez años después de su creación, mientras convivía de nuevo con la Milicia Nacional. Por lo tanto, los servicios prestados día a día por el personal del Cuerpo seguirían siendo su mejor valedor. 

			En 1855 tuvieron lugar una serie de intentonas desestabilizadoras de la causa carlista en varias provincias. Por su carácter local, rural y guerrillero, fue la Guardia Civil la que asumió el mayor peso en combatir a las partidas carlistas, concentrando para ello la fuerza de varias unidades. Aquellos penosos despliegues dieron frutos, como la desarticulación en la provincia de Burgos de la partida de «Los Hierros», la más peligrosa e importante de todas las gavillas carlistas que se alzaron contra Isabel II. Aquel grupo había causado la muerte, entre otros, del segundo capitán de la Guardia Civil Miguel Góngora y Ruiz, del 11.º Tercio, cuando les sorprendió al frente de sus guardias en el asalto a una diligencia en diciembre de 1856. 

			La estadística de delincuencia del Instituto correspondiente a ese año de 1855, publicada en el número de El Mentor del Guardia Civil del 16 de febrero de 1856, era reproducida en un periódico progresista como La Iberia, desde cuyas páginas se había alentado dos años antes la revolución de 1854. Al referirse a la Guardia Civil, junto con el cuadro estadístico que insertaba, este diario, que tan crítico se había mostrado, se deshacía en elogios para concluir que «España está, y debe estarlo, muy satisfecha de la creación de una institución que tan dignamente corresponde al objeto para que fue establecida». En la misma línea se pronunciaba El Restaurador, que afirmaba en sus páginas que «una de las pocas cosas en que se hallan acordes los periódicos de todos los colores y matices políticos, es en elogiar como se merece la institución de la Guardia Civil». En un artículo publicado en El Sur se aseguraba que «los viajeros miran el uniforme de la Guardia Civil como la enseña de su seguridad y el signo de su protección contra toda clase de combates».

			En la misma línea hay que destacar los numerosos escritos de alcaldes y otras autoridades, así como cartas de particulares, que se recibieron por aquellos años, manifestando su agradecimiento y reconocimiento por los servicios relevantes prestados por la fuerza del Instituto en las demarcaciones de su residencia. Estas comunicaciones se publicaban habitualmente en La Guía del Guardia Civil y, más tarde, en El Mentor del Guardia Civil. En ellas eran frecuentes las muestras de alivio ante la captura de peligrosos delincuentes que tenían atemorizada a la población desde mucho tiempo atrás, así como el reconocimiento y admiración hacia tantos miembros del Cuerpo que demostraron, más allá de lo exigible, su abnegación y espíritu de servicio. 

			Podemos concluir que, llegados a aquel momento, ningún servicio relevante de los que prestaba la Guardia Civil pasaba inadvertido para la opinión pública. Además, estaba por entonces suficientemente acreditada y valorada en la sociedad la integridad demostrada por los miembros del Cuerpo en su desempeño profesional. Aquel reconocimiento lo era también para los desvelos del duque de Ahumada como fundador del Cuerpo; de sus sucesores y, por supuesto, de todos los cuadros de mando, a fin de lograr y mantener ese perfil de hombres íntegros y modélicos. 

			Al finalizar el mes de junio de 1856, la situación de Espartero al frente del Gobierno, cada vez más enfrentado a O’Donnell, se había hecho insostenible. El intento fracasado de promulgar una nueva constitución, el rebrote del conflicto carlista y, sobre todo, la fuerte crisis económica en que derivó el Bienio Progresista, agudizada por las continuas revueltas, determinaron que el duque de la Victoria se viera forzado a dimitir el 14 de julio de 1856. 

			La dimisión de Espartero fue causa de un levantamiento en diferentes ciudades de España, siendo especialmente graves los disturbios ocasionados en Barcelona y Zaragoza, en que la Guardia Civil sufrió varias bajas. El consiguiente levantamiento de la Milicia Nacional tuvo que ser neutralizado con contundencia, lo que propiciará, una vez más, su disolución cuando O’Donnell se haga con las riendas del Gobierno. 

			La Guardia Civil estuvo de nuevo presente para combatir la revuelta, aunque de un modo diferente a la revolución de 1854. En las provincias, las revueltas de 1856 tuvieron un carácter más periférico y rural, lo que obligó a la Guardia Civil a cubrir áreas muy extensas que apenas podía abarcar para su sofocación, por lo que recibió algunas críticas en aquellas zonas. El detonante fue la carestía y escasez del pan en las provincias castellanas, que derivó en una oleada de incendios provocados en diferentes explotaciones, respondiendo a una consigna revolucionaria de tintes republicanos. 

			Centrándonos en el caso de Madrid, tuvo que hacer frente a nuevos disturbios, pero la actuación del Cuerpo no iba a ser tan significativa como dos años antes. Ello fue debido, por un lado, a que la situación de inestabilidad en las calles no afectó tan directamente a la Guardia Civil, tal vez porque aún se mantenía reciente el recuerdo de los graves sucesos de 1854; y, por otro, a que la guarnición estaba, prácticamente en su totalidad, de parte del Gobierno. La Guardia Civil estuvo entonces del lado de los vencedores, por lo que vivirá unas jornadas que serán el reverso de las sufridas dos años atrás. 

			De todas formas, se dispuso que la fuerza de la Guardia Civil de la provincia de Madrid se concentrara en la capital en la tarde del 15 de julio, para hacer frente a los incidentes que se produjeran, logrando reunir unos 270 hombres de infantería y cerca de un escuadrón de caballería.

			De nuevo, encontramos al brigadier Alós al frente de los guardias civiles del tercio de su mando. A diferencia de lo ocurrido en 1854, ahora sí pudo llevar directamente la dirección de la fuerza a sus órdenes, logrando restablecer la normalidad con rapidez y eficacia. 

			El balance de los enfrentamientos producidos en varios barrios de Madrid en que se opuso resistencia fue el de un soldado del Ejército muerto, seis guardias heridos graves —algunos de los cuales fallecieron en el hospital— y once muertos entre los revoltosos.

			El Gobierno concedió un gran número de recompensas y diferentes gracias como reconocimiento a la guarnición de Madrid que había participado en la derrota de los revoltosos durante los días 15, 16 y 17 de julio. A diferencia de lo ocurrido en 1854, en que la Guardia Civil había sido la gran ausente en el reparto de reconocimientos tras el triunfo de la revolución, ahora se veía recompensada con ascensos, grados y condecoraciones. Antonio María de Alós, por los méritos contraídos en la liquidación de aquella revuelta, fue ascendido a mariscal de campo.

			Mientras tanto, Facundo Infante Chaves dimitía y era relevado al frente de la Guardia Civil por el general Mac-Crohon y Blake, subsecretario de Guerra hasta entonces, con fecha 1 de agosto. 

			Momento de hacer balance

			Volviendo la vista atrás, cuando se cumplía una década de historia de la Guardia Civil en aquel año de 1854, y se afrontaba el primer cambio de inspector general, quedaba lejos el caos en materia de seguridad que se vivía en España en 1844. También sorprendía comprobar cómo el Instituto había sido capaz de revertir admirablemente aquella situación. 

			Solo en su primer año de actividad, el número total de actuaciones con detenidos llevadas a cabo por la Guardia Civil en 1845 se elevó a 6.168, incluyendo delincuentes, prófugos, desertores y por faltas leves; a eso había que añadir otras 701 actuaciones en represión del contrabando. Estos resultados, comunicados por el inspector general del Cuerpo, merecieron la felicitación de la reina Isabel II, como sucederá en adelante por los buenos resultados obtenidos. De hecho, aquella cifra se triplicó al año siguiente y, como ya expusimos, el crecimiento fue sostenido hasta superar los 41.000 detenidos en 1853.

			Ciertamente, al desembocar en la década de los cincuenta se había logrado la casi erradicación del bandolerismo en Andalucía y otros puntos de España en que este mal era endémico. Una a una, fueron cayendo cuadrillas como la de «Los Botijas», que se había enseñoreado de Despeñaperros, en el mismo octubre de 1844; o la de bandidos históricos como Andrés López Muñoz, conocido como «El barquero de Cantillana» o «Curro Jiménez», en 1849. 

			Pero detrás de aquellos logros sorprendentes, también era cierto que restaba aún mucho camino por recorrer, y numerosas las necesidades que continuaban pendientes.

			La primera necesidad que se identificaba era la de un importante incremento de efectivos, justificado en el aumento del número de kilómetros construidos de caminos, tanto principales como transversales. También estaba en los comienzos el tendido de vías férreas, que se había iniciado de forma sostenida desde 1853. En contra de la política del Gobierno esparterista, se barajaba la cifra mínima necesaria de guardias civiles en dieciséis mil, de acuerdo con la proporción de un guardia por cada legua cuadrada, y de mil por cada millón de habitantes. 

			Jiménez de Sandoval no veía exagerado incluso reclamar un incremento de efectivos hasta alcanzar los veinte mil guardias civiles, aunque consideraba más prudente llegar por el momento a los catorce a quince mil. Su principal justificación estribaba en la comparación con la Gendarmería francesa, que, para una superficie en el país vecino de 18.000 leguas cuadradas, contaba con veinticuatro mil gendarmes; mientras que en España, para 15.000 leguas cuadradas, tan solo había diez mil guardias civiles. Además, la situación de inseguridad en España, la necesidad de seguir vigilando estrechamente los caminos y los delitos graves que se continuaban produciendo hacían que esta desigualdad fuera aún mayor, y más perentoria la necesidad de aumentar el número de los guardias civiles. 

			Pero lo cierto es que esta cifra no se alcanzará, prácticamente, hasta finalizar el siglo xix. Ya desde los primeros meses de 1845, cuando aún no se había completado la plantilla inicial, se vio la necesidad de incrementar los efectivos, lo que da idea de la gran demanda existente en las provincias, tras los primeros resultados. De hecho, en mayo de ese año ya se había aprobado un aumento hasta los 7.750 efectivos. En 1849 se produjo una ligera reducción, pero en febrero de 1853 se aprobaba un nuevo incremento hasta los 8.855 hombres de infantería y 1.550 de caballería. Al llegar los progresistas al poder, como hemos visto, con fecha 10 de octubre de 1854 determinaron una reducción hasta los nueve mil guardias civiles. Pero al finalizar el Bienio, en noviembre de 1856, de nuevo con Ahumada al frente de la Guardia Civil, se recuperaron los efectivos con otro incremento hasta los diez mil. 

			Otra de las importantes asignaturas pendientes al llegar a 1854 era la necesidad de dar fin cuanto antes a los cuerpos de seguridad que, con carácter residual, aún pervivían en España. Al finalizar el Bienio en 1856, y al margen de la Guardia Civil, todavía se cifraba el número de los efectivos armados que prestaban servicios de guarda y de seguridad en 11.677 agentes, incluyendo al batallón de la Guardia Urbana de Madrid. Aquel despliegue, considerado en conjunto, suponía una innecesaria dispersión del gasto público en esta materia —asumida por el Estado, las provincias y los municipios—, con un coste total anual estimado de 19.866.948 reales de vellón. De todo este personal, no obstante, hay que puntualizar que solo 786 agentes pertenecían a cuerpos de seguridad independientes, repartidos entre las compañías de migueletes de Guipúzcoa y Vizcaya, la de miñones de Álava, la compañía de fusileros de Valencia y las escuadras de Cataluña. 

			La realidad, según reconocía el propio secretario general de la Inspección de la Guardia Civil, el brigadier Jiménez de Sandoval, era que la Guardia Civil «no ha podido llegar todavía a la fuerza numérica y al desarrollo necesario para bastar por sí sola a cubrir igualmente con sus servicios el territorio de la Península». En cualquier caso, la fuerza de aquellos cuerpos de seguridad provinciales, en conjunto, no alcanzaba el 9 por ciento de los efectivos de la Guardia Civil en aquel momento, por lo que su incidencia para la seguridad debiera de ser bastante limitada.

			Otro aspecto muy llamativo del funcionamiento de la Guardia Civil en aquella primera década fue el de los escasísimos cambios organizativos que se acometieron durante ese periodo. Cierto es que la experiencia y el crecimiento de la institución condujeron años más tarde a llevar a cabo importantes ampliaciones, pero la esencia inicial se mantuvo, reputándose absolutamente eficaz y sorprendentemente sencilla. 

			Como sabemos, además de los tercios en la estructura territorial, que se sostenían con unos cuadros de mando muy ajustados en número, el órgano central de la Inspección General de la Guardia Civil estaba constituido por la Secretaría. A cargo de un brigadier o coronel, de la Secretaría dependían cuatro secciones: organización de infantería, organización de caballería, asuntos generales y contabilidad; cada una de ellas a cargo de un jefe. La estructura se completaba con cuatro oficiales auxiliares —uno por cada sección— otro oficial como jefe de los escribientes y encargado del registro, y un oficial habilitado. El jefe de la Secretaría llevaba también la sección central, que tenía a su cargo el registro. En cuanto a medios, contaba con tres caballos para el inspector general y dos ayudantes que le acompañaran. 

			En resumen, el prestigio alcanzado por la Guardia Civil, con una maquinaria organizativa muy sencilla y todavía con muy escasos efectivos en su despliegue territorial, tuvo su expresión más patente en los buenos resultados obtenidos, que fueron reflejo de su eficacia en el servicio. Pero también vino avalado por haber sabido llenar en poco más de una década el gran vacío de autoridad que existía en España. Y ello fue gracias a actuaciones colectivas o conductas individuales, protagonizadas por unos guardias civiles que asimilaron de modo sorprendente las virtudes que se les inculcaron; de unos comandantes de puesto que fueron capaces de erigirse en personajes de la vida local y en artífices de la tranquilidad pública; y de unos oficiales que supieron asumir, y luego inculcar, unos valores institucionales y un nivel de exigencia en el desempeño, hasta entonces desconocidos. 

			El duque regresa para revitalizar el Cuerpo

			Después de su cese en la Inspección General de la Guardia Civil el 1 de agosto de 1854, Francisco Javier Girón quiso olvidarse por un tiempo de la vida activa que había llevado hasta entonces. Sentía la satisfacción de haber cumplido con su deber durante aquellos diez años tan intensos, pero a sus cincuenta y un años también se encontraba cansado. Enfrentado a su nueva situación, solicitó licencia por cuatro meses para viajar a Francia y a tierras andaluzas, sin embargo una desgracia familiar sobrevenida, cuyo alcance desconocemos, impidió su disfrute. No obstante, es muy probable que, en cuanto le fue posible, se trasladara con su esposa y sus hijos más pequeños a sus retiros preferidos de Sevilla, Villamartín y Ronda. 

			Después de un tiempo en Andalucía, solicitó en abril de 1855 otra licencia de cuatro meses, prorrogada en septiembre por otros dos, para «tomar los baños en Francia y las Provincias Vascongadas», viajando a Bayona, Biarritz y Burdeos. Allí recuperará el contacto con Ramón María Narváez, que también aguardaba una nueva oportunidad desde el apacible exilio del país vecino.

			Leopoldo O’Donnell había quedado al frente del Gobierno, reponiendo, en cierto modo, la situación política previa a la revolución de 1854, para satisfacer los deseos de la reina Isabel. La disolución de la Milicia Nacional era una muestra de ello. Pero el conde de Lucena no permanecerá mucho tiempo ocupando el cargo. La reina escenificó su meditada decisión tomada tiempo atrás en el baile que ofreció con motivo de su vigésimo sexto cumpleaños, al que había invitado apresuradamente a Ramón María Narváez, que todavía vivía en París. Sintiéndose desairado, O’Donnell presentó su dimisión y Narváez recibió el encargo de formar Gobierno. 

			El nuevo gabinete Narváez quedó constituido el 12 de octubre de 1856, aunque tan solo se mantendrá durante un año, hasta el 15 de octubre de 1857. En esa fecha, el duque de Valencia volvió a dimitir de su cargo por nuevas desavenencias con la reina. 

			La primera medida que tomó Narváez en su nuevo mandato, en la misma fecha en que pasaba a ocupar el cargo, fue reponer al teniente general Francisco Javier Girón como inspector general de la Guardia Civil. Para facilitar el nombramiento, el mismo 12 de octubre renunciaba el teniente general Mac-Crohon al cargo que había ocupado menos de tres meses. 

			Sin duda, la designación del duque de Ahumada era una decisión meditada y tomada con anterioridad por el duque de Valencia. Es muy probable que, cuando Narváez recibió en París a finales de septiembre de 1856 la invitación de la reina para asistir a su fiesta de cumpleaños, pusiera sobre aviso a Francisco Javier Girón, que se encontraba ya probablemente en Madrid, tras haber regresado de Francia y pasado los dos primeros meses del año en alguna de sus propiedades de Andalucía. Si el 5 de octubre el duque de Valencia se encontraba ya en Madrid, en espera de acontecimientos, es seguro que se entrevistaría con Ahumada para preparar el nuevo periodo que se abría para ambos. 

			Francisco Javier Girón recuperaba así aquel honroso puesto al frente de la institución que había visto nacer, y del que había sido apartado al final de julio de 1854. En la circular que difundía con motivo de su nombramiento, el teniente general Girón mostraba su gran satisfacción por encontrarse «otra vez a la cabeza del Cuerpo que he organizado, y en el que conozco a todos y de todos soy conocido». Ahumada se sentía en casa de nuevo. 

			Otra de las circulares que el duque de Ahumada emitió en la primera semana tras su incorporación a la Inspección General de la Guardia Civil fue para intentar recuperar a los guardias que se habían licenciado por el exceso de efectivos decretado en 1854, además de aquellos que les había correspondido su licenciamiento antes de lo previsto, por la medida de gracia adoptada tras el triunfo de la revolución. En aquella circular, el fundador prometía ciertas ventajas a aquellos antiguos subordinados, mostrándose «solícito cual tierno padre». Entre otras medidas incentivadoras, los licenciados que optaran por reingresar y hubieran permanecido en filas por cuatro años tendrían derecho a incorporarse como guardias primeros.

			El resultado no se hizo esperar, si nos atenemos a cómo describen la situación los capitanes Quevedo y Sidro. Aseguran al respecto que «la fuerza empezó a recibir voluntarios procedentes de la clase de licenciados del Cuerpo, habiendo algunos que renunciaron destinos de diez y doce reales diarios tan pronto como tuvieron conocimiento del nombramiento del ilustre organizador, solo por volver a servir a sus órdenes». 

			El efecto que causó en sus antiguos subordinados el nuevo nombramiento de Ahumada al frente de la Guardia Civil, tras un incierto periodo de dos años, revela bien a las claras la imagen de un líder carismático que dejará, cuando abandone el cargo nuevamente en 1858, una impronta que perdurará, y que el tiempo convertirá en indeleble.

			Curiosamente, en aquellos años parece mostrar el duque de Ahumada una similar actitud paternal hacia sus antiguos subordinados y con su propia familia. Sus hijos estaban creciendo, y mostraba mayores preocupaciones crecientes hacia ellos. En su afán de iniciar a sus hijos varones en la carrera de las armas, tal y como había hecho con los mayores, solicitó en marzo de 1857 el ingreso en el Ejército, en clase de subteniente de menor edad, para los más pequeños: Luis, que tenía entonces doce años, y Rafael, con tan solo tres años. La respuesta fue negativa, pues para entonces solo se admitía obtener el primer empleo de oficial desde la clase de cadete. Más tarde, Luis ingresará como cadete de Infantería en 1859, pero su hermano Rafael lo hará finalmente en 1865 como alférez de Caballería de menor edad, con once años.

			En cuanto a los principales colaboradores del fundador, Javier de Olmedo había permanecido al frente de la Secretaría General desde agosto de 1850 hasta el 21 de julio de 1856, comprendiendo los últimos cuatro años de la primera etapa de Ahumada y el mandato de Infante Chaves hasta que dejó el cargo, el 19 de julio de 1856. Pero la fecha del cese de Olmedo no parecía ser casual. Es probable que detrás de aquella medida estuviera la sumaria que se instruyó a los oficiales de la Secretaría de la Inspección General «por su conducta en los sucesos de julio último», en clara alusión a los acontecimientos que dieron lugar al final del Bienio Progresista en 1856. Tal vez, de nuevo, la imparcialidad política que siempre profesó la Guardia Civil volvía a ser malinterpretada. 

			Por tanto, se nombró como tercer secretario general al brigadier de caballería Crispín Jiménez de Sandoval, que ocupó el cargo por menos de un año. Cuando en octubre de 1856 fue nuevamente nombrado Ahumada al frente de la Guardia Civil, no destituyó a Jiménez de Sandoval, sino que lo mantuvo en el cargo, como Infante había hecho con Olmedo. En marzo de 1857, el propio brigadier Sandoval solicitó el pase a cuartel, propiciando su relevo nuevamente por Javier de Olmedo, que ascendería unos meses más tarde a brigadier. No obstante, Olmedo ocupó el cargo de secretario por segunda vez solo hasta principios de julio de 1858, coincidiendo con el cese de Ahumada como inspector general de la Guardia Civil. A partir de entonces, Olmedo no quiso nunca servir a las órdenes de otro superior. Solicitó el pase a cuartel y no volvió al servicio activo.

			Ya hemos visto cómo, al poco tiempo de retornar el duque de Ahumada a la Inspección General, se recuperaron los diez mil efectivos previos a la revolución de 1854. En cuanto al Tercio de la Isla de Cuba, también se aprobará en marzo de 1857 el incremento propuesto por el general Concha, que ya había puesto en marcha. Al mismo tiempo, se disponía que se duplicaran los sueldos de los nuevos guardias civiles en la isla en relación con los de la Península. 

			Asimismo, cuando Ahumada se hizo de nuevo con las riendas de la Guardia Civil, identificó enseguida una escasez de jefes y oficiales en algunos tercios. También vio como prioritaria la mejora en los haberes de los segundos capitanes y, sobre todo, los sueldos de los primeros capitanes, a quienes era preciso dignificar como jefes y responsables del servicio de la Guardia Civil en cada provincia. También se decidió a mejorar las condiciones para el ingreso en la Guardia Civil de los capitanes, tenientes y subtenientes del Ejército.

			Pero, además, el regreso del teniente general Girón vino acompañado de una dinamización del ritmo de ascensos en todos los empleos, que adolecía de cierta parálisis. En 1857 se incrementó la plantilla de oficiales en un teniente coronel, como segundo jefe del 3.er Tercio, y en nueve primeros capitanes. A partir de entonces, se producirá un incremento progresivo de la plantilla de la Guardia Civil, más tímido al principio, hasta 1867, en que se mantendrá hasta el importante incremento que trajo la reforma de 1871.

			La baja tasa de cobertura de los oficiales que todavía se padecía en 1857 tal vez fuera debida, al menos en parte, a la delicada situación en que había quedado la Guardia Civil tras su actuación frente a la revolución de 1854 y el Bienio Progresista, lo que pudo generar incertidumbre acerca de la pervivencia del Cuerpo. Pero, además, también influyó de forma importante la ralentización durante la ausencia del duque de Ahumada en los procesos de promoción interna en el propio seno de la Guardia Civil.

			Fue entonces cuando tuvo lugar en el Instituto la reforma del sistema de ascensos de abril de 1858. Hasta ese momento, el ascenso a los diferentes empleos en el Cuerpo se realizaba desde los propios escalafones, reservándose el acceso directo desde el Ejército solo en el primer y el último empleo; esto es, el de subteniente y el de coronel. A partir de 1858 se ofertaban plazas para la Guardia Civil en todos los empleos de jefes y oficiales, en una proporción determinada. La única excepción fueron los comandantes del Ejército, pues este empleo se siguió cubriendo con los capitanes que ascendían desde los escalafones del Cuerpo. La razón era que de entre ellos se nombraban mandos de tanta relevancia como los jefes de provincia y, más tarde, los jefes de comandancia de la Guardia Civil. 

			En cuanto a la situación del personal y la moral que encontró Ahumada a su regreso, al tiempo que una magnífica acogida, según hemos expuesto, también detectó el fundador un cierto decaimiento por las circunstancias convulsas por las que había pasado la institución, aún recientes. Asimismo tuvo que adoptar algunas decisiones drásticas para reforzar la disciplina y el estímulo en la prestación del servicio, que pronto causaron su efecto.

			Por último, otra de las medidas que adoptó el teniente general Girón cuando fue repuesto en el cargo de inspector general, fue la de volver al modelo de uniforme fundacional, aunque de forma progresiva y hasta que se fueran agotando las prendas útiles, para no ocasionar un perjuicio al personal. No obstante, los guardias de nuevo ingreso sí debían adquirir las prendas de la uniformidad ahora aprobada, y que les eran suministradas. Una vez más, Ahumada prescribió minuciosas normas para asegurar la calidad del vestuario, el debido control en su recepción y para que la reposición de prendas resultara lo menos gravosa posible para el personal del Instituto.

			En cuanto al armamento, también el duque de Ahumada obtuvo autorización en 1858 para dotar a los jefes y oficiales con un revólver, sistema Lefaucheux, de calibre 11 mm, ánima rayada, simple acción y capacidad para seis disparos, pues no contaban hasta entonces con otro armamento individual que la espada de ceñir o la de montar. Se trataba de la primera arma de fuego con cartucho metálico y retrocarga, reglamentaria en la Guardia Civil y el Ejército. Antes muchos oficiales habían adquirido el revólver Adams-Deans, modelo 1857, de calibre 44 (10,5 mm) y fabricado en Trubia, como el anterior. 

			 En el plano puramente operativo, el duque de Ahumada disminuyó sus otrora frecuentes desplazamientos por la geografía nacional para visitar las unidades, vigilar la prestación del servicio de sus guardias y comprobar de cerca su situación y condiciones de vida. También habían desaparecido aquellos informes que le pasaban personas de confianza a las que encargaba le tuvieran al corriente de la conducta que mostraban en el servicio los guardias civiles que se encontraban cuando tenían que desplazarse y realizar largos viajes por los caminos reales. 

			Pero la vigilancia sobre las carreteras adquirió en aquellos años una nueva dinámica. Ya expusimos que a partir de 1856 se produjo el mayor despegue en la ampliación de la red caminera, que comenzó a crecer a partir de entonces a razón de más de seiscientos kilómetros construidos al año. Esta nueva realidad obligó a adoptar importantes medidas para mejorar la seguridad, tanto en el control de viajeros y la prevención de la delincuencia como en las condiciones de los carruajes y la regulación del tráfico por las carreteras. 

			En primer lugar, la mayor longitud de la red y la densidad circulatoria hicieron necesario actualizar la normativa. Por ello, supuso un hito importante para la normalización del tráfico por las carreteras y caminos, la aprobación en 1857 del reglamento para el servicio de los carruajes públicos destinados a la conducción de viajeros, que vino a regular de manera precisa esta actividad y a proporcionar una mayor seguridad, tanto para el transporte de los viajeros como para prevenir y detectar el movimiento de los delincuentes. Simultáneamente a la publicación del reglamento, se dictó una instrucción por el ministerio de la Gobernación, para su aplicación por la Guardia Civil en el servicio de vigilancia en los caminos. Ambos documentos fueron remitidos a los tercios, acompañados de una circular en que el inspector general impartía consignas para su correcta aplicación. 

			De acuerdo con el Reglamento de Carruajes, la Administración se obligaba a llevar un registro con los nombres y destino de los viajeros y bultos conducidos en cada expedición. Además, los conductores y mayorales también debían llevar una hoja de ruta con el registro correspondiente a su viaje, debiendo anotar en ella a los viajeros que recibieran en el camino. Respecto de los horarios de salida y llegada de los carruajes, las empresas debían dar aviso anticipado de aquellas variaciones que se produjeran a los gobernadores civiles y a la Guardia Civil de las provincias de la línea, a fin de facilitar la seguridad durante el itinerario. Como medida adicional para prevenir robos, cuando la empresa o su personal fueran a transportar en los carruajes cantidades de dinero o efectos públicos por un valor superior a los veinte mil reales, debían ponerlo en conocimiento de la Guardia Civil o de la autoridad gubernativa con, al menos, veinticuatro horas de antelación. La Guardia Civil debía solicitar la hoja de ruta y demás documentación de los carruajes, y si lo consideraban necesario, identificar a los viajeros y comprobar que aparecían convenientemente registrados. 

			Pero, además, los guardias debían velar por la observación de las normas de circulación establecidas en las ordenanzas para la conservación y policía de las carreteras generales, vigentes desde 1842, que prescribían la obligación de circular por la derecha, y marcaban prioridades y prohibiciones de adelantamiento entre carruajes durante la marcha. Las mismas prioridades existían para mudar el tiro en las paradas de postas, según el tipo de carruaje, lo que provocaba algún que otro altercado entre los usuarios. Por estas causas y para mejorar la seguridad, la Guardia Civil extendía su vigilancia a los paradores de diligencias y demás casas de postas, repartidos por las rutas principales. 

			La vigencia del reglamento de carruajes públicos trascendió el propio siglo xix, tiempo durante el cual acompañó a la instrucción y la circular en las sucesivas versiones de la Cartilla del Guardia Civil.

			Los esfuerzos, como hemos visto, fueron ímprobos para garantizar una seguridad que permitiera la libre circulación por los caminos. Solo así contribuirían a alcanzar una eficaz integración del territorio, función clave del Estado, que la Guardia Civil supo llevar a cabo.

			El general Narváez abandonó la presidencia del Consejo de Ministros en octubre de 1857, y fue relevado por el general Francisco Armero hasta enero de 1858, en que fue nombrado Francisco Javier de Istúriz hasta el 30 de junio de ese año. El duque de Ahumada se mantuvo en el cargo de inspector general con ambos gobiernos. 

			Pero Leopoldo O’Donnell fue nombrado presidente del Consejo de Ministros con aquella misma fecha, y cesó al duque de Ahumada al día siguiente, 1 de julio de 1858. Sin duda, O’Donnell quería pasar página y formar un nuevo equipo propio, también en la cúpula militar, porque en la real orden de cese de Ahumada estaban incluidos otros veinticuatro altos mandos del Ejército, relevados al día siguiente. El duque de Ahumada fue sustituido en el mando de la Guardia Civil, esta vez, de forma definitiva, por el teniente general Isidoro de Hoyos y Rubín de Celis. 

			Cuando Francisco Javier Girón dejó la dirección del Cuerpo de la Guardia Civil, el sentimiento de que toda la nación le era deudora por la organización de esta institución y por el prestigio que había alcanzado era prácticamente unánime.

		

	


		
			12. LA ETAPA FINAL DE UN FUNDADOR

			Después de Ahumada

			El 1 de julio de 1858 se hacía cargo de la Inspección General de la Guardia Civil el teniente general Isidoro de Hoyos y Rubín de Celis, marqués de Zornoza y vizconde de Manzanera. A partir de entonces, todos los aspectos fundamentales que resultaron claves para perfilar un espíritu corporativo genuino en la Guardia Civil sobrevivieron a los dos periodos «ahumadianos». Pero, además, consiguieron afianzarlo y robustecerlo en las décadas siguientes, hasta alcanzar la completa consolidación del Cuerpo en el ámbito de la Administración y en el panorama de la seguridad en España. 

			Y acertamos a ver una prueba de ello en la línea continuista de la etapa de Ahumada que siguió a su segundo mandato. Ciertamente, al desembocar en aquel nuevo periodo, tanto la Guardia Civil como el estilo de mando impuesto desde su fundación se hallaban lo suficientemente asentados como para que prosiguiera la senda emprendida sin alteraciones ni cambios de rumbo que la apartaran de su trayectoria.

			Siguiendo esta línea, en el mismo verano en que tomó posesión de su cargo, el general Hoyos dictaba dos circulares que pretendían reconducir situaciones que afectaban directamente a la disciplina. En la primera de ellas apelaba a «cimentar el concepto del Cuerpo» y en la segunda advertía severamente contra las réplicas desatentas a los superiores. También prohibía el tuteo en asuntos del servicio y entre los miembros de diferentes clases, recomendando que no se empleara nunca entre los componentes del Cuerpo, como muestra de respeto que en nada debía afectar a la buena armonía entre ellos. Por último, apelaba al espíritu que aquella circular pretendía transmitir: «Que todos los individuos del Cuerpo se miren como hermanos». Un nuevo ejemplo lo encontramos en la circular de 2 de octubre de 1858, con la que se actualizaban las normas sobre el saludo militar del personal del Cuerpo. A la luz de estas y muchas otras disposiciones posteriores, se ponía de manifiesto la relevancia que para la Guardia Civil tuvo siempre la disciplina, su interiorización por todos los miembros del Cuerpo y la importancia de sus muestras externas, a través de la corrección en el trato y el saludo militar, como forma de transmisión del espíritu de cuerpo. Aquella convicción trascendió netamente los periodos «ahumadianos», de modo que pasó a formar parte de la esencia de la institución.

			Pero también se mantuvo inalterable la sensibilidad por todo lo que afectaba al crecimiento humano y las condiciones de vida de los guardias civiles. Veamos otro ejemplo. El duque de Ahumada había dictado una circular el 19 de abril de 1848 para mejorar la instrucción primaria de los guardias civiles, poniendo especial empeño en la alfabetización de los más atrasados. Cuando llegó el general Hoyos a la Inspección General, también fue sensible para mejorar el nivel cultural de los guardias civiles. Mediante circular de 6 de julio de 1859, transmitía la aprobación de la reina a su propuesta para que los guardias civiles pudieran asistir gratuitamente a las escuelas de adultos, y sus hijos a las escuelas elementales y superiores de primera enseñanza, sitas en los pueblos donde desempeñaran su servicio.

			En cuanto a las condiciones de vida, se dio un importante impulso en 1861 al conseguir que, a diferencia del personal del Ejército, no se detrajera importe alguno de los sueldos de los guardias civiles cuando se vieran obligados a hacer uso de una licencia temporal por cualquier causa. La justificación de esta excepción radicaba en que debía considerárseles siempre y en cualquier situación como de servicio.

			Para completar el análisis de esta etapa desde el punto de vista del factor humano, podemos definir una serie de aspectos que, dando continuidad a la línea trazada por el duque de Ahumada, fueron claves para forjar una cultura institucional característica y singular en la Guardia Civil. 

			En primer lugar, hay que resaltar cómo las relaciones profesionales entre los miembros del Cuerpo se basaron siempre, de acuerdo con la normativa interna, en la dignidad personal de todos sus componentes, el respeto mutuo y el ejemplo permanente de los oficiales.

			Otro aspecto que destacar es el efecto de la dispersión de las unidades y la prestación del servicio peculiar de la Guardia Civil. Desde los primeros escalones de mando se imbuía a todos de la necesidad de contar con la suficiente iniciativa para la adopción de decisiones y la resolución de incidencias, así como de la consiguiente responsabilidad. Esta circunstancia pondrá aún más en valor el ejercicio del mando en la Guardia Civil desde los primeros escalones.

			Vinculado estrechamente al factor de la dispersión de unidades, tenemos que citar un aspecto claramente definitorio del peculiar perfil profesional y militar del guardia civil, de la estrecha relación e interactuación con sus mandos inmediatos e intermedios, así como de sus implicaciones familiares. Nos referimos a la existencia de las casas-cuartel. El resultado de la implantación de este nuevo concepto de edificio, mitad instalación militar y mitad conjunto de viviendas familiares, fue plenamente satisfactorio. Por una parte, ofrecía alojamiento a los guardias civiles y sus familias, que no perdían el arraigo y la conexión familiar. Por otra, suponía una escuela permanente para cuidar las formas externas de educación y disciplina, en aras de mantener siempre la necesaria armonía. La convivencia en las casas-cuartel de mandos y subordinados, de compañeros, era origen y fuente de fuertes lazos de camaradería entre todos, de espíritu de cuerpo, de defensa a ultranza de lo propio.

			Por otra parte, si analizamos la función desempeñada por las casas-cuartel de la Guardia Civil, a la luz de las políticas sociales de nuestro tiempo, ¿no era, acaso, uno de sus objetos, el de alcanzar una adecuada conciliación de la vida personal, familiar y laboral de los guardias civiles? Partiendo de esta realidad, con razón llegó a afirmar Martínez Ruiz que: «En último extremo la Benemérita sería una organización militar basada y fundamentada en la familia». 

			Además, este fuerte componente familiar, presente en los acuartelamientos de la Guardia Civil, va a tener repercusiones aún más profundas en el devenir de la institución, hasta conformarla como esa gran familia. Las esposas de los guardias civiles aprendían a sufrir en silencio la ausencia del marido, expuesto a penalidades y peligros inciertos; guardaban la necesaria discreción sobre los asuntos del servicio que llegaban a sus oídos; y contribuían a la convivencia y armonía de todos en el recinto del cuartel. Las hijas aprendían de sus madres la forma de comportarse en el futuro, si llegaban a casarse con un miembro del Cuerpo; y los hijos varones, siguiendo lo que Ahumada tanto anhelaba, alimentaban día a día su vocación de guardia civil.

			Por tanto, podemos asegurar que las casas-cuartel jugaron un papel fundamental en el refuerzo de la identidad corporativa y de la cohesión interna en el seno de las unidades de la Guardia Civil. Mucho más que dependencias policiales, cuartel militar o conjunto de viviendas, aquellos variopintos edificios eran auténticas escuelas de vida, en que todo era compartido entre los guardias y sus seres más próximos. Además, exigirán de continuo el máximo respeto entre todos y la ejemplaridad de los mandos, contribuyendo de forma decisiva a crear y sostener un sentido de pertenencia y un espíritu corporativo propio e inconfundible.

			Todo ello, en fin, permitió consolidar una identidad corporativa que trascendió los periodos de Ahumada, como lo atestiguan la normativa interna de la época y el propio devenir de la Guardia Civil. 

			Pasamos a exponer la evolución organizativa y de realización del servicio en la Guardia Civil durante la etapa posterior al duque de Ahumada hasta su fallecimiento.

			Por Real Orden de 29 de diciembre de 1858 se creó la Guardia Civil Veterana, para prestar servicio en la ciudad de Madrid. Como base para la organización de esta unidad se tomó la Guardia Urbana que venía actuando en la capital, y que había sido reorganizada por Real Decreto de 24 de marzo de ese año. Con este nuevo instituto se pretendía dar cabida a los miembros más veteranos de la Guardia Civil, antes de su pase a retiro, así como a los guardias que finalizaran su empeño y desearan reengancharse, y a licenciados del Ejército con buena nota. Se organizó en un batallón de infantería y dos secciones de caballería, con un sistema de dependencias de los ministerios de Guerra y Gobernación, similar a la Guardia Civil. 

			El 6 de abril de 1859 se aprobó el Reglamento Militar del nuevo cuerpo, al mando de un teniente coronel. Pasaba a integrarse en la Dirección General del Cuerpo de Guardias Civiles y de la Guardia Civil Veterana, como pasó a denominarse la institución, a la que correspondía su organización, administración y orden interno. También se aprobaba al mismo tiempo su Reglamento para el Servicio. Más tarde, por Real Decreto de 28 de septiembre de 1862, la unidad pasó a denominarse Tercio Veterano de Madrid, bajo el mando de un coronel del Cuerpo, organizada en dos comandancias, con una compañía por cada distrito de la capital, al tiempo que se incrementaban sus efectivos. En 1864 cambió su denominación por la de Tercio de Madrid. 

			A pesar de su buen hacer en la seguridad de la ciudad de Madrid, su intervención en los sucesos de la «noche de San Daniel» el 10 de abril de 1865, a la que luego nos referiremos con más detalle, le granjearon una gran impopularidad entre las filas progresistas. Por ello, esta fuerza fue disuelta tras el triunfo de la Gloriosa por un decreto de 20 de octubre de 1868, pasando la mayor parte de su personal a incrementar los efectivos del 1.er Tercio. De hecho, se aumentó notablemente la plantilla de efectivos destinada a prestar servicio en Madrid con la creación, días más tarde, del 14.º Tercio, destinado fundamentalmente a prestar servicio en los edificios públicos de la capital.

			Por Real Orden de 28 de septiembre de 1861 se aprobó la primera gran reforma organizativa en la Guardia Civil, que fue efectiva a partir del 1 de enero de 1862. Aquella reforma trajo consigo la reestructuración de la demarcación por provincias de algunos tercios, y se asignó la jefatura de provincia al empleo de comandante. Aquella medida suponía, en la práctica, la creación de las comandancias —una por cada provincia—, recibiendo así el nombre del empleo que ostentaban quienes las iban a mandar. Cada comandancia contaría a partir de entonces con varias compañías, subdivididas en secciones, y estas organizadas para el servicio en líneas, al mando de dos o tres tenientes y un subteniente por compañía. Las líneas, a su vez, estarían integradas por un número variable de puestos. Aquel importante redimensionamiento de las unidades de la Guardia Civil suponía un despliegue de unos mil puestos en toda España, de forma que se sentaban las bases para que el Cuerpo pudiera incrementar sus efectivos hasta los quince mil. 

			Poco después, por Real Orden de 27 de junio de 1863, se introdujo una reforma que resultó fallida, consistente en articular las unidades de la Guardia Civil en cuatro brigadas, asignando al ámbito de cada una de ellas todo el territorio. Dos años más tarde se desestimaba esta medida por considerarse innecesaria. 

			En cuanto a la evolución de la Guardia Civil en Ultramar, el tercio en comisión de la isla de Cuba fue ampliando sus efectivos y misiones con gran éxito en la reducción de la delincuencia que asolaba la Gran Antilla, hasta que en 1862 el Gobierno de O’Donnell le dotó con 892 efectivos, distribuidos en 83 puestos que comprendían el territorio de siete distritos.

			Al estallar en Cuba la guerra Grande o de los Diez Años (1868-1878) con el Grito de Yara, la Guardia Civil tuvo que intervenir en operaciones armadas —que simultaneó con su incansable lucha contra el bandidaje—, por lo que aquel conflicto supuso el gran impulso al despliegue del Cuerpo en la isla caribeña. Al mismo tiempo, se forzaba la detracción de numerosos efectivos de los tercios de la Península para refuerzo de la isla, llegando a totalizar los 3.750. 

			En 1868 se creó un tercio de la Guardia Civil con algo más de mil hombres en las islas Filipinas, con base en la capital, Manila, en la isla de Luzón. Aquel tercio venía a sustituir a los Tercios de Policía y Partidas de Seguridad Publica, que habían resultado poco efectivos. Las misiones que llevó a cabo la Guardia Civil en Filipinas fueron las de represión de las frecuentes sublevaciones que se registraban y de lucha contra la piratería en las múltiples islas del archipiélago; pero también de tipo humanitario, sobre todo en terremotos y tifones. Hay que decir que, a diferencia de Cuba y Puerto Rico, el personal de tropa de la Guardia Civil en Filipinas era fundamentalmente indígena, mientras que los jefes y oficiales eran europeos.

			La isla de Puerto Rico tendrá que esperar a 1869, tras el Grito de Lares del año anterior, para ver la constitución de un tercio de la Guardia Civil. Esta unidad se constituyó siendo capitán general José Laureano Sanz y Posse, y estaba integrada por dos compañías mixtas de infantería y caballería, en comisión de servicio, sobre la base de los batallones de guarnición del Ejército. Los primeros intentos para la organización de una unidad del Cuerpo, que habían sido promovidos por el capitán general Cotoner y Chacón en 1857, y más tarde en 1864 por el capitán general Messina, no habían fructificado. No obstante, la Guardia Civil de Puerto Rico pudo dedicarse más a su servicio peculiar, con elevado número de acciones humanitarias, sin ser empleada como fuerza combatiente, como en su vecina Cuba. 

			En 1871, la Ley de la Amalgama promoverá la integración de las escalas del personal que constituían los tercios de Cuba y Puerto Rico en las correspondientes de la Guardia Civil peninsular, siempre que los llamados a integrarse reunieran una serie de requisitos. Esta medida suponía la consolidación definitiva del personal de los tercios de Cuba y Puerto Rico y su plena integración en el Cuerpo. 

			Ya después de fallecido el duque de Ahumada, se acometió la segunda reforma orgánica de gran calado desde la creación de la Guardia Civil, que fue aprobada por decreto del regente del reino de 20 de noviembre de 1870 y entró en vigor el 1 de junio de 1871. De acuerdo con aquella reforma, los jefes de tercio pasaron a tener un papel casi puramente inspector, por la voluntad del Gobierno de ejercer un mayor control directo sobre las comandancias. Al mismo tiempo, se reforzaba la capacidad organizativa y de mando de los jefes de comandancia, impulsando el papel protagonista que van a tener estas unidades a partir de entonces en la estructura orgánica de la Guardia Civil. 

			En cuanto a la evolución de la uniformidad después del duque de Ahumada, en 1860 se adoptaron nuevos modelos de divisas en el Ejército —que afectaba, por tanto, a la Guardia Civil—, consistentes en estrellas para jefes y oficiales, además de unos galones en la bocamanga para jefes, y formando ángulo en las mangas para oficiales, que pervivirán hasta 1884. Con esta reforma, desaparecieron también las charreteras y caponas de casacas y levitas. Al mismo tiempo, el sombrero experimentó ese año una nueva reducción y unificación de sus medidas, haciéndolo más manejable. Finalmente, en 1862 se suprimió el pantalón blanco que se usaba en verano.

			En 1865 se hizo cargo de la dirección general del cuerpo el general Serrano Bedoya, quien dispuso que la dispersa normativa existente sobre uniformidad se compendiara en la Instrucción General para la uniformidad de la Guardia Civil. Publicada en 1866, en ella se explicaban con detalle todas las prendas que componían el vestuario y el equipo reglamentarios en el Cuerpo. 

			El armamento de la Guardia Civil en este periodo final del reinado de Isabel II experimentó importantes cambios. En 1864, el revólver de sistema Lefaucheux, modelo 1863 y fabricado en Oviedo, sustituyó a las antiguas pistolas de chispa que aún conservaban los guardias civiles de caballería. En este año se inició la unificación de los modelos y calibres de las armas largas con las del Ejército, que será definitiva a partir de 1871. Con ello, se dotó a la infantería de la Guardia Civil de carabinas y tercerolas de percusión a pistón, modelo 1857, de calibre 14,8 mm, que utilizaban la nueva munición Minié.

			En el terreno operativo y de la realización del servicio propio del Instituto, hay que decir que a partir de 1860 comenzó el ocaso de las diligencias para dejar paso al ferrocarril, que terminará revolucionando el transporte y obligando a la Guardia Civil a adaptarse a los nuevos tiempos. 

			Ciertamente, la institución ya lo había hecho durante el primer mandato de Ahumada. La reforma de la Cartilla del Guardia Civil introducida en 1852 ya contemplaba la vigilancia de las vías férreas, la seguridad de los pasajeros en las estaciones y el auxilio a los viajeros que lo precisaran, adelantándose con lucidez a esta nueva realidad. Recordemos que en aquel momento solo se encontraban en funcionamiento en la Península los tramos de ferrocarril entre Barcelona y Mataró, desde 1848, y de Madrid a Aranjuez, desde febrero de 1851.

			Hay que tener en cuenta que, a la falta de políticas en materia de infraestructuras, las grandes dificultades económicas y el hecho decisivo de la Primera Guerra Carlista, en el importante retraso que experimentaba España en el desarrollo del ferrocarril tenía una gran incidencia el problema endémico de la falta de seguridad en nuestra red viaria en el medio rural, que provocaba el retraimiento de los inversores, sobre todo extranjeros, para financiar cualquier proyecto. Ahora, cuando la Guardia Civil había superado su primera década de existencia y los caminos eran mucho más seguros, llegaba la hora del ferrocarril.

			Con la promulgación de la Ley General de Ferrocarriles de 3 de junio de 1855 se abordaba de forma definitiva el tendido de la red ferroviaria española, que pasaba a ser considerada como parte de los caminos del Estado. De este modo la Guardia Civil comenzaba a vigilar los tendidos de la vía férrea en evitación de robos y daños a los raíles, como se encargaba de recordar una real orden de 1858. 

			El importante ritmo de crecimiento en la construcción de la red ferroviaria en los años siguientes hizo que la Guardia Civil, pese a lo limitado de sus efectivos, tuviera que emplearse más a fondo en la vigilancia de las líneas férreas, incluso para hacer frente a partir de 1860 a la amenaza de interceptación de las vías para causar descarrilamientos intencionados. 

			A lo largo de la década de 1850 se normalizó el servicio de vigilancia del ferrocarril por la Guardia Civil, que se extendió a las estaciones, el auxilio al personal de las compañías, las conducciones de presos, y la seguridad y escolta de los propios convoyes. Además, este medio de transporte facilitó notablemente los movimientos de la fuerza, de los mandos que debían girar sus revistas periódicas y para la correspondencia oficial entre las unidades.

			Debido a la extensión que comenzaba a alcanzar la red ferroviaria y el uso creciente de este medio, se registró un aumento de los robos y asaltos. Para atajarlo, se instituyó por Real Orden de 6 de mayo de 1866 el servicio de escolta de trenes, que comprendía la protección de los convoyes de viajeros con dos o tres efectivos a bordo y la vigilancia de las estaciones más importantes, sobre las líneas principales. Aquel servicio fue objeto de nuevas regulaciones a través de sendas reales órdenes de 1868, dirigidas al control y seguridad de los viajeros en las estaciones y a la forma en que debían prestar su servicio las escoltas de los trenes. De nuevo, el resultado de aquellas regulaciones fue la mejora significativa de la seguridad y la detención de un buen número de delincuentes. 

			En cuanto a la lucha contra la delincuencia y la seguridad sobre los caminos, la situación había mejorado considerablemente. De nuevo, Davillier afirmará, tras su viaje realizado por España con Gustavo Doré en 1862, que «lo que es completamente cierto es que de los bandoleros ya no queda en España más que el recuerdo, y que hoy, los caminos son absolutamente seguros gracias a la activa vigilancia de los civiles, nombre que se da a un cuerpo de tropas reclutadas entre los mejores individuos del ejército, y encargados de velar por la seguridad de los caminos». 

			No obstante, al comenzar el sexenio democrático, la inestabilidad política y el empleo de la Guardia Civil en otros cometidos como el cantonalismo, algunos movimientos sociales y el conflicto carlista facilitaron un importante recrudecimiento del bandolerismo. Las partidas, sobre todo en Andalucía, comenzaron entonces a moverse con cierta impunidad, mejor organizadas y dispuestas a enfrentarse, más que nunca, a las fuerzas del orden. Ya no huían de la Guardia Civil, sino que le hacían frente, intentando liberar a los presos que fueran conducidos para su internamiento. Realmente, no solo resurgía un bandolerismo que llevaba años en claro retroceso, sino que lo hacía evolucionado hacia un bandolerismo organizado. Solo se conseguirá atajar aquel repunte hacia la finalización de aquel periodo. 

			Nuevas pruebas hacia el ocaso isabelino

			En 1858 cobraba fuerza la Unión Liberal, encabezada por el general Leopoldo O’Donnell, que había nacido como un movimiento político regenerador. Su intención era la de hacer converger los elementos más templados del progresismo con los más avanzados del liberalismo moderado. En junio de ese año, la reina encargaba de nuevo a O’Donnell formar gabinete. Daba así comienzo al denominado «Gobierno largo» de la Unión Liberal, que discurrirá entre 1858 y 1863, un periodo de cinco años que aportó estabilidad y expansión económica, presidido por una política exterior intervencionista. 

			Pero la Unión Liberal no respondió a las expectativas y la deseada convergencia política que lo había inspirado no se produjo, terminando por convertirse en un partido más. No obstante, es cierto que a partir de entonces la defensa de la monarquía isabelina recayó sobre los hombros de los generales O’Donnell y Narváez, representando este un partido moderado que adoptará posturas cada vez más autoritarias. 

			Enmarcada en la política exterior de guerras de prestigio emprendida por O’Donnell, la Guardia Civil se aprestaba por primera vez a participar en un conflicto fuera de la Península, a raíz de la declaración de guerra formulada el 22 de octubre de 1859 por el Gobierno español a las autoridades marroquíes, con motivo de las reiteradas acciones hostiles sufridas en nuestras plazas de soberanía.

			Acompañando a tres cuerpos de ejército, más una división de reserva y otra de caballería, movilizados para la guerra de África, la Guardia Civil desplegó en septiembre con 36 efectivos de infantería y 25 de caballería, al mando de un segundo capitán y dos tenientes. En octubre se unieron a aquel pequeño contingente otros 39 guardias de infantería y 45 de caballería, con sus correspondientes oficiales, todos ellos al mando del primer capitán Antonio Armijo Ibáñez. Aquel contingente se distribuyó asignando quince guardias civiles de cada arma a los tres cuerpos de ejército, así como a la división de reserva y la de caballería. El resto del personal se integró en el cuartel general del general en jefe, Leopoldo O’Donnell. 

			En aquella contienda, el Instituto prestó servicios de seguridad, orden público y policía militar en los campamentos y poblados españoles. Pero también realizó servicio de campaña, encargándose de la seguridad de los cuarteles generales y de la escolta personal de los jefes de las grandes unidades, como el propio general O’Donnell. Además, su permanencia en primera línea hizo que aquellos efectivos de la Guardia Civil tuvieran que entrar en combate y participar en numerosos asaltos en los principales enfrentamientos del conflicto. 

			Entre estas batallas son de destacar la de Los Castillejos, con la escolta de guardias civiles de Prim siguiendo a su general, bandera en mano después de su arenga; la de Tetuán, en que se distinguió una sección de la Guardia Civil que cargó en varias ocasiones a las órdenes del general García; o la de Wad-Ras, en que el teniente Camino dirigió numerosas cargas de su caballería contra las posiciones enemigas. Pero también otras acciones en las que se demostró gran bravura, como la que liberó al Batallón de Cazadores de Cantabria el 23 de enero de 1860, con una carga protagonizada por la caballería de la Guardia Civil del cuartel general de O’Donnell, que acudió a apoyar la acción con el capitán Gallego, el teniente Camino y el alférez Letona, dos escuadrones de lanceros del Regimiento Farnesio, una sección del Regimiento de Cazadores de Albuera y varios carabineros a caballo, también de la escolta de O’Donnell. 

			Uno de los más destacados oficiales de la Guardia Civil fue el teniente Teodoro Camino Alcobendas, que había ingresado en el Cuerpo en 1844 como guardia primero, por sus méritos como soldado distinguido, y que obtuvo en la guerra de África dos ascensos hasta comandante de caballería. Por su bravura y determinación, Camino terminó convirtiéndose en hombre de máxima confianza del general en jefe, por lo que fue conocido entre los militares españoles en África como «el león de O’Donnell».

			El precio en sangre que tributó la Guardia Civil en la guerra de África fue de nueve muertos y catorce heridos. La destacada actuación de los escasos efectivos de la Guardia Civil participantes en la contienda no pasó desapercibida. Se les otorgaron un total de 18 empleos, 21 grados, 13 cruces de San Fernando y 150 cruces de María Isabel Luisa; de ellas, 18 pensionadas y 132 sencillas. Además, el comandante Armijo, como jefe del contingente, fue recompensado con la encomienda de Carlos III.

			En abril de 1860, una dotación de la Guardia Civil dirigida por el teniente coronel Rodríguez Tremens, acompañado del capitán Loeches, consiguió capturar al pretendiente carlista, don Carlos Luis de Borbón, conde de Montemolín, y a su hermano don Fernando cuando se hallaban ocultos en una vivienda en San Carlos de la Rápita (Tarragona). Ambos habían desembarcado días atrás en aquella zona junto con el general Ortega, que había sido ya apresado y fusilado, y que dirigía un nutrido grupo de tropas procedentes de Baleares, como parte de un complot para derrocar a la reina. 

			En aquellos años, además de luchar contra las partidas carlistas que iban surgiendo, los guardias civiles hubieron de emplearse contra amenazas republicanas de creciente envergadura, como las sufridas en Huesca, la de Sixto Cámara en Andalucía, la ocupación de Despeñaperros y la conjura de Pérez del Álamo en Loja (Granada). Al frente de los nutridos contingentes de guardias civiles que sofocaron las revueltas destacaron el capitán Antonio Pano, así como el segundo capitán Enrique Gallego y el teniente Juan Peral, al mando de sus respectivas líneas.

			A partir de 1863, con el final del «Gobierno largo», fue creciendo entre los progresistas un sentimiento antidinástico, caracterizándose el final del régimen por un permanente clima de sublevación. El 16 de septiembre de 1864, Narváez volvía a ocupar la presidencia del Consejo de Ministros, sucediendo a Alejandro Mon, por lo que se apercibieron de las escasas posibilidades que tendrían de alcanzar el Gobierno en la crisis final del régimen isabelino. Por ello, aprovecharon para sus fines desestabilizadores las oportunidades que se le presentaban, como los altercados provocados por los estudiantes en la conocida como «noche de San Daniel». De hecho, aquellos dramáticos sucesos y la forma en que se reprimió la revuelta fueron el detonante que, en cierto modo, vino a suponer el comienzo del final de la monarquía isabelina. 

			Entre los días 8 y 10 de abril —festividad de San Daniel— de 1865 se produjo en Madrid lo que comenzó siendo una algarada estudiantil, organizada en apoyo del rector de la Universidad, Pérez de Montalbán. Este, a su vez, había dimitido como protesta por la apertura de un expediente gubernativo a Emilio Castelar, catedrático de historia, por la publicación en el periódico La Democracia de un artículo crítico contra la reina. El Gobierno presidido por Narváez prohibió la concentración, prevista para la tarde del día 8, al considerar que se había urdido una trama de progresistas y republicanos para unirse a ella y provocar disturbios, rectificando la inicial autorización que se había dado. Para evitar la concentración, se ordenó a la fuerza del Tercio Veterano de Madrid, al mando del coronel Marcelino Álvarez, junto a otras unidades de la guarnición del Ejército en la capital, que dispersaran a los que se estaban concentrando en la plaza de Isabel II, calle del Arenal y la Puerta del Sol, que llegó a ocuparse totalmente por los alborotadores. En su intervención, la Guardia Civil Veterana empleó una contundencia desproporcionada. 

			El día 9, domingo, discurrió con cierta normalidad, y el 10 se ordenó a la Guardia Civil ocupar la universidad, por ser el día señalado para el nombramiento del nuevo rector, marqués de Zafra. Aquella medida provocó que la concentración se incrementara en miles de personas, prorrumpiendo durante horas en insultos y abucheos a los veteranos guardias civiles que custodiaban el edificio, y repartiéndose luego en varios grupos por diferentes calles. La fuerza del Tercio Veterano y la del Ejército que había sido alertada recibieron de nuevo la orden de disolver a los alborotadores y, al llegar la noche, cargaron sin contemplaciones, haciendo uso de sus sables y también de sus armas de fuego en algunos casos. 

			El balance de aquella intervención, «que aún hubiera podido ser más sangrienta, sin la prudencia de algunos oficiales de la Guardia Civil y de tropa», fue de nueve muertos y más de un centenar de heridos entre los alborotadores, según la prensa de la oposición. La fuerza del Cuerpo y, en menor medida, la de guarnición del Ejército habían cumplido, acaso con excesivo rigor, las órdenes recibidas. Pero también se habían tomado previamente decisiones imprudentes por el ministro de la Gobernación, González Bravo, por no calibrar las posibles consecuencias, como prohibir la concentración del día 8; no aplazar la toma de posesión del nuevo rector el día 10; y provocar el hartazgo y cansancio de la fuerza, al dejarla sometida durante tres días a burlas, insultos y agresiones. 

			Las críticas de la prensa progresista y de las Cortes cargaron contra el Gobierno, pero también contra la Guardia Civil Veterana, para lo que los progresistas abandonaron por un tiempo su retraimiento a participar en la oposición política. En aquella dura crítica, el mismo Prim llegó a pedir la disolución del Tercio Veterano en una acalorada sesión del Senado. Aquel discurso de Prim fue recriminado por el conde de Vistahermosa, director general de la Guardia Civil, en su comparecencia ante el Senado del 22 de abril. Como contrapunto, también abundaron los elogios —incluido el del propio Prim— hacia el papel que venía prestando el Instituto en la España rural, y la prensa conservadora justificó la intervención con las agresiones sufridas por los guardias civiles durante aquellos días. 

			El Gobierno dio explicaciones sobre lo sucedido a través de la Real Orden de 24 de febrero de 1866, una vez instruidas las correspondientes diligencias y recabados todos los informes de los mandos de las unidades intervinientes de la Guardia Civil y el Ejército. En aquel documento se hacía referencia a las conclusiones del fiscal militar, que consideraba la actuación de la fuerza de la Guardia Civil como ajustada a derecho. No obstante, ante la situación provocada por aquellos graves incidentes, fruto, a la postre, de la imprevisión del Gobierno, la reina se había visto obligada a cesar a Narváez y encargar la formación de un nuevo gabinete a Leopoldo O’Donnell, que volvía al poder el 21 de junio de 1865. Por su parte, el Tercio Veterano sería disuelto en octubre de 1868, con el general Prim al frente del ministerio de la Guerra, tras el triunfo de la Gloriosa. 

			A este suceso le siguieron otros levantamientos en una escalada que ya no tendría fin. Como en los hechos ocurridos en abril de 1865, la Guardia Civil iba a tener un trágico protagonismo, demasiado expuesta a los conflictos socio-políticos del momento histórico. 

			Uno de aquellos levantamientos fue el encabezado por el general Prim en Villarejo de Salvanés el 3 de enero de 1866, al frente de los regimientos de caballería de Calatrava y Bailén. Tras fracasar en su intento, fue perseguido junto a sus seguidores cuando huían hacia Portugal. La expedición enviada en su persecución debía forzar a Prim a cruzar la frontera portuguesa, pero sin apresarlo ni causar bajas entre la fuerza que lo acompañaba. Por ello, estaba constituida por dos columnas encabezadas por generales de la máxima confianza de O’Donnell y viejos colaboradores inmediatos en la guerra de África, como eran Zabala y Echagüe. La vanguardia de aquellas columnas estaba constituida por efectivos del Regimiento de Albuera y una sección de caballería del 1.er Tercio de la Guardia Civil, todos ellos a las órdenes del comandante Teodoro Camino. El duque de Tetuán volvía a confiar en Camino un cometido que requería tanto arrojo como tacto y discreción. 

			Pero Prim consiguió eludir la persecución con habilidad, a base de rodeos y de sortear las poblaciones donde había puestos de la Guardia Civil, para alcanzar el 20 de enero la frontera con Portugal por la provincia de Cáceres. Para ello, también tuvo que sortear la población de Fregenal de la Sierra, donde se había concentrado otro grupo de carabineros y guardias civiles. Camino siguió de cerca los pasos de Prim y llegó a hacer ocho prisioneros entre los huidos, consiguiendo con ello el efecto disuasorio que pretendía y forzar su huida a Portugal. Finalmente, la misión se cumplió como estaba previsto. Tras reunir Prim a los hombres que le habían acompañado aquellas tres semanas de marchas forzadas, antes de cruzar la frontera portuguesa, parece que Camino aún llegó a entrevistarse con él para tratar la entrega de caballos y armamento. Por aquella actuación, el comandante Teodoro Camino fue ascendido a teniente coronel.

			Los sucesos de la «noche de San Daniel», a pesar de su nula implicación militar, habían constituido, en cierto sentido, el principio del fin de la monarquía isabelina. Pero el pronunciamiento de los sargentos de Artillería del cuartel de San Gil, el 22 de junio de 1866, como detonante de una conspiración de mayor alcance, fue el punto de no retorno hacia el final del régimen isabelino. De hecho, aquella asonada iba dirigida contra la propia pervivencia del reinado de Isabel II.

			Los preparativos del levantamiento fueron coordinados en un principio por el general Moriones y, más tarde, por el general Pierrad, ambos estrechamente ligados a Prim, cerebro del levantamiento desde Francia. Pero el complot se precipitó para que tuviera lugar el 22 de junio por la impaciencia de los sargentos, lo que le restó eficacia. Los sublevados, militares y civiles, procedieron a levantar barricadas por las calles de Madrid, haciendo frente a las unidades del Ejército que desplegaron por toda la capital, así como a la fuerza de la Guardia Civil. 

			Volveremos a encontrar al teniente coronel Teodoro Camino dirigiéndose a la Puerta del Sol al frente de treinta guardias civiles de caballería, pues un nutrido grupo de artilleros que participaban en la revuelta ocupaba totalmente la calle Preciados. El general O’Donnell le ordenó cargar, lo que hizo con tal contundencia que consiguió dispersar a los concentrados, haciéndoles cincuenta prisioneros y ocupando dos piezas de artillería. 

			Posteriormente, se confió a la Guardia Civil la ocupación de la calle de la Luna, atravesada por una barricada bien defendida, y sobre la que hostigaban los sublevados desde las casas, a derecha e izquierda. Para dirigir aquella acción fue designado personalmente por O’Donnell el coronel Juan Carnicero San Román, jefe del 1.er Tercio, que respondía al perfil de antiguo oficial de la Guardia Real que había combatido con bravura en la Primera Guerra Carlista, y que luego ingresó en el Cuerpo como primer capitán en 1844. Para conseguir reducir a los insurrectos, Carnicero diseñó un plan para progresar por las calles adyacentes y caer sobre los flancos, mientras otro contingente entretenía con fuego frontal a los sublevados. Finalmente, fue ocupada la posición, pero a un alto precio en sangre. Resultaron muertos el jefe de la comandancia de Madrid, José Roure y Fernández, al recibir un disparo en la cabeza, y el teniente Pedro Veraza y Ciriza, del Tercio de Madrid, por las heridas recibidas por arma de fuego y bayoneta en un enfrentamiento. Además, también resultó herido de gravedad el capitán Gregorio Valencia, lo que evidencia que aquellos jefes y oficiales progresaron con decisión delante de sus guardias, ante el evidente riesgo de aquella situación, convertida en una auténtica encerrona. 

			La violencia de los enfrentamientos en aquella sublevación fue brutal, de modo que, según datos oficiales, se registraron ochenta muertos, cuatrocientos heridos y ciento veintiocho contusos entre las tropas que intervinieron en la represión, así como dos centenares entre muertos y heridos, militares y civiles, entre los sublevados. En cuanto a la Guardia Civil, también sufrió catorce muertos y, al menos, once heridos. En los días siguientes fueron fusilados a las afueras de la Puerta de Alcalá sesenta y seis sargentos, cabos y soldados, un antiguo coronel carlista y un paisano. 

			Ciertamente, aquella trágica jornada del 22 de junio de 1866 había sido el ensayo fallido de algo más que un conato de sublevación militar.

			Una trama urdida contra O’Donnell tras la sofocación de la revuelta le hizo caer. Exiliado en Biarritz, el duque de Tetuán fallecería el 5 de noviembre de 1867. La Unión Liberal quedaba ahora en manos del general Serrano, que no se había mostrado tan partidario de Isabel II como su predecesor. Además, aquella medida regia tomada contra el fundador de la formación política había inclinado definitivamente a la Unión Liberal a unirse a la coalición de progresistas y demócratas en su intención de derribar la monarquía borbónica, de acuerdo con el pacto firmado en Ostende en agosto de 1866. 

			La reina encargó de nuevo a Narváez la formación de Gobierno el 10 de julio de 1866. Narváez se convertía así en el único bastión dispuesto a sostener la monarquía isabelina, vinculada ahora inexorablemente al partido moderado. 

			Pero la muerte sorprendió al duque de Valencia el 23 de abril de 1868, sin que nadie pudiera relevarle al frente del moderantismo. Prim y Serrano, aunque monárquicos, no estaban dispuestos a apoyar a una reina que no había ejercido el poder moderador que demandaban con respecto a las diversas opciones políticas. La desaparición de Narváez, en fin, iba a precipitar los acontecimientos hacia el final del reinado de Isabel II. Quedaba abierta la puerta a una revolución que a nadie sorprendió.

			Como resumen general, podemos concluir que, durante el reinado de Isabel II, la Guardia Civil superó con solvencia las pruebas que dificultaban su consolidación en el marco institucional del Estado. El momento clave para su pervivencia, como hemos visto, se produjo con la revolución de 1854, pero desde entonces se convirtió de forma evidente en la principal protagonista de la lucha por garantizar el orden y la seguridad, ya fuera contra el bandolerismo, las revueltas urbanas y campesinas o las sublevaciones militares y políticas. Desde entonces, y pese a los numerosos vaivenes políticos que se sucederán a lo largo de los años, la Guardia Civil sería considerada por unos y otros como una de las piezas clave —por no decir la fundamental— en la defensa de la seguridad y el orden en España.

			Con el destronamiento de Isabel II tras la revolución de 1868 se iniciaba un periodo intenso de la historia española, marcado por una gran inestabilidad política y varios cambios de régimen. El sexenio democrático fue, probablemente, el periodo más agitado del siglo xix español y supuso para la Guardia Civil la prueba definitiva para asegurar su consolidación.

			A este difícil momento de nuestra historia llegó la Guardia Civil dotada de un innegable prestigio que había cosechado a lo largo de sus casi veinticinco años de existencia, y aquel nuevo periodo constituía la oportunidad de alcanzar su completa consolidación, superando definitivamente las alternancias políticas. No en vano iba a continuar siendo el principal punto de apoyo de los distintos gobiernos y regímenes que se sucederán en aquel convulso sexenio para hacer frente a las numerosas crisis que se presenten. Y ello, contando con que cada uno de aquellos gobiernos iba a tener un concepto diferente sobre la forma de dirigir y emplear a la Guardia Civil.

			A partir del momento en que estalló la revolución el 18 de septiembre en la bahía de Cádiz, la Guardia Civil se comportó con la lealtad que la había caracterizado desde su fundación, de lo que había dado ya sobradas muestras. Pero, como en las ocasiones anteriores, también sabrá adaptarse a la realidad a medida que la situación evolucione. Cumplió lealmente las órdenes recibidas mientras el Gobierno legítimo se mantuvo en el poder y obedeció con disciplina a las autoridades militares insurrectas, a medida que estas se iban imponiendo. También hay que puntualizar que sin lugar a dudas, a esta disposición de la Guardia Civil no era ajeno el prestigio de algunos de los generales que se habían levantado, como era el caso de Prim o Serrano. 

			A pesar de su intento de mantenerse lo más equidistante posible entre aquellas dos posturas enfrentadas, la Guardia Civil fue utilizada en algunas ciudades —Santander, Alcoy, Córdoba— a modo de vanguardia frente a los insurrectos, sufriendo al menos once muertos. Entre ellos se encontraba el capitán José Diosdado Rojas, que cayó en Córdoba. Era, como se diría en la prensa de la época, el triste destino de un cuerpo querido y respetado por su pueblo, pero con la ingrata misión de tener que enfrentarse a él con frecuencia. 

			Finalmente, la batalla de Alcolea inclinó la balanza del lado de los revolucionarios. Serrano, vencedor en aquel enfrentamiento, se haría escoltar por la Guardia Civil en su entrada triunfal en la capital de España, lo que suponía un claro respaldo a la institución, que se vería reforzada en esta nueva etapa en su autoridad y funciones.

			El Gobierno provisional de Prim, con tan popularísimo general como máximo exponente del nuevo régimen, tenía una idea clara sobre el nuevo Estado y sobre el papel que, en ese entramado, debía jugar la Guardia Civil como principal protagonista de la seguridad pública. De esta forma, refrendó la naturaleza militar del Instituto, que, para su servicio peculiar, dependería de las autoridades civiles pero sin desligar su organización del ministerio de la Guerra. 

			Prim prefería una Guardia Civil circunscrita al ámbito rural y fuera de las grandes ciudades, en lo que coincidía con el propio Ahumada. Por ello, fue una de sus primeras medidas la disolución de la recién creada Guardia Rural, devolviendo al Cuerpo sus plenas competencias en ese ámbito territorial. Respecto de las ciudades, la Guardia Civil únicamente pasó a prestar servicio de seguridad en los edificios públicos de Madrid —a través del 14.º Tercio—, mientras que del mantenimiento del orden en las ciudades se encargarían los Voluntarios de la Libertad, herederos de la Milicia Nacional. 

			Para ese nuevo impulso que se pretendía dar a la Guardia Civil, Prim nombró director general del cuerpo al teniente general Serrano Bedoya, hombre próximo y de su entera confianza, a quien encargó la definición del perfil profesional y moral de lo que había de ser un miembro de la Guardia Civil. Sobre esa base y otras cuestiones de tipo organizativo, se aprobó un nuevo Reglamento Militar en 1871. Pero la aplicación de este Reglamento no fue todo lo amplia que hubiera cabido desear, debido a los graves conflictos políticos que se sucedieron. En efecto, en diciembre de 1870 era asesinado el general Prim. Con su muerte, se resentirán de forma importante algunos de los proyectos en marcha; entre ellos el de profesionalizar completamente la Guardia Civil.

			Comandante general del Real Cuerpo de Alabarderos

			Después de cesar en el cargo, se concedió a Francisco Javier Girón el pase a la situación de cuartel que había solicitado para Madrid, con fecha 6 de julio de 1858. 

			Tan solo un año después de volver a entregarse a la vida tranquila de familia, caía como un mazazo sobre Francisco Javier Girón la pérdida de su joven esposa. El 24 de agosto de 1859, mientras jugaban una partida de tresillo en casa del marqués de Miraflores, en el apacible verano de La Granja, fallecía doña Nicolasa repentinamente de una apoplejía, con tan solo cuarenta y dos años de edad. Aquel rostro angelical, como tantas veces se había referido a ella Francisco Javier, se apagaba para siempre. El dolor debió de ser muy intenso para el general, ya cansado de la vida, aunque aliviado por la compañía de los nueve hijos que sobrevivieron al matrimonio. 

			Con respecto a todos sus hijos e hijas, el duque de Ahumada sentía un gran cariño y orgullo. Los seis varones, como ya apuntamos, siguieron la carrera de las armas, aunque ninguno ingresó en la Guardia Civil. Los dos mayores, Pedro y Javier, oficiales de caballería, alcanzaron fama en la guerra de África y llegarán al empleo de mariscal de campo y teniente general, respectivamente. Luis también llegará a general de brigada de infantería en 1902; y Rafael morirá en la guerra de Cuba en 1896, con el empleo de comandante de caballería. 

			En los años siguientes de inactividad profesional, Ahumada solicitó licencia por periodos de cuatro o seis meses en marzo de 1860, febrero de 1861 y mayo de 1862, para trasladarse durante el verano a Francia «a tomar los baños de mar», como tenía por costumbre, y también a las provincias vascas y Andalucía.

			Francisco Javier Girón, aunque continuaba con vigor y actividad, como ponían de manifiesto sus frecuentes estancias en el sur de Francia, se sentía cada vez más solo, aun rodeado del calor de sus hijos. O’Donnell, que presidía entonces su Gobierno más prolongado, le asignó algunos cometidos propios de su edad y dignidad. De este modo, conforme a su condición de gentilhombre de cámara de Su Majestad, Girón fue comisionado a Valencia el 13 de marzo de 1862 para recibir en nombre de la reina al duque de Braganza y acompañarlo a la Corte.

			Poco más tarde, el duque de Ahumada era nombrado comandante general del Real Cuerpo de Guardias Alabarderos, por Real Decreto del 2 de junio de 1862. Era este un cargo habitualmente ofrecido a prestigiosos tenientes generales en la etapa final de su carrera profesional, como lo había sido su tío-abuelo, el general Castaños. Tanto la reina como O’Donnell deseaban tener aquel reconocimiento con el fundador de la Guardia Civil. 

			Todavía tenía Ahumada fuerzas, capacidad e ilusión para acometer mejoras organizativas en el Cuerpo de Alabarderos, que le harían recordar los años transcurridos al frente de la Guardia Civil. Introdujo modificaciones en el vestuario y mejoró las condiciones del acuartelamiento que ocupaban, que había sido de la Guardia de Corps. Sus mejoras y motivación del personal pronto se hicieron notar en el porte de los alabarderos y en la prestación de su servicio en palacio.

			Durante la sangrienta revuelta del cuartel de San Gil del 22 de junio de 1866, Ahumada tuvo que ponerse al frente de sus alabarderos para proteger a la reina y la integridad del palacio en caso de que fuera atacado. Era su último servicio a la Corona y a España. 

			Por Real Decreto de 15 de julio de 1866, con Narváez de nuevo al frente del Gobierno para encarar el último tramo del periodo isabelino, el duque de Ahumada era cesado de su cargo de comandante general de Guardias Alabarderos y pasaba a la situación de cuartel. En ella permanecerá hasta su retiro definitivo, el 30 de noviembre de 1867. 

			Tras dejar el Cuerpo de Alabarderos, el duque de Ahumada se trasladó a Biarritz y San Juan de Luz para pasar el verano, acompañado de algunos de sus hijos. Javier Girón se encontraba a gusto en su habitual retiro de la costa francesa y en San Sebastián, una de sus ciudades favoritas, donde se hallaba de regreso de Francia, el 1 de septiembre de 1866. Apartado definitivamente de la vida activa, solo le cabía refugiarse en sus propios recuerdos: en los de su querida Guardia Civil, que había visto nacer y que crecía vigorosa, y en su amada Nicolasa, que le había sido arrebatada a tan temprana edad. 

			Los años siguientes, Javier Girón continuó dejando fluir su vida, como un caudal de aguas mansas, alternando su residencia en Madrid con los veranos en la costa cantábrica y largas temporadas en sus propiedades de Sevilla, Cádiz y Málaga; rodeado, como siempre, de buena parte de sus hijos. Desde aquellos dorados retiros, que movían a la nostalgia, el duque también se sentiría desalentado, contemplando una España cuya monarquía se desmoronaba dolorosamente sin remedio. 

			A mediados del mes de julio de 1869, cumpliendo su metódica costumbre, el duque de Ahumada iniciaba el disfrute de su última temporada de verano en San Juan de Luz. Probablemente, pasó el mes de septiembre en Bayona, antes de regresar a Madrid a comienzos de octubre. 

			Pero ya no volvería a viajar. Su afección del corazón había ido apagando sus fuerzas. A las dos y media de la madrugada del 18 de diciembre de 1869, fallecía Francisco Javier Girón y Ezpeleta Las Casas y Enrile, II duque de Ahumada, a los sesenta y seis años de edad, en su domicilio madrileño de la calle del Factor, número 9. Muy cercano, dormía aquella fría noche el Palacio Real, que tantos desvelos le había causado, donde tantos vibrantes momentos había vivido, y que ahora yacía vacío y estéril a la espera de un nuevo despertar restaurador. 

			En la mañana del lunes día 20 fueron conducidos los restos del duque de Ahumada hasta la cercana iglesia del Sacramento —hoy iglesia catedral de las Fuerzas Armadas españolas—, para la celebración del solemne funeral. En sus inmediaciones aguardaba la escolta de ordenanza que habría de acompañar al cadáver, mandada por el general gobernador militar, y compuesta de un batallón de infantería y dos escuadrones del Regimiento de Húsares de Pavía, con sus respectivos coroneles al frente. La comitiva fue presidida por el general Serrano, como regente del reino. Le acompañaron el Gobierno en pleno, con el general Prim a la cabeza, y las correspondientes comisiones militares, compuestas de un jefe, seis capitanes y cuatro oficiales subalternos por cada uno de los cuerpos de guarnición. 

			Seguidamente, su cuerpo recibió sepultura en el panteón familiar del cementerio de la sacramental de San Pedro, San Andrés y San Isidro, junto a los restos de su padre. Por su expresa voluntad, según constaba en su testamento, que encabezaba encomendando su alma a Dios, el duque de Ahumada fue amortajado con el uniforme de inspector general de la Guardia Civil. Y su féretro fue portado a hombros de guardias civiles, ese Cuerpo que, según sus propias palabras, «tanto me ha honrado».

			A modo de epílogo

			El duque de Ahumada fue profundamente militar. Y, por ello, profundamente humano. Su impronta fundacional trascendió las primeras etapas de la Guardia Civil para hacer posible su perdurabilidad con paso firme, por encima de los avatares de nuestra historia, sin perder su esencia ni ver mermados los valores en que se sustentó desde sus comienzos. En definitiva, fue posible trazar una línea continuista en los sucesores del fundador del Cuerpo, lo que supuso el punto de partida para el afianzamiento de una cultura institucional.

			Y ello fue así por las propias cualidades humanas y profesionales del general Girón, pero, sobre todo, por haber sabido rodearse de grandes colaboradores y por haber mandado a unos hombres que interiorizaron aquellos valores para transmitirlos, intactos, a las generaciones siguientes. El éxito del elemento humano fue, pues, determinante para el de la Organización.

			A lo largo de estas páginas hemos podido desentrañar cuáles han sido los rasgos singulares que caracterizaron desde sus inicios a la Guardia Civil como institución. También hemos analizado cómo fue capaz de crecer, de sostenerse por encima de ideologías políticas y diferentes regímenes, y de alcanzar las altas cotas de prestigio que determinaron su definitiva consolidación en el mapa institucional español. 

			Analizado desde el punto de vista del elemento humano, este resultado ha de estar directamente vinculado a la actitud y al desempeño profesional de los hombres que integraron la Guardia Civil en aquella etapa fundacional. Podemos verlo a través de los acontecimientos históricos y de los episodios singulares, de mayor o menor relieve, protagonizados por los guardias civiles, y que jalonaron aquellas primeras décadas. No albergamos duda alguna de que aquel éxito fue fruto de las cualidades humanas y profesionales desplegadas por los guardias civiles en el cumplimiento de su misión, que fueron inculcadas y sostenidas por unos cuadros de mando fuera de lo común, y ejerciendo para ello un liderazgo muy eficaz sobre la fuerza a sus órdenes. 

			La importancia que se dio al factor humano en la Guardia Civil para alcanzar el éxito pretendía ser el contrapunto a tantos fracasos previos en el afán de constituir una fuerza de seguridad eficaz en España, y en salvaguardar a sus miembros de los vicios y conductas abusivas de un pasado con el que se quería romper. El cuadro de valores con que debía revestirse la institución adquiría así una importancia capital.

			Por ello, la Guardia Civil se configuró como un modelo antropológico de organización, y como tal, su finalidad era no solo conseguir la eficacia y resultar atractiva, sino también la unidad o identificación de sus miembros con la institución y con sus objetivos. Una organización, en fin, que encarnaba unos valores concretos que habían de impregnar toda su actuación. 

			Porque esta exigencia ética generó pronto una particular autoexigencia que definió el perfil profesional de los guardias civiles. Los mandos, además, tenían la responsabilidad de adquirir una autoridad natural que fuera fácilmente reconocida por sus subordinados, y esta solo podía lograrse viviendo las virtudes y valores que pretendían transmitirles y exigirles.

			A este respecto, son muy relevantes los elementos definitorios de la personalidad, trayectoria profesional, motivaciones y valores que estuvieron presentes en la selección de los primeros guardias civiles, y que se mantuvieron en las décadas siguientes. Y es preciso hacer una especial mención a la selección de los oficiales, para lo que se siguieron los patrones de excelencia profesional de la época. 

			También se dio gran importancia desde los comienzos a la formación humana, profesional y en valores de los primeros guardias civiles, a lo que se dedicaron importantes esfuerzos. E igualmente se dio un paso más en cuanto a la selección y formación de los cuadros de mando, así como para fortalecer y establecer controles de calidad en los procesos de promoción interna en las clases de tropa y en el régimen de ascensos a oficial. 

			Esta acertada política de personal en la Guardia Civil se vio fortalecida y respaldada por un estilo de mando absolutamente coherente con aquella línea institucional, que aportó un importante patrimonio humano y cultural. Un estilo propio que se fraguó de la mano del duque de Ahumada, y que estuvo basado en el ejemplo, la cohesión interna y la formulación de un espíritu de cuerpo. Y seguidamente fue asumido por todos los mandos que se incorporaban al Instituto o ascendían entre sus filas, y por los sucesivos inspectores y directores generales. Además, vino a dar cohesión a la institución y a robustecer un sentido de pertenencia. 

			Realmente, solo con el enraizamiento de esta cultura institucional se puede explicar el éxito de la Guardia Civil en su etapa fundacional, su consolidación definitiva y la perdurabilidad de su prestigio.

			El estilo corporativo en la Guardia Civil, además, abarcó toda la esfera de las relaciones humanas, y dentro de la estructura jerárquica en particular, tanto en sentido ascendente como descendente. Por ello, podemos advertir entre los rasgos de aquella forma de mandar los elementos definitorios de un auténtico modelo de liderazgo, genuino y eficaz, aun cuando con las limitaciones psicológicas y sociológicas que imponían la mentalidad y las formas de relación propias del siglo xix en España.

			Porque aquí no termina, sino continúa, esta historia de hombres de honor.
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			España. Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812. 

			España. Real Cédula de 22 de agosto de 1814, por la que se mandan guardar y cumplir las Instrucciones insertas para la persecución y castigo de los malhechores que infestan los caminos del Reino. 

			España. Decreto de las Cortes extraordinarias de 6 de diciembre de 1822, aprobando el Reglamento provisional de Policía. 

			España. Real Decreto de 26 de noviembre de 1823, por el que se crea la Superintendencia de Vigilancia Pública, publicado por Real Cédula de 26 de noviembre de 1823.

			España. Real Decreto de 8 de enero de 1824, por el que se dictan las reglas que han de observarse en el establecimiento de la Superintendencia General de la Policía del Reino, publicado por Real Cédula de 13 de enero de 1824.

			España. Real Decreto de 9 de marzo de 1829, para el establecimiento y organización del Cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras, Gaceta de Madrid, n. 39, 31 de marzo de 1829, a n. 55, 7 de mayo de 1829.

			España. Real Decreto del 23 de octubre de 1833 en que se establece la figura del subdelegado de Fomento.

			España. Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 sobre la división civil de territorio español en la Península e islas adyacentes en 49 provincias, Gaceta de Madrid, n. 154, 3 de diciembre de 1833.

			España. Real Decreto de 7 de mayo de 1835, sobre la extinción de las hermandades santas, reales y viejas de Ciudad Real, Toledo y Talavera, y de los tribunales privilegiados de las mismas.

			España. Ley por la que se sanciona la Ordenanza para el Reemplazo del Ejército, de 2 de noviembre de 1837, Gaceta de Madrid, n. 1.129, 1 de enero de 1838.

			España. Real Decreto de 11 de noviembre de 1842, de Organización del Cuerpo de Carabineros del Reino, Gaceta de Madrid, de n. 2.985, 9 de diciembre de 1842, a n. 2.989, 13 de diciembre de 1842.

			España. Real Decreto de 26 de enero de 1844, de organización del Ramo de Protección y Seguridad Pública, Gaceta de Madrid, n. 3.422, 27 de enero de 1844.

			España. Real Decreto de 28 de marzo de 1844, por el que se crea un cuerpo especial de fuerza armada de infantería y caballería, bajo la dependencia del ministerio de la Gobernación de la Península, y con la denominación de Guardias Civiles, Gaceta de Madrid, n. 3.486, 31 de marzo de 1844.

			España. Real Decreto de 12 de abril de 1844, encomendando al ministerio de la Guerra la organización de la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 3.500, 14 de abril de 1844.

			España. Real Orden de 15 de abril de 1844, comisionando al duque de Ahumada como director de organización de la Guardia Civil, y señalando para proceder a ella los puntos de Vicálvaro y Leganés, Gaceta de Madrid, n. 3.506, 20 de abril de 1844.

			España. Real Decreto de 13 de mayo de 1844, declarando que la Guardia Civil depende del ministerio de la Guerra en lo concerniente a su organización, personal, disciplina, material y percibo de sus haberes, y del ministerio de la Gobernación por lo relativo a su servicio peculiar y movimientos, Gaceta de Madrid, n. 3.530, 14 de mayo de 1844.

			España. Real Decreto de 9 de octubre de 1844, por el que se aprueba el Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 3.679, 10 de octubre de 1844.

			España. Real Decreto de 15 de octubre de 1844, por el que se aprueba el Reglamento Militar para la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 3.685, 16 de octubre de 1844.

			España. Real Decreto de 2 de agosto de 1852, por el que se aprueba el Reglamento para el Servicio de la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 6.636, 23 de agosto de 1852.

			España. Real Decreto de 13 de mayo de 1857, por el que se aprueba el Reglamento para el servicio de los carruajes públicos destinados a la conducción de viajeros, Gaceta de Madrid, n. 1.592, 15 de mayo de 1857.

			España. Real Decreto de 24 de marzo de 1858, por el que se reorganiza la Guardia Urbana de Madrid, Gaceta de Madrid, n. 85, 26 de marzo de 1858.

			España. Real Orden de 28 de septiembre de 1861, modificando la estructura orgánica de los tercios de la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 275, 2 de octubre de 1861.

			España. Real Orden de 12 de octubre de 1864, disponiendo que la Dirección General del Cuerpo de Guardias Civiles y de la Guardia Civil Veterana pase a denominarse Dirección General de la Guardia Civil, Gaceta de Madrid, n. 296, 22 de octubre de 1864.

			España. Decreto de 20 de octubre de 1868, por el que se disuelve el Tercio de Madrid, Gaceta de Madrid, n. 296, 22 de octubre de 1868.

			Referencias documentales

			De carácter general:

			Actas del Consejo de Ministros: Isabel II (1843-1844 y 1854-1855); Primera República Española (1873 y 1874), Ministerio de la Presidencia, Imprenta Nacional del Boletín Oficial del Estado, Madrid, vol. X, 1996.

			Serie histórica de los Diarios de Sesiones de todas las legislaturas del Congreso de los Diputados y Cortes Españolas (1820-1870). Se puede consultar online en: http://www.congreso.es/est_sesiones/.

			De la Guardia Civil:

			Cartilla del Guardia Civil, redactada en la Inspección General del Arma, aprobada por S. M. en Real Orden de 20 de diciembre de 1845, Imprenta de D. Victoriano Hernando, Madrid, (1.ª ed., 1846; 7.ª ed., 1898). 

			Recopilación de documentos oficiales de la época fundacional de la Guardia Civil, Servicio de Estudios Históricos de la Guardia Civil (SEHGC).

			Recopilación de las reales órdenes y circulares de interés general para la Guardia Civil expedidas desde su creación hasta fin de 1884 por los ministerios de la Guerra y Gobernación y por el Inspector o Director General de la misma; arreglada de su orden en la Secretaría de la Dirección General, Secretaría de la Inspección/Dirección General de la Guardia Civil, Madrid, 1845-1884 (39 volúmenes).

			Anuarios oficiales militares:

			Colección de las leyes, reales decretos, órdenes y reglamentos expedidos por el ministerio de la Guerra, y de las circulares de las Inspecciones y Direcciones Generales de todas las Armas e Intendencia General Militar, Imprenta del Boletín del Ejército, Madrid, 1839-1846.

			Escalafón general de antigüedad de los Jefes y Oficiales de la Guardia Civil (1845-1870), Secretaría de la Inspección-Dirección General de la Guardia Civil, Madrid, 1845-1870 (diferentes editoriales y Boletín Oficial de la Guardia Civil).

			Estado militar de España (e Indias), Imprenta Nacional, Ministerio de la Guerra, Madrid, 1824-1863. 

			Organización y Estado militar de España y Ultramar, Imprenta y Litografía del Depósito de la Guerra, Ministerio de la Guerra, Madrid, 1869.

			Referencias archivísticas: expedientes personales

			Fondos de expedientes de personas célebres, 1.ª Sección (Personal), AGMS/Instituto de Historia y Cultura Militar del Ejército de Tierra.

			Fondos de expedientes personales de los jefes y oficiales que formaron parte de la Guardia Civil entre 1844 y 1870, 1.ª Sección (Personal), AGMS/Instituto de Historia y Cultura Militar del Ejército de Tierra.
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